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PRESENTACIÓN

Las guerras desatan violencia; la violencia provoca dolor, miseria, daños 
colaterales que marcan el cuerpo de la sociedad que alberga el confl icto béli-
co y lo anida en cada rincón de los segmentos humanos menos protegidos.

La violencia no es natural en los pobres, en ellos descargan toda la 
fuerza del odio, la maldad, el desprecio y las armas para que sufran las con-
secuencias de la pugna de intereses económicos y/o políticos de los cuales 
los desposeídos no se han dado cuenta ni les interesa incidir en la disputa, 
sin embargo son el blanco de la belicosidad del sistema capitalista.

La guerra tiene presencia en la creciente militarización de los países, no 
hay nada que justifi que la compra de armamento, el re-equipamiento de 
los militares, la creación de tantos organismos especiales de inteligencia, 
contrainsurgencia, antiterroristas, antinarcóticos, entre otros, si no es para 
sembrar un estado de guerra, de eliminación del “otro”, de destruir al ene-
migo y pulverizar todo aquello que se opone a los que detentan el poder.

Toda guerra tiene un objetivo, no obstante hay una variedad de tipos de 
guerra que la “venden” como solución de un problema inexistente, esto es, 
de un enemigo construido previamente para justifi car la ola de violencia 
que cunde por todo lo ancho y largo del territorio latinoamericano.

Guerra contra la delincuencia, contra el tráfi co de drogas, los fl ujos de 
migrantes, la evasión fi scal, la inseguridad, la trata de blanca, la prostitu-
ción obligada, el contrabando, el crimen organizado, el lavado de dinero, 
el terrorismo, los anarquistas, los populistas, los movimientos populares, 
las marchas campesinas, los reclamos de comunidades indígenas, los estu-
diantes revoltosos, las tribus urbanas, en fi n, tantos perfi les tiene la guerra 
que cada uno de los frentes belicosos mencionados tiene un cuerpo de 
ofi ciales especializados para combatir a los enemigos que el sistema y ba-
rones del poder nos impone.
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Observamos una vasta cantidad de ejemplos que sustentan la trama del 
nuevo terror confeccionado en los talleres de la industria mediática, parte 
de los embates mentales de la Guerra de Baja Intensidad y su tentáculo 
denominado Guerra de Cuarta Generación. Los planes de apoyo bilateral 
y capacitación militar implementados en el territorio latinoamericano le 
acompañan para extender el campo de las confrontaciones.

América Latina contiene en su interior la guerra multidimensional, la 
cual se caracteriza por las diferentes aristas de combate que afl oran en 
cada país del mosaico; las tenemos de frontal donde el ejercito combate a 
fuerzas insurgentes en Colombia, paramilitarismo-sicariato que escudados 
bajo el toldo de combate al narcotráfi co vulneran y asesinan población 
civil en Perú, Colombia, Honduras, Guatemala y México; las estrategias de 
combate en la frontera sur del país azteca contra los migrantes es ignomi-
niosa, de igual manera en Centroamérica persiguen y asesinan a indígenas 
que se oponen al despojo de sus pertenencias y defensa de sus derechos. Es 
un campo de batalla que poco percibimos por 2 factores, por un lado los 
medios de comunicación hacen caso omiso y/o esconden las evidencias de 
la tragedia humana que nos rodea; por otro, la cotidianización de la barbarie 
conjuntado con la desimbolización del lenguaje de la guerra que no es otra 
cosa que introyectar el uso metafórico de los conceptos claves de la guerra 
en el lenguaje cotidiano, desmitifi cando el signifi cado de muerte que hay 
en la naturaleza del concepto de guerra, pueril y popular lo instalan en el 
subconsciente colectivo hasta hacerlo de uso común, pero la intención no 
es otra que obnubilar la mente de los ciudadanos y que no puedan distinguir 
entre víctimas de guerra y enemigos verdaderos. De ahí que desplazados de 
sus comunidades, viudas por las confrontaciones bélicas, dolor, falsos posi-
tivos, masacres en lugares populares, asesinatos a estudiantes, destrucción de 
pueblos indígenas, hogares huérfanos, exilios forzados, pueblos desolados y 
persecuciones políticas no son percibidas como consecuencias de la guerra, 
sino como actos naturales de una sociedad asediada por el miedo.

El libro “Militarismo, Violencia y Narcotráfi co: La agenda escondida”, 
explica la multiplicidad de estos factores de la guerra, desde las raíces de la 
militarización en Centroamérica, región que ha vivido los últimos 40 años 
en exterminio constante, pasando por los cuerpos militares de Argentina y 
Perú, donde la policialización de los ejércitos para combatir la inseguridad no 
es más que un travestismo para mantener a las fuerzas castrenses como pilar 
preponderante en la escena del dominio y el control social; el combate contra 
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las drogas es otro episodio que se impuso en la lectura obligada de los pueblos 
nuestros, donde la urgencia de los Estados Unidos por controlar el tráfi co y 
negocio de los estupefacientes ha desatado la feroz persecución contra un 
enemigo que no está en el frente de batalla, sino al lado de ellos para contener 
los levantamientos populares y el avance de fuerzas políticas que intentan 
romper el dogma del neoliberalismo y sus privatizaciones depredadoras.

El narcocapitalismo vive y siembra las guerras donde los negocios son 
redituables, los bienes públicos con ancla en los recursos naturales estra-
tégicos son posibles de privatizar y los sectores populares se aglutinan en 
frentes políticos para competir en las elecciones. Ahí hay y habrán guerras, 
indudablemente con ganancias estupendas para los fabricantes de armas, 
los asesores militares, los ejércitos privados y las compañías multinaciona-
les inversoras con perfi l defi nido en riquezas detectadas anticipadamente.

Los casos de Honduras y Uruguay son atendidos por dos connotados 
militantes de izquierda que han luchado desde hace años por desterrar el 
militarismo, fueron asediados y víctimas de dictaduras de sus países de 
origen, esta vez con pluma en ristre describen los sucesos de dos pequeños 
países con problemas de militarización e impunidad.

Así está confeccionado el libro que tiene en sus manos, donde estudio-
sos de varios pueblos latinoamericanos concertaron la idea de escribir para 
enunciar y explicar un problema que los medios eclipsan, no fue posible 
esta vez ofrecer soluciones por lo intrincado de la problemática, sin em-
bargo hay pistas y coordenadas por donde se vehiculiza el fenómeno de la 
militarización, la violencia y el narcotráfi co, a pesar de estar escondida en 
la agenda de los gobiernos, la visibilizamos con pesquisa y argumentos que 
dieron el resultado de un libro.

De nueva cuenta el Colectivo de Insumisos Latinoamericanos pone 
sobre la mesa de discusión un tema oculto, refl exionando con voz y pen-
samiento crítico, sin el amparo ofi cial de institución gubernamental, con 
plena autonomía y fi el a la idea de expresar que nuestros países requieren 
saber lo que acontece para así instrumentar acciones que destierren la vio-
lencia y el dolor que nos aqueja.

Enhorabuena y compartamos las ideas y los saberes sin menoscabo 
para reconstruir la urdimbre que los hombres y mujeres necesitan para 
pensar libremente.

M. Heinrich y R. Salazar
Octubre de 2014, Buenos Aires, Argentina.
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PRÓLOGO

Este libro conjuga un amplio espectro de situaciones, en torno a dos 
ejes de análisis que se los suele encontrar concatenados: por un lado, el de 
las estrategias que bajo el discurso de la seguridad y de combate al narco-
tráfi co, enmascara políticas de militarización de nuestra región; y por otro, 
estas mismas políticas, en relación con distintos tópicos sucedáneos. 

La ventaja con que opera el primer dispositivo es que el narcotráfi co 
es intrínsecamente rechazado, asociado a la violencia extrema –y viendo lo 
que ocurre en Colombia y México no faltan elementos para pensar de ese 
modo–. Pero esta violencia desbocada surge en un contexto específi co, en 
el marco de unas relaciones determinadas. La producción y distribución de 
esas sustancias no engendra, por sí mismas, violencia. Esta surge del fabu-
loso negocio económico fuera de toda regulación legal: a mayor ganancia, 
mayor es el empeño por apropiársela. Lo primero que se debe desmontar, 
en tal sentido, es la directa y acrítica criminalización de un producto que, 
en lugar de engendrar muerte, puede generar riquezas en nuestra región. 
El primer paso lo está dando Uruguay, con la legalización y regulación de 
la producción y venta de cannabis. La invocación al impacto en la salud 
pública, que suele esgrimirse para mantener la ilegalidad de esta actividad, 
es una especulación que carece de sustento histórico, pues así como la 
“ley seca” no impidió el alcoholismo, tampoco la prohibición de algunos 
narcóticos elimina la adicción a los mismos. Cuando se eliminó la veda de 
producción y venta de alcohol en Estados Unidos no hubo un incremento 
signifi cativo en la tasa de alcohólicos; de allí que cabe esperar que la lega-
lización de otras drogas tengan un impacto similar; es decir, no disminuirá 
la tasa de adictos, pero tampoco se incrementará. Lo que sí se eliminará 
es el entramado mafi oso en el que ahora se sustenta, que genera violencia, 
muertes, licua el estado de derecho, corrompe las instituciones y engendra 
una dinámica que los Estados no son capaces de controlar.
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En el otro eje se estructura en la focalización de las políticas estatales de 
seguridad, que complementan la estructuración del esquema general de mili-
tarización. Pero no se trata de una militarización en el sentido clásico, de gran-
des contingentes desplegados en el territorio, con grandes bases operacionales 
en las que se concentran las tropas; tales bases existen, por supuesto, pero 
su costo económico y político –particularmente cuando se trata de bases de 
potencias extranjeras– ha dado paso a una nueva forma, menos visible y más 
económica, aunque igualmente operativa, que son los FOL –Fowad Operating 
Location (Sitios de Operaciones de Avanzada)– y CSL –Cooperative Securty Location 
(Sitios de Seguridad Cooperativa)–, que son los enmascaramientos utilizados 
para desplegar personal y equipo militar en distintos puntos de manera relati-
vamente inadvertida. A esto se le suman las políticas particulares que desarro-
lla cada Estado y que resultan funcionales al fortalecimiento de esta situación.

El lector encontrará aquí un panorama regional, desde una mirada que 
no se corresponde con los discursos hegemónicos diseminados desde usi-
nas de pensamiento fi nanciadas por el gran capital y en ocasiones también 
por los Estados benefi ciarios de las políticas sustentadas en esas concep-
ciones, que insistentemente intentan –y en alguna medida– logran impo-
ner una agenda de seguridad basada en una serie de supuestos que son, 
cuanto menos, controversiales.

La certeza desde la que se puede partir es que la prohibición/ilegaliza-
ción de la producción y comercialización de estupefacientes no impide ni 
difi culta el consumo de los mismos.

Partiendo de esta certeza, el primer punto que debería debatirse es por 
qué se criminaliza una fuente de riqueza regional. Se suele dar por sentado 
que la producción de estupefacientes es nociva en sí misma, lo cual sólo 
aborda la cuestión desde un punto de vista moral, escatimándola al debate 
racional, económico, político y social. Nadie duda que el consumo abusi-
vo de estupefacientes es nocivo para la salud, pero esto debería ponerse 
en correlato con la producción de otros productos, como el tabaco, o los 
automóviles, que tienen más usuarios y provocan más muertes que los estu-
pefacientes –en el caso de los automóviles, dejando, además, una huella en 
la atmósfera que será una pesada herencia para generaciones futuras–. Esto 
merecería un debate racional y desapasionado. La segunda cuestión es quién 
debe asumir los costos de la nocividad del consumo de productos: si los 
países productores o los consumidores. Si se conviniese en que los primeros, 
entonces las casas matrices de las fábricas de automotores, así como las taba-
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caleras –siguiendo este ejemplo– deberían indemnizar a los familiares de las 
víctimas que las mismas ocasionan. Si, por el contrario, se acordase que los 
segundos, entonces los países latinoamericanos no tendrían que asumir los 
costos económicos, sociales y políticos de combatir el narcotráfi co.

El segundo que debería observarse es a quién benefi ciaría y a quién per-
judicaría una legalización de todo el circuito de los narcóticos: producción, 
elaboración, distribución y consumo. De manera evidente, benefi ciaría a los 
Estados productores, sea que lo asuman directamente, que lo dejen en ma-
nos privadas, recaudando impuestos, o de manera mixta, como se postula 
en Uruguay. Esto produciría grandes cantidades de recursos que podrían 
volcarse en infraestructura para mejorar las condiciones de vida de la pobla-
ción. Benefi ciaría, indirectamente, a los usuarios de estupefacientes, toda vez 
que se garantizaría una calidad mínima de los productos, tornándolos menos 
nocivos que lo que son actualmente en razón del “estiramiento” que hacen 
los trafi cantes para aumentar sus ganancias. De manera obvia, perjudicaría a 
todos quienes lucran con la ilegalidad del producto. Pero también corroería 
la base de intervención externa en los Estados latinoamericanos. 

Como podrá verse a lo largo de las páginas que siguen, tal evento es in-
conveniente tanto para los Estados interventores como para la clase política 
de los Estados intervenidos. La lucha contra el narcotráfi co es de inapre-
ciable valor para el despliegue de un inmenso dispositivo militar-policial de 
carácter no sólo represivo, sino también preventivo contra cualquier posibi-
lidad de organización popular que intenten subvertir, aunque sea mínima-
mente, las condiciones de existencia. Asimismo, es la baza fundamental para 
regular los fl ujos migratorios, uno de los pilares para el funcionamiento del 
capitalismo, ya que la movilidad del capital necesita de la fi jación de las po-
blaciones, como oportunamente lo observara Friedrich Engels.

Un enfoque no criminal del problema no elimina el problema, sino que 
lo plantea en otros términos. El narcotráfi co, por supuesto es nocivo; pero lo 
que más afecta socialmente no es la salud de los usuarios de estupefacientes, 
con sus efectos sociales innegables; lo más preocupante es su capacidad de 
corrosión institucional. Allí dónde este fenómeno se desarrolla se corrompen 
personas e instituciones; nada queda exento de su poder: la justicia, el sistema 
político, las fuerzas policiales y de seguridad, el sistema fi nanciero, el sector 
inmobiliario, llegado a determinado nivel, también las Fuerzas Armadas. 

La respuesta represiva, el supuesto “ataque frontal”, tiene la virtud de 
ser el más receptivo por el sentido común, pero es funcional a su existen-
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cia, y tiene como efectos aumentar los ingresos del negocio, por un lado, y 
de brindar una plataforma política para incrementar los niveles de control 
de la población y, eventualmente, de cercenamiento de derechos civiles. 
No basta con querer terminar con el fl agelo. Es necesario afrontarlo con 
inteligencia y determinismo, como lo está intentando el gobierno urugua-
yo –y este intento es valioso independientemente de la suerte que corra, ya 
que al limitarse sólo a una sustancia, el cannabis, puede resultar demasiado 
débil frente al problema global, que es de mucha mayor magnitud–.

Este libro, no obstante, no está escrito proponiendo soluciones, sino 
más bien explorando los efectos que tiene, para las poblaciones, el esta-
blecimiento de una agenda de seguridad asentada en la refutada hipótesis 
de solución militar del problema del narcotráfi co. O, si se quiere, y tal 
como lo expresa su subtítulo, cuál es la “agenda oculta” que existe en 
estos programas de seguridad, cuya similitud y afi nidad despierta, incluso 
al más desprevenido, la inmediata sospecha de formar parte de un único 
programa implementado y monitoreado externamente a cada uno de los 
países que “soberanamente” lo implementan.

El análisis de cada país en particular permite un conocimiento más pro-
fundo de lo que ocurre en ese territorio, pero nos quita la perspectiva global, 
necesaria para llegar a una comprensión más profunda y de conjunto del 
fenómeno. Por ello, el abordaje por parte de especialistas de distintos pun-
tos de América latina, permite al lector formarse una visión más acabada y 
de dimensiones más ajustadas de la verdadera dimensión del problema que 
afrontamos, que es la militarización de la región, la que se desarrolla a la 
sombra de un su-puesto combate para eliminar el narcotráfi co.

Este volumen no agota el tema, ni siquiera es exhaustivo en la superfi cie 
de la región. Se trata, ante todo, de una invitación a establecer una visión 
alternativa para enfrentar los verdaderos problemas que nos agobian, y de-
jar de correr para escapar de la sombra. En las páginas siguientes el lector 
encontrará análisis sobre Guatemala, Honduras, Perú, Argentina, Brasil, 
Uruguay, Honduras, El Salvador, más análisis regionales y un análisis más 
teórico, desarrollado por Salazar y Heinrich. Esperamos que este conjunto 
de esfuerzos de especialistas, sirva para que el lector tenga una alternativa 
analítica a la hora de pensar en el problema de la seguridad regional.

Flabián Nievas
Buenos Aires, septiembre de 2014
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CENTROAMÉRICA: DESIGUALDAD, 
VIOLENCIA Y CONFLICTOS DE FRONTERA

Ignacio Medina Núñez1

Introducción

El proyecto de integración propuesto por Simón Bolívar como una 
patria continental o una unión de repúblicas resultó un fracaso en el siglo 
XIX y el XX, aunque en las últimas décadas del siglo XX empezaron a 
renacer los proyectos de integración en otra perspectiva pero con diver-
sos confl ictos de frontera y diferentes perspectivas políticas que difi cul-
tan la coordinación y la complementación hacia un proyecto común de 
desarrollo y que han creado espacios difíciles de gobernar que facilitan la 
intervención de fuerzas externas especialmente de parte del narcotráfi co 
internacional y de los intereses norteamericanos. 

Este escrito se enfoca a varios temas fundamentales: Centroamérica 
vive una situación grave de pobreza, desigualdad y violencia en donde 
cada estado tiene sus particulares situaciones políticas con tendencias 
contrapuestas en muchos casos; existen procesos de integración que han 
sido impulsados formalmente entre los gobiernos a partir sobre todo de 
la década de 1960 pero que han sido difi cultados por los nacionalismos 
extremos y confl ictos fronterizos; hay algunos espacios geográfi cos par-
ticulares que, por problemas de delimitación de fronteras, muestran una 
difícil gobernabilidad y son susceptibles con facilidad a la intervención de 
fuerzas externas. 

1 Ignacio Medina es doctor en Ciencias Sociales y trabaja actualmente como profesor en 
el CUCSH de la Universidad de Guadalajara, en el Departamento de Estudios Ibéricos y 
Latinoamericanos. Correo electrónico: medina48@yahoo.com
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1. Desigualdad social

En relación al tema de la desigualdad social, encontramos, primero, 
una constatación de hechos que prácticamente puede ser reconocida por 
casi todos, aunque todavía hay quienes niegan todavía la existencia de la 
desigualdad como un problema social grave o la minimizan. Sin embargo, 
nadie puede negar hechos brutales como los siguientes:

¿Cuál es el promedio de vida de los habitantes de nuestro planeta • 
en los comienzos del siglo XXI? Se puede constatar en un simple 
cálculo estadístico que el promedio de vida en todo el planeta es de 
67.5 años. Sin embargo, el contraste se muestra al llegar a cada uno 
de los países: en Mónaco tenemos el promedio más longevo de todo 
el mundo con 89.68 años; en Estados Unidos, la gente vive en pro-
medio 78.49 años; en México son 72, pero disminuye notablemente 
en la mayoría de los países africanos llegando a un país como la repú-
blica de Chad donde el promedio es de 40 años (CIA, 2014).

Vamos a otro indicador: ¿cuál es el promedio de ingreso de una • 
persona? Esta situación varía según los países. Sobresalen Lie-
chtenstein y Catar con 141 mil y 102 mil dólares al año. Otras 
naciones también sobresalen como Noruega con 53,300; Esta-
dos Unidos con 48,100. Después hay naciones intermedias como 
Argentina con 17,700; Chile con 17,400; México con 15 mil. Y 
aparecen numerosos países que están en el rango más bajo: Gua-
temala con 5 mil, y los últimos lugares como Liberia con un in-
greso promedio de 400 dólares al año y la República Democrática 
del Congo con 300 dólares. De esta manera, si el promedio de 
ingreso de un mexicano puede ser alrededor de 200 mil pesos en 
un año, nos debería sorprender lo que puede hacer alguien para 
mantenerse en el Congo con lo equivalente a 300 dólares durante 
un año (CIA, 2014).

Dentro de los países latinoamericanos y en especial en Centro-• 
américa, se advierten también grandes diferencias. Tomando 
como fuente, por ejemplo, el Índice de Desarrollo Humano de la 
ONU que publica año con año, ustedes pueden encontrar que los 
países con el indicador más alto en el mundo pueden ser Suecia, 
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Noruega, Finlandia, Austria, pero en América Latina los países 
con mejor indicador son Chile y Argentina que se encuentran en 
el 2013 en los lugares 40 y 45 dentro de un conjunto de 190 paí-
ses; hacia abajo está México en el lugar 61 mientras que los más 
bajos son tres países de la región centroamericana (Honduras en 
el lugar 120, Nicaragua en el 129 y Guatemala en el 133) aunque el 
peor en nuestra región latinoamericana es Haití en el lugar 161, en 
situación muy semejante a muchos países africanos.

Los estudios del BM, del FMI y de la ONU coinciden en señalar el 
gran problema de la pobreza en el mundo del siglo XXI. De cerca de 7,000 
millones de personas en el planeta, unos 3 mil millones sobreviven con un 
ingreso de entre 1 y dos dólares al día, que es una medida muy simple para 
medir la pobreza. En el caso de México, al norte de la región centroame-
ricana se implementó en el nuevo siglo el Comité Técnico de Medición 
de la Pobreza y que ahora se ha transformado en un organismo llamado 
CONEVAL: Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social. Uno de los datos recientes que nos arroja este organismo es la exis-
tencia de 52 millones de mexicanos en la pobreza, distinguiendo en ella 
diversas situaciones que pueden ser desde la extrema pobreza hasta otro 
tipo de carencias. En este contexto, México está catalogado entre los paí-
ses con mayor desigualdad porque ahí mismo tiene su asiento la persona 
más rica del planeta junto con otros llamados supermillonarios. 

Muchos otros datos podríamos seguir aportando en este tema porque 
la pobreza y la desigualdad abundan en el planeta, abundan en América 
Latina y resaltan más en el área centroamericana. Aunque la mayoría po-
dríamos estar de acuerdo en los datos fundamentales del diagnóstico, el 
problema se centra en la interpretación de los hechos.

Dentro de la explicación teórica, quiero referirme particularmente a 
una posición de Rousseau en el siglo XVIII, quien fue una mente brillante 
en el periodo de la Ilustración. Todos hacemos referencia a su principal 
obra, el Contrato Social, enfocada a la teoría del Estado, pero me voy a refe-
rir en esta ocasión a otros tres trabajos. El primero lo hizo a la edad de 38 
años, en 1750, cuando redactó un ensayo para la Academia francesa de Di-
jon sobre la pregunta de si las ciencias y las artes contribuyen a mejorar al 
ser humano. Para ello hizo su Discurso sobre si el restablecimiento de las Ciencias 
y de las Artes ha contribuido al mejoramiento de las costumbres; su ensayo concluye 
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sorprendentemente con la afi rmación de que las ciencias y las artes han 
contribuido a la decadencia cultural. 

El segundo trabajo, central para discutir esta temática, se titula Sobre el 
origen de la desigualdad entre los hombres, planteando que los hechos sociales 
que muestran tan gran diferencia entre los grupos sociales no proceden de 
una ley u orden natural sino de la historia y de la actuación de los propios 
seres humanos. Los dos planteamientos están interrelacionados. 

Rousseau mismo se sorprende de la afi rmación que hace sobre la cien-
cia, señalando que precisamente lo está haciendo frente a un jurado de 
hombres de ciencia y después de varios siglos en los que la luz de la razón 
se encontraba superando la época del oscurantismo medieval en donde 
cualquier sabiduría fi losófi ca siempre era considerada como una anchilla 
theologiae (esclava de la teología) y subordinada al pensamiento dogmático 
de la iglesia católica. Ciertamente el postulado del uso de la razón es una 
gran conquista de la época moderna, Pero la tragedia radical se descubre 
al mostrar quiénes se han aprovechado del desarrollo científi co y tecno-
lógico y cómo los grandes avances de la ciencia han sido practicados para 
crear una mayor desigualdad. 

En su segundo trabajo se presentan dos tesis centrales para la interpre-
tación de los datos que hemos presentado anteriormente. Señala, en primer 
lugar, que ni la pobreza ni la desigualdad corresponden a condiciones na-
turales del ser humano; son situaciones generadas por el propio desarrollo 
histórico de las sociedades en donde los actores sociales son los responsa-
bles de haberlas desarrollados. En segundo lugar, sostiene que si los seres 
humanos hemos sido los causantes de una situación, los mismos humanos 
tienen el poder y la responsabilidad de darle otro rumbo a la sociedad. 

Una tercera idea que se apunta en otra de sus obras titulada el Emilio 
es que el instrumento de acción más adecuado para cambiar la historia 
de las sociedades es la educación del ciudadano como actor social. Si la 
desigualdad ha sido producida históricamente, entonces también los seres 
humanos tienen la posibilidad de volver a cambiar el mundo; y uno de los 
medios privilegiados y más efi caces para el cambio hacia una mejor socie-
dad es la educación de los ciudadanos.

Si hoy nos atrevemos a utilizar el pensamiento de Rousseau en la in-
terpretación sobre el mundo tan desigual que estamos viviendo, podemos 
puntualizar lo siguiente:
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Nuestras sociedades contemporáneas están viviendo en la llamada eta-
pa de la Globalización, que Manuel Castells ha puntualizado con el nombre 
de La Era de la Información, como un espeluznante avance en el desarrollo tec-
nológico, particularmente en la industria informática y electrónica. De 1900 
al año 2000, el mundo cambió radicalmente y se ha transformado a nivel pla-
netario con grandes centros urbanos industrializados que han potenciado en 
un grado no imaginado la producción y la riqueza de las naciones, de las que 
habló Adam Smith en el siglo XVIII. Sin embargo, ¿podríamos decir con 
seguridad que la humanidad ha mejorado? ¿Ha contribuido la ciencia para 
el mejoramiento de la humanidad? Necesitaríamos que Rousseau volviera a 
escribir otro ensayo, trayéndolo ahora a la realidad del siglo XXI. 

Muchos podrán tener sus razones para sostener contra Rousseau que 
el mundo ahora es mejor que a principios del siglo XX, pero como se trata 
de un gran esfuerzo analítico en términos históricos, hay que pensar ahora 
el fenómeno de la pobreza y la desigualdad no solamente como un hecho 
en sí mismo, sino el mismo fenómeno pero en movimiento

Acaba de aparecer en enero del 2014 un informe de OXFAM, una 
organización internacional reconocida por su análisis y acciones para tra-
bajar en benefi cio de los más desfavorecidos que menciona lo siguiente:

“La desigualdad económica crece rápidamente en la mayoría de los países. 
La riqueza mundial está dividida en dos: casi la mitad está en manos del 1% 
más rico de la población, y la otra mitad se reparte entre el 99% restante. 
El Foro Económico Mundial considera que esta desigualdad supone un grave 
riesgo para el progreso de la humanidad. La desigualdad económica extrema 
y el secuestro de los procesos democráticos por parte de las élites son demasiado 
a menudo interdependientes. La falta de control en las instituciones políticas 
produce su debilitamiento, y los gobiernos sirven abrumadoramente a las élites 
económicas en detrimento de la ciudadanía de a pie. La desigualdad extrema no 
es inevitable, y puede y debe revertirse lo antes posible” (Oxfam, 2013)

Este minucioso estudio ofrece los siguientes datos:

que el 1% de la población posee casi la mitad de la riqueza mundial;• 

que la riqueza de este 1% de la población representa 110 billones • 
de dólares, algo que es 65 veces más que el total de la riqueza que 
tiene la mitad más pobre de la población mundial;
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que esta mitad más pobre de la población mundial tiene la misma • 
cantidad de riqueza que las 85 personas más ricas del mundo;

que siete de cada diez personas viven en países donde la desigual-• 
dad económica ha aumentado en los últimos 30 años;

que el 1% más rico experimentó un aumento de ganancias entre • 
1980 y 2012, en 24 de 26 países analizados y 

que el 1% más rico en Estados Unidos acumuló el 95% del cre-• 
cimiento total después de la gran crisis Internacional de 2009 
mientras que el 90% más pobre de la población empezó a sufrir 
mayores carencias. 

Todo esto quiere decir que, con la ciencia y la tecnología, el mundo 
puede estar peor que antes. Entonces, todo lo que escuchamos sobre el 
gran desarrollo y progreso de la humanidad no es más que una gran pro-
ducción de la riqueza que está quedando en muy pocas manos mientras 
que las clases medias se encogen y las grandes mayorías apenas sobrevi-
ven. Este dinamismo representa una gran amenaza para la estabilidad de 
las naciones y del mundo entero. 

Al enfrentarnos a la gran complejidad de lo que pasa en la realidad de 
nuestras sociedades debemos aprender a usar la razón con mucha profun-
didad. Grandes pensadores de nuestro tiempo reconocen la gravedad de 
nuestros problemas pero nos quieren conducir a rumbos equivocados. En 
2003, por ejemplo, apareció el libro de Giovanni Sartori con el título “La 
tierra explota”, que tiene una descripción fenomenal de las grandes crisis 
que afectan al mundo y, sin embargo, termina proponiendo una solución 
simplista que ya Malthus había empezado a elaborar en el siglo XIX: La 
causa de los problemas de la humanidad está en la superpoblación y, por lo 
tanto, la solución es que hay que lograr que nazcan menos seres humanos y 
entonces todos seremos felices. El problema real no radica en la falta de pro-
ductos sino en que éstos se encuentran acaparado y muy mal repartidos.

Con la gran crisis ocurrida a nivel internacional en el 2008 a partir 
del mal uso de los bancos en los préstamos hipotecarios, también hemos 
escuchado a líderes y pensadores reconocer la gravedad de los problemas 
producto de las reglas de un capitalismo salvaje pero al fi nal nos ofrecen 
las recetas clásicas del modelo neoliberal que no han dado soluciones rea-
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les: el libre comercio, los recortes presupuestales del Estado especialmente 
en lo concerniente al gasto social, los despidos masivos del aparato guberna-
mental, los topes salariales, los servicios del Estado a la población que antes 
eran gratuitos ahora deben ser pagados por todo consumidor, etc. que no 
hacen más que aumentar la desigualdad social. Así pasó en Grecia, también 
en España y ahora está ocurriendo en Ucrania después del golpe de diciem-
bre de 2013. Estos son los paquetes preferidos del FMI que se imponen a 
numerosos países en un vano intento de salir de las crisis. Esto es lo que las 
mentes ilustradas del modelo neoliberal han logrado imponer desde los an-
tiguos gobiernos de Margaret Thatcher en Inglaterra y Ronald Reagan en 
Estados Unidos y que se manifestaron en el Consenso de Washington

2. Nacimiento de Centroamérica y panorama socioeconómico 

Las naciones centroamericanas son una creación de la segunda y terce-
ra década del siglo XIX, con un retraso de más de tres siglos con respecto 
a los estados europeos. Al igual que el resto de la antigua Nueva España, des-
pués de perdida su identidad de agrupaciones indígenas y asimilada la pobla-
ción como parte de las colonias españolas en América, surgió el concepto de 
nación. Sin embargo, en esta región, para el momento de su independencia, 
existió la propuesta de las Provincias Unidas de la Federación Centroamerica-
na –que por un año (1821-22) se anexaron a México–, en un área geográfi ca 
que luego se fue dividiendo para dar origen a cinco repúblicas independien-
tes: Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica. Actualmente 
subsiste todavía la identidad centroamericana junto a las identidades nacio-
nales de los cinco países, que han ido formando sus repúblicas durante los 
últimos 200 años dentro de los esfuerzos por constituirse realmente como 
estados (un territorio, una constitución legal y una población).

Habiendo llegado tan tarde en relación a Europa a la existencia de 
estados nación en una pequeña porción de territorio geográfi co, los pobla-
dores de la Centroamérica actual todavía discuten y pelean por sus límites 
geográfi cos y marítimos de su territorio y soberanía y tratan al mismo 
tiempo de buscar y luchar por mejores modelos de desarrollo con una 
difícil consolidación de sus instituciones democráticas. 

El escenario de confrontación y choques entre los gobiernos centro-
americanos sobre las fronteras nacionales subsiste desde su nacimiento 
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como nación; este es un escenario que disminuye y debilita la tendencia a 
la integración que, perdida desde la experiencia de la Federación Centro-
americana con Francisco Morazán, no volvió a aparecer formalmente en 
el ámbito gubernamental hasta la creación del Mercado Común Centro-
americano en la década de 1960; esta tendencia fue interrumpida luego 
con la experiencia dolorosa de la guerra donde se involucraron de manera 
directa especialmente Nicaragua y El Salvador y con participación indi-
recta importante de Honduras y Costa Rica, pero que ha sido reactivada 
formalmente con muchas difi cultades en la aparición del Sistema de Inte-
gración Centroamericano (SICA). 

Ni el desarrollo, ni la coordinación entre gobiernos han sido aspectos en 
donde Centroamérica pueda mostrar avances signifi cativos; incluso el con-
senso básico sobre uno de los elementos de la democracia –la elección de los 
gobernantes y el respeto a los períodos establecidos institucionalmente– ha 
sido conculcado por el golpe de Estado en Honduras en el 2009.

En general, el panorama de la región es bastante confl ictivo en un con-
texto en donde han existido tres transiciones importantes: de situaciones 
de guerra abierta en algunos países (Nicaragua, El Salvador y Guatemala) a 
diversos procesos de paz; del militarismo dominante en donde gobiernos 
como el de Guatemala y El Salvador fueron califi cados como los peores 
violadores de los derechos humanos en la década de los 70s y 80s hacia 
una nueva etapa de gobiernos civiles electos mediante elecciones abiertas; 
de una situación de economías cerradas hacia una etapa de libre mercado 
donde han predominado los programas severos de ajuste. 

Las dos primeras transiciones, aunque muy limitadas, han sido posi-
tivas para enfrentar actualmente los procesos de globalización, pero la 
tercera referida a la inserción en una economía de libre mercado plantea 
muchas interrogantes sobre el modelo de desarrollo de la región, especial-
mente cuando la pobreza y la violencia, con la actuación de los gobiernos 
civiles, no se ha detenido sino que se ha profundizado en muchos casos, y 
sobre todo cuando han aparecido otros fenómenos que provocan mayor 
inestabilidad: así lo expresaba el Informe Estado de la Región de 2008:2 
“La situación internacional que afronta el Ismo se caracteriza por una 
corrosiva geopolítica de seguridad vinculada al narcotráfi co, la creciente 

2 Así lo comprueba el Informe Estado de la Región (2008) en Desarrollo Humano Sosteni-
ble. Un informe desde Centroamérica para Centroamérica, editado en Costa Rica. 
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vulnerabilidad de la inserción económica internacional de los países más 
rezagados del área y los altos precios internacionales de los hidrocarburos 
y los alimentos. Ninguno de estos factores se había manifestado con clari-
dad hasta hace poco tiempo” (Estado de la región, 2008: 47).

Desde el punto de vista comparativo, con el uso del Índice de Desa-
rrollo Humano (IDH) utilizado por los reportes de la ONU, a través de 
los indicadores de ingreso, educación y salud, se ha intentado medir la si-
tuación prevaleciente en cada país. Así, utilizando los mismos indicadores 
para todos los países, podemos ver cómo al interior de América Latina hay 
países que sobresalen como Chile, Uruguay y Argentina mientras que los 
peores indicadores se encuentran en los países de Haití, Guatemala, Nica-
ragua, Honduras y Bolivia. Para el área centroamericana, los indicadores 
nos siguen presentando a Costa Rica y Panamá con una buena calidad de 
vida que es superior a la de todos los vecinos del área.

En Latinoamérica, en general, se estima una población de 596.999,170, 
de los cuales solamente en Brasil existe la cantidad de 203 millones y en 
México 112 millones, según el INEGI en 2010; en contraste, encontramos 
la distribución de los habitantes centroamericanos con algunas caracterís-
ticas contrastantes: “América Central ocupa tan solo el 2,7% de la super-
fi cie de América Latina, y sin embargo, engloba al 7,2% de su población. 
Esto implica que se trata de una región con una creciente densidad de 
población (que alcanza una media de 84,04hab/km2), estando muy 
por encima de la media latinoamericana (31.57 hb/km2)” (CA, 2011: 5), 
en donde el país más sobrepoblado es El Salvador.

Centroamérica: población

Guatemala 14.533.035

Honduras 7.601.144

El Salvador 7.185.817

Nicaragua 5.870.577

Costa Rica 4.587.661

Panamá 3.534.410

Fuente: Centro Centroamericano de Población de la Universidad de Costa Rica (CCP, 2010) 
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Índice de Desarrollo Humano 
en Centroamérica y México

PAÍS Lugar mundial 
2013

Población en pobreza 
2011

Costa Rica 62 21.7

Panamá  69 32.7

El Salvador 107 37.8

Nicaragua 129 46.2

Honduras 120 60.0

Guatemala 133 51.0

Fuente: PNUD 2011: 145-48; 161-62. PNUD, 2013.

Veamos también estas cifras en el 2011: “Guatemala y Nicaragua son 
los países que poseen un Índice de Desarrollo Humano (IDH) más bajo 
(posición 131 y 129 respectivamente), mientras que Panamá y Costa Rica 
son los que se encuentran en las posiciones más altas (58 y 69 respecti-
vamente)” (CA, 2012: 8). Estos indicadores del IDH tienen una relación 
directa con la situación de la pobreza en la región, la cual también con-
trasta al considerar a cada país en concreto: “En términos de pobreza, 
Centroamérica es una de las regiones donde se concentra la población 
pobre de América Latina. Si bien en América Latina el porcentaje de per-
sonas en situación de pobreza asciende al 33,1%, en Centroamérica este 
porcentaje se eleva hasta el 50,9%. El mayor porcentaje de población en 
situación de pobreza se encuentra en los·países del CA4, con Honduras a 
la cabeza (68,9%), seguido de Nicaragua (61,9%), Guatemala (54,8%) y El 
Salvador (47,9%). Costa Rica y Panamá están muy por debajo de la media 
centroamericana (18,9% y 25,8% respectivamente)” (CA, 2011: 5). Como 
se puede observar, los datos ofrecidos por estos organismos internacio-
nales que ofrecen esta investigación de Centroamérica en Cifras (CA, 2011) 
ofrecen datos más alarmantes en relación a la pobreza que los ofrecidos 
en el anterior cuadro por el PNUD (2011).

De esta manera, en el panorama económico todavía sobresalen los casos 
de Panamá y especialmente Costa Rica hacia donde migra constantemente 
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población de Nicaragua; el resto de Centroamérica experimenta factores 
de expulsión pero hacia el Norte (México y los Estados Unidos) que hacen 
que la población busque mejores horizontes en países más desarrollados. 
La única solución propuesta desde Norteamérica ha sido el modelo de la 
Alianza del Libre Comercio de las Américas (ALCA) que se ha particula-
rizado en la región a través de los tratados bilaterales con Estados Unidos 
llamados el Central América Free Trade Agreement (CAFTA). Se trata de un 
modelo de globalización salvaje que está perjudicando a esa población de 
más de 40 millones de habitantes de la cintura geográfi ca de América, no 
tanto porque no haya algún crecimiento económico sino sobre todo por la 
enorme desigualdad en la distribución de la riqueza social.

Otro ejemplo comparativo interesante es la comparación del ingreso 
promedio per capita en relación al Producto Interno Bruto, que ofrece un 
enorme contraste entre los distintos países, señalando de nuevo el mayor 
ingreso en Costa Rica y Panamá mientras que Honduras y Nicaragua son 
los del más bajo nivel; todo en conjunto (el ingreso promedio per capita en 
Centroamérica: 3,199.2 dólares) es bastante inferior al ingreso promedio 
en América Latina: 6,975.6 dólares.

Centroamérica: PIB per cápita 
a precios corrientes de mercado en US$ (2009)

Costa Rica 6,398.0

El Salvador 3,424.3

Guatemala 2,684.3

Honduras 1,916.0

Nicaragua 1,069.6

Panamá 6,971.7

Centroamérica 3,199.2

América Latina 6,975.6

Fuente: CEPAL, Anuario estadístico 2010. Tomado de CA, 2012: 8

El Informe sobre la región centroamericana (Estado de la Región, 
2008) hacía esta síntesis de la situación en términos generales: “Durante 
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los últimos años, todos los países de la región han mostrado, en promedio, 
tasas de crecimiento del PIB positivas, aunque no muy altas (inferiores al 
5%), con fl uctuaciones generadas por la coyuntura económica propia de 
cada país, condiciones climatológicas adversas y la situación económica 
internacional. La infl ación promedio de los últimos años ha sido de dos 
dígitos, sin alcanzar niveles excesivos, pero con notables diferencias entre 
países. El Salvador y Honduras son los extremos de baja y alta infl ación, 
respectivamente. Hay un importante problema de productividad, relacio-
nado en buena medida con la baja dotación de capital humano y con el 
desempleo y el subempleo, que se traducen en PIB per cápita muy bajo 
(cercano a los US$1,000). Hay diferencias por países, pues los PIB per 
cápita de Costa Rica y Panamá son cerca de tres y cuatro veces superiores 
a los de Honduras y Nicaragua, respectivamente” (Estado de la Región, 
2008: sinopsis).

Por otro lado, también hay que resaltar la degradante situación en el 
tema general de la seguridad cuando constatamos que, de manera especial, 
la región centroamericana se encuentra en una espiral de violencia: “La 
región más violenta del mundo es América Latina, y dentro de ella más 
todavía Centroamérica. En la primera, la media de crímenes por 100,000 
habitantes es de 25 y de 44 en la segunda. La de México era de nueve 
en 2006 y llegó a los 18 en 2011. La Organización Mundial de la Salud 
(OMS) establece que una tasa de 10 asesinatos por 100,000 habitantes se 
califi ca de epidemia, una de 20 como situación grave y arriba de los 30 como 
extrema. Esa es la condición de Centroamérica. La violencia no es nueva 
en esa región, siempre ha estado presente, pero su crecimiento ha sido 
exponencial en los años recientes. En Honduras hay 82.1 crímenes por 
100,000 habitantes; en El Salvador 66.0; en Belice 41.7 y en Guatemala 
21.6. La excepción son Nicaragua, con sólo 13.2 asesinatos por 100,000 
habitantes y Costa Rica con 11.3, índices incluso inferiores a México, de 
acuerdo con la ONU” (Aguilar, 2012). En este aspecto, el foco rojo extre-
mo en América Central se encuentra en Honduras y El Salvador; llama la 
atención, sin embargo, el caso de Nicaragua que, teniendo bajas condicio-
nes socioeconómicas y con un muy bajo IDH (el lugar 129 en el 2011), la 
política pública de seguridad ha funcionado bastante bien produciendo un 
bajo índice de violencia semejante al de Costa Rica (el lugar 62 en el IDH 
de 2013) y con un mejor control sobre los fl ujos del narcotráfi co. Hay que 
resaltar este caso de Nicaragua bajo el gobierno sandinista en términos 



– 31 –

bastante positivos, porque, como lo atestigua el Global Peace Index del 
2014, se puede ubicar este país en el lugar 57, con una situación semejante 
a Panamá (lugar 58) y un poco debajo de Costa Rica (lugar 42) mientras 
que Guatemala (115), El Salvador (116) y Honduras (117) se encuentran 
en crítica situación considerando los indicadores de violencia, confl ictos 
y confrontaciones graves en lo interno y externo, grupos de población 
desplazados y acciones de terrorismo (GPI, 2014: 5-6).

3. Escenarios políticos

Numerosos cambios políticos han ocurrido después de la situación 
de guerra en Centroamérica con la realización de los acuerdos de paz; en 
la última década del siglo XX y principios del XXI, el panorama político 
de los gobiernos nacionales se expresaba en la predominancia de gobier-
nos oligárquicos (Nicaragua de 1990 al 2006; El Salvador desde Napoleón 
Duarte en la década de 1980 hasta el gobierno de ARENA que terminó 
en 2009; Honduras y Costa Rica resaltaban con su bipartidismo tradicional 
entre liberales y conservadores; Guatemala con su militarismo duro hasta 
2007 a pesar de los gobiernos civiles); Panamá vivía en la época posterior 
a la intervención militar norteamericana.

En los primeros años del siglo XXI, podemos hablar de grandes trans-
formaciones políticas y de cierta reactivación de movimientos sociales y 
progresistas que se han llegado a expresar en posiciones de poder guber-
namentales3 incluso en el marco general de América Latina, dentro del 
marco de la democracia electoral. Para el caso de Centroamérica, tenemos 
los hechos siguientes: en Guatemala, en las elecciones presidenciales del 
2007, perdió la ultraderecha del ex-general Otto Pérez Molina que pre-
tendía imponer la mano dura en país y, con ello, pudo llegar al gobierno 
una declarada posición socialdemócrata con el presidente Álvaro Colom, 
aunque posteriormente, en 2011, llegó como presidente el mismo Otto 

3 Se trata de una tendencia en el ámbito latinoamericano, especialmente a partir de los re-
sultados de procesos de elecciones presidenciales del 2005-2008, en donde bajo las mismas 
normas de la democracia electoral encontramos el ascenso de gobiernos de izquierda. Un 
panorama de esta tendencia regional se encuentra en el libro de Ignacio Medina Núñez 
(2009) “Las elecciones presidenciales en América Latina: el ascenso de una izquierda hete-
rogénea”, publicado por elaleph, en Buenos Aires, Argentina. 
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Pérez (derrotado en las presidenciales del 2007 pero triunfante en las del 
2011); en Honduras, perdió a fi nales del 2005 el conservador Partido Na-
cional y ganó el Partido Liberal que se estuvo acercando a las posiciones 
de la Alianza Bolivariana de las Américas (ALBA) hasta el momento del 
golpe de estado que derrocó al presidente constitucional Manuel Zelaya 
en junio de 2009; las elecciones posteriores con Porfi rio Lobo como pre-
sidente y el actual Juan O. Hernández no son más que una continuación 
de los golpistas y el poder de las oligarquías; en Nicaragua, en 2006, perdió 
Eduardo Montealegre, el empresario de la derecha, y volvió al poder ejecu-
tivo el FSLN con Daniel Ortega, después de varios intentos infructuosos 
del mismo candidato; en el 2012 fue reelecto Daniel Ortega del FSLN 
para gobernar un nuevo período de 6 años. En Costa Rica, en el 2006, se 
rompió el bipartidismo tradicional y triunfó con escasos votos el Partido 
de Liberación Nacional (PLN) sobre una naciente fuerza autodenominada 
de izquierda; también en el 2012 continuó el PLN con la presidenta Laura 
Chinchilla, pero en el 2014 llegó a la presidencia una fuerza progresista 
con el presidente Luis Guillermo Solís; en El Salvador, el Frente Farabun-
do Martí para la Liberación Nacional (FMLN) se había convertido durante 
muchos años en la segunda fuerza política del país hasta que ganó las elec-
ciones presidenciales en marzo del 2009 con su candidato Mauricio Funes 
y de nuevo en el 2014 volvió a ganar el FMLN pero ahora con un candi-
dato propio, el antiguo comandante Leonel en la organización guerrillera 
y presidente actual del país Salvador Sánchez Cerén.

En el caso particular de Panamá, llegó por un período una tendencia 
centrista el presidente Martín Torrijos, el hijo del general que había logra-
do la importante fi rma de los tratados Torrijos-Carter sobre el traspaso 
de la soberanía del canal de los norteamericanos a los panameños; pero 
se dio un giro en las elecciones del 2009 cuando llegó al poder ejecutivo 
la derecha de un poder empresarial conservador y aliado de los Estados 
Unidos con el presidente Ricardo Martinelli reafi rmando su adhesión a 
las directrices del modelo neoliberal. Posteriormente, en el 2014, aunque 
fue derrotado el candidato del presidente en funciones, quien triunfó fue 
la oposición pero con Juan Carlos Varela, otro gran empresario del país 
como nuevo presidente.

Para los procesos de integración en Centroamérica infl uye en gran ma-
nera el tipo de gobierno en cada país, puesto que los proyectos del SICA 
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e incluso la perspectiva de los Central America Free Trade Agreements4 
(CAFTA) ha dependido mucho de la manera en cómo cada gobierno 
impulsa los proyectos de cooperación. Se puede señalar explícitamente 
cómo, por ejemplo, la vinculación de Centroamérica con la corriente in-
tegracionista del ALBA (donde participan Cuba, Venezuela y Bolivia) ha 
tenido sus cambios bruscos con los cambios de gobierno nacionales: en 
Honduras con Manuel Zelaya se dio primero una vinculación explícita, la 
cual fue rota totalmente con el golpe de Estado y el gobierno de Porfi rio 
Lobo; en Nicaragua no existía ningún acercamiento dentro del gobierno 
de Bolaños mientras que con la victoria del FSLN y de Daniel Ortega esta 
vinculación se manifi esta como algo muy importante; sin embargo, en la 
relación bilateral entre Nicaragua y Costa Rica, la diferente visión del san-
dinismo nicaragüense y de los liberales costarricenses sobre la integración 
han provocado más bien alejamiento y confrontación. La diferencia de vi-
siones sobre la integración está condicionada por la tendencia del partido 
triunfador en los comicios presidenciales. Pero incluso, a raíz del golpe de 
Estado en Honduras, no solamente ocurrió la expulsión de Honduras de 
la OEA sino también la suspensión de múltiples acuerdos de cooperación 
internacional e intrarregional, algunos de los cuales han vuelto a reactivar-
se con el paso de los años. También se puede notar un cambio importante 
en la visión sobre el proyecto de integración con la llegada del FMLN a la 
presidencia de El Salvador en 2009 y su reelección en el 2014 en relación 
con los anteriores gobiernos de ARENA.

Por otro lado, las disputas territoriales de frontera siguen prevaleciendo 
independientemente de los gobiernos en turno, porque, en primer lugar, 
están muy arraigadas en la identidad nacional histórica y, en segundo lu-
gar, porque las áreas de terreno disputadas implican potencialmente una 
riqueza de recursos naturales a los que difícilmente quisiera renunciar cual-

4 Este proyecto de acuerdos –en donde actualmente está incluida también la República 
Dominicana– se inició en el 2003 como una iniciativa para crear una zona de libre comer-
cio entre los países fi rmantes, en donde ocupaba un papel preponderante el comercio con 
los Estados Unidos. El énfasis ofi cial es la diversifi cación del comercio y la eliminación de 
obstáculos legales a la circulación transfronteriza de mercancías y servicios. De hecho, en 
la práctica, cada país ha tenido que irlo ratifi cando especialmente por su relación con Es-
tados Unidos, cuya intervención económica, para muchos analistas, representa el modelo 
típico de hegemonía económica en donde más que facilitar la exportación de productos 
centroamericanos lo que ocurre es que el área se convierte en un mercado facilitador para 
los productos estadounidenses. 
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quier gobierno. Un tercer elemento que se añade para el caso de la frontera 
Nicaragua-Costa Rica es el tema de la migración que, en un nivel de mucha 
menor intensidad como lo serían otros casos en el mundo como la frontera 
México-Estados Unidos o la de Alemania-Turquía o la del mar Mediterrá-
neo entre África y el sur de Europa representa la vecindad de dos realidades 
diferentes en la confrontación de campos de desarrollo económico, que dan 
origen a una atracción simbólica masiva de un polo con mejor nivel de vida 
en relación a los habitantes del país vecino más inestable o más pobre. Des-
de el año 2000, el censo de Costa Rica captaba dentro del territorio nacional 
una población de 226,374 personas de origen nicaragüense (Castro V., 2002), 
número que ha ido en aumento hasta alcanzar cerca de medio millón de per-
sonas años después (aunque algunos analistas extremos la llegan a ubicar en 
800 mil y hasta en un millón de personas): a pesar de las exageraciones, “los 
analistas y miembros de la comunidad académica que investigan sobre el 
tema migratorio estiman que en el pico del año en que hay más nicaragüen-
ses en Costa Rica, (enero-mayo) deben ser 400-450 mil” (Envío, 2006).

4. Narcotráfi co y espacios fronterizos en disputa

Dentro de los diferentes confl ictos territoriales y marítimos que se ad-
vierten en la historia de Centroamérica, es posible distinguir aquellos que 
representan un alto grado de confrontación por el hecho, primero, de la 
falta de defi nición de límites fronterizos o marítimos entre dos o más es-
tados o por la falta de capacidad de las instituciones nacionales de llegar a 
tener un efectivo control de un territorio ya establecido. 

De manera particular, podemos poner, por ejemplo, varios de los casos 
ya mencionados como espacios en disputa: 

La situación marítima del Golfo de Fonseca donde confl uyen in-1. 
tereses de Honduras, El Salvador y Nicaragua. 

La falta de defi nición en la línea marítima que separa a Honduras 2. 
y Nicaragua dentro del mar Caribe en donde hay disputas no sola-
mente para la extracción de peces sino también para los planes de 
extracción de elementos energéticos dentro del océano.
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La disputa por el límite marítimo entre Honduras y Colombia de-3. 
bido al archipiélago de San Andrés (del cual se apoderó Colombia 
desde el siglo XIX), en donde Nicaragua reconoció la soberanía 
colombiana sobre el archipiélago en 1928 (tratado Esquerra-Bár-
cena) pero que también reclama diversos cayos y sobre todo dere-
cho a las aguas marítimas. 

El caso específi co de la frontera entre Nicaragua y Costa Rica en 4. 
donde es generalizada la migración y en donde especialmente hay 
dos puntos confl ictivos: una porción de la isla Calero y las conse-
cuencias del proyecto minero “Crucitas”. 

Un punto que no vamos a tocar pero que también debe hacerse notar 
es la frontera Guatemala-México, en donde es continua la migración de 
centroamericanos que buscan el territorio mexicano como vía de acceso 
para llegar a los Estados Unidos.

De manera especial, los casos ubicados en el mar Caribe (Honduras-
Nicaragua; Colombia-Honduras-Nicaragua; Nicaragua-Costa Rica) son es-
pacios marítimos y geográfi cos propicios para el narcotráfi co no solamente 
por la falta de capacidad de las instituciones nacionales de defensa sino sobre 
todo por la falta de delimitación exacta de una frontera marítima. En cam-
bio, en el océano Pacífi co, dentro del Golfo de Fonseca se ha avanzado con 
instancias internacionales para el reconocimiento de soberanías nacionales 
sobre diversas islas5 que se encuentran ahí, admitiendo también el reconoci-
miento de las aguas del Golfo que pertenecen a los tres países colindantes6 
(El Salvador, Honduras y Nicaragua), en una situación en donde la guerra y 
confl ictos bélicos entre insurgencia y gobiernos parece que quedó atrás. 

Enfocándonos a los tres casos del Caribe, su situación como espacio de 
navegación para la distribución de la droga se intensifi có a fi nales de la dé-
cada de 1980 cuando “Colombia se convirtió en el centro de la fabricación 
del producto terminado y en la base para su exportación, suministrando 
más del 70% de la cocaína que entraba a Estados Unidos” (García Hoyos, 
2007: 122). Los números globales pueden estar de la siguiente manera: “La 

5 Se ha ido avanzando en el reconocimiento de soberanía estatal sobre la mayoría de las islas 
dentro del Golfo, pero quedan algunas disputas pendientes como, por ejemplo, la isla Conejo. 
6 Esta fue una decisión de la Corte Internacional de Justicia de la Haya en 1992, que fue acep-
tada por los tres países: una soberanía compartida sobre las aguas del Golfo de Fonseca. 
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Ofi cina contra la Droga y el Delito de la ONU (UNODC) calcula en 1,100 
toneladas la producción anual de cocaína. Toda se realiza en Perú, Colom-
bia y Bolivia. De ese total, unas 170 toneladas de cocaína pura son deco-
misadas en los países productores. Al mercado externo salen, pues, 930 
toneladas” (Aguilar, 2012). De esta cantidad, anualmente se destinan unas 
500 toneladas a los Estados Unidos, el principal consumidor, “A partir de 
2006, de acuerdo a la DEA, el 90 por ciento de la cocaína que ingresa a Es-
tados Unidos lo hace por México. El 50% vía terrestre desde Centroamé-
rica, 30% por mar y 10% por aire. El predominio de este corredor inicia 
en el 2000. Los carteles colombianos preferían el caribeño, que utilizaban 
desde fi nales de la década de 1970… En 2003, la proporción era del 77 
por ciento a través de Centroamérica-México y el 22 por ciento a través del 
Caribe” (Aguilar, 2011). La estimación que hace la INCRS de los Estados 
Unidos para el año 2012 es mucho más clara: “Estados Unidos estima que 
aproximadamente el 95% de la cocaína que viene de América del Sur hacia 
Norteamérica se mueve a través del corredor de México y Centroamérica” 
(INCRS, 2012). Esto mismo es confi rmado por las Naciones Unidas: Se-
gún la UNDOC (2012), la mayor parte de la cocaína colombiana es trans-
portada hacia Estados Unidos utilizando espacios marítimos y terrestres 
de Centroamérica y México. Pero el informe norteamericano es más espe-
cífi co y apunta directamente a la importancia de un país: “Estados Unidos 
estima que el 79% de los vuelos de contrabando que vienen de América 
del Sur aterrizan primero en Honduras” (INCRS, 2012).

Tal vez ciertos conceptos sobre la inoperancia del control de algu-
nos estados sobre su propio territorio puedan aplicarse particularmente 
a Honduras, donde no solamente se ha roto el orden democrático con el 
golpe de Estado de junio de 2009 sino sobre todo porque el gobierno no 
es capaz de tener instituciones capaces de garantizar una estabilidad míni-
ma, especialmente en territorios que parecen ingobernados: “las organiza-
ciones criminales que operan en Honduras no tienen misericordia, están 
bien fi nanciadas y armadas y logísticamente adaptadas…” En cambio, al 
gobierno hondureño “le falta experiencia, recursos y una estructura legal 
para enfrentar con efectividad esta amenaza” (INCRS, 2012). 

Si nos enfocamos ahora en el caso de la república de Nicaragua, tam-
bién encontramos una insufi ciencia de recursos y una falta de control de 
las instituciones, especialmente en las regiones autónomas del Caribe. Las 
organizaciones de tráfi co de drogas, armas y dinero han llegado a estable-
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cer laboratorios clandestinos, bodegas y casas de seguridad, apoyándose 
en muchas ocasiones en grupos de la población que les ofrecen apoyo 
logístico, instrumentando también el uso de mujeres y niños para el trans-
porte. La policía nicaragüense hace su labor con escasos recursos: “en 
2011, las unidades civiles y militares de Nicaragua desarrollaron 18 opera-
ciones contra las organizaciones de tráfi co de drogas en todo el territorio, 
incluyendo operaciones en las estratégicas regiones autónomas y la costa 
del Caribe. Las fuerzas de seguridad desmantelaron las estructuras logís-
ticas de las organizaciones de tráfi co de drogas, capturaron narcóticos, 
dinero y pequeñas armas, destruyeron pistas clandestinas y confi scaron 
vehículos, aviones, barcos y otros recursos. Nicaragua protege su territorio 
lo mejor que puede con limitados recursos y, mientras contrarrestan algu-
nas organizaciones criminales en las aguas, muchas continúan utilizando 
las rutas marítimas” (INCSR, 2012). Este mismo informe norteamericano 
reconoce de manera específi ca lo poroso de la frontera entre Nicaragua y 
Costa Rica por la falta de control de ambos gobiernos, situación que fue 
agravada por el confl icto sobre isla Calero a partir de octubre de 2010.

Todo este contexto del narcotráfi co ha hecho que el gobierno norte-
americano considere –junto con la lucha contra el terrorismo– una priori-
dad de su política internacional el combate hacia las drogas. Sin embargo, 
más que proceder de manera violenta para controlar la demanda y el con-
sumo en su propio territorio, la opción ha sido tratar de sofocar la oferta, 
sea mediante operaciones directas o también de manera indirecta apoyan-
do a gobiernos –como el de México dirigido por Felipe Calderón– con to-
dos los costos sociales de la violencia. En realidad, la política internacional 
norteamericana contra el terrorismo y contra las drogas es una manera de 
intervenir en todo el mundo para salvaguardar sus propios intereses den-
tro de una política exterior imperialista. 

Para el caso de Centroamérica, los gobiernos de Nicaragua y El Salvador 
dirigidos actualmente por tendencias progresistas –a los que se unió en el 
2014 el caso de Costa Rica– que hacen enormes esfuerzos en el combate 
contra las drogas no son apoyados con tantos recursos norteamericanos 
como el actual gobernante de derecha de Honduras (Juan Orlando Hernán-
dez, como también lo fue el anterior presidente Porfi rio Lobo) –junto a la 
subordinación que había tenido Costa Rica durante los gobiernos de Oscar 
Arias y Laura chinchillas–, que mostraron una supeditación de sus políticas 
nacionales hacia una alianza con los propios Estados Unidos.
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Conclusiones

Dentro de la región latinoamericana, Centroamérica se encuentra en la 
periferia del subdesarrollo. Si bien hay otros países como Bolivia que se 
encuentran en similares condiciones de pobreza –y aun en peores condi-
ciones como lo es el caso de Haití–, los países de la cintura del continente 
–con la excepción de Costa Rica y Panamá– todavía pueden ser caracte-
rizados por una precaria situación económica, por una gran debilidad en 
sus instituciones estatales, una gran desigualdad y una agudizada situación 
de violencia. 

Los modelos de desarrollo que se han implementado en general basa-
dos en el libre comercio no han hecho más que agudizar las desigualdades 
sociales y, por ello, sigue presente la tesis de Rousseau: las ciencias y las 
artes no han hecho más que profundizar la pobreza de gran parte de la 
población. Pero tal vez podamos retomar también la otra tesis del mismo 
pensador del siglo XVIII en relación a la construcción de una mejor so-
ciedad: la necesidad de contar con ciudadanos cultivados con una mejor 
educación que, a través de la fuerza de sus organizaciones, puedan incidir 
en un mejor futuro para nuestras comunidades humanas.

En Centroamérica, hay que seguir insistiendo en todos los proyectos 
de colaboración económica pero teniendo en cuenta no solamente los in-
tereses de las élites económicas sino también los proyectos sociales en 
donde puede haber una mayor distribución de la riqueza social; la co-
laboración para un proyecto de integración regional no solamente debe 
establecerse a nivel gubernamental sino también entre organizaciones de 
la sociedad civil. Para ello, hay que hacer a un lado los nacionalismos exa-
gerados y reconocer la necesidad de defi nir todos los confl ictos sobre los 
límites fronterizos contando con el arbitraje de instancias internacionales. 
Además, en el marco de los procesos de integración, habría que llegar a 
consensos básicos entre las tendencias políticas contrastadas históricamente 
de los diferentes gobiernos nacionales; en la práctica, se ha ido estableciendo 
una colaboración más estrecha entre el cuarteto de Guatemala, El Salvador, 
Honduras y Nicaragua, diferenciándose de las realidades diferentes con un 
mejor nivel de desarrollo en Costa Rica y Panamá, aunque no debería olvi-
darse el concepto de Centroamérica que engloba a los seis países. Desgra-
ciadamente, las diferentes tendencias políticas en el área (hacia la derecha a 
mediados del 2014: Guatemala, Honduras, y Panamá; y hacia la izquierda: 
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El Salvador, Costa Rica y Nicaragua) representa un escenario de diferencias 
profundas que difi cultan la coordinación y el camino hacia la integración, 
pero en donde, de manera semejante a como ha ocurrido en Europa a 
mediados del siglo XX, también podría avanzarse hacia acuerdos funda-
mentales de cooperación a pesar de las grandes diferencias políticas.

No cabe duda que en Centroamérica el desarrollo no ha llegado a toda 
la población. Pero siempre es posible tratar de elaborar mejores políticas 
públicas en donde se puede ir eliminando la corrupción, la violencia, la 
inseguridad y la desigualdad, porque esto, al menos, es un propósito decla-
rado de todos los gobiernos, y la población, también puede incidir en los 
procesos electorales para defi nir un mejor rumbo del país y más cuando 
es una población organizada, independientemente del tipo de gobierno de 
cada periodo.

Por último, dentro de los repetidos confl ictos de frontera que siguen 
ocurriendo en la región, a pesar de los marcados nacionalismos, es posible 
avanzar hacia soluciones negociadas sobre todo con la aceptación de la 
intervención de organismos internacionales de neutralidad comprobada. 
De esta manera, junto con los esfuerzos por la integración no hay más que 
plantear soluciones negociadas a problemas comunes de la región. 
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EE.UU. Y MILITARISMO EN PANAMÁ 

Marco A. Gandásegui, h. 

Introducción

La Ley que crea el Servicio Nacional de Inteligencia y Seguridad de 
Panamá expresa la naturaleza militarista y represiva del Estado. El Servicio 
de Inteligencia y Seguridad es producto de la evolución de las relaciones 
militares entre Panamá y EE.UU. desde que éste invadió a Panamá en 
1989. Por un lado, los aparatos administrativos y de seguridad (el Servicio 
Nacional de Fronteras, el Servicio Nacional Aéreo-Naval y la Policía Na-
cional) del gobierno panameño se encuentran al servicio de los objetivos 
militares de EE.UU. en Panamá y la región latinoamericana, especialmente 
Colombia. Igualmente, el Servicio de Inteligencia panameño realiza tareas 
de espionaje dentro del país, dirigidos especialmente a infi ltrar los mo-
vimientos sociales. En algunos casos, como fueron denunciados en los 
medios de comunicación, los agentes de espionaje también penetran las 
organizaciones partidistas opuestas al gobierno. 

El estado panameño, desde la invasión militar desatada por Washing-
ton en 1989, no ha organizado estamentos de inteligencia o militares in-
dependientes de EE.UU. Incluso, la Policía Nacional es asesorada por es-
pecialistas de las Fuerzas de Defensa de Israel y el Ejército de Colombia, 
ambos en estrecha colaboración con el Comando Sur de EE.UU.

El presente artículo está dividido en cinco partes. La primera aborda 
la creciente carrera armamentista mundial con EE.UU. a la cabeza. Was-
hington realiza más del 40 por ciento de los gastos militares globalmente. 
La segunda parte introduce al lector al creciente militarismo que caracte-
riza a Panamá en las últimas dos décadas. La tercera parte se refi ere a los 
Fundamentos para la Política Panameña de Seguridad (FPPS) adoptados 
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por insistencia de EE.UU. a mediados de la primera década del siglo XXI. 
En este marco se creó el Servicio Nacional de Inteligencia y Seguridad de 
Panamá. La última sección se refi ere a la ocupación militar de Panamá por 
parte de EE.UU. en el siglo XX. Incluye la lista de las bases militares más 
importantes de las ramas de las Fuerzas Armadas de EE.UU.: Ejército, 
Marina, Fuerza Aérea e Infantes de Marina. Al fi nal se incluye un anexo 
con un cuadro de todas las intervenciones militares de EE.UU. en Panamá 
desde 1850.

El espiral armamentista mundial

El presente artículo parte de una cuestión teórica que apunta al arma-
mentismo como una forma de acumulación capitalista y de generar ga-
nancias extraordinarias (monopólicas). En la actualidad, el ‘negocio’ de las 
armas traspasó el millón de millones (trillones) de dólares. Supera el tráfi co 
ilícito de drogas y la comercialización del petróleo. El negocio requiere 
una sociedad preparada permanentemente para la guerra y un Estado mili-
tarizado. La teoría marxista del imperialismo explica bien este fenómeno y 
aclara como las guerras son el producto de la competencia por mercados y 
fuerza de trabajo a nivel global. En la actualidad, las grandes potencias –en 
el marco de esta competencia– le han declarado la guerra al ‘terrorismo’, 
al ‘tráfi co de drogas’ y a los ‘Estados fallidos’. (Algo parecido a las ‘guerras 
de opio’ que sirvieron de trampolín a Inglaterra para acabar con el imperio 
chino en el siglo XIX).

Según el SIPRI (Stockholm International Peace Research Institute), los 
presupuestos destinados a gastos militares en 2013 alcanzaron la suma de 
US$1.75 millones de millones (trillones) a escala mundial. A pesar de la 
recession económica, representa un incremento del 20 por ciento compa-
rado a 2008. EE.UU. encabeza la lista de países con más gastos militares 
con 600 mil millones de dólares. China sigue en un lejano segundo lugar 
(con US$130 mil millones y Rusia en tercer lugar con US$100 mil millo-
nes). Brasil encabeza los países en América latina con gastos militares de 
US$30 mil millones. 

En la región latinoamericana, se invierte cerca de 100 millones de dó-
lares en programas de armamentos anuales. Casi la totalidad es utilizada 
por Estados que cooperan con la potencia de turno y reciben cuantiosas 
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subvenciones y préstamos para armarse. Por otro lado, hay Estados que 
para defenderse de la potencia de turno tienen que comprar armas de 
otros países. 

Según García Iturbe, “en el caso de América Latina, (EE.UU.) con-
tinuará con el plan de mantener sus bases militares, algunas de ellas con 
personal reducido, pero presente en el lugar y desarrollando el Plan de 
Panetta (antiguo Secretario de Defensa del presidente Obama) de prepa-
rar, organizar y armar adecuadamente efectivos de países latinoamericanos 
aliados, para si fuera necesario, utilizarlos como fuerza interventora en 
otros países de la región”.

En Centroamérica la ‘militarización´ sigue esta lógica, enfatizan-
do la política norteamericana de la lucha contra las ‘drogas’. (Están en 
el mismo saco que México y Colombia, pero son papas de otro tipo). 
En Panamá tenemos una sociedad que es preparada para una guerra 
larga y costosa contra la ‘droga’ y un Estado cada vez más militarizado.
La ‘guerra’ se despliega en los medios de comunicación y en su capacidad 
para crear una psicosis generalizada a nivel de la población. Las drogas 
se mezclan con la lucha armada contra supuestos terroristas organizados 
en grupos subversivos que penetran por las fronteras del país (desde Co-
lombia). La propaganda que gira en torno a las drogas y el terrorismo crea 
un ambiente mediante el cual el Estado criminaliza los movimientos socia-
les, especialmente de los trabajadores de la tierra (campesinos e indígenas) 
que poseen enormes riquezas en el subsuelo o en los ríos y bosques. En la 
literatura especializada hay numerosas referencias a la militarización de los 
gobiernos de la región. 

La militarización de Panamá

En el caso de Panamá, las fuentes norteamericanas –que fi nancian el 
armamento, así como la formación de cuadros ideológicos, adiestramiento 
y construcción de infraestructura– son abundantes y hay acceso a muchas 
estadísticas nacionales. La resistencia de los pueblos originarios, campesi-
nos y trabajadores sirven de testimonio elocuente del avance de la milita-
rización del país.

EE.UU. fi rmó con Panamá en 1977 dos Tratados del Canal suscritos 
por el general Omar Torrijos y el presidente Jimmy Carter. El primero per-
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dió vigencia el 31 de diciembre de 1999 cuando EE.UU. evacuó sus bases 
militares y le entregó al gobierno la administración del Canal de Panamá. 
El segundo Tratado, que no tiene fecha de terminación, defi ne el funcio-
namiento del Canal y fue bautizado con el nombre de Neutralidad. Du-
rante la vigencia de ambos Tratados, EE.UU. invadió a Panamá en 1989, 
depuso el gobierno y secuestró al jefe militar de sus Fuerzas de Defensa, 
general Manuel A. Noriega. 

Durante el gobierno del presidente Endara (1989-1994), EE.UU. ocu-
pó militarmente el país. Mantuvo una estricta vigilancia sobre la reorga-
nización de la Polícia Nacional e, incluso, sobre las fi nanzas del país. En 
1995 Washington le planteó al nuevo gobierno del presidente Pérez Balla-
dares (1994-1999) su interés de instalar en la base aérea de Howard el Cen-
tro Multilateral Antidrogas (CMA). Su objetivo era contribuir al cerco que 
EE.UU. aún mantiene en torno a las fuerzas insurgentes de Colombia, país 
vecino de Panamá. Pérez Balladares acogió la iniciativa que fue presentada 
mediante un plebiscito al pueblo panameño que lo rechazó.

EE.UU. nunca abandonó su interés en mantener su presencia militar 
en Panamá. Después del fracaso en 1998 del CMA, al siguiente año el 
Comando Sur planteó abiertamente el interés que tenía Washington de 
mantener tropas en el Istmo. En los primeros años del siglo XXI, EE.UU. 
fi rmó varios acuerdos con Panamá consolidando el establecimiento de 
nuevas bases militares aéreo navales de ‘rápido despliegue’.

Sobre la presencia militar norteamericana en Panamá, el jefe del 
Comando Sur de EE.UU., general Charles Wilhelm dijo, en 1999, que 
“Panamá tiene la localización óptima… Si en el futuro fuera posi-
ble establecer (en el Istmo) un sitio de operación avanzada, (Forward 
Operation Location) estaría en el mejor interés de ambos países”.
En respuesta a una pregunta, Wilhelm aseguró que “la presencia de EE.UU. 
en Panamá fue un elemento escencial en materia de seguridad para Pa-
namá por muchos años… Probablemente más después de (la invasión) 
Causa Justa en 1989, cuando las fuerzas militares (panameñas) fueron di-
sueltas y reemplazadas por la Fuerza Pública”. El general norteamericano 
opinó que entre las “manifestaciones que hemos visto de la incapacidad de 
Panamá para proteger la soberanía de sus fronteras han sido las repetidas 
incursiones de las guerrillas del FARC en la provincia del Darién”.

Según Wilhelm, “la pérdida más grande que enfrentamos con la salida 
militar de Panamá fue la pista aérea de Howard de 2600 metros, con sus 
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rampas y carreteos y facilidades de mantenimiento. En esta base estaba 
la mayor parte de nuestras instalaciones anti-drogas y donde operaban 
los AWAC, los B-3, los F-16 y cualquier cosa que pusiéramos en el aire”. 
Wilhelm se refería a la misma base aérea que no logró retener EE.UU. 
mediante el acuerdo del CMA.

A Wilhelm se le fue la lengua cuando dijo que los enfrentamientos 
militares en Colombia ponen en peligro la seguridad del Canal de Pana-
má. Las declaraciones hechas en una audiencia del Senado de EE.UU., 
fueron rechazadas por el gobierno panameño, grupos locales e, incluso, 
el gobierno colombiano. Wilhelm aseguró que las recientes incursio-
nes de rebeldes colombianos en el área fronteriza entre Panamá y Co-
lombia, y “un empuje más vigoroso” por parte de los narcotrafi can-
tes que utilizan la ruta istmeña, pueden requerir de una intervención 
militar unilateral de tropas norteamericanas para proteger el Canal”.
El canciller panameño, Jorge E. Ritter, califi có de inadmisibles las declara-
ciones del general Wilhelm. Además, sostuvo que las tropas norteamerica-
nas no estaban en el área del Canal para proteger la frontera con Colom-
bia. Según Ritter, los enfrentamientos en Colombia entre el Ejército de ese 
país y la guerrilla no constituían una amenaza para la seguridad regional 
como lo plantea EE.UU..

El ministro de Relaciones Exteriores de Panamá también dijo que el 
país “no es objeto de agresión por parte de potencia alguna o por grupo 
extranjero”. Agregó que la seguridad del Canal, a cargo de la Policía pa-
nameña, “funciona normalmente”. Ritter señalaba que la importancia del 
tema de la frontera con Colombia “no puede disminuirse, pero tampoco 
exagerarse con fi nes extraños”. Señaló que es un asunto que compete a la 
República de Panamá, por lo que es “inadmisible que utilice como excusa 
para transmitir la impresión de que el Canal está en peligro, lo que es ab-
solutamente falso”.

Según Ritter, el Canal operaba normalmente y “en estos momentos 
(1999) se trabaja en la ampliación de su capacidad, en correspondencia 
con las necesidades del comercio marítimo internacional”. Siguió diciendo 
que “no hay condiciones ni forma alguna que justifi que una intervención 
militar de EE.UU. y el gobierno panameño tampoco lo permitiría”. Termi-
nó afi rmando que el gobierno no presentará protesta ofi cial ante EE.UU. 
porque las declaraciones no representan la voz ofi cial del Departamento 
de Estado, sino las de un militar de ese país. 
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El canciller colombiano, Guillermo Fernández, por su lado, afi rmó que 
la presencia militar de EE.UU. en Panamá está defi nida por el Tratado del 
Canal Torrijos-Carter. Lo que el gobierno de Colombia desea y lo que los 
latinoamericanos queremos es que la integridad del Tratado se preserve. 
“Sobre la presencia militar de EE.UU. en Panamá es una respuesta que 
sólo puede darla el gobierno de Panamá, nosotros no podemos intervenir 
en sus asuntos”, agregó Fernández.

Las incursiones de EE.UU. a la vuelta del siglo no se limitaban a Pana-
má. En San José de Costa Rica, el Ministerio de la Presidencia rechazó la 
posibilidad de establecer cualquier tipo de base militar o de operaciones 
de EE.UU. en territorio nacional para combatir el tráfi co ilícito de drogas. 
El gobierno de Costa Rica comenzó a negociar con el ya mencionado ge-
neral Wilhelm del Comando Sur el uso de la pista aérea de Liberia (cerca 
de la frontera con Nicaragua). En el último lustro, EE.UU. ha establecido 
bases en Costa Rica en el marco del diferendo que tiene éste país con 
Nicaragua en torno a los usos del río San Juan. En 2013, incluso, EE.UU. 
quizo utilizar una solictud de algunos miembros del pueblo indígena Bri-
Brí para instalar una estación de observación el Talamanca (en la frontera 
con Panamá). Las autoridades tradicionales rechazaron la ofensiva norte-
americana que utilizaba el manto de una misión evangélica. 

El Frente Panamá Soberana, que agrupa a varias organizaciones popu-
lares, alertó al país sobre las maniobras políticas norteamericanas. Igual-
mente, le advirtió al actual gobierno, así como a los gobernantes entrantes, 
que el pueblo panameño no aceptará acuerdos militares con EE.UU. bajo 
pretexto alguno.

Las bases militares en el siglo XXI

En 1999 asumió el poder político la presidente Mireya Moscoso quien 
autorizó el inicio de negociaciones con EE.UU. para la realización de ma-
niobras militares y la construcción de bases con miras a intervenir en la 
guerra civil colombiana. Durante la gestión de Moscoso se aprobaron seis 
acuerdos militares con EE.UU..

El primero de ellos fue el Tratado Alemán Healy-Becker (Nota No. 
1547 de 19 de diciembre de 2001 y Nota No. 0631 de 26 de diciembre de 
2001), por medio del cual se estableció que las 16 agencias federales del 
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gobierno de EE.UU. que participan en el Equipo Nacional de Respuesta 
(NRT, por sus siglas en inglés), entre las que sobresalen el Departamento 
de Defensa, el Departamento de Estado y el Servicio de Guardacostas, 
prestarán ayuda a Panamá en caso de incidentes de contaminación am-
biental y accidentes en el Canal. 

En febrero de 2002 ambos países fi rmaron un Acuerdo complementa-
rio para patrullar en forma conjunta las aguas panameñas y perseguir naves 
sospechosas de narcotráfi co y tráfi co de armas. El Acuerdo Complemen-
tario 2002 fue fi rmado por el encargado de negocios de EU, Frederick A. 
Becker, y el ministro de Gobierno y Justicia de Panamá, Aníbal Salas.

El ministro de Relaciones Exteriores, José Miguel Alemán, sostuvo que 
el acuerdo “permite la presencia de militares estadounidenses en suelo pa-
nameño sin que esto represente una violación a la soberanía”. (Sagel) Por 
su parte, el asesor del ministerio de Gobierno y Justicia, Marcel Salamín, 
amplió dicho comentario declarando que “los militares podrán circular 
uniformados, pero sin portar armas y serán sometidos a la jurisdicción 
panameña”. Agregó que se había alcanzado el acuerdo debido a que los 
norteamericanos habían desistido de su propuesta de permitir en Panamá 
la presencia de fuerzas militares visitantes.

Sin tener conocimiento sobre el contenido de los acuerdos, varias or-
ganizaciones políticas y algunos juristas independientes denunciaron que 
“el acuerdo se negoció a espaldas del pueblo panameño y tiene como ob-
jetivo retrotraer la presencia militar norteamericana en el país, camufl ada 
en el contexto de vigilancia de las costas, supuestamente para controlar el 
narcotráfi co”. (Torres) 

Julio Yao, califi có el acuerdo de “nulo”. Si éste acuerdo fi ncaba sus 
raíces en el acuerdo Arias Calderón-Hinton de 1991 y aquel acuerdo re-
sultaba nulo por las condiciones en las que le fue impuesta a Panamá, se 
concluye que toda ampliación o actualización de dicho acuerdo también 
resultaba “nulo”. (Yao 2002) “La primera razón radicaba en que “los tra-
tados suscritos entre una Potencia Ocupante y un País Ocupado carecen 
de validez ante el Derecho Internacional”. Al estar Panamá ocupada y 
privado de su independencia, Estados Unidos ejerció su poder político sin 
darle oportunidad de ejercer su consentimiento”. (Nelson 2003) 

“Cuando aún estaba en caliente la controversia sobre la legalidad o ile-
galidad del Acuerdo Complementario de 2002, el gobierno dio a conocer 
la concertación de un nuevo acuerdo con EE.UU. El 1º de abril del 2002 
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el administrador de la Autoridad del Canal de Panamá (ACP), Alberto 
Alemán Zubieta, fi rmó un acuerdo con el Departamento de Estado, la 
Agencia para la Protección del Ambiente y el Servicio de Guarda Cos-
tas de EE.UU., con Respecto a Ciertos Incidentes de Contaminación Ambiental 
en el área del Canal de Panamá. Correspondió al embajador norteamerica-
no Frederik A. Becker estampar su fi rma en representación de la parte 
norteamericana.

“En el acuerdo, las partes reconocían la importancia que revestía el 
Canal de Panamá para el tráfi co y comercio internacional y que cualquier 
incidente sobre contaminación de las aguas del Canal podía afectar la ope-
ración normal de los buques que transitaban por esta ruta. Como medida 
preventiva, la ACP solicitó a las agencias que forman parte del mecanismo 
de coordinación conocido como el Equipo Nacional de Respuesta (NRT) 
su asistencia en caso de una futura emergencia ambiental en el área del 
Canal de Panamá”. (Nelson 2003)

En agosto de 2004, varios medios de comunicación reprodujeron des-
pachos de agencias noticiosas informando que EE.UU. consideraba que 
una fuerza multinacional debería prepararse para defender el Canal de Pa-
namá. Según la información, la vía acuática era un “punto sensible para un 
ataque terrorista por ser un activo estratégico para el comercio mundial”. 
(Gandasegui, 2004)

Lo que más sorprendió fueron las declaraciones del gobierno pana-
meño que suscribió la propuesta de EE.UU. Según una declaración ofi cial 
de un alto funcionario del gobierno panameño, recogida por un despacho 
noticioso y publicado por un medio de comunicación de la capital, el go-
bierno panameño “no puede defender sólo el Canal, por lo que necesita el 
concurso de otras naciones”.

La irresponsabilidad del gobierno que presidía la señora Mireya Mos-
coso no puede ser mayor. Faltando menos de dos semanas para abandonar 
el Palacio de las Garzas, aceptó la tesis norteamericana sobre la necesidad 
de militarizar nuevamente el Canal de Panamá y, de paso, regresar al status 
de país ocupado por las fuerzas armadas de EE.UU. que caracterizó el 
siglo XX. EE.UU. desembarcó infantes de marina en Panamá en enero 
de 1904 y mantuvo permanentemente efectivos militares que en ciertos 
períodos alcanzaron 100 mil soldados. No los evacuó hasta el 31 de di-
ciembre de 1999.
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Para hacer cosas peores, otros seis países de la región latinoamericana 
suscribieron también la declaración del gobierno norteamericano. EE.UU. 
dio a conocer su posición después que se celebraran secretamente en 
aguas panameñas un conjunto de maniobras aéreas y navales –llamadas 
Panamax 2004– en las que participaron unos 3,000 efectivos de las fuerzas 
aéreas y navales de EE.UU., Honduras, Colombia, Chile, República Do-
minicana, Perú y Argentina”. En la información se aseguró que Panamá 
también participó con sus fuerzas aéreas y navales. Sin embargo, Panamá 
–según la Constitución vigente– no cuenta con fuerzas armadas.

En el caso de Chile, su gobierno o sus fuerzas armadas –que cuentan 
con un alto grado de autonomía en ese país del cono sur– insinuó su inte-
rés en instalar en las inmediaciones del Canal de Panamá una base militar 
con el aval y fi nanciamiento de EE.UU. Para algunos países de la región, 
la ocupación militar de Panamá tendría similitudes a la situación que ca-
racteriza actualmente a Haití. EE.UU. ocupa ese país caribeño desde 2003 
cuando desembarcó tropas en esa isla y obligó a su presidente a abandonar 
el país. Varios países de la región latinoamericana han enviado efectivos de 
sus fuerzas armadas, respondiendo a una invitación de EE.UU., para hacer 
actos de presencia militar simbólicos.

El comandante de las Fuerzas Navales del Comando Sur de EE.UU., 
vicealmirante Vincent Smith, afi rmó que el Canal de Panamá es un pun-
to sensible para un ataque terrorista por ser un activo estratégico para el 
comercio mundial, lo que justifi caría una fuerza multinacional para defen-
derlo. El vice-almirante Smith agregó que “hoy enfrentamos una amenaza 
global y el Canal de Panamá es un punto sensible de un ataque terrorista 
por su importancia global para el comercio”. 

Por su parte, el director del Servicio Marítimo Nacional (SMN) pana-
meño, José Isaza, a nombre de Panamá dijo que Panamá “no puede defen-
der sólo el Canal, por lo que necesita el concurso de otras naciones”. El 
director civil del SMN fue presentado como capitán de navío militar.

En la década de 1970, tanto EE.UU. como Panamá aceptaron que el 
Canal no podía defenderse por medios militares convencionales. Panamá 
optó por una política exterior de neutralidad y por mantener relaciones 
amistosas con todos los países del mundo, especialmente los usuarios de la 
vía acuática. Panamá aún no ha cambiado ofi cialmente su posición frente 
a su neutralidad. Sin embargo, las declaraciones recientes parecen indicar 
cambios que pueden causar problemas en el futuro.
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Smith hizo sus declaraciones en la base naval Rodman en la entrada 
del Pacífi co del Canal de Panamá. Habría dicho “que un ataque contra la 
vía interoceánica afectaría las economías de muchos países que usan la vía 
interoceánica, para el transporte de carga comercial hacia las diferentes 
rutas en los cinco continentes”. Además, agrego que “el Canal de Panamá 
es importante para el mundo. Durante los ejercicios todos estuvimos de 
acuerdo en que la vía acuática era la estructura más importante que había 
que defender y custodiar, pues es un deber moral”.

El comandante naval norteamericano no aclaró que entendía por un 
“deber moral”. La base naval que antes se llamaba Rodman se cerró en 
2000 después que fuera traspasado a soberanía panameña cuando los efec-
tivos militares norteamericanos desalojaron la Zona del Canal de Panamá 
el 31 de diciembre de 1999. El nombre del lugar se cambió y se bautizó 
como Estación Marina “Vasco Núñez de Balboa”. Posteriormente, otro 
decreto gubernamental la rebautizó con el nombre de “Cristóbal Colón”. 
Aún cuando la base sólo tiene funciones civiles, EE.UU. insiste en darle 
uso militar sobre la base del acuerdo ejecutivo entre la Embajada de su país 
en Panamá y el Ministerio de Gobierno y Justicia.

Los acuerdos entre Panamá y EE.UU. han dado como resultado la cons-
trucción de 12 bases militares sobre ambas costas del país. EE.UU. justifi ca 
la inversión como consecuencia del peligro que representa el supuesto peli-
gro de una guerrilla terrorista narcotrafi cante. Según el gobierno panameño, 
la base construida por EE.UU. en Punta Coco (en el archipiélago de Las 
Perlas) sobre un terreno que había sido “un puesto de las FARC”, constituía 
una barrera a los narcotrafi cantes. El ministro de Seguridad panameño, José 
Raúl Mulino, de Seguridad, en una conferencia de prensa improvisada, “re-
cordó que durante su primera visita a Punta Coco, mientras el helicóptero 
aterrizaba, dos miembros de las FARC se daban a la fuga. Se encontraban en 
una pequeña instalación, el cual décadas atrás era un puesto policial. En esa 
ocasión ubicamos una gran cantidad de municiones, por lo que se supone 
que este grupo organizado utilizaba el lugar como centro de logística”. 

Mulino continuó relatando a los periodistas que “los guerrilleros es-
caparon en una lancha. Al parecer, el objetivo de ese puesto de las FARC 
era servir como eje para que las lanchas cargadas de drogas transitaran por 
el Pacífi co panameño, sin ser detectadas”. (Rodriguez) Las instalaciones 
de Punta Coco se encuentran ubicadas en la parte sur del Isla del Rey. Su 
operación es responsabilidad del Servicio Nacional Aeronaval (SENAN) 
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y el Comando Sur de los EE.UU. El costo de la base, asumida por el Co-
mando Sur, fue de $73.5 millones. 

El General (del Cuerpo de Infantería) John F. Kelly, jefe del Comando 
Sur, destacó en 2014 que Panamá es el líder de incautaciones de droga a lo 
largo de Centroamérica y México. En Panamá se incauta el 50 por ciento 
de todas las drogas que transitan hacia EE.UU. En el área de seguridad, 
Panamá es uno de los principales socios en la región contra la lucha del 
narcotráfi co y el crimen organizado, dijo Kelly. 

Por su parte, el ministro Mulino informó que había sido un trabajo 
arduo de tres años para la construcción de la base aeronaval en un punto 
paradisíaco, pero a la vez estratégico e importante en la custodia por mar 
y aire con la ayuda del sistema tecnológico. 

La nueva base aeronaval, agregó, tendrá un importante pie de fuerza, 
además de poseer un amplio muelle y mantendrá lanchas interceptoras 
para el patrullaje constante en el sector. Es la primera base construida 
con el fi nanciamiento en su totalidad por EE.UU. Según el ministro las 
otras 12 bases sobre los litorales panameños han sido construidas con fon-
dos nacionales. Mulino explicó que la nueva estación aeronaval de Punta 
Coco tendrá el apoyo de la base en la isla Chapera, en Punta Piña, y respal-
dadas igualmente por los radares de Garachiné, con el fi n de blindar este 
lado del Pacífi co. 

El subdirector del SENAN, comisionado Luis Ruiz, manifestó que el 
puesto aeronaval tiene capacidad de mantener 60 unidades, aunque toda-
vía no se había llegado a ese número. La estructura, tiene como ventaja la 
utilización de energía alternativa de paneles solares, energía eólica y una 
red de baterías de diesel. La base cuenta con pista de aterrizaje de avión, 
muelle, puesto de comunicación, una cafetería, dormitorios y ofi cinas. La 
base aéreo-naval reforzara el patrullaje en las comunidades costeras de 
San Miguel, La Guinea, La Esmeralda y la Ensenada así como parte de la 
provincia de Darién, fronterizo con Colombia.

El Servicio Nacional de Inteligencia y Seguridad

El gobierno de la presidente Moscoso pretendió en 2001 legitimar los 
acuerdos militares entre Panamá y EE.UU. mediante la ley que creó los 
llamados Fundamentos para la Política Panameña de Seguridad (FPPS). 
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Moscoso con el aval de EE.UU. logró que todos los partidos políticos pa-
nameños suscribieran la Declaración Conjunta sobre los FPPS. La misma 
lleva la fi rma de Martín Torrijos (Partido Revolucionario Democrático), 
José M. Terán (Partido Arnulfi sta), Rubén Arosemena (Partido Demócrata 
Cristiano), Jesús Rosas (Partido Molirena), Rogelio Baruco (Cambio De-
mocrático), Carlos Clement (Solidaridad) y Viola Icaza de García (Partido 
Liberal Nacional). 

Los FPPS son la piedra angular sobre la cual se edifi caron una serie de 
acuerdos que lesionan la soberanía panameña. El primero de ellos es el 
Tratado Alemán Healy-Becker (Nota No. 1547 de 19 de diciembre de 2001 y 
Nota No. 0631 de 26 de diciembre de 2001), por medio del cual se estable-
ce que las 16 agencias federales del gobierno de Estados Unidos que parti-
cipan en el Equipo Nacional de Respuesta (NRT, por sus siglas en inglés), 
entre las que sobresalen el Departamento de Defensa, el Departamento de 
Estado y el Servicio de Guardacostas, prestarán ayuda a Panamá en caso 
de incidentes de contaminación ambiental y accidentes en el Canal. 

Mediante el Arreglo Complementario Salas-Becker de 5 de febrero de 2002 
se le confi rió a las autoridades marítimas de Estados Unidos el derecho a 
patrullar las aguas panameñas para combatir el narcotráfi co. A juicio del 
Dr. Jorge Illueca, este acuerdo viola preceptos normativos, en el sentido 
de que el ministro de Gobierno y Justicia no puede suscribir un acuerdo de 
tal envergadura, a diferencia del presidente o el canciller de la República. 

El Acuerdo Escalona-Bolton de 12 de mayo de 2004 le confi ere a EE.UU. 
la potestad de abordar barcos con bandera panameña, a fi n de determinar 
si las mismas llevan en su interior armas de destrucción masiva.

Sobre los FPPS, el futuro presidente de la República, Martín Torrijos, 
comentó en su momento que “dentro de este proceso se ha trabajado con 
miras al interés nacional. Este es un documento elaborado por panameños 
donde asumimos la responsabilidad con nuestros conciudadanos y con 
el mundo, de mantener un país seguro, donde no se da la posibilidad de 
tropas extranjeras dentro del territorio nacional”. 

El dirigente demócrata cristiano Rubén Arosemena expresó igualmente 
“que no quede ninguna duda que Panamá va a determinar la suerte de su 
seguridad sin injerencia de tropas extranjeras”. Sin embargo, el contenido 
nacionalista de las declaraciones del presidente de la Democracia Cristiana 
se desvaneció luego del acuerdo al que llegaron años después el Servicio 
Marítimo de Panamá, la Marina de Estados Unidos y la Armada de Chile, 
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que dio origen a los ejercicios militares PANAMAX para la defensa del 
Canal de Panamá de un posible atentado terrorista

Panamá renunció a todas las demandas– que no sean contractuales– 
por lesiones personales o la muerte de su personal militar o civil, o por 
daños, pérdidas o destrucción de los bienes del otro que resulten de las 
actividades amparadas por estos acuerdos.

Los objetivos del Tratado Alemán Healy-Becker fueron reafi rmados me-
diante el Convenio Alemán Zubieta-Becker de 1 de abril de 2002, un conve-
nio al que llegaron la Autoridad del Canal de Panamá y el Departamento 
de Estado de Estados Unidos para hacerle frente a las amenazas terro-
ristas y a los incidentes de contaminación en lo que concierne al Canal 
interoceánico. 

Con relación a este último, Jorge Illueca hizo hincapié en la falta de 
personería de Alberto Alemán Zubieta para concertar un acuerdo evi-
dentemente internacional, así como la falta de autoridad y competencia 
del administrador para otorgar privilegios e inmunidades a funcionarios 
de Estados Unidos y renunciar a ir ante tribunales internacionales por 
cualquier controversia que surja por la interpretación e implementación 
del Convenio. 

Illueca también criticó el hecho de que, al momento de su fi rma, el tex-
to del Convenio Alemán Zubieta-Becker estuviera únicamente en idioma inglés 
y previó la posibilidad de ejercicios organizados a manera de maniobras 
conjuntas, que en base a este Convenio podrían llevarse a cabo en el área 
del Canal o en cualquier otro lugar que se estime conveniente y necesario.

El acuerdo también contempló que Panamá, a través del ex canciller 
José Miguel Alemán, aceptó renunciar al ejercicio exclusivo de la jurisdic-
ción penal y eximir a EE.UU. de toda responsabilidad civil, quedando a 
discreción de Estados Unidos pagar a terceros una indemnización confor-
me a las leyes estadounidenses. 

Muchos de los privilegios e inmunidades que se otorgaron al personal 
civil y militar de EE.UU. con el Tratado Alemán Healy-Becker, el Conve-
nio Alemán Zubieta-Becker, el Arreglo Complementario Salas-Becker y el 
Acuerdo Escalona-Bolton, son similares a los contemplados en el Borra-
dor del Acuerdo sobre el CMA. 

Según los analistas Nelson y Santos, los puntos 14 y 15 de los FPPS 
son los más importantes ya que se refi eren al papel que juegan los militares 
de EE.UU. en Panamá y las relaciones del país con otras fuerzas armadas. 
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Cabe anotar que ambos guardan relación con la opinión esbozada por 
algunos analistas del gobierno norteamericano que califi can a los bosques 
húmedos del Darién como escondite de las Fuerzas Armadas Revolucio-
narias de Colombia (FARC) y que cuestionan la capacidad del Estado pa-
nameño de proteger su frontera sin ejército. 

El llamado Fundamento 14 deja abierta la posibilidad de que las tro-
pas militares de EE.UU. vuelvan a estacionarse en territorio panameño 
para la defensa del Canal. A su vez, el Fundamento 15 delimita la política 
nacional de seguridad con relación al confl icto armado colombiano. Con 
el Plan Colombia en mente, los Fundamentos 14 y 15 podrían llegar a 
comprometer la neutralidad del Canal y de la República de Panamá. Con-
tradice la política exterior panameña esbozada en la década de 1970 sobre 
la neutralidad del Istmo. El mismo Fundamento 4, relativo a los Objetivos 
de Seguridad Integral, señala que el Istmo no será objeto de represalias 
en ningún confl icto bélico entre otras naciones ni se vea involucrado en 
confrontaciones violentas entre Estados y dentro de los Estados.

En 2013, el gobierno panameño pretendió alterar la política de neu-
tralidad del Istmo señalando que sólo el Canal podía considerarse neutral. 
La Cancillería panameña alegó que el gobierno nacional podía establecer 
alianzas militares y comprometer fuerzas de policía o militares en cam-
pañas bélicas. Las declaraciones fueron bien recibidas por el gobierno de 
EE.UU., pero posteriormente recomendó que las autoridades panameñas 
revisaran su posición sobre esta materia. El ministro de Relaciones Exte-
riores fue obligado a presentar su renuncia.

La Ley que creó el Consejo de Seguridad Pública y Defensa Nacional 
también creó el Servicio Nacional de Inteligencia y Seguridad. Según el ar-
tículo 22 de la ley, el Servicio de Inteligencia y Seguridad tendrá “carácter y 
jerarquía de Ministerio de Estado”. El artículo 20 señala que “su organiza-
ción, régimen económico-presupuestario y de personal se desarrollará con 
autonomía funcional”. Hay indicios que la ley fue originalmente redactada 
por personal especializado de EE.UU. ya que si el Servicio de Inteligencia 
forma parte del gobierno nacional no puede gozar de autonomía. El de-
creto tiene fuertes semejanzas al conjunto de leyes conocidas en EE.UU. 
como ‘Patriotas’ en el marco del “Homeland Act”.

Según el artículo 11, las actividades del Servicio de Inteligencia y Se-
guridad están orientadas a la “…neutralización de aquellas actividades….
de grupos o personas que pongan en riesgo, amenacen o atenten contra 



– 59 –

el orden constitucional… la seguridad del Estado, la estabilidad de sus 
instituciones…”. Según Nelson, “esto signifi ca que cualquier protesta ciu-
dadana pacífi ca, manifestación pacífi ca o reuniones de grupos opositores 
al gobierno será considerada como un atentado al orden constitucional o 
la seguridad del Estado, y por lo tanto, reprimida”.

El artículo 12 agrega que “las actividades, la organización, la estructura 
interna, medios y procedimientos, personal, instalaciones y bases de datos 
son clasifi cadas y secretas” Este artículo le permite al Servicio de Inteli-
gencia actuar sin rendir cuentas, como por ejemplo, torturar, desaparecer, 
ejecutar, etc. a ciudadanos que se opongan al gobierno.

El artículo 15 agrega que los miembros del Servicio de Inteligencia 
“podrán utilizar medios encubiertos. (Esto es, servicio de espionaje para 
infi ltrarse en las reuniones públicas o privadas de grupos opositores). El 
artículo 16 señala además, que los funcionarios y entidades públicos deben 
mantener la reserva sobre la identidad de los espías.

El artículo 21 asegura que el director y el sub director del Servicio de 
Inteligencia y Seguridad tienen la estructura de mando, control, coordina-
ción, asesoría, fi scalización, apoyo y de operación necesario para su fun-
cionamiento. No hay rendición de cuentas en la medida en que la dirección 
del Servicio manda, controla y fi scaliza.

Además, el Servicio de Inteligencia, según el artículo 34, es el coordi-
nador entre el vice ministro de Seguridad Pública, Policía Nacional, Direc-
ción de Información Policial (DPI), Dirección de Investigación Policial 
(DIJ), Servicio Nacional de Fronteras, Servicio Nacional Aeronaval, Ser-
vicio Nacional de Migración, Servicio de Protección Institucional (SPI) y 
Autoridad Nacional de Aduanas.

El artículo 51 faculta al Director Nacional de Inteligencia y Seguridad a 
solicitar autorización judicial para adopción de medidas que pudieran afec-
tar las garantías y derechos individuales de los ciudadanos. Todas las inicia-
tivas del Servicio de Inteligencia pueden ser clasifi cadas, según el artículo 
53, como secretas. Más aún, el artículo 61 obliga a las compañías de ser-
vicios informáticos y telecomunicaciones a mantener en sus archivos los 
registros de los clientes (es decir, el espionaje informático y telefónico).

El artículo 75 dice que “toda persona que organice, sostenga o instigue 
a la realización de actividades dentro de las zonas de seguridad, que estén 
dirigidas a perturbar o afectar la organización y funcionamiento de las ins-
talaciones del Servicio Nacional de Inteligencia y Seguridad policiales, de 
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los servicios públicos, industrias y empresas básicas, o a la vida económica 
y social de país, será penado de acuerdo al Código Penal”. Este artículo 
criminaliza a los movimientos sociales, protestas y manifestaciones públi-
cas. Según el mismo decreto, las denominadas zonas de seguridad cubren 
todo el país.

La Ley expresa la naturaleza militarista y represiva del Estado pana-
meño. El director del Servicio Nacional de Inteligencia y Seguridad, tiene 
la facultad para controlar el país. En este contexto, los artículos 2 al 6 le 
permiten al Servicio de Inteligencia usurpar las funciones del Consejo de 
Seguridad Pública y Defensa Nacional y dejarla sin funciones.

Representantes de todos los segmentos de la sociedad panameña repu-
diaron los decretos-leyes represivos y militaristas que el gobierno nacional 
aprobó. Los decretos leyes crearon un aparato secreto que vigila a la po-
blación, un sistema represivo que no le rinde cuentas a instancia alguna y 
una vía rápida para instalar bases militares norteamericanas en Panamá. 

Alma Montenegro de Fletcher, secretaria ejecutiva del Consejo de 
Transparencia contra la Corrupción, y destacada fi gura del entonces go-
bernante Partido Revolucionario Democrático (PRD), denunció que la ley 
que crea el Servicio de Inteligencia pone en peligro la democracia. Además 
señaló que coarta las libertades básicas de la ciudadanía y crearía una so-
ciedad sin transparencia. “Aunque es urgente reestructurar y fortalecer las 
instancias policiales, estas no deben primar por encima del desarrollo de la 
democracia ni en detrimento de la transparencia en la gestión pública”, le 
dijo Alma Montengro al presidente Torrijos. 

El Vice-Ministerio de Seguridad Pública coordinara todas las activida-
des de espionaje y represión en Panamá. La Ley le proporciona facultades 
al nuevo Vice-Ministerio para subordinar a la Asamblea de Diputados y a 
la Corte Suprema de Justicia.

La Ley que creó el Servicio Nacional de Fronteras (SENAFRONT) 
le dio a esta instancia la iniciativa para “realizar actividades de coopera-
ción con otras instituciones nacionales e internacionales”. Es la carta de 
invitación para que EE.UU. (o algún país aliado) se reinstale en Panamá 
con bases y personal militar. Sólo requiere la aprobación del Servicio que 
resguarda las fronteras panameñas.

La reforma a la ley 18 de 1997 le entregó el mando de la Policía Na-
cional a un comisionado en servicio. Según las organizaciones populares, 
la propuesta gubernamental pretende militarizar a la Policía con fi nes re-
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presivos. En el marco de la “seguridad nacional”, la Policía actuaría bajo 
el manto del secretismo. De esta manera podría operar sin rendir cuentas 
sobre sus actividades que incluyen la persecución del lucrativo tráfi co de 
drogas (así como de mujeres, niños y armas). Sería un regreso a la Policía 
Nacional de la década de 1940, así como a la Guardia Nacional (1953-
1983) y a las Fuerzas de Defensa (1983-1989). 

El Frente Panamá Soberana denunció las leyes y llamó a las organi-
zaciones populares y a todos los sectores del país que repudiaran estas 
iniciativas de carácter represivo y militarista. Las leyes militaristas están 
diseñadas para reprimir toda manifestación de protesta. Hay algunos ex 
–militares involucrados en la preparación de las iniciativas. Sin embargo, 
no hay que olvidar que detrás de estos proyectos se encuentran los especu-
ladores que se hacen pasar por empresarios y sus asesores extranjeros.

Los pactos militares de Panamá con EE.UU. en el siglo XX

Para muchos investigadores se les hace difícil trazar la historia de las 
bases militares en Panamá. Esto se debe a que algunas de las mismas fue-
ron instaladas bajo el manto del secreto. Otras para la defensa del canal, 
algunas para el adiestramiento de tropas, para la investigación de nuevas 
tecnologías, para el espionaje electrónico, para extender la hegemonía de 
EE.UU. hacia América latina y para salvaguardar la llamada “seguridad 
nacional” de EE.UU.

La presencia de bases militares en el Panamá republicano tenía su 
“marco legal” en el Tratado Hay-Bunau Varilla de 1903. La presencia 
norteamericana se remonta a mediados del siglo XIX, cuando Colombia 
pactó derechos de defensa en Panamá con EE.UU. El acuerdo incluyó el 
establecimiento de estaciones carboneras en la provincia de Chiriquí. Du-
rante la primera mitad del siglo XX, las pocas bases militares de EE.UU. 
en la Zona del Canal de Panamá tenían como misión asegurar el tránsito 
por la vía inter-oceánica. La situación cambió drásticamente en la década 
de 1930 cuando EE.UU. se preparó para ingresar a la segunda guerra mun-
dial. Durante la guerra (1941-1945), EE.UU. operó sobre dos frentes: El 
lejano oriente y Europa occidental. La posición de Panamá fue clave para 
su intervención en el teatro del Pacífi co.
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En 1947 EE.UU. reorganizó su sistema de defensa a escala global y, 
para cubrir América latina, creó el Comando Sur. El Comando Sur asumió 
la responsabilidad de coordinar militarmente con todos los países de la 
región con la excepción de México. La sede del Comando Sur fue instalada 
en la Zona del Canal de Panamá, en el cerro Ancón, que domina la entrada 
pacífi ca del Canal de Panamá y a la ciudad de Panamá. Su comandante era 
un general de cuatro estrellas (teniente general).

Cada uno de los cuatro servicios de las fuerzas armadas de EE.UU. 
tenía una base en la Zona del Canal. La base más grande era Clayton del 
Ejército. Los infantes de Marina tenían la base en Sherman. La Fuerza 
Aérea contaba con la base de Howard. Finalmente, la Armada tenías sus 
instalaciones en la base de Rodman. Entre las principales bases militares 
de EE.UU. en Panamá en el siglo XX, se encontraban las 8 que enumera-
mos a continuación:

La base de Howard de la Fuerza Aérea: Considerada como “la joya 
de la corona” fue construida en 1939, con una pista de aterrizaje que supe-
raba los 2,500 metros (8,000 pies). Durante la década de 1990 fue utilizada 
para perseguir vuelos relacionados con el tráfi co de drogas. Albergaba un 
escuadrón de la Fuerza Aérea (24th Wing) el cuál fue desactivado en febre-
ro de 1999. En ella había varias agencias de EE.UU., dedicadas principal-
mente al espionaje en América Latina. También tenía servicios de aduana 
y acogía personal civil de inteligencia. (Pérez)

La base de Fort Clayton del Ejército: Localizada a la entrada del Pací-
fi co del Canal de Panamá a un costado de las esclusas de Mirafl ores. Era la 
sede del Ejercito Sur de EE.UU. Llegó a albergar más de 20,000 personas 
entre militares y civiles. Era considerada como la base militar más grande 
de EE.UU. en América Latina. Ocupaba unos 2,000 hectáreas. También se 
encontraba en estas facilidades el Comando de la Policía Militar y una Bri-
gada de Señales (106th Signal Brigade) La base también tenía 1,392 casas y 
1,754 dormitorios. Además, en sus predios había escuelas para las familias 
militares y facilidades recreativas. Entre 1998 y 1999, el Ejército Sur tras-
ladó sus cuarteles generales a la base Buchanan en Puerto Rico. El cambio 
de sede involucró varios batallones de infantería y aviación, ingeniería, 
logística, inteligencia y unidades de la policía militar.
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La subinstalación Corozal de la base de Clayton, un Centro de Pruebas 
Tropicales, fue instalada en la Base Naval de Roosevelt Roads, Puerto Rico. 
Este fuerte, fue bautizado en honor a Bertranm Tracy Clayton, militar es-
tadounidense que cayó muerto en batalla en Francia, en 1918.

La base de Kobe: Estaba localizado al lado oeste del Canal de Panamá, 
cercano a la entrada del Pacífi co y próximo a la Base Aérea de Howard. 
Ocupaba un área de 5,000 hectáreas. Aquí se alojaba el “Theater Equipment 
and Maintenance Site” (TEAMS), facilidad dedicada a brindar apoyo en de-
sastres, misiones de alivio y otros servicios cívicos y humanitarios.

A partir del 1962 la Brigada 193 de Infantería se estableció en Fort 
Kobbe, como una unidad móvil para acelerar la intervención en casos de 
“problemas” en América Latina. En Fort Kobbe había 264 unidades de 
vivienda y dormitorios para más de 1,000 personas. El comando superior 
de esta base se encontraban en Clayton.

La base de Fort Sherman, de los Infantes de Marina y el Centro 
de Adiestramiento en Operaciones de la Jungla: Estaba localizado en 
el lado del Atlántico al oeste del Canal de Panamá. Tenía una extensión 
de 20,000 hectáreas en sus facilidades. Entre ellas había un aeropuerto, 
facilidades de adiestramiento, 67 viviendas, dormitorios para 300 personas 
y áreas recreacionales. Más de la mitad de las tierras de Fort Sherman esta-
ban ocupadas por bosque tropical. Gran parte de este bosque fue puesto 
bajo el control del Centro de Adiestramiento de Operaciones de la Jungla 
(Jungle Operation Training Center-JOTC), el cual brindaba adiestramiento al 
ejército de EE.UU. y a ejércitos latinoamericanos. En esta base se adiestra-
ban más de 9,000 soldados de EE.UU. y latinoamericanos, anualmente.

La base de Rodman de la Armada: Construída en 1943, sobre 500 
hectáreas en la salida sur (Pacífi co) del Canal de Panamá. Se encargaba 
de proveer combustible y provisiones a los barcos militares que hacían su 
tránsito por la vía acuática. La estación naval tenía más de 200 militares y 
personal civil. Sus instalaciones tenían facilidades portuarias, 87 unidades 
de vivienda, almacenes, edifi cios administrativos y otros.

Rodman albergaba el Destacamento Meridional de la Flota del Atlán-
tico del Comando Sur que dirigía los ejercicios anuales UNITAS. La base 
fue revertida a Panamá el 11 de marzo de 1999.
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Facilidades de Comunicaciones en Isla Galeta –Localizada en el 
lado Atlántico del Canal de Panamá–. Contaba con facilidades sofi sticadas 
para la vigilancia satelital y electrónica. Reunía información de inteligencia 
la cual era compartida con algunos gobiernos. Estuvo por muchos años 
bajo el control de la Marina, fue transferida al control del Ejército en 1995. 
Sus operaciones estaban clasifi cadas como secretas dentro del Departa-
mento de Defensa de EE.UU. Fue revertida a Panamá en 1999.

Campos de Tiro de Piña, Balboa Oeste y Emperador, Formaron 
parte de las bases y facilidades militares que fueron revertidas a Panamá en 
1999. Ocupaban un total de 35 mil hectáreas utilizadas para prácticas con 
municiones vivas. Sigue vigente un reclamo de parte de Panamá que recla-
ma la limpieza de los campos de tiro abandonados por EE.UU. El lugar, 
de topografía montañosa y vegetación boscosa permanece contaminado 
con desechos resultado de los experimentos con gas mostaza, gas nervio-
so sarin, agente naranja y otros químicos.

Escuela de las Américas (SOA –School of  the Americas –): Fundada en 
1946 en la base Gulick, del lado atlántico de la Zona del Canal de Panamá. 
Funcionó hasta 1984, cuando fue trasladada a Fort Benning, Georgia, EE.UU. 
El ex presidente de Panamá Jorge Illueca, se refi rió a ella “como la mayor base 
desestabilizadora en América Latina” Sus estudiantes son seleccionados entre 
“la crema” militar de los ejércitos de América latina. La escuela graduaba entre 
700 a 2,000 estudiantes anualmente. Su currículo incluía cursos sobre técnicas 
de guerra psicológica, protección de fronteras, contrainteligencia, contrainsur-
gencia, técnicas de interrogatorio y otras especialidades.

Con motivo de la creciente militarización de Panamá por parte de 
EE.UU. con la complicidad de los gobiernos de turno y, especialmente, el 
presidido por el actual mandatario, Ricardo Martinelli, hay que revisar el 
signifi cado para los panameños de esta presencia de las fuerzas armadas 
norteamericanas sobre territorio panameño en el siglo XX. En el transcur-
so de la pasada década aparecieron dos libros de autores norteamericanos 
sobre la política exterior de EE.UU. en materia militar, teniendo como 
estudio de caso a Panamá. El primero fue de John Lindsay Poland, pro-
motor activo de los derechos humanos y de causas ambientales, publicado 
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en 2003. El segundo fue publicado en 2007, de Peter Sánchez, ofi cial del 
Ejército de EE.UU. y especialista en ciencia política. 

Ambos libros reúnen una extensa bibliografía para enfocar la evolu-
ción de la política exterior norteamericana, en particular lo concerniente a 
su expansión militar. Por un lado, en su estudio sobre la ocupación militar 
norteamericana de Panamá, Lindsay Poland presenta (casi en forma de de-
nuncia) los daños “colaterales” causados en materia ambiental. Por el otro, 
Sánchez recrea la ideología que subyace en la política exterior de EE.UU. 
planteando lo que considera los benefi cios y errores cometidos en el caso 
de Panamá durante la ocupación militar en el siglo XX.

En 1996, EE.UU. concibió –sin éxito– el Centro Multilateral Antidro-
gas (CMA) para operar desde la antigua base aérea de Howard, contigua al 
Canal de Panamá. En los primeros años del nuevo siglo, los embajadores 
de EE.UU. fi rmaron seis acuerdos de cooperación militar con autoridades 
del gobierno panameño. Con la excepción de uno, todos los otros docu-
mentos no fueron aprobados por la Asamblea Nacional de Diputados. 

A partir de la invasión militar de EE.UU. en 1989, Washington ha cul-
tivado gobiernos nacionales entusiasmados en reproducir las viejas rela-
ciones militares con la potencia hemisférica. Después de un breve período 
de confusión, a partir de 2010 EE.UU. inició la construcción y posterior 
ejecución de misiones desde casi una docena de bases “aeronavales” situa-
dos sobre costas panameñas. 

Los libros de Sánchez y Lindsay Poland veían este escenario de re-
militarización del istmo panameño sin mayores sorpresas. Sánchez dice 
que “EE.UU. tiene una obsesión para demostrarle al mundo cuan “duro” 
es su poder. Washington está más interesado en desarrollar una política de 
luces cortas y no se preocupa de desarrollar una estrategia de largo plazo”. 
Sanchez agrega que “la llamada guerra contra el terrorismo que impulsa 
EE.UU. tiene el potencial de alienar a los países de América latina”.

Al referirse a los objetivos de la invasión militar norteamericana de 
Panamá en 1989, Sánchez señala que tenían una proyección regional que 
respondía a una estrategia para preservar la hegemonía. Sanchez duda que 
Panamá pueda alcanzar a organizar una democracia “si su política econó-
mica es determinada por intereses extranjeros”. Agrega que “las políticas 
de EE.UU. han socavado la democracia en Panamá como resultado 1) de 
las invasiones militares, 2) la selección equivocada de sus aliados paname-
ños y 3) apoyo a la oligarquía”. 
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El trabajo de Lindsay Poland es el primero que realiza un norteameri-
cano sobre el impacto ambiental que tuvo la ocupación militar de EE.UU. 
en Panamá. El texto está fundamentado en numerosos documentos ofi -
ciales del gobierno norteamericano. Lindsay Poland denuncia el desastre 
ambiental dejado por EE.UU. en el Istmo. Además, desenmascara la ideo-
logía de superioridad política, étnica (racista) y ecológica que caracteriza el 
aparato de Estado norteamericano –que refl ejan muy bien las Fuerzas Ar-
madas de ese país–. Esta es precisamente la institución que sirvió de punta 
de lanza en la expansión militar de EE.UU. en los últimos dos siglos.

Según Lindsay Poland, Panamá se convirtió en un centro militar de 
EE.UU. para realizar experimentos que iban desde las armas de guerra 
hasta los seres humanos, pasando por el ambiente. Los objetivos estaban 
relacionados con la expansión y conquista global. Con relación a los ex-
perimentos hechos sobre armas y seres humanos, Panamá se convirtió 
en una “probeta” donde se sometían ambos a pruebas de resistencia y se 
comparaban con otros escenarios climáticos. Al mismo tiempo, se hacían 
experimentos socio-ecológicos bajo el supuesto que era necesario trans-
formar la naturaleza para permitirle al hombre europeo colonizar el trópi-
co. “El Ejército de EE.UU. también fue responsable de otro tipo de inter-
vención que no fue estrictamente militar: La transformación de la Zona 
del Canal para hacerla segura biológicamente para el hombre blanco”. 

Anexo 1
Bases aéreo navales en Panamá (Construidas entre 2008 y 2014)

Pacífi co

Extremo Este Puerto Piña• 
Isla Chaparra• 
Punta Coco• 

Centro Mensabé• 

Oeste Coiba• 
Quebrada de Piedra• 
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Atlántico

Extremo Este Puerto Obaldía• 
El Porvenir• 

Canal Fuerte Sherman• 

Oeste Isla Colón• 
Chiriquí Grande• 

Anexo 2
Intervenciones de EE.UU. en Panamá: 1850-1999

Fecha Lugar Causa

1850: 22 de mayo Ciudad de 
Panamá

A raíz de una sublevación en el que murie-
ron dos norteamericanos, intervino un bu-
que de guerra de Inglaterra, a petición del 
cónsul de ese país. 

1856: del 19 al 22 
de septiembre 

Ciudad de 
Panamá

Con motivo del incidente de la Tajada de 
Sandia, que se inició con una disputa entre 
el comerciante local, José Manuel Luna, y 
Jack Oliver (viajero norteamericano) que 
degeneró en un enfrentamiento entre pa-
nameños y los pasajeros, que disparaban 
sus armas de fuego, del barco Illinois El 
saldo de numerosos muertos y heridos, 
trajo como consecuencia que el gobierno 
norteamericano ordenara el desembarco de 
infantes de Marina en Panamá por primera 
vez. EE.UU. alegó que las autoridades gra-
nadinas eran incapaces de garantizar el libre 
transito por su territorio. 

1860: 27 de sep-
tiembre al 8 de 
octubre

Ciudad de 
Panamá

Se da una insurrección en Panamá en contra 
del gobierno de Bogotá, dando como resul-
tado el desembarco de tropas británicas de la 
Nave Clio y el Buque de Guerra St. Mary. 
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Fecha Lugar Causa

1861: mayo Ciudad de 
Panamá

Luego del estallido de una guerra civil en 
Colombia, el gobernador del Istmo solicita, 
tras consultas con los cónsules de EE.UU., 
Inglaterra y Francia, protección para man-
tener el orden. EE.UU. es el único país que 
responde afi rmativamente a esta solicitud.

1862: junio Ciudades 
de Panamá 
y Colón

Colombia solicita ayuda a EE.UU. a fi n de so-
focar los desórdenes interiores y los norteame-
ricanos envían fuerzas navales y terrestres. 

1865: 9 de marzo Ciudades 
de Panamá 
y Colón

A raíz de un levantamiento armado encabe-
zado por Gil Colunje que depuso al presi-
dente del Estado, José Leonardo Calancha, 
EE.UU. desembarco tropas las ciudades de 
Panamá y Colón. 

1868 Ciudad de 
Colón

Ante la amenaza de un disturbio fraccional, 
infantes de Marina de EE.UU. desembarca-
ron en Colón.

1873 Ciudad de 
Panamá

El estallido de una guerra civil hizo que las 
autoridades colombianas en el Istmo solici-
taron la intervención armada de las tropas 
de EE.UU. Los infantes de Marina de los 
buques de guerra Pensacola y Tuscarola 
ocuparon la ciudad de Panamá. 

1880 Chiriquí Obedeciendo órdenes del Gobierno esta-
dounidense, los vapores de guerra Adams y 
Kearsage exploraron la Laguna de Chiriquí y 
el Golfo Dulce, con el propósito de estable-
cer estaciones navales de carbón. Este hecho 
fue denunciado por Justo Arosemena, enton-
ces Ministro de Colombia en Washington.

1884 Ciudad de 
Panamá

Washington ordenó el desembarco de tropas 
de EE.UU. a instancias del cónsul norteameri-
cano en la ciudad de Panamá con el argumento 
de que peligraban la vida y propiedades de sus 
conciudadanos por los disturbios políticos que 
se suscitaron entre liberales y conservadores. 
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Fecha Lugar Causa

1885: enero a mayo Ciudades 
de Panamá 
y Colón

A causa de la guerra civil colombiana las ciu-
dades de Panamá y Colón fueron lugar de re-
friegas entre los partidarios y opositores del 
presidente Rafael Núñez. Las tropas norte-
americanas ocuparon la estación del Ferroca-
rril, el muelle e incluso las ofi cinas de la Com-
pañía del Canal Interoceánico, uniéndose a la 
acción, el desembarco de marines en Colón.

1891: Ciudad de 
Colón 

A raíz de una epidemia de cólera el gobier-
no de Colombia cerró el puerto de Colón. 
El gobierno de EE.UU., contraviniendo las 
normas de sanidad, obligó a reabrir el puer-
to, utilizando como medida intimidatoria 
uno de sus barcos de guerra.

1895: 8 y 9 de 
marzo

 Bocas del 
Toro

A raíz de la corta guerra civil que se presentó 
en el país durante ese año, los funcionarios de 
EE.UU. solicitaron la presencia de barcos de 
guerra. El 8 de marzo fue atacado Bocas de 
Toro y del Atlanta descendieron los infantes 
de Marina para proteger el consulado. 

1901: 20 de no-
viembre al 4 de 
diciembre

Ciudad de 
Colón

En medio de la Guerra civil de los Mil Días, 
el Machias desembarcó 30 hombres que se 
apostaron en los depósitos de la Panamá 
Railroad so pretexto de proteger los intere-
ses de EE.UU. y “asegurar el libre tránsito 
por el Istmo” El secretario de Estado, John 
Hay, aseguró que EE.UU. intervino por so-
licitud del gobierno colombiano.

1902: 19 al 24 de 
abril

Bocas del 
Toro

Durante la guerra de los Mil Días, los EE.UU. 
ocupó militarmente a Panamá, entre el 19 y el 
24 de abril, cuando infantes de Marina de el 
Machias desembarcaron en Bocas del Toro. 
El hecho se originó en los éxitos militares al-
canzados por los liberales en la provincia de 
Chiriqui, a raíz de los cuales el gobernador de 
Panamá, perteneciente a las fuerzas conser-
vadoras, pidió a EE.UU. que mantuvieran el 
libre tránsito por el ferrocarril. 
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Fecha Lugar Causa

1902: del 15 de 
septiembre al 18 de 
noviembre

Ciudad de 
Colón

Con la llegada a Colón del crucero Cincinnati, 
el Comandante MacLean se dirigió a Panamá 
y determinó que los trenes deberían ir custo-
diados por Marines de EE.UU. Cada tren iba 
precedido de un vagón blindado, ocupado por 
25 soldados bien armados. El gobernador de 
Panamá, Víctor M. Salazar, se mostró en des-
acuerdo con la acción, como se lo comunicó 
al comandante de los Estados Unidos, quien 
le manifestó que él no venía a discutir nada 
sino a cumplir las órdenes emanadas de su go-
bierno y se opuso a que tropas del gobierno 
colombiano visitaran los trenes..

1906 Ciudad de 
Panamá

Durante las elecciones parciales, el presi-
dente Manuel Amador Guerrero le solicitó 
EE.UU. 300 infantes de Marina hasta la lí-
nea divisoria de la llamda ‘Zona del Canal’.

1908  Panamá y 
Colón

Las elecciones presidenciales provocó la pri-
mera supervisión de los funcionarios nor-
teamericanos en los asuntos electorales de 
la República. EE.UU. intervino con sus in-
fantes de Marina durante las elecciones para 
controlar el orden público.

1912: 30 de junio y 
14 de julio

Ciudades 
de Panamá 

A raíz de las elecciones municipales y presi-
denciales que tendrían lugar ese año, tanto 
los liberales como el gobierno del presidente 
Pablo Arosemena, solicitaron la intervención 
de EE.UU. Ante esa solicitud, Washington 
aceptó la invitación, primero para revisar las 
listas y corregir posibles irregularidades y lue-
go para supervisar las elecciones.

1915: el 13 y 14 de 
febrero

 Ciudad de 
Panamá

Durante las fi estas de Carnaval, un grupo de 
soldados norteamericanos intentó quitarle 
la corneta a un niño, interviniendo la Policía 
local. Resultaron heridos 18 soldados yan-
quis y murieron tres panameños. El gobier-
no de EE.UU. solicitó una indemnización 
de 40.000 dólares por sus heridos.
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Fecha Lugar Causa

1915: 2 de abril Ciudad de 
Colón

Después de un partido de béisbol se produjo, 
un enfrentamiento entre policías panameños 
y soldados de EE.UU. Estos saquearon y 
destruyeron la ciudad de Colón. Resultaron 
heridos 7 policías panameños y una gran can-
tidad de civiles, mientras que, del lado norte-
americano, murió un cabo y varios soldados 
fueron heridos. El gobierno de EE.UU. pidió 
una indemnización de 20.000 dólares. 

1918: 20 de julio Ciudades 
de Panamá 
y Colón

El presidente Ciro Urriola pospuso las elec-
ciones para diputados y concejales. EE.UU. 
consideró inconstitucional dicha suspensión 
y presionó para que se llevaran a cabo las 
elecciones. Como el gobierno de Panamá 
se negó, los EE.UU. decidió ocupar militar-
mente las ciudades de Panamá y de Colón. 

1918: Chiriquí EE.UU. ocupó la provincia de Chiriqui para 
proteger los intereses de inversionistas de su 
país. Ante las protestas del gobierno pana-
meño, EE.UU. respondió que habían inter-
venido para mantener el orden y proteger a 
sus ciudadanos. Las tropas permanecieron 
hasta el 16 de agosto de 1920.

1921: 20 de febrero 
al 5 de marzo

Lugar de 
desembarco 
no docu-
mentado

Con motivo de la guerra de Coto, entre Pa-
namá y Costa Rica, EE.UU. desembarcó 
tropas en suelo panameño y obligó al go-
bierno de Panamá a acatar el fallo White que 
defi nió las fronteras de Panamá con Costa 
Rica favoreciendo a las empresas bananeras 
de EE.UU. que operaban en Costa Rica. 

1925: 10 de octubre  Ciudad de 
Panamá

Ante una huelga de inquilinos, el gobierno 
de Panamá solicitó la intervención de los 
EE.UU. Un total de 600 infantes de Marina 
desembarcó matando a seis personas. 



– 72 –

Fecha Lugar Causa

l964: 9 y 10 de 
enero

Ciudad de 
Panamá y 
Colón

Tropas militares de EE.UU. proceden a re-
forzar la a la policía de la Zona del Canal que 
reprimen a estudiantes y civiles panameños 
que reclamaban la izada de la bandera pana-
meña. Murieron 21 panameños. 

1989: 20 de 
noviembre

Panamá EE.UU. invade Panamá con el objetivo 
de capturar al general Manuel A. Noriega 
causando un número indefi nido de muer-
tos (entre 655 y 4,000, según los diferentes 
cálculos) y miles de millones de dólares en 
pérdidas económicas. 

1990: 5 diciembre Ciudad de 
Panamá

Tropas norteamericanas volvieron a inter-
venir a pedido del presidente Guillermo 
Endara para sofocar un levantamiento de 
militares panameños. El movimiento fue 
controlada por la intervención del Ejército 
norteamericano.
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EL SALVADOR: TENDENCIAS HISTÓRICAS 
DE LA MILITARIZACIÓN

Rudis Yilmar Flores Hernández1

Resumen

Es importante situar la discusión sobre los procesos de militarización 
en la historia salvadoreña para destacar el papel desempeñado por las 
Fuerzas Armadas en momentos de las Dictaduras Militares, la Guerra Ci-
vil, Acuerdos de Paz y el proceso de Democratización que comenzó a vivir 
El Salvador con la fi nalización del confl icto armado.

En este sentido un primer objetivo nos sitúa en un escenario que va a 
marcar un cambio de estrategia en la relación del militarismo con la políti-
ca y los grupos de poder oligárquico conducido por la táctica de guerra de 
baja intensidad conducida directamente por asesores norteamericanos en 
la guerra civil salvadoreña en la década de los 80s.

Un segundo objetivo nos sitúa en la discusión generada con los Acuer-
dos de Paz y la redefi nición del papel del Ejército Salvadoreño desde su 
reducción en el número de efectivos militares y su rol en relación a la 
protección de la soberanía nacional, y las tareas que los gobiernos en los 
últimos veinticinco años le han asignado en materia de seguridad pública.

En tercer lugar se aborda la estrategia de la militarización desde la agenda 
de los norteamericanos en relación a temas como el narcotráfi co, crimen 
organizado, pandillas o maras y el terrorismo, obligando a los gobiernos de 
turno a adoptar medidas de militarización orientadas al control social.

1 Sociólogo y Profesor Investigador de la Universidad de El Salvador, Facultad Multidisci-
plinaria Oriental, San Miguel y Coordinador del Centro de Investigación y Documentación 
de Ciencias Sociales. Director de la Revista Conjeturas Sociológicas 
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Contexto

En Centro América es importante hacer una mirada al pasado histó-
rico de las especifi dades cualitativas del istmo en relación a los procesos 
de militarización y guerra, estos estuvieron vinculados a la hegemonía de 
las instituciones castrenses sobre el sistema político y la sociedad civil, 
estableciéndose como un poder omnipotente que se imponía sobre todos 
los sectores de la sociedad a través de medios represivos y coercitivos, 
impidiendo que estos expresaran su voluntad e interés.

En la región dada la transición cualitativa de la militarización y su es-
calón superior que es la guerra, se observó un crecimiento inusitado de 
efectivos de las Fuerzas Armadas de los distintos países, la presencia y el 
incremento de los medios de guerra. El primer elemento a considerar es el 
aumento de efectivos regulares de los ejércitos de 1977 a 1985, en el pri-
mer año de (1977), ubica el preámbulo de las primera insurrecciones po-
pulares en Nicaragua; en 1980, el momento en que el gobierno sandinista 
se comienza a percibir como enemigo por parte de sus vecinos y 1985 da 
cuenta de las dimensiones del incremento y de sus posibles proyecciones. 
Otro elemento que destaca es el incremento cualitativo de los medios de 
guerra, al respecto son evidentes dos tendencias una en Guatemala, El 
Salvador y Honduras y de manera notoria para fortalecer la fuerza aérea; la 
segunda se observa en Nicaragua y El Salvador, de contar con medios de 
infantería bastante desarrollados, estos dos aspectos aparecen en los años 
de 1980 y 1981.2

Al referirnos a la historia salvadoreña está plagada de acontecimientos 
económicos, políticos, sociales;el militarismo jugo un papel trascendental, 
la dictadura militar como forma de Estado, se fundamentó desde 1931, en 
una alianza entre un fracción ultraderechista de las Fuerzas Armadas y la 
Oligarquía. En el transcurso de más de medio siglo esta alianza produjo 
cerca de 150 mil víctimas como producto de la violencia armada directa 
y cientos de miles a causa del hambre y las enfermedades; sufrió altiba-
jos provocados por la lucha popular como factor determinante y como 
consecuencia,por la emergencia coyuntural de otra fracción de las clases 
dominantes y grupos de militares democráticos que intentaron desplazar 

2 Benítez Manaut Raúl, La Teoría Militar y la Guerra Civil en El Salvador, UCA editores, San 
Salvador 1989 pág. 365
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a la fracción de la oligarquía que detentaba la hegemonía, pero sin poder 
cambiar el carácter oligárquico del régimen.3

La participación directa de los militares en el ejercicio del poder, tran-
sito a lo largo de la historia contemporánea por diferentes etapas. La ulti-
ma que corresponde al ocaso de la contrainsurgencia que se caracterizaba 
como la fase de la corrupción política y moral de los altos mandos, que en 
el soporte de la ayuda norteamericana durante los años de la guerra civil 
en El Salvador se enriquecieron y consolidaron la posición que los situaba 
por encima del gobierno; las leyes y el juicio de la sociedad para conformar 
un poder paralelo.

La guerra civil se inició en la segunda mitad del siglo XX, en enero 
de 1981 cuando el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional 
emprendió una ofensiva general contra la dictadura militar y el régimen 
oligarca. Las condiciones políticas y económicas del país propiciaron un 
proceso de acumulación de fuerzas revolucionarias, políticas y militares 
durante la década de los 70s y 80s que permitió el surgimiento de las cinco 
organizaciones que pasarían a conformar el FMLN, generando un proceso 
de guerra de guerrillas y generalizando la lucha de la ciudad al campo.4

En la década de los 80s la guerra de guerrillas se expandió por todas 
las ciudades, y la acompañaba el movimiento de masas con capacidad de 
librar las batallas en las fábricas, las calles, barrios y colonias permitiendo 
cualifi car la lucha revolucionaria, alcanzando un equilibrio militar, que po-
líticamente signifi co la existencia de un doble poder, convenciendo a los 
norteamericanos de la necesidad de negociar el confl icto ante la incapaci-
dad de FAES de derrotar militarmente a un ejército guerrillero de tres mil 
combatientes.

La prolongación del confl icto armado y la intervención directa de los 
Estados Unidos en la conducción de la guerra nos dan un balance militar 
no solo en El Salvador sino en toda Centroamérica, generando un proce-

3 Boletín Venceremos, Documento de la Resistencia Salvadoreña. 1986 “ Los Sectores Po-
pulares, tienen su opción, la opción de la Democracia, por el fi n del militarismo, la opción 
Popular Democrática y Revolucionaria
4 El Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) se conformó de cinco 
estructuras político militares; El Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP), El Partido 
Comunista Salvadoreño (PCS), Las Fuerzas Armadas de la Resistencia Nacional (FARN), 
Las Fuerzas Populares de Liberación (FPL) y El Partido de los Trabajadores Centroame-
ricanos (PRTC).
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so cuantitativo de militarización, para el caso del país paso de tener 7,130 
efectivos militares en 1977 a 51,150 en 1985, Guatemala, Honduras y Ni-
caragua crecieron sustancialmente ya sea por los confl ictos internos o en 
el caso de Nicaragua por la guerra contrarrevolucionaria fi nanciada por la 
administración Reagan. 

La injerencia directa en el confl icto no solo paso por el fi nanciamien-
to sino por la formación acelerada de batallones elites en los centros de 
entrenamiento interno, la Escuela de las Américas y en el comando sur 
de Panamá, surgiendo las unidades especializadas como los batallones At-
lacatl, Atonal, batallón Arce y Ramón Belloso, el primero de ellos apareció 
para 1981 conducido por el coronel Domingo Monterrosa Barrios5, res-
ponsable directo de la masacre de más de mil campesinos en el Mozote 
departamento de Morazán entre ellos más de cuatrocientos niños y niñas 
que presentaban impactos de bala acorta distancia como lo estableció el 
informe de la comisión de la verdad desvirtuando la versión ofi cial que 
establecía que los campesinos eran guerrilleros que murieron producto de 
los operativos militares.

El triunfo de la revolución sandinista provoco una escalada contrarre-
volucionaria de los norteamericanos en la región centroamericana, modi-
fi cando el modelo de dictadura sostenidas durante las últimas décadas de 
los años 80 a partir de un errado concepto de seguridad nacional, preten-
diendo evitar una victoria revolucionaria, modernizando la dictadura con 
una fachada civil.

El Salvador se convirtió así en un nuevo modelo de dictadura contra-
rrevolucionaria con enmascaramiento político muy complejo y sofi stica-
do: paso a ser el plan piloto de la estrategia de guerra de baja intensidad, 
que combinó tres elementos, la ejecución de un genocidio (50 mil muertos 
y un millón de desplazados entre 1980 y 1981) como factor de contención 
del movimiento revolucionario; segundo el escalamiento militar de la gue-
rra asumiendo Estados Unidos el control total del Ejército Salvadoreño; 

5 Domingo Monterrosa Barrios, represento durante los primeros años de guerra la punta 
de lanza del plan de guerra de baja intensidad de los gringos, responsable directo de mu-
chas masacres según el informe de la comisión de la verdad que investigo crímenes después 
de fi nalizado el confl icto armado. Murió en octubre de 1983 en una emboscada planeada 
por el comandante Guerrillero Joaquín Villalobos, al entregarle un viejo transmisor de la 
radio guerrillera cargado con explosivos, explotando en su helicóptero donde murieron 
otros miembros del alto mando del ejército.
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una fachada civil para el gobierno, es decir, discurso demagógico, reformas 
e intentos de reformas, para ganar al pueblo que estaba masacrando. El 
punto de partida de este nuevo modelo fue el pacto entre el partido De-
mócrata Cristiano y el ejército patrocinado por EE.UU., el presidente José 
Napoleón Duarte y los demócratas cristianos se comprometieron a dar 
mano libre al ejército y garantizar que la matanza no solo no fuera obstá-
culo para continuar con la ayuda externa si no que tendía a mejorarse y el 
gobierno no se vería aislado completamente.6

En una acción simultánea, los gringos escalaban la guerra e interve-
nían en el país; los militares ejecutaban el genocidio y Duarte confundía 
al mundo. La dictadura militar de nuevo tipo se ponía en marcha: go-
bierno civil de fachada, sin ningún poder real, el poder en manos de los 
militares y la soberanía en manos de los norteamericanos que bajo el 
esquema de guerra de baja intensidad legitimaban el modelo de refor-
mas, procesos electorales viciados, nueva constitución y el juego político 
limitado, todo esto para darle cobertura al contenido esencial a su plan 
que fue la acción contrarrevolucionaria justifi cada en el marco de la su-
puesta seguridad de los EE.UU. y poder salvar a su principal aliado la 
oligarquía terrateniente.

El escalamiento de la confrontación armada se convirtió en una alter-
nativa para la política exterior de los gringos; en términos tecnológicos,en 
El Salvador se utilizó toda la tecnología militar y el armamento que poseían 
los norteamericanos en ese momento para guerras irregulares ya que por 
la dimensión de la guerra les resultaba difícil la aplicación de armamento 
convencional de mayor poder destructivo, los mismos asesores reconocen 
en su momento que haber dotado al ejército de armamento aéreo generó 
un nivel de dependencia, acomodamiento y debilidad de las Fuerzas Ar-
madas. Se manejó armamento de infantería más avanzado para guerras 
irregulares, los aviones cazabombarderos más modernos y apropiados, los 
helicópteros de transporte y apoyo de combate, los sistemas de comunica-
ción y radio rastreo más sofi sticados existentes en Centroamérica, piezas 
de artillería con el alcance y volumen de fuego adecuado a la dimensión 
del territorio y teatro de operaciones, con este nivel de equipos militares 

6 Documento de la Resistencia Salvadoreña, de circulación interna, 1987, “Insurrección 
Popular: Deseo o Realidad de la Lucha Social”. 
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los EE.UU. provocaron más de 70 mil muertos al fi nalizar la guerra civil, 
cien mil desaparecidos y un millón de desplazados.7

En todo este escenario la administración Reagan a partir de la estrategia 
de guerra de baja intensidad, busco legitimar su modelo para darle cober-
tura al contenido esencial de su plan contrarrevolucionario, argumentado 
en el interés externo de la supuesta seguridad para los E. U y respaldando 
a la oligarquía terrateniente.

En este marco si comparamos las dictaduras tradicionales anteriores 
con el signifi cado del modelo contrainsurgente a partir del pacto Parti-
do Demócrata Cristiano (PDC)– Ejercito, para 1980 durante el gobierno 
de Duarte fueron asesinados más salvadoreños que en dictaduras ante-
riores, se produjo el mayor nivel de empobrecimiento de las masas, una 
corrupción sin precedentes superando los registros de dictaduras anterio-
res, se perdió totalmente las soberanía asumiendo el país una dependencia 
política-militar.

En este contexto se produce una escalada de la lucha popular, pro-
vocando nuevos escenarios de represión, diariamente fueron asesinados 
muchos salvadoreños en la ciudad y el campo, se producen matanzas y las 
movilizaciones de trabajadores son ametralladas y surge la necesidad de 
incrementarla. Así se pasa de un concepto de guerra total en un enfrenta-
miento a la totalidad en los distintos campos de la sociedad y abanderando 
el genocidio.

Durante la década de los años de 1980 se generalizaron los crímenes 
perpetuados por los escuadrones de la muerte, se trataba de estructuras 
clandestinas de represión, cuyo accionar consistía en el secuestro, tortura 
y ejecución de sus víctimas. Los escuadrones de la muerte funcionaron 
en casi todas la unidades militares de la época a través de las secciones de 
inteligencia; pero se estructuraron en combinación con grupos civiles o 
fueron impulsados exclusivamente por civiles de poder económico bajo la 
tolerancia y conveniencia del Estado. 

7 Documento de la Resistencia Salvadoreña, op. cit.
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Acuerdos de paz, fuerza armada y seguridad pública 

Uno de los temas álgidos del proceso de diálogo y negociación del 
confl icto armado entre el FMLN y el gobierno salvadoreño lo represento 
el tema de las Fuerzas Armadas, ya que las posiciones eran contrapuestas 
y ponía en peligro la continuidad del proceso. Bajo estas circunstancias se 
propuso en el año de 1990 congelar el tema FAES y continuar debatiendo 
sobre Derechos Humanos, logrando acuerdos sustantivos en San José de 
Costa Rica, como las garantías concretas sobre la erradicación de las des-
apariciones forzadas, secuestros, torturas, capturas nocturnas, los cuales 
pasarían a ser verifi cados por el enviado especial de Naciones Unidas para 
El Salvador, el peruano Álvaro de Soto.

Paradójicamente después de fi rmado el acuerdo de San José las viola-
ciones a los derechos humanos sufrieron un repunte en una escalada mili-
tar por parte del ejercito a partir de los operativos militares desarrollados 
por los batallones elites entrenados por asesores militares norteamerica-
nos en susbases militares y en el comando sur de Panamá con un objetivo 
claro derrotar militarmente al ejército guerrillero que después de la ofen-
siva militar de 1989 demostró el doble equilibrio militar y la capacidad de 
fuego de llevar la guerra a las principales ciudades del país. 

El esfuerzo de Nueva York en 1991 sentó las bases de la recta fi nal 
del confl icto armado, el nudo gordiano de la negociación llego a su punto 
más decisivo sobre la depuración de la FAES que puso en desacuerdo 
al presidente Alfredo Cristiani con los grupos de poder económico que 
se oponían a una reducción del ejército y la desaparición de los antiguos 
cuerpos de seguridad como la Policía Nacional, Guardia Nacional, Policía 
de Hacienda, y las Defensas Civiles, dando paso al acuerdo de creación de 
la Policía Nacional Civil, que estaría integrada por ex miembros del FMLN 
y de la ex Policía Nacional.

Es válido recordar que los Acuerdos de Paz aun cuando todavía sigue 
estando en discusión su cumplimiento y se siga hablando del proceso de 
democratización muy ligado al confl icto armado, signifi co el fi n de sesenta 
años de dictaduras militares y la reducción de 60 mil a 30 mil efectivos 
militares que constitucionalmente asumirían tareas de seguridad nacional 
como la defensa del territorio.

Hay que destacar un elemento que adquiere gran trascendencia y que el 
proceso de transición democrática una vez fi nalizada la guerra civil no ha 
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logrado resolver es el problema de la exclusión social, la mala distribución 
de la riqueza, la falta de empleo, de una vivienda digna, educación y que 
en los últimos años ha provocado un auge mayor de la violencia en sus 
distintas manifestaciones en el seno de un orden social que le da la espalda 
a la gran mayoría de la población en sus propios intereses.

Fenómenos como la violencia en todas sus formas se vieron fl orecer 
ya que se solucionó el confl icto armado pero los acuerdos de Paz en ma-
teria económica social no contemplaron reformas que permitieran una 
adsorción de los militantes tanto del ejército nacional como del ejército 
guerrillero en la vida productiva del país.

La violencia se fue insertando en las concepciones de la sociedad, 
como una manera efi caz para dirimir los confl ictos, y obtener benefi cios 
más rápidamente, es así que estamos viviendo los días más negros del 
periodo de transición democrática, donde se experimentan homicidios es-
pantosos que ni en el confl icto armado se observaban a pesar de ser una 
guerra sangrienta.

El estigma más claro para la actualidad es el que dejó la guerra civil que 
atravesó El Salvador de 1980 a 1992. El sólo hecho de seguir llamando a la 
época actual como “posguerra” lleva implícita la idea de que está en gran 
parte relacionada con la guerra. Doce años de confl icto y alrededor de 75 
mil muertos dejaron huella en las construcciones mentales y sociales de 
la población salvadoreña. Construcciones profundas que no se deshacen 
simplemente con discursos de paz y democracia.

La magnitud del problema en El Salvador es alarmante ya que este tie-
ne el índice de homicidios más alto de América Latina, según un estudio 
del Banco mundial señala que existe un 58% por cada 100,000 habitantes, 
comparados con 20 promedios para toda América Latina y por consecuen-
cia el tema de seguridad está presente en la agenda de dicho organismo.

En este contexto el uso de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad 
públicase convirtió en una realidad no solo para El Salvador sino también 
para los demás países de la región centroamericana, aun cuando los pro-
cesos de democratización y el fi n de los confl ictos armados presagiaban la 
disminución de la participación de los cuerpos militares en los problemas 
internos la tendencia ante la defi ciencia de los sistemas policiales y judi-
cialeshan introducido permanentemente el debate interno sobre el uso de 
militares en tareas de seguridad pública.
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La militarización de la seguridad pública y la policiación de las Fuerzas 
Armadas en El Salvador, es un proceso que se viene desarrollando desde 
los gobiernos de derecha, así se tiene que por decisión presidencial: Desde 
1993, la Fuerza Armada colabora con la Policía Nacional Civil en la reali-
zación de operaciones conjuntas antidelincuenciales dentro del marco de 
la planifi cación específi ca, a fi n de combatir y prevenir en el país el accio-
nar de la delincuencia común y el crimen organizado.

En el año de 1993, en el periodo del presidente de la republica Alfredo 
Cristiani, se crea un plan de operaciones llamado “vigilante” que involucro 
a la FAES, con el propósito de combatir el auge delincuencial y los grupos 
armados que existían a consecuencia de la desmovilización armada con 
la fi rma de los Acuerdos de Paz; producto de esto surgen los Grupos de 
Tarea Conjunta (GTC)8 y nace el plan Guardianes en el año de 1994, en 
el periodo del mandatario Armando Calderón Sol, conformado por efec-
tivos militares, miembros de la Policía Nacional Civil que en la actualidad 
continúan vigentes.

El plan guardianes se fundamentó en los siguientes fi nes; disuadir las 
acciones delincuenciales en todo el territorio nacional mediante la presen-
cia permanente de los Grupos de Tarea Conjunta, especialmente en áreas 
rurales, capturar o desarticular las bandas de ladrones que se ocultaban en 
las zonas rurales y que accionan en cantones, caseríos y carreteras del país, 
garantizar la libre circulación del transporte terrestre, la seguridad en las 
principales instituciones de gobierno, dar protección en las temporadas de 
las cosechas de café de caña de azúcar y otras de importancia estratégica.9

Dicho refuerzo fue incrementado a partir del 6 de noviembre de 2009 
por el “primer gobierno de Izquierda” que presidio Mauricio Funes, “fe-
cha en la cual se incrementó el número de efectivos militares y recursos 
puestos a disposición del apoyo que se estaba brindando a la Policía Na-
cional Civil, lo cual se efectúo en cumplimiento a la decisión presidencial 

8 Los Grupos de Tarea Conjunta son unidades conformadas por miembros de la Policía 
Nacional Civil y Militares que tienen tareas de seguridad en el combate contra la delincuen-
cia, narcotráfi co, pandillas y terrorismo, estos operan por lo general en las zonas rurales del 
país en los 25 municipios más violentos.
9 Pineda Amaya Vilma Rosalía, Sigüenza Mejía Moris Alfredo. El uso de las Fuerzas Ar-
madas para Funciones de Seguridad Publica, Universidad Francisco Gavidia, Escuela de 
Ciencias Jurídicas, Trabajo de Graduación
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establecida en el Decreto Ejecutivo Número 70, de ampliar el apoyo que 
se había estado dando a dicha corporación.10

Hay que precisar que en el periodo de gobierno del presidente Funes se 
establecieron una serie de atribuciones a la Fuerza Armada que evidencia-
ron la militarización de la seguridad pública y una clara violación al espíritu 
de los Acuerdos de Paz fi rmados en 1992 en el castillo de Chapultepec 
México, dichas atribuciones se encaminaban a: habilitar la incorporación 
de mayor número de elementos, operar con fuerzas de tarea conjunta, 
realizar registros o requisas a personas y vehículos y apoyar en los disposi-
tivos de control territorial; detener en casos de fl agrancia y entregar a los 
detenidos de inmediato a la PNC, mediante informe circunstanciado de 
los hechos; resguardar la frontera nacional en lugares identifi cados como 
no habilitados, con la fi nalidad de prevenir el tráfi co o trasiego ilegal de 
bienes y personas; reforzar la seguridad perimetral externa en los centros 
penitenciarios, intermedios e internamiento de menores; así como en cual-
quier otro tipo de centro de detención, a requerimiento de la autoridad 
competente; brindar apoyo terrestre, marítimo y aéreo, poniendo a dispo-
sición equipo y personal califi cado.11

A partir del 2010 se implementó La Política Nacional de Justicia, Se-
guridad Pública y Convivencia que se fundamentaba en el control de la 
Represión del delito que involucra la Fiscalía, la Procuraduría General de 
la Republica con sus defensores públicos, La Procuraduría para la Defen-
sa de los Derechos Humanos y el sistema judicial en su conjunto. Esta 
estrategia se complementó con el control del territorio a partir de tres 
acciones: crecimiento policial, el apoyo de la Fuerza Armada que consistió 
en el despliegue de más de 12 mil efectivos militares desempeñando tareas 
de Seguridad Publica, incluyendo el control de los centros penales con 
el objetivo de contrarrestar toda la red delincuencial que funciona con la 
complicidad de los custodios de centros penales. También se estableció la 
aplicación del régimen de disponibilidad consistente en la ampliación de la 
jornada laboral de los policías. 

Estos planes continúan confi gurándose, sin embargo al concluir el pe-
riodo presidencial de Mauricio Funes. Los datos en materia de seguridad 
10 Mesa Técnica (Policía Nacional Civil, Fiscalía General de la República, Instituto de Medi-
cina Legal), año 2007, 2008, 2009. Disponible en http://www.digestyc.gob.sv/
11 Quintanilla, N. d. (2011). El Salvador: Militarizacion de la Seguridad Publica y Combate a 
la Delincuencia: 2009-2010. San Miguel.
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son poco alentadores. En los que va del 2014 existe un repunte de las 
formas de violencia que se expresan en una tasa de homicidios de hasta 30 
durante los fi nes de semana.

La militarización en la agenda de los Estados Unidos 
como forma de control social

Uno de los elementos que ha caracterizado el proceso de militarización 
en El Salvador ha sido promovido por Estados Unidos en el marco de una 
estrategia de guerra contra el terrorismo, las drogas, las maras o pandillas, 
obligando a los gobiernos a recurrir como en el pasado a dar soluciones a 
los problemas sociales con una respuesta militar, y excluyendo el fortaleci-
miento de las instituciones del Estado.

En lógica de la nueva estrategia de seguridad nacional conducida por 
los gringos, los hechos ocurridos en septiembre del 2011pusieron en re-
levancia al tema del terrorismo internacional y surge la necesidad de re-
diseñar la agenda de la política exterior para México y Centroamérica, es-
trategia que comprende el uso generalizado de militares en roles ejercidos 
en el pasado de índole policial y de control social, afectando los procesos 
de democratización en una clara violación en el caso de El Salvador a los 
acuerdos de paz que pusieron fi n al confl icto armado.

El despliegue de militares en las calles genera una cantidad de interro-
gantes que provoca un amplio debate en los círculos académicos, políticos 
y muchas dudas como; si la Fuerza Armada genera confi anza en la po-
blación o como afecta las relaciones civiles-militares o militares-políticas 
y policiales-militares. Durante los últimos 20 años cada vez es notable la 
participación de militares en la represión del delito.

Bajo esta nueva doctrina de seguridad nacional los gobiernos de derecha 
fundamentaron una política basada en el miedo, Los bloqueos a carreteras, 
aeropuertos, aduanas, arterias viales y ofi cinas de gobierno, acompañadas de 
acciones de desobediencia civil para abstenerse a entregar datos, información 
personal y boicotear productos de consumo masivo son factores de miedo en 
la plutocracia y ante el escenario de confl icto que desarme la estrategia de do-
minación, construyen ciudadanías del miedo para perpetuarse en el poder.12

12 Robinson, S. (2010). Ciudadanias del Miedo y perepetuacion de la Plutocracia en Ameri-
ca Latina. Ponencia presentada en el XIII Congreso de Sociologia, Panamá 2010.
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La presencia del crimen organizado en el territorio nacional pone de 
manifi esto la carencia en el funcionamiento de las instituciones encargadas 
de administrar justicia. LaPolicía Nacional Civil ha mostrado profundas 
fragilidades en el combate del delito generando un aumento en la impuni-
dad y desconfi anza en grandes segmentos de población, situación que es 
enfrentada con medidas constitucionales como la militarización que en el 
mejor de los casos ha tenido resultados parciales 

Por otro lado, la cooperación internacional que brinda Estados Unidos 
a El Salvador, canalizada a través de la Iniciativa Regional de Seguridad 
para América Central (CARSI), de la familia del Plan Colombia y Mérida, 
incluye programas de aplicación de la ley, anticorrupción y desarrollo co-
munitario y juvenil, pero que dedica la mayor parte de sus fondos, los cua-
les son insufi cientes, para apoyar a las fuerzas de seguridad y defensa para 
hacer frente al narcotráfi co y al crimen organizado, a través de adiestra-
miento y equipamiento. ”Los programas antidrogas son solamente uno de 
varios canales a través de los cuales la ayuda de Estados Unidos incentiva a 
los militares latinoamericanos a adoptar o continuar desempeñando, nue-
vos roles internos”, que sostienen desde la organización estadounidense 
WOLA. Asimismo, el Asocio para el Crecimiento, un programa fi rmado 
en 2011 entre los gobiernos de Estados Unidos y El Salvador que busca 
expandir el crecimiento económico, pero que se concentra en dar solu-
ciones a las restricciones de ese crecimiento: la delincuencia y la inseguri-
dad. Como ejemplo de dicha asistencia, en junio de 2012, Estados Unidos 
dono seis lanchas Zodiac para la Fuerza de Tarea Conjunta Cuscatlán, un 
esfuerzo conjunto de los Ministerios de Justicia y Seguridad, y Defensa, 
para el combate al narcotráfi co. ¡Juguetes nuevos!13

La estrategia de militarización de Washington en la región es incentiva-
da por los programas de apoyo en el caso de El Salvador por FOMILE-
NIO, institución creada para administrar los fondos del milenio propor-
cionados por Estados Unidos, razón que los lleva a una presencia militar 
mayor en la región que tiene más a su base una estrategia geopolítica para 
contrarrestar los avances de la integración latinoamericana que promue-
ven relaciones de cooperación rompiendo los niveles de dependencia y 
chantaje de los organismos fi nancieros internacionales.
13 Murcia Walter, La Militarización de la Seguridad Publica en El Salvador, disponible en 
http://hemisferiozero.com/2013/04/12/la-militarizacion-de-la-seguridad-publica-en-el-
salvador-iii/
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Al igual que en tiempos de la guerra la seguridad pública se convirtió 
en un problema de seguridad nacional; en el marco de la violencia se in-
corporan temas como: terrorismo, narcotráfi co, crimen organizado, cri-
minalización de las protestas, el ejército comienza a desplazar a la policía 
en funciones de seguridad, el Estado no resuelve los problemas y sigue 
respondiendo a empresarios y organismos internacionales y por ahora la 
seguridad pública está en la agenda de dichos organismos.

Teóricamente, las Fuerzas Armadas son una institución del Estado, 
creada y diseñada para la defensa de la soberanía e integridad territorial, en 
tanto la Policía es una institución orientada a mantener el orden público 
y la seguridad de las personas y sus bienes. Teóricamente también, la mi-
sión de las Fuerzas Armadas es la defensa del territorio ante una amenaza 
externa y la misión de la Policía es la protección de la ciudadanía ante la 
amenaza de la delincuencia común y organizada. 

Bajo esta mirada es importante destacar que la mayor presencia mili-
tar en la región obedece a una estrategia de recuperación de los espacios 
políticos por parte de la administración Obama a partir del auge de los 
gobiernos de izquierda y progresistas en América Latina y no le apuesta a 
resolver los problemas internos que estos tienen en materia de seguridad.

Para el caso en la visita desarrollada por el presidente norteamericano 
a El salvador, en marzo del 2010 se sitúo en dos cosas en particular, pri-
mero asegurarse que con los cambios políticos no se pongan en riesgo 
la base militar en Comalapa, donde funciona el denominado “Centro de 
Monitoreo Antinarcóticos”, que es un puesto de observancia satelital co-
nectado con las bases militares en Colombia y segundo el funcionamiento 
de la Academia Internacional de Cumplimiento de la Ley conocida por 
sus siglas (ILEA), que es una base de entrenamiento policial, considerada 
como una versión maquillada de la escuela de las Américas, que entreno a 
los jefes militares más criminales que condujeron las dictaduras militares 
de los pueblos latinoamericanos.

Y en el caso de los demás países como Honduras a partir del golpe de 
Estado se puso en evidencia el carácter instrumental de las instituciones 
como cómplices del poder político y económico. Sin la intervención de las 
Fuerzas Armadas, el derrocamiento del presidente Manuel Zelaya no se 
hubiera producido. El elemento determinante fue el control directo sobre 
las dos instituciones represivas del Estado, lo que permitió ver a militares 
y policías en las calles, cumpliendo su papel de contenedores y represores 
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de la movilización social en contra de la violación al orden constitucional. 
Ambas instituciones se defi nieron por el golpe militar, lo que signifi ca que 
se declinaron también en contra de todos los sectores que se opusieran 
al mismo, creando una situación compleja en la que estas instituciones 
del Estado, llamadas a defender los intereses generales de la sociedad, se 
convirtieron en instrumento represivo de un grupo golpista que llegó a 
controlar directa e indirectamente, los poderes del Estado.

Bajo esta realidad gestada en Honduras hace más cuatroaños, estamos 
en presencia de una clara politización de las Fuerzas Armadas y de una 
reconfi rmación de la militarización de la Policía en su concepción, me-
todología y prácticas cotidianas. La agresividad, irracionalidad e impuni-
dad con que actúan las instituciones represivas del Estado, evidencian la 
misma actitud demencial de quienes los dirigen y apoyan, los cuales han 
traspasado el límite de lo aceptable.

Es menester recordar que en el pasado reciente durante el siglo XX y 
lo que va del XXI el militarismo se convirtió en la mayoría de los países la-
tinoamericanos en la peor forma de gobierno; ya que se mantuvo una ten-
dencia a nombrar militares como jefes de Estado gubernamentales, lo que 
provocaba défi cit en todos los aspectos políticos económicos y sociales.

El proceso de militarización promovido por Washington en toda Cen-
troamérica y principalmente en el triángulo del norte, en la lucha con-
tra el narcotráfi co, crimen organizado, maras abre el debate sobre el giro 
que toma la presencia militares en tareas de seguridad sin tener estos la 
preparación mínima para actuar en funciones de seguridad pública y sin 
poder reducir los índices de violencia que superan más de 40 mil víctimas 
después de fi nalizado el confl icto armado. En este contexto es necesario 
precisar y que los gobiernos como el salvadoreño deben tener en consi-
deración que los militares infl uenciados por grupos de poder económico 
pueden volver a instaurar nuevas formas de gobiernos que garanticen los 
intereses de la administración norteamericana, el saqueo de los recursos 
naturales y la explotación indiscriminada de la fuerza de trabajo.
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EL MILITARISMO EN HONDURAS IMPONE 
EL CARÁCTER AUTORITARIO DE ESTE SISTEMA 

Y SU RÉGIMEN POLÍTICO

Roberto Briceño Jiménez

El gobierno que presidió Juan Manuel Gálvez, formalizó la instrucción 
militar con la fundación de la escuela de Cabos y sargentos el año de 1949, 
la escuela General Francisco Morazán el año de 1952; se establecen nuevas 
unidades militares: el primer batallón de infantería y la fuerza naval a partir 
de 1976.

La institucionalización moderna de las Fuerzas Armadas de Honduras 
estuvo contenida en la modernización institucional del Estado Hondureño 
en la estrategia de corresponder a las expectativas de las demandas de de-
sarrollo capitalista y a las demandas sociales para prevenir la emergencia de 
movimientos armadas por demandas populares que surgían en la región con 
expectativas de trascender a movimientos sociopolíticos que amenazaran el 
poder de las élites oligárquicas dominantes internamente pero subordinadas 
por la hegemonía imperialista de Estados Unidos.

El 20 de mayo de 1954 el gobierno de Honduras fi rmó el primer con-
venio de asistencia militar con el gobierno de Estados Unidos ese mes 
había surgido la huelga obrera de los trabajadores del enclave bananero y 
ya Honduras era signataria del TIAR desde 1947.1

El 21 de octubre de 1956 las fuerzas Armadas bajo el liderazgo de una 
Junta Militar ejecutaron el primer golpe de Estado contra el gobierno que 
presidia Julio Lozano Díaz que pretendía continuidad de su mandato.

1 Conferencia Interamericana para el Mantenimiento de la Paz y la Seguridad del Continen-
te en Río de Janeiro del 15 de agosto al 2 de septiembre de 1947.
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La Ley constitutiva de las fuerzas Armadas en su artículo 1 establece 
que “las Fuerzas Armadas son una institución permanente esencialmente 
apolítica y no deliberante. Contradictoriamente el siguiente párrafo del 
mismo artículo le asigna un papel que instrumentalmente es usado con 
fi nes políticos: … “Se instituyen para mantener… la paz, el orden público y 
el imperio de la constitución, los principios de libre sufragio y la alternabilidad en el 
ejercicio de la presidencia de la República”. 2

La formalidad institucional de “apolítica y no deliberante” tiene doble 
connotación: no es política pero es esencialmente un organismo represivo 
del Estado como recurso de dominación política. Es no deliberante entonces 
no es democrática, es la negación de la democracia y constitucionalmente 
tiene facultades de vigilar o arbitrar procesos democráticos de “alterna-
bilidad” presidencial que es una función de tribunal político. Siendo una 
organización jerarquizada esencialmente autoritaria no podría ser aval y 
garante de procesos democráticos. Si es “no deliberante” es objeto de mani-
pulación política por las élites del bloque de poder oligárquico.

La infl uencia de Estados Unidos en la institucionalización de las Fuer-
zas Armadas ha condicionado la sujeción de estas a las políticas defi nidas 
por la estrategia hegemónica de dominación imperial en el continente.

El artículo 3.1 del Tratado Interamericano de Asistencia Reciproca, 
TIAR establece que “ en caso de un ataque armado por cualquier Esta-
do contra un Estado miembro, será considerado como un ataque contra 
todos los Estados Americanos y en consecuencia cada una de las partes 
contratantes se compromete a hacer frente al ataque”

Sin embargo, la presencia de la asistencia reciproca sólo se hace efec-
tiva cuando ha ocurrido hechos que amenazan los intereses estratégicos 
de Estados Unidos y siempre que el Estado agresor no sea un Estado del 
grupo de Estados dominantes. El ejemplo más próximo del siglo pasado 
fue el ataque e invasión de Inglaterra a la República de argentina entre el 2 
y el 14 de abril de 1982 contra la pretensión del Gobierno Argentino para 
recuperar las Islas Malvinas ocupadas por Inglaterra. Otros ejemplos son 
las intervenciones agresivas de Estados Unidos contra Cuba desde blo-
queo económico, hasta acciones armadas; en la República de Nicaragua, 
cuando le instaló minas en sus puertos, armó y apoyó a las fuerzas contra 
revolucionarias; la invasión a Granada el 24 de octubre de 1983,2 en todos 

2 Decreto 98-84 Ley Constitutiva de las Fuerzas Armadas de Honduras.
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estos casos donde Estados Unidos es protagonista de la invasión el TIAR 
no se ha invocado ni ha hecho cumplir sanciones contra EU.3

Las fuerzas armadas de Honduras institucionalmente, son un organis-
mo represivo del Estado; pero el Estado hondureño no se ha constituido 
Estado Nacional democráticamente fuerte, están sujetas a la política de 
élites oligárquicas y a los intereses hegemónicos del imperialismo esta-
dounidense. Es la razón por la que no pueden cumplir con su atribución 
de “defender la integridad territorial y la soberanía de la República” (Ley 
constitutiva de FFAA).

Durante la guerra fría la instrucción y organización militar estuvo con-
centrada en el entrenamiento y equipamiento para una guerra irregular de 
contrainsurgencia, más que para guerra convencional para cumplir con 
las atribuciones que le establecen la constitución de la república y su ley 
constitutiva.

El 3 de octubre de 1963 las fuerzas armadas comandadas por el coro-
nel Oswaldo López Arellano derrocaron al gobierno que presidia Ramón 
Villeda Morales, en su proclama justifi caban el golpe argumentando lo 
siguiente:

Que las “patrióticas fuerzas armadas habían intervenido para aca-• 
bar con las fl agrantes violaciones de la Constitución y la evidente 
infi ltración comunista”. 

Que por esa acción respondían al “clamor e inquietud del pueblo • 
y a la anarquía”. 

Que “las fuerzas Armadas habían resuelto salvar a la Patria e im-• 
pedir el fraude que se preparaba para las elecciones presidenciales 
que debían realizarse el 13 de octubre de ese año”.4

La intervención militar se fundamentó esencialmente en un solo argu-
mento contrainsurgente, por la posibilidad de emergencia de movimientos 
anarquistas por infl uencia de la revolución cubana que había derrotado a 
la dictadura el año de 1959.

El argumento de defensa de la constitución es negado por la acción 
que de hecho rompían la constitución e instauraban un régimen militar re-
3 Pompeyo Márquez Granada: una invasión anunciada, en Nueva sociedad N° 69; 1983, pp 4-8.
4 Honduras, Golpe de Estado de 1963, Revista Internacional, 2000.
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presivo y antidemocrático. Es precisamente este régimen que se impuso en 
elecciones manipuladas el año de 1965, con violaciones fl agrantes a los de-
rechos civiles y políticos de la ciudadanía obligándoles con la fuerza militar 
a votar por el nuevo general Jefe de Estado imponiéndose en elecciones 
que lo legalizaron, Presidente de la República asumiendo con apoyo del 
Partido Nacional. El régimen militar reprimió a los movimientos y orga-
nizaciones sociales combatió a potenciales lideres y grupos de insurgencia 
revolucionaria incluyendo a liberales opositores al régimen militar. 

La guerra con El Salvador el año de 1969 legitimó al régimen militar, 
por dos razones: la primera es que el régimen expulsó Salvadoreños que 
habían inmigrado, se habían establecido en el país, que competían por 
espacios, en el mercado laboral principalmente. El gobierno militar salva-
doreño también se legitimó justifi cando el ataque el 14 de julio de 1969 ar-
gumentando que el gobierno de Honduras violaba los derechos humanos 
de los Salvadoreños deportados. La segunda razón es que el confl icto hizo 
surgir un sentimiento de unidad nacional como representación colectiva 
de que el país y la nación estaban siendo invadidos por un ejército extran-
jero; pero lo evidenció corrupto y vulnerable para cumplir con su manda-
to constitucional de defender la integridad territorial y la soberanía de la 
República. Es un caso en que la intervención de la OEA logró detener la 
ocupación de espacios territoriales ocupados por el ejército salvadoreño y 
obligó a volver a sus posiciones anteriores a la guerra.

El régimen se pretendió legitimar con el discurso alegórico de unidad 
nacional el general cerraba su discurso con el lema “unidos en la guerra, her-
manos en la paz”. 

Después de la guerra se publicaron denuncias señalando que el número 
de inscritos en nómina de las unidades militares era mucho mayor que los 
efectivos de alta en las unidades militares. También quedó evidenciado que 
el equipo militar de infantería era caduco e insufi ciente.

Nunca se supo el número de muertos civiles y bajas en el ejército, 
porque la información ofi cial transmitida por los medios de comunica-
ción privada describían una imagen falsa de la realidad destruida por la 
guerra. Las fuerzas del ejército salvadoreño ocuparon varios municipios y 
ciudades fronterizas y obligaron a sus habitantes a emigrar de los lugares 
ocupados hacia el interior del país aumentando el crecimiento urbano de 
Tegucigalpa y San Pedro Sula principalmente.
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El régimen militar eliminó la guardia civil organizada por el gobierno 
constitucional de Ramón Villeda Morales y organizó el Cuerpo Especial 
de Seguridad, dependiente de la Secretaria de Defensa. El año de 1970 
después de la guerra el régimen pretendió legitimarse formalizando un 
acuerdo que llamaron de Unidad nacional en el que intervinieron el Con-
sejo hondureño de la empresa privada Cohep, la Confederación de Tra-
bajadores de Honduras CTH y los partidos políticos Nacional y Liberal; 
convocó a elecciones en las que resultó nuevamente triunfante el Partido 
Nacional eligiendo a Ramón Ernesto Cruz Presidente de La República, el 
general López Arellano continuó siendo Jefe de las Fuerzas Armadas.

Los movimientos sociales proletarios, campesinos, estudiantes y ma-
gisteriales emergían movilizándose por demandas populares: Reformas 
institucionales, reforma agraria y demandas laborales. Entre las organiza-
ciones de la empresa privada se evidenciaban contradicciones secundarias 
disputándose el control de medios y políticas del Estado para adecuar 
reformas en benefi cio de la reproducción y modernización capitalista de-
rivada de su vulnerabilidad competitiva evidenciada en sus relaciones de 
mercado con la oligarquía salvadoreña que en el corto tiempo de merca-
do común les ganaba la competencia en contraposición de los grupos de 
la oligarquía Terrateniente que rechaza cualquier reforma que afectara la 
gran propiedad agraria. La burguesía industrial y comercial rechazaba las 
medidas fi scales que imponía el gobierno.

Las contradicciones de las fuerzas en confl icto superaban la capacidad 
del gobierno para establecer acuerdos por mediación del gobierno e impo-
ner autoridad entre los grupos y fuerzas sociales involucradas en confl icto 
de intereses semejantes y opuestos.

El gobierno evidenciaba incapacidad de resolver las demandas populares 
y de establecer condiciones, se veía deslegitimado e incapaz de ejercer autori-
dad sobre los grupos y fuerzas sociales que se movilizaban por sus intereses 
y propósitos.Los movimientos de protesta social por demandas populares 
se manifestaban con mucho protagonismo principalmente los campesinos 
demandando reforma agraria y las fuerzas anti reforma. 

En el país históricamente los terratenientes han tenido capacidad de 
control de los organismos de dominación y coacción del Estado, por me-
dio de los partidos políticos, las fuerzas armadas, el congreso y los organis-
mos de justicia. Los campesinos tomaban tierras que solicitaban al INA, 
el gobierno respondía desalojándolos utilizando la policía y el ejército, así 
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ocurrió la masacre de Talanquera en el municipio de Juticalpa, aquí la fuer-
za policial militar fue denunciada de asesinar a seis campesinos de un gru-
po de 40 que ocupaban tierra objeto de afectación. En síntesis el régimen 
no respondía a las mismas expectativas de los grupos oligárquicos. Este y 
otros hechos que ocurrieron en el país justifi caron el golpe de Estado eje-
cutado por el mismo General López Arellano el 4 de diciembre de 1972.

Este golpe fue proclamado con un Plan Nacional de Reforma Agraria 
e institucionalización del Estado Hondureño. El gobierno militar que se 
instaura en esta etapa resulta legitimado por los movimientos y organiza-
ciones sociales más grupos de la burguesía agroindustrial y fi nanciera. Son 
factores que infl uyeron en el cambio político y la estrategia del régimen: El 
primero es el malestar que se generó por la ineptitud política del gobierno 
nacionalista, para ejecutar el “Pacto de unidad nacional” declara que se 
distancia de los partidos políticos los suplanta de hecho, pero sus fun-
cionarios son seleccionados de los partidos políticos Nacional y Liberal 
pretendiendo gobernar con autoridad no sectaria para mediar en la rela-
ción entre Estado y sociedad. Todas las dependencias del gobierno fueron 
ocupadas por el régimen militar.

El ejecutivo con su Consejo de Secretarios de Estado suplantó al Par-
lamento asumiendo facultades legislativas por medio de decretos leyes, 
Priorizó la reforma Agraria emitiendo el decreto 8 por el que legalizaba 
la afectación de las tierras ociosas para adjudicarlas a los campesinos sin 
tierras. Formuló un Plan Nacional de Desarrollo con objetivos defi nidos 
de Modernización y expansión de la economía capitalista y ampliación ins-
titucional del Estado para operar con el modelo desarrollista planifi cado. 
Fundamentalmente se proponía construir una infraestructura económica 
que ampliara e integrara el mercado interno, incorporando los campesinos 
a la producción y el mercado y convirtiendo a los latifundios en empresas 
agrarias modernas para impulsar el desarrollo capitalista agroindustrial.

El cambio en la estrategia de dominación estuvo infl uido por factores 
internos y externos interrelacionados; pero la fuerza más infl uyente es la 
coyuntura imperialista de Estados Unidos y los cambios estructurales del 
sistema capitalista mundial. Durante ese periodo se estaba produciendo el 
incremento creciente de los precios del petróleo y generó un incremento y 
acumulación de petrodólares en los mercados fi nancieros concentrados en 
países capitalistas desarrollados. La oferta de capital fi nanciero en los ban-
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cos multinacionales generó la demanda de inversión exportando en la mo-
dalidad de crédito a los países que gestionaban el modelo desarrollista.

Estados Unidos estaba perdiendo la guerra de ocupación en Vietnam, 
pero impulsaba regímenes militares en América latina con programas desa-
rrollistas para exportar sus capitales hacia la región, con relativa seguridad 
y para prevenir el surgimiento y expansión de movimientos revoluciona-
rios en los países de la región: en 1961 se había organizado la dirección del 
Frente Sandinista de Liberación Nacional FSLN, en El Salvador durante 
esta década se movilizaban unas cinco fuerzas revolucionarias incluyendo 
fuerzas guerrilleras también en Guatemala surgieron grupos de insurgen-
cia política y militar que enfrentaban al régimen; de los países de la región, 
solamente en Honduras Costa Rica y Panamá, los movimientos sociales se 
limitaban a demandas populares y democráticas en oposición a la dictadura 
de los regímenes militares durante la década de los años sesenta y setenta. 
En esta década se alternaron jefes de gobierno del mismo régimen político 
militar. Durante ese régimen se impuso el servicio militar obligatorio.

El régimen militar era aliado del dictador de la dinastía somocista de 
Nicaragua, incluso había entre los dos generales una relación de compa-
drazgo, tan evidente que ambos establecieron en Honduras una industria 
ensambladora de carros que etiquetaron “Compadres”. 

La presión generada por el movimiento popular por demandas de-
mocráticas creó un nuevo escenario de acuerdos entre los protagonistas 
haciéndose representar por las centrales de trabajadores, los partidos polí-
ticos y el COHEP. Un factor externo es que en julio de 1979 había triunfa-
do la revolución liderada por el Frente Sandinista de Liberación Nacional 
FSLN, en Nicaragua y en El Salvador cinco fuerzas beligerantes cons-
tituían el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional, FMLN, 
para el gobierno Imperialista era pertinente resolver los problemas que 
causaban malestar y confl ictividad social en Honduras, principalmente las 
tensiones con El Salvador por efecto de la guerra. Así infl uyó en acuerdos 
de paz en diciembre de 1980, sin haber resuelto las causas de la guerra.

Estados Unidos valoró que la continuidad del régimen militar con el 
autoritarismo que les caracteriza provocaría condiciones de rebelión e in-
surrección popular animada por el triunfo Sandinista en Nicaragua y la 
fuerza del movimiento revolucionario en El Salvador.

El régimen militar aceleró la decisión política de convocar a “una 
asamblea constituyente fue popularmente decidida en abril de 1980 y las 
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elecciones generales fueron celebradas en noviembre de 1981. Una nueva 
constitución fue aprobada en 1982 y el gobierno del Partido Liberal del 
Presidente Roberto Suazo Córdoba tomó el poder”.

Los partidos políticos Liberal, Nacional e Innovación y Unidad acor-
daron elegir en Asamblea Constituyente al General Policarpo Paz García 
Presidente de la República el 2 de julio de 1980 para Presidir el Gobierno 
durante los años 1980-1982 de gobierno constituyente e instauración del 
nuevo gobierno Constitucional.

El periodo de instauración de gobiernos constitucionales continuó a partir 
de 1982 sin embargo, el protagonismo militar autoritario quedó constituido 
legalmente en el régimen político conceptuado formalmente democrático. 

El artículo 272 de la Constitución de la República establece textual-
mente: “Las Fuerzas Armadas de Honduras son una institución perma-
nente esencialmente profesional, apolítica, obediente y no deliberante.

Se constituyen para defender la integridad territorial y la soberanía de la 
República. Mantener el orden público y el imperio de la constitución, los 
principios de libre sufragio y la alternabilidad en el ejercicio de la Presiden-
cia de la República. Cooperarán con la Policía Nacional en la conservación 
del orden público.

A efecto de garantizar el libre ejercicio del sufragio la custodia, trans-
porte y vigilancia de los materiales electorales y demás aspectos de la segu-
ridad del proceso, el Presidente de la República pondrá a las Fuerzas Ar-
madas a disposición del Tribunal Supremo Electoral, desde un mes antes 
de las elecciones hasta la declaratoria de las mismas.”5 

Los hechos descritos y los ocurridos a partir de la década de los años 80 del 
siglo pasado evidencian que las Fuerzas Armadas desde su constitución como 
institución profesional han sido muy condicionadas y sujetas a los intereses, la 
política y estrategia de dominación de Estados Unidos en la región.

El texto constitucional es contradictorio y con ambigüedades que faci-
litan la instrumentación y uso para ejercicio del poder de élites políticas de 
la oligarquía hondureña.

En los años 80 la política del régimen estuvo fundada ideológicamen-
te en la Doctrina de la seguridad Nacional impuesta por el imperialis-
mo; operacionalizada en los conceptos de “guerra de baja intensidad” o 

5 Constitución de la República de Honduras, artículo 272 reformado por decreto 245 en 
1998 y ratifi cado en enero de 1999.
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“guerra total” Velásquez Rivera apoyándose en Gonzales, explica que esta 
doctrina fue adoptada por Estados Unidos después de la segunda guerra 
mundial para realizar entre otros los objetivos siguientes:

Conquistar al precio más bajo los territorios y áreas previstos ap-1. 
tos para una integración política.

Conducir al enemigo al desprestigio r incertidumbre en aquellos 2. 
territorios y áreas aptas para la integración política.

Fomentar y cimentar el pensamiento político de la población en la 3. 
propaganda proselitista,

Mantener en el ambiente internacional y nacional un estado de 4. 
continua inquietud.

Explotar al máximo las fallas o defi ciencias del enemigo.5. 6

En la visión geopolítica de la estrategia de Estados Unidos el espacio 
de Honduras es valorado uno de sus territorios aptos para la integración 
política imperialista por su ubicación geográfi ca en la región, para esta-
blecer bases de operaciones militares para intervenir apoyando fuerzas 
contrarrevolucionarias en los países limítrofes específi camente contra el 
movimiento revolucionario de El Salvador y la revolución Sandinista en 
Nicaragua. El concepto de guerra total es comprensiva de todas las áreas 
de la actividad militar: económica o de infraestructura, psicológica, ideo-
lógica, política y cultural. 

La concepción de la DSN es bipolar y en perspectiva positivista dico-
tómica de la razón entre la oposición de la cultura cristiana de occidente 
liderado por EU y el comunismo ateo liderado por la URS; entre demo-
cracia y totalitarismo. La ideología difundida para legitimar la intervención 
imperialista justifi caba que los países de América Latina estaban siendo 
amenazados por la subversión comunista. La razón de la DSN es que la 
guerra es total y global, indivisible y permanente. El enemigo es interno y 
externo, el comunismo circulaba por todas partes en consecuencia todas 
las actividades individuales y colectivas son actos de guerra.7

6 Edgard Velásquez Rivera, 2002. Historia de la Doctrina de Seguridad nacional, Universi-
dad del Cauca, Colombia.
7 Velásquez Rivera, p.11.
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La DSN ha de responder a los intereses vitales de la nación su desa-
rrollo y seguridad. Las fuerzas armadas asumían el papel de organismos 
de desarrollo y progreso y los confl ictos son clasifi cados estructurales, 
ideológicos, por intereses personales y entre los Estados.

Las protestas sociales, las huelgas, los confl ictos electorales son con-
fl ictos estructurales. Las creencias e ideas contrarias a la democracia y a los 
valores de la cultura occidental son confl ictos ideológicos. Los confl ictos 
derivados de la competencia por intereses económicos de mercado son 
clasifi cados personales e individuales. Finalmente clasifi ca los confl ictos 
entre Estados referidos a cuestiones de límites de espacios. 

En 1986 el gobierno por medio del Congreso emitiendo el decreto 
103-868 legalizó la ocupación militar que de hecho recurrentemente ha 
impuesto Estados Unidos. Durante esos años el espacio territorial hon-
dureño fue huésped de tres fuerzas extranjeras: Las bases militares esta-
dounidenses, grupos armados de la contrarrevolución nicaragüense para 
quienes Estados Unidos construyó específi camente, la base aérea de El 
Aguacate en el Valle de Olancho. El Centro Regional de Entrenamiento 
Militar para entrenar en guerra contrainsurgente al ejército salvadoreño. 
Esto explica la fi rma del Tratado de Paz entre ambos países el año de 
1980, sin haber delimitado la frontera que según el discurso ofi cial era con-
dición primaria para establecer acuerdos de paz entre los dos países. Un 
agravante ocurrido con este centro regional es que estuvo en tierras ocu-
padas por un ciudadano Puerto Riqueño de nombre Temístocles Ramírez 
quien reclamó indemnización al gobierno de Honduras por el uso de sus 
tierras, el gobierno pretendió negar la indemnización argumentando que el 
reclamo era ilegal porque la Constitución en su artículo 107 establece que 
en los espacios comprendidos entre los 40 kilómetros de extensión a partir 
de los límites fronterizos o litorales costeros incluye cayos e islas, arrecifes, 
peñones, descolladeros, sirtes y bancos de arena, solo pueden ser poseídos, 
tenidos a cualquier título por hondureños. Lo paradójico ocurrió cuando 
Estados Unidos haciendo prevalecer su interés y el de sus ciudadanos, pre-
sionó al gobierno de Honduras para que hiciera efectiva la indemnización 
habilitando a su ciudadano.

8 Protocolo I al convenio de Ayuda Militar entre el Gobierno de Honduras y el Gobierno 
de Estados Unidos, del 20 de mayo de 1954.
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Las Fuerzas Armadas de Honduras nada han hecho ni podrían ha-
cer para mantener la integridad territorial y la soberanía Nacional contra 
fuerzas de ocupación si son misiones enviadas para realizar los intereses y 
objetivos imperialistas de Estados Unidos. Todo indica la subordinación 
estructural de esta institución a los intereses estratégicos del Imperialis-
mo Estadounidense sobre la razón y el interés Nacional declarado por la 
Constitución de la República.

El intento por subordinar el autoritarismo militar 
a la autoridad civil 

Acuerdos de Paz entre los subalternos del imperio.: El 7 de agosto de 
1987 los cinco gobernantes de Centroamérica suscribieron. El “Acuerdo 
Esquipulas II, procedimiento para establecer la paz fi rme y duradera en 
Centroamérica”. Los gobiernos acuerdan entre los objetivos siguientes:

Asumir el reto de forjar un destino de paz para Centroamérica.1. 

Luchar por la paz y erradicar la guerra.2. 

Hacer prevalecer el diálogo y la razón sobre la violencia.3. 

Dedicar a la juventud centroamericana estos esfuerzos de paz.4. 

Este acuerdo describe los medios de reconciliación y pacifi cación para 
realizar los objetivos: 

Dialogo entre las fuerzas de la contienda y sus respectivos gobiernos. 
Amnistía, que garantice los derechos de libertad, la seguridad de las per-
sonas y los bienes materiales. Las fuerzas insurgentes al mismo tiempo 
de la amnistía emitida por cada gobierno, se comprometen a liberar a las 
personas que mantienen retenidas o secuestradas. 

Los gobiernos integrarían una Comisión Nacional.de Reconciliación 
constituida por dos delegados gubernamentales, igual número de la iglesia 
católica y de los partidos políticos de oposición. Cese de hostilidades. Los 
gobiernos exhortarían a las fuerzas contendientes a concertar el cese de sus 
actividades bélicas en sus países. Democratización dimensionada en libre 
comunicación y emisión del pensamiento, pluralismo político y elecciones 
libres. Cese de ayuda militar a los movimientos insurreccionales y no uso de 
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territorios para acciones armadas de agresión a otros países. Acuerdos en el 
tema de seguridad, control y limitación de armamentos. También los acuer-
dos incluyen cooperación para el desarrollo y atención a los refugiados.9

Una omisión real de estos acuerdos es la excepcionalidad con que se 
excluye el rol de regímenes político militares como el de Honduras que no 
enfrentaba fuerzas insurgentes pero cumple el rol de base de operaciones de 
fuerzas contrarrevolucionarias por imposición de Estados Unidos que sien-
do el principal gestor de la guerra no participa de los acuerdos. Lo anterior 
explica por qué en Honduras el régimen continuó la guerra de baja intensi-
dad usando grupos paramilitares. Con un gobierno formalmente constituido 
por civiles pero realmente controlado y operado por las fuerzas armadas.

En los juicios contra el Estado fue señalado y denunciado el “bata-
llón 316” especializado en contrainsurgencia, secuestros y eliminación de 
personas: El ejército y la policía violaba los deberes derechos y garantías 
impunemente, reprimiendo las protestas sociales, violando los derechos 
humanos fundamentales desapareciendo potenciales activistas y líderes del 
movimiento social.

El Informe del Comisionado Nacional de los Derechos Humanos, 
“Los Hechos Hablan por sí Mismos “relató que durante esos años fueron 
desaparecidos 184 personas en el país y los organismos de derechos Hu-
manos entre ellos la Comisión Interamericana de los derechos Humanos 
responsabilizó y sancionó al Estado Hondureño.10

Entre los casos más emblemáticos de los desaparecidos es el de An-
gel Manfredo Velásquez, por quien el Estado de Honduras la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos en resolución del 29 de julio de 1988 
declara lo siguiente:

Que Honduras ha violado en perjuicio de Angel Manfredo Velásquez 
el derecho de respeto a la garantía de libertad personal; la integridad per-
sonal; derecho a la vida. En consecuencia la Corte decidió que Honduras 
debe pagar una justa indemnización compensatoria a sus familiares.11

9 Acuerdo de Paz, Esquipulas II suscritos por los gobiernos de Centroamérica, suscrito el 
7 de agosto de 1987.
10 Los Hechos Hablan por Sí Mismos es el primer informe publicado por el Comisionado 
Nacional de los Derechos Humanos.
11 Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso Velásquez Rodriguez, 
vs Honduras, 29 de julio de 1988.
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Las funciones que la constitución y su ley constitutiva asignan a las 
Fuerzas Armadas las sitúan en posiciones ambiguas y contradictorias entre 
ser obedientes y no deliberantes o desobedientes y deliberantes frente al 
gobierno dirigido por civiles por medio de los partidos políticos.

Mantener el orden público “Cooperarán con la Policía Nacional en 
la conservación del orden público”. Las Fuerzas Armadas han de cumplir 
obligaciones policiales de seguridad interna. De esa atribución deriva la 
política de militarización de la función policial más que complementa-
riedad que justifi ca el régimen político actual para organizar subunidades 
especializadas de las Fuerzas Armadas en funciones de policía militar.

Mantener los principios de libre sufragio y la alterabilidad en el 
ejercicio de la presidencia de la República: Las fuerzas Armadas no 
pueden ser obedientes apolíticas y no deliberantes con esta obligación que 
han de cumplir. Una función que correspondería a un organismo de de-
fensa de derechos humanos civiles y políticos como el Ministerio Público 
se le asigna a una institución que es esencialmente autoritaria y antidemo-
crática estructuralmente sujeta a una relación de subordinación jerárquica. 
Es la razón que ha viabilizado su intervención en los confl ictos políticos 
ejecutando golpes de Estado.

Los cambios estructurales que ocurrieron en los países socialistas en 
la década de los años 80 y principios de los años 90, hizo cambiar las re-
laciones de poder en el mundo, Estados Unidos asumió el papel de única 
potencia militar mundial y en consecuencia resultaron tendencias de cam-
bios en las funciones de las fuerzas armadas en el país.

Las reformas institucionales del Estado durante el gobierno Liberal de 
Carlos Roberto Reina, implicaron cambios en la organización institucional de 
los órganos de defensa, seguridad y justicia. La función de defensa y seguridad 
la asume el Presidente de la República. El secretario de Defensa y el de Segu-
ridad son nombrados por el Presidente de la República y no necesariamente 
han de ser ciudadanos con formación militar o policial. La función policial 
de seguridad pasó a depender de la Secretaria de Seguridad. Sin embargo, los 
militares no aceptan realmente subordinarse a la administración civil y velada-
mente reclamaron su autonomía en relación con el gobierno civil.
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Vigilantes del Bosque: El gobierno les adicionó la obligación de cui-
dar los bosques, una actividad que les legitimaba y justifi co asignación 
presupuestaria extraordinaria. Lo que motivó el cuestionamiento por con-
siderar que el Estado dispone de dependencias especializadas para realizar 
esas funciones. También ha habido denuncias de que Militares de alta je-
rarquía extraen y trafi can con madera.12

Una fuerza de ocupación más que un ejército Nacional. En cum-
plimiento de la obligación de vigilantes de alternabilidad en la Presidencia 
de la República, las Fuerzas Armadas han sido involucradas en confl ictos 
políticos de los grupos de la élite oligárquica o empresarial y de intereses 
de empresas transnacionales. 

Uno de los factores de esa vinculación es identitario con el sistema ca-
pitalista que privilegia el éxito burgués no importa los medios. Amparadas 
en su autonomía fundaron industrias militares e instituto de previsión con 
institución fi nanciera e inversiones en otras actividades de reproducción del 
capital, comerciales como la armería venta de armas a civiles. Así durante la 
dictadura militar surgieron nuevos ricos propietarios de haciendas, empresas 
agropecuarias y servicios de transporte aéreo. La constitución de una élite 
militar que ha acumulado capital les identifi ca con los intereses de clase de los 
grupos oligárquicos. Esa identidad homologa el papel de guardianes del or-
den oligárquico y de la seguridad del gran capital nacional y transnacional.

En cada golpe de Estado ha habido un grupo de interés particular o es-
pecifi co que lo impulsa apoya y lo justifi ca para aparentar legitimidad con 
sus medios de control social. Los que han sabido vincular sus intereses 
económicos con sus objetivos de ejercicio del poder. 

El golpe de 2009 fue ejecutado por los militares para ese objetivo se 
asociaron con la burguesía oligárquica propietarios y asociados en grupos 
agroindustriales, comerciales industriales, importadores de productos far-
macéuticos, combustibles, grupos fi nancieros, de medios de comunica-
ción. Élites del sistema de partidos políticos representados en el congreso 
de diputados, burócratas de organismos del Estado: Corte de Justicia, Mi-
nisterio Público, Comisionado Nacional de los Derechos Humanos, más 
la embajada de Estados Unidos. 

12 Leticia Salomón, 2010, Partidos políticos y Fuerzas Armadas: ¿Arbitros, Guardianes o 
Subordinados al Poder civil?, Partidos, Instituciones y Cultura política, pp. 125-144.
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También es observable el papel de fuerza de ocupación del ejército 
en operaciones de protección de grandes propiedades de oligarcas o de 
empresas transnacionales. El caso del Bajo Aguán es un indicador visible; 
el régimen organizó sucesivas operaciones militares desde dos mil nueve 
con unidades especializadas para reprimir asesinando campesinos y cam-
pesinas para causar terror, violando impunemente los derechos humanos 
de las comunidades agrarias que demandan la recuperación de tierras. Los 
operativos militares combinados para reprimir protestas sociales no ocul-
tan su vinculación con el apoyo de empresas privadas que disponen de 
medios de transporte, instrumentos para reprimir y alimentos para que les 
garantice la defensa y protección efectiva de sus propiedades.

El Militarismo y la militarización de la sociedad

Leticia Salomón valora como “deformación cultural”13 el criterio que 
la elite política hondureña comparte de mantener contentos a los milita-
res para evitar golpes de Estado. Con ese criterio ellos hacen concesio-
nes institucionales y personales a los militares aunque eso implique violar 
procedimientos legales para ascensos nombramientos y otros privilegios 
personales o de elite estamental militar. Leticia usa el indicador de grado 
de satisfacción de los militares para medir calidad de la relación entre go-
bernante y los militares, resulta paradójico ocuparse de esa relación pero 
es explicable por los factores estructurales del sistema político hondureño 
que ha conferido subordinación pero autonomía real a las fuerzas Arma-
das. El avance democrático continuará siendo mito si se conserva esa rela-
ción estructural de ejercicio del poder en el sistema político hondureño.

Sotelo analiza el Militarismo como un fenómeno interno que presenta 
constantes históricas en América Latina en su análisis Sotelo propone un 
modelo dimensionado por dos premisas: a. El militarismo es un fenóme-
no que en América Latina presenta constantes muy signifi cativas, señala 
que el centro de la cuestión es el ascenso de los generales como punto 
crucial de la cuestión. b Si el militarismo es la constante destacada en la 
política Latinoamericana ha de estudiarse desde su interior, de sus estruc-
13 Leticia Salomón 141, explica que en la razón de la élite política “ tener contentos a los 
militares signifi ca, alejar la posibilidad de Golpe de estado, pero también podría signifi car 
usarlos para un golpe de Estado si lo necesitan.
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turas socioeconómicas y política, pero a mayor profundidad en perspecti-
va histórica a partir de la historia republicana de los países. Entiende por 
militarismo “el predominio de los militares sobre las instituciones civiles 
que prevé la constitución, debido al empleo de la fuerza, para ocupar di-
rectamente el poder e infl uir en él”.14 

En perspectiva histórica Sotelo clasifi ca tres tipos de militarismo en 
América Latina:

a. El militarismo tradicional en defensa del régimen oligárquico.

b. El militarismo reformista, tecnocrático que oscila entre populis-
mo y defensa de sus propios intereses amenazados por la presión 
del movimiento popular.

c. El militarismo tecnocrático, los militares asumen que son profe-
sionales guardan distancia de partidos políticos y defi enden su in-
terés institucional.

En el país como en América Latina el militarismo es de origen colo-
nial, la conquista y colonización fue un proceso violento los españoles 
atacaron con fuerza militar a las comunidades originarias y también se 
combatían entre si por el control y reparto de espacios y recursos ocupa-
dos y apropiados.

Aquí la ruptura colonial no fue resultado de una revolución, fue más 
por la decadencia del dominio español contra la fuerza dominante de 
Francia e Inglaterra y la habilidad y oportunismo político de los hacen-
dados e intelectuales criollos que se declaró la separación de España por 
incapacidad para sostenerla.

La independencia tuvo el efecto de desintegración de la unidad política 
impuesta durante el régimen colonial. En el caso centroamericano la inse-
guridad e incapacidad política para sostener la constitución de un nuevo 
gobierno independiente hizo que optaran por anexarse a México y después 
de la separación por Independencia de Julio de 1823, la oposición entre 
constitución de la República federal o la división política en cinco países. 
En el frente Federalista surgió el liderazgo de Francisco Morazán apoyado 
por otros líderes inspirados por la idea de unidad política federal y contra la 

14 Ignacio Sotelo, 1977. Modelos de Explicación del militarismo Latinoamericano: Una 
interpretación Histórica, Revista de sociología  N° 7; 68.
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Federación, los conservadores con el liderazgo de un caudillo indígena Gua-
temalteco Rafael Carrera apoyado por caudillos locales en cada provincia. 

Después de la desintegración de la República Federal centroamericana 
prevaleció el fraccionamiento político en provincias separadas política-
mente y fragmentadas internamente por el control político de caudillos lo-
cales. Así constituyeron fuerzas de civiles armados bajo el mando de cau-
dillos que se atribuían y conferían grados militares para imponer su propia 
jerarquía interna para disputarse en combate la Jefatura de Gobierno.

Las relaciones capitalistas impuestas por la oferta para exportación de 
capitales y la apertura a la inversión extranjera directa propiciada por po-
líticas del liberalismo económico hicieron apertura a las transnacionales 
minera primero y bananeras después en las últimas décadas del siglo XIX 
y primeros años del siglo XX para establecer enclaves de relaciones de 
explotación capitalista defi nidas por el concepto de ventajas comparativas 
en benefi cio del gran capital que vincularon al país por exportaciones pri-
marias con la economía de Estados Unidos principalmente.

Los burgueses socios y burócratas de las transnacionales auspiciados 
por las políticas liberales concesionarias se disputaban mejores concesio-
nes asegurándose por medio de apoyo a caudillos políticos y militares en 
sus campañas para que ascendieran al control político del gobierno les 
aseguraran sus inversiones y privilegiaran con mejores concesiones y así 
surgieron las identidades político partidarias al servicio de los intereses del 
capital transnacional situado en zonas mineras y de tierras fértiles en los 
valles de Sula, el Aguán y la planicie costera del Caribe.

Al margen de los enclaves minero y bananero las unidades económicas 
familiares: En la forma predominante la hacienda, donde las relaciones socia-
les son de subordinación personal del hacendado imponiendo una relación 
de dominio patriarcal y las formas subordinadas de unidades campesinas 
familiares se impuso una relación de lealtades personales. Sotelo explica que 
las relaciones de dependencia personal claramente patriarcales, que dominan 
en la hacienda, constituyen pautas estructurales de las relaciones sociales. En 
la organización del ejército la relaciones entre el jefe y su tropa se defi nen 
por vínculos personales de lealtad y mutua protección entre el jefe y sus sub-
alternos, relación que conceptúa como (personalismo patriarcal).15

15 Sotelo, 79.
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El ejército no tenía carácter de una institución Nacional con grados de 
profesionalización jerarquizada por posiciones jerárquicas y grados inter-
cambiables, Los Jefes llegaban a ocupar posiciones y grados por valora-
ciones de carisma y otras cualidades personales. Son estas relaciones las 
que predominan en la organización de las fuerzas militares. Una relación 
que vincula la fuerza militar con la política sectaria. Este tipo de relaciones 
personales son conceptuadas caciquismo o caudillismo.16

En Honduras la profesionalización de las fuerzas armadas no signifi có 
abstraerse de la actividad política, contrariamente ha resultado en mayor 
intervención política de las Fuerzas Armadas. Semejante a otros países de 
América Latina la Unidad política impuesta por el régimen de la oligarquía 
hondureña y la burguesía transnacional a partir de la dictadura de Carias 
y la profesionalización y modernización institucional de las Fuerzas Ar-
madas desde 1954, solamente ha signifi cado la separación directa de la 
actividad política de los caudillos de la función militar. Sin embargo, los 
militares continuaron cumpliendo su papel de Fuerzas militares defenso-
ras de los intereses de la Oligarquía y de las empresas transnacionales y 
correspondiendo a la estrategia hegemónica de Estados Unidos.

El militarismo en Honduras presenta las características del primer tipo, 
militarismo tradicional defensor del orden oligárquico con las caracterís-
ticas siguientes:

a. El ejército asume el rol de árbitro y garante del orden establecido.

b. El ejército interviene en el golpe de Estado desde decisiones to-
madas por el estado mayor de las Fuerzas Armadas.

c. El ejército interviene justifi cando que vela por el interés nacional.

d. Los militares asumen el control transitorio del Estado; pero des-
pués de formalizar la representación de civiles en el gobierno por 
medio de elecciones, continúan siendo protagonistas de la políti-
ca, ocupando posiciones claves en el gobierno.

Sin embargo, a partir de la transición a gobiernos democráticos surgi-
dos de elecciones y la institucionalización de la profesión militar por me-
dio de golpes internos y reconocidos por los gobiernos civiles alternados 

16 Sotelo, 79-80.
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entre el bipartidismo adoptaron un rasgo tecnocrático que gradualmente 
desplazó a los caudillos militares sustituidos por la competencia que surge 
entre líderes de las promociones de la academia militar.

El militarismo es una fuerza que rutiniza el autoritarismo y la impuni-
dad, el factor del incremento de los índices de violencia en el país. Entre 
las élites partidarias oligárquica ha existido acuerdo implícito de compli-
cidad para omitir el enjuiciamiento de los actos criminales de violación a 
derechos humanos fundamentales por los militares: Nunca en el país los 
organismos de justicia han enjuiciado a los militares por golpes de Estado 
ejecutados, por las violaciones a los derechos humanos, la desaparición de 
personas aun cuando el Estado ha sido sancionado por las violaciones a 
derechos humanos y casos señalados de desaparición forzosa de militantes 
de movimientos de protesta social.

Pere Ortega y Gómez entienden la militarización en América Latina 
haciendo referencia a las intervenciones y agresiones militares de Estados 
Unidos en casi todos los países del continente. También especifi ca el peso 
excesivo que los militares han jugado imponiendo dictaduras por medio de 
golpes de estado en sus países. Los autores citados señalan dos fuentes de 
militarización. La primera es el peso que tienen los militares en las políticas 
internas del Estado lo que signifi ca privilegios que infl uyen como poder de 
hecho apropiándose de las políticas de gobierno. La segunda es el incremen-
to presupuestario militar que se gasta en equipamiento en contraposición a 
la menor inversión para el equipamiento de infraestructura productiva.17

La política del gobierno de Honduras prioriza en compra de aviones y 
equipos militares justifi cado ofi cialmente por tensiones con el Gobierno 
de El Salvador, por limites en la bahía de Fonseca y la guerra anti narco-
tráfi co sin tener en cuenta que en el país la población carece de frijoles, 
alimento básico de la población hondureña, el sistema de salud decayó 
a la condición limite de carencias hasta de lo elemental que reduce a la 
privación y negación del derecho a la atención en salud a los hondureños 
y hondureñas. El sistema no tiene un hospital Nacional con amplia cober-
tura de servicios. La seguridad social también presenta las carencias del 
resto del sistema y su capacidad se redujo a un grupo de trabajadores y 
trabajadoras en condición afi liados agravada por la corrupción. El régimen 

17 Instituto Internacional de investigación para la paz de Estocolmo, SIPRI, 2013.
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cierra escuelas e institutos de Educación Media y proyecta ampliación y 
construcción de cárceles. 

La política de seguridad se reduce a la militarización policial. La mili-
tarización institucional se relaciona con la legitimidad. La institución de la 
ilegitimidad permite que gobierne un régimen “electo” por minoría que 
impone la del régimen político, cuando mayor es el índice de legitimi-
dad del régimen político menos necesaria es la militarización, lo contrario 
ocurre con el régimen ilegitimo se impone de autoridad por medio de la 
militarización. 

El régimen político hondureño durante y después del golpe de Estado se 
ha impuesto militarmente para compensar su reducida legitimidad. Impone 
la militarización pretendiendo legitimarla construyendo escenarios de terror 
generalizado con incremento de violencia criminalidad que ha generado un 
sentimiento colectivo de inseguridad. El gobierno dispone como único re-
curso la militarización de la policía y las otras dependencias. La militariza-
ción está asociada a la privatización e imposición de políticas de ocupación 
territorial, producción y sobreexplotación selectiva.

El gasto militar

El incremento de la militarización del país es evidente , los datos que 
aporta Ortega y Gómez analizan un incremento relativo de la razón del gasto 
militar en términos del indicador establecido por la ONU,( 01% del PIB), 
entre 2000 y 2009 tuvo una variación positiva de 104.28% en relación con el 
PIB; el gasto tuvo un aumento mayor a partir de 2009 después del golpe de 
Estado. La militarización creciente se relaciona inversamente con menor capa-
cidad del Estado para garantizar seguridad humana. Incremento de los índices 
de violencia e inseguridad que impide mejora en las condiciones de bienestar 
social. Incremento de las violaciones de los derechos humanos. Des institucio-
nalización del sistema de Justicia que deriva en impunidad e incremento de la 
criminalidad y el sentimiento colectivo de temor, desprotección, retraimiento 
desconfi anza y reducción de las personas a su espacio privado.

El informe del Instituto Internacional para la Paz de Estocolmo (SIPRI) 
indica que Honduras en los últimos 11 años aumentó el gasto militar en 
1.100 millones de dólares, comparativamente en términos relativos en razón 
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con el PIB creció de 0.7 por ciento al 1.1 por ciento18 del Producto Interno 
Bruto del País. Este porcentaje es constante entre los años 2009 y 2012, es 
probable que a partir de 2013 aumentara, porque el gobierno impuso la 
“tasa de seguridad “y organizó unidades especiales de policía militar. Del 
dinero recaudado por la imposición de la tasa de seguridad a los ahorrantes, 
no se conoce información de monto y uso o gasto.

Comparativamente la razón del gasto es equivalente al presupuesto de 
El Salvador, mucho mayor que la razón de gasto de Guatemala que en los 
años citados mantuvo una tasa del 0.4 por ciento del PIB y Nicaragua que 
en esos cuatro años solamente incrementó del 0.5 por ciento al 0.6 por 
ciento el año de 2012.

Imaginario colectivo militarista

Paradójicamente desde la educación se socializa una conciencia colec-
tiva militarista. Las referencias a héroes nacionales son nominados prece-
didos de grados militares, el aniversario de nacimiento de Francisco Mo-
razán se denomina día del soldado y no día del cumpleaños de Francisco 
Morazán. Las bandas de escuelas y colegios visten uniformes militares. La 
imagen de la virgen de suyapa emblemática de la fe católica de indígenas y 
campesinos que son mayoría de la población rural del país, tiene el grado 
de “Capitana” de las Fuerzas Armadas.

El 29 de marzo de 2014 el gobernante Juan Orlando Hernández inau-
guró el programa “Guardianes de la Patria”19 focalizado a niños y niñas de 
barrios pobres para enlistarlos en formación y entrenamiento militar en uni-
dades militares. Contradictoriamente el gobierno cierra escuelas públicas y 
presiona la expulsión de miles de niños y niñas obligados a emigrar huyendo 
de la inseguridad humana y en busca de sus padres y madres migrantes.

La simple observación de la composición social de la membrecía de las 
fuerzas Armadas presenta la imagen probable por características, que la 
mayoría de miembros inscritos son de origen rural, procedentes de áreas 
18 Elaboración basada en el Informe del Instituto Internacional de investigación para la paz 
de Estocolmo, SIPRI, 2013.
19 El programa pretende una cobertura de 25 mil niños y niñas, mixtifi ca los conceptos de 
instrucción militar con los conceptos de formación cívica y religiosa, lo que connota un 
sentido ideológico neofascista.
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de agricultura de subsistencia de los departamentos más rurales del país. 
En esas zonas del país la ocupación militar es una opción por la carencia 
de acceso al mercado laboral, la otra opción es la emigración al norte.

La política de seguridad del gobierno se reduce a la militarización de 
la sociedad, es actualmente la más importante fuente de fi nanciamiento 
justifi cada por la construcción de la amenaza del narcotráfi co en demanda 
de recursos de los Estados Unidos. El costo de esa política es alto para 
la ciudadanía está sacrifi cando a la juventud, mayoría de las víctimas de 
la violencia, benefi cia y legitima a los militares en su rol de guardianes y 
defensores del orden del régimen oligárquico.

En el esquema político del régimen su estrategia de control social y 
político es mediada por la militarización de todos los organismos de go-
bierno incluyendo centros asistenciales, el congreso, la corte de Justicia, 
las telecomunicaciones, Instituto de la propiedad y hasta los hospitales 
inclusive son intervenidos militarmente. Esa intención de militarización 
se evidencia hasta en la denominación de comisiones civiles, por ejemplo 
la comisión que integró para atender los niños migrantes retornados o 
encerrados en albergues en Estados Unidos presidida por la esposa del 
Gobernante ofi cialmente se denomina “Fuerza de Tarea”. Ideológicamen-
te se asocia la concepción de ser militar con una concepción de ser moral 
y paradójicamente con el concepto de paz , orden y respeto a las institu-
ciones sociales y políticas
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DE MILITARISMOS A SEUDO-PROCESOS DE 
MILITARIZACIÓN EN EL PROCESO 

DE CONSTRUCCIÓN DE UNA CULTURA 
DE LA LEGALIDAD 

(RECOPILACIÓN DE PONENCIA)1

David C. Martinez-Amador2

1. Punto de Partida. La violencia Pautada 

El crítico y endémico problema de la violencia (en todos sus tipos, 
formas y momentos históricos) produce necesariamente ‘representaciones 
sociales’ ancladas el acto de la violencia, pero por lo general, una violencia 
anónima y paralela. 

Esto es grave. De acuerdo a Berger y Luckmann: “La realidad de la 
vida cotidiana produce esquemas tipifi cadores que proporcionan interpretaciones para 
algunos aspectos del comportamiento de los ‘otros’ y en base a estas tipifi caciones éstos 
son aprehendidos y tratados; entonces la estructura social es la sumatoria completa y 

1 Este trabajo constituyó la base teórica fundamental para la ponencia titulada De los Milita-
rismos a seudo-procesos de militarizaciónlaen el proceso de construcción de una la cultura 
de la legalidad´ la cual fue presentada en la cátedra de Coyuntura de la Facultad de Ciencias 
Políticas de la Universidad Jesuita, Rafael Landívar (Guatemala). Al mismo tiempo para este 
evento se tuvo el apoyo de la Comisión de Naciones Unidas contra la Corrupción y la Impu-
nidad en Guatemala (CICIG). Esta presentación tuvo lugar el día 21 de Mayo de 2014.
2 David C. Martinez-Amador es profesor universitario adscrito a la red AUSJAL (Aso-
ciación de Universidades Jesuitas de América Latina). Es también miembro de la RED 
de investigadores sociales INSUMISOS. Es ex becario Fulbright-Laspau graduado de la 
Universidad Estatal de Massachusetts (Campus Amherst). 
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total de todas las pautas recurrentes de interacción” (Berger y Luckmann:2005, 
pgs 85-87). Si esto resulta cierto, entonces hay en la experiencia política 
Guatemalteca una situación de habituación, de pautas. Esto, precisamente, 
genera una situación en donde la dinámica política ha tenido que lidiar 
con la difi cultad de solidifi car las instituciones formales (puntualmente 
los partidos políticos, el sano balance republicano y el respeto hacia los 
movimientos sociales) aceptando al mismo tiempo, el accionar de grupos 
paralelos-clandestinos que no han visto su cuota de poder reducida desde 
el retorno a la democracia. Precisamente por ello es que IanBriscoe apunta 
a que una de las debilidades más importantes en cuanto a la calidad del 
índice democrático resulta ser “el débil ajuste del poder legal del Estado para con 
determinados sectores”.

Dicho carácter de la ´permanente pauta violenta´ nutre entonces las rela-
ciones sociales que podrían expresarse en la fi gura del ´contrato social´. Lo 
que se origina de esta situación es que el contrato social hace permisible 
la presencia de cuerpos paralelos (económicos, sociales, de seguridad, mi-
litares…) que no pudieron ser eliminados en el período transicional hacia 
la democracia plenamente representativa. En dicho pacto, actuar desde la 
ilegalidad es un ingrediente aceptado de la poliarquía.

¿Tendría la fuerza sufi ciente la frágil institucionalidad guatemalteca 
para combatir el fl agelo de la violencia? Es una pregunta compleja, en 
razón de considerar dos elementos: 1) Un pasado represivo por parte de 
los aparatos de seguridad estatales durante los años de 1960-1996 y, 2) la 
explosión de nuevas formas de delincuencia que operan mediáticamente 
alterado el espacio público y, además, rebasan la capacidad del Estado. 

En lo que respecta al presente escrito haré énfasis en la violencia no 
de tipo estructural sino en la violencia producto del narcotráfi co con base 
a que esta última ha sido, precisamente, la justifi cación conceptual y dis-
cursiva para sustentar las políticas de represión y contención del espacio 
público. 

1.1. ¿La única respuesta es militarizar? 

El Ex-presidente de Guatemala, AlvaroCólom, había afi rmado a lo lar-
go de su gobierno 2008-2012, que los gobiernos anteriores a su persona 
(los gobiernos presididos por Alfonso Portillo –2000-2004– y Óscar Ber-
ger –2004-2008– respectivamente) habían planifi cado la entrega del país al 
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“narco”. Al momento de elaborar este ensayo, Guatemala tiene un nuevo 
Presidente, Otto Pérez Molina, que gobernará hasta el año 2016. La nueva 
conformación de la Junta Directiva del Congreso Nacional de Guatemala 
tiene cómo miembros a tres diputados que son conocidos operados del nar-
cotráfi co local y del grupo de Sinaloa. En el acto de investidura del nuevo 
Presidente Pérez Molina cómo Comandante General del Ejército de Gua-
temala, su discurso incluyó la siguiente frase: ¨deseamos lograr la interrup-
ción de las amenazas externas y contribuir a neutralizar los grupos armados 
ilegales mediante el empleo del poder militar. Pareciera que se abrirá la carta 
blanca para armar al Ejército y recuperar el poderío perdido. 

Una posible militarización del combate de las drogas en Guatemala a 
través de la utilización de la fuerza de élite guatemalteca denominada Kai-
bil podría replicar la situación que se vive en México, es decir, producir una 
mutación no controlada de los códigos de la violencia con la cual operan 
los grupos de narcotrafi cantes para hacer frente a la operatividad militar. 
Dicha situación generaría una militarización hacia adentro de los mismos 
carteles, obligando a las organizaciones criminales a transformarse en ejér-
citos paralelos. En Guatemala, las operaciones de la DEA actualmente 
están atomizando las organizaciones tradicionales pero queda la pregunta 
de cómo se están reconfi gurando los liderazgos y en qué momento estos 
grupos podrían hacer mancuerna con los Zetas que operan en territorio 
de Guatemala. El riesgo es que las organizaciones mexicanas en lugar de 
reclutar personal local comienzan a ¨traer¨ al terreno miembros que pro-
vengan de las áreas mexicanas donde se libran actualmente las batallas 
más sangrientas. Los grupos del narcotráfi co mexicano han aprendido a 
entrenar a sus miembros replicando el entrenamiento de unidades milita-
res de élite. Siendo esto así, la utilización de las fuerzas militares especiales 
kaibiles generaría poca sorpresa en su uso con los grupos mexicanos.

En esencia, la militarización sería una decisión errónea pues el Esta-
do de Guatemala se encontraría frente a actores capaces de producir una 
espiral de violencia incontrolable en un territorio menos extendido que el 
territorio mexicano. Una tesis alternativa del autor de este ensayo es que la 
futura militarización del combate a las drogas en Guatemala es una jugada 
del grupo “el Sindicato” por monopolizar el trasiego de drogas desplazan-
do las ¨bolsas¨ de Zetas que operan en la región fronteriza con México. 
Otra razón de importancia para considerar la zona del Petén está ligada 
al elevadísimo tonelaje de precursores químicos detenidos en la primera 
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mitad del año en Guatemala. El número total asciende a 670 toneladas, 
número que corresponde a la mitad de la cifra de precursores decomisa-
dos en los 6 años del sexenio Calderonista. Semejante afl uencia sustancia 
química enviada a Guatemala demuestra que el país no es únicamente una 
bodega estratégica sino también, un punto de elaboración de droga sin-
tética. No puede uno sino preguntarse cuanto más tardarán las fuerzas 
de seguridad en encontrar el mega narco-laboratorio capaz de procesar 
la cantidad de precursor que ingresa al país. La región norteña del Petén 
resulta ideal, por su topografía para esconder una infraestructura de tal 
envergadura. La región guatemalteca fronteriza con México abarca un te-
rritorio de mil doscientos kilómetros cuadrados, el equivalente a la misma 
distancia de la narco-frontera Mazatlán-Juárez. En términos de compa-
ración, el número de efectivos militares mexicanos desplegados en esa 
territorialidad supera los 10,000 mientras que el número total de efectivos 
desplegados en toda la frontera norte suma 25,000. El número entero de 
militares desplegados en todo el territorio Mexicano rebasa la abrumadora 
cifra de 90,000 efectivos. 

Es claro entonces, que replicar la ´estrategia Calderonista´ no resulta posi-
ble en territorio guatemalteco debido al tamaño tan reducido de la institu-
ción militar. Sin embargo, ello no signifi ca que un uso focalizado del efec-
tivo militar (sin una estrategia de tiempo defi nido) no sea una posibilidad 
a ser considerada por el actual gobierno. 

En dicho sentido, el ofrecimiento del Presidente Guatemalteco Pérez 
Molina ha sido colocar en primera línea de batalla a los soldados de élite. 
Se ha programado que a inicios del mes de Julio un contingente de 500 
soldados (entre ellos 300 kaibiles) realicen operaciones antinarcóticos en 
el municipio de La Libertad en el Departamento del Petén. A todas luces 
estos números no tienen comparación con de efectivos que serian nece-
sarios para blindar los más de 150 pasos fronterizos ilegales. Sin embargo, 
lo que no resulta un punto de alta consideración es la posibilidad de una 
fractura institucional hacia adentro de las fi las del ejército guatemalteco. 
Es aterrador pensar lo que signifi caría una deserción de soldados kaibiles 
que pudiesen terminar en las fi las de los Zetas en Guatemala. Seria repetir 
la historia de la tragedia mexicana, y sería sufi ciente para volver a incendiar 
un país –y una región– que apenas se está levantando de las cenizas de una 
guerra civil, en la cual, los ejércitos nacionales están acusados de cometer 
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violaciones a los Derechos Humanos en cientos de miles de casos regis-
trados y documentados. 

Lo ´público ´resulta entonces, un entorno permeado por la permanente 
ejecución de la violencia, violencia cometida por las fuerzas de seguridad 
así como por actores de carácter privado. Se gesta el exilio desde lo públi-
co hacia lo ´privado´.Por eso no es sorpresa que países como Guatemala, 
Salvador y Honduras, en lugar de recobrar los espacios públicos opten por 
el modelo de “ciudades privadas”. Esto es gravísimo. Para los antiguos hay 
política, ciudadanía y, por tanto, ciudad, si hay categoría de poliorcética. 
Pero la pequeña polis amurallada de “ciudadanos” y “desiguales” es even-
tualmente substituida por el Estado Nación moderno, donde hay eman-
cipación y derechos universales. Los ´Estados Modernos´ Centroamericanos 
se retraen, segregan, controlan y reprimen, excluyendo desde lo público y 
promoviendo la sensación de seguridad desde lo privado. 

Un efecto, producto de años y años de estrategias represivas-contene-
doras del problema de la violencia.

2. Contraste México-Guatemala

Ahora bien, aquí otra pregunta compleja.: ¿Cuáles serían los efectos 
posibles que podría tener la eventual militarización del combate contra 
las drogas en Guatemala (y en otros contextos de América Central)? Esto 
lo afi rmo en relación a dos hechos: a) el nombramiento de un exmilitar 
cómo ministro de Justicia y Seguridad en El Salvador; y b) la decisión del 
presidente electo de Guatemala (general en retiro Otto Pérez Molina) para 
utilizar fuerzas especiales militares para el combate antinarcóticos.

Es menester plantear que metodológicamente no es válido trasladar 
un escenario (el mexicano) hacia Centroamérica. Dicho eso, es también 
importante considerar:

a)  La violencia en México es anterior a la militarización del 
confl icto y la creación de la iniciativa Mérida. Solamente las 
muertes atribuidas al Grande, y a la Barbie en tan sólo 6 meses (es-
tos dos últimos bajo el mando del Barbas cuando éste era leal a su 
primo el Chapo) sumarían más de 3,000. Lo mismo se podría decir 
de la guerra entre los Arellano Félix y Joaquín Guzmán Loera por 
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el control de Tijuana. Más de 1000 muertos. Todo esto antes del 
2006. Como resultado, cuando el Estado militarizó el confl icto los 
grupos mexicanos tenían ya una experiencia militar considerable. 
No así, el Ejército mexicano. 

b)  En México la presencia del Ejército es permanente sin un pacto 
político para justifi car su estancia. 

c)  En México se ha militarizado el ingreso y egreso en cada punto 
importante en los Estados del norte, con lo cual la población ci-
vil es constantemente escrutada por personal militar escasamente 
preparado en materia de Derechos Humanos.

d)  En México, la radiografía del terreno muestra 7 cárteles clara-
mente identifi cables con tendencia territorial y un número des-
conocido de células satélites que operan sin ninguna autoridad. 
En Guatemala, las operaciones de la DEA están atomizando los 
cárteles tradicionales, pero queda la pregunta de cómo se están 
reconfi gurando los liderazgos.

e)  En lo que respecta, entonces, a Guatemala y El Salvador, sigue 
siendo lamentable que se piense en la incorruptibilidad de los 
ejércitos. La predecible agenda de la militarización del combate 
a las drogas en la región acercará el ejército al narco, terminando 
por corromper a la tropa y a todos los mandos. Y no sería nada 
extraño que los efectivos militares ante lo sangriento del futuro 
¨agarrón¨ decidan pasarse al lado oscuro. No sería la primera vez 
ni la última.

3. Lo que sucede en el terreno 

Con estos elementos en mente, intentaré describir lo que sucede en 
el terreno centroamericano. Primero, la vecindad mexicana hacia el sur. 
Guatemala ha visto cómo todos los grupos de narcotrafi cantes locales y 
tradicionales han sido afectados por el embate de las fuerzas de seguridad. 
Militarizar la forma de abordaje de este problema requiere entender que 
la respuesta que los grupos mexicanos operando en el país (Sinaloa y los 
Zetas) no será tan pusilánime cómo los grupos locales, sobre todo cuando 
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pueden importar miembros que provengan de las áreas mexicanas donde 
se libran actualmente las batallas más sangrientas. 

Segundo, los grupos mexicanos han replicado el entrenamiento militar 
de élite por lo cual habría poca sorpresa en su uso con los grupos mexica-
nos. Tanto el cártel de Sinaloa, (con su brazo armado denominado Gente 
Nueva) y el grupo menos tradicional –Los Zetas– son ahora estructuras 
atomizadas que saben operar con células no mayores a los 6 miembros y 
bajo códigos de violencia nunca antes vistos en ningún grupo étnico del 
crimen organizado. Si bien es cierto que los grupos mexicanos tendrían la 
desventaja inicial –al operar en Centroamérica– de no conocer perfecta-
mente el terreno, podrían muy bien replicar algunos hechos lamentables.

Tres son entonces mis preocupaciones puntuales:

a)  Quienes diseñan la nueva estrategia olvidan que están frente a gru-
pos criminales (los cárteles mexicanos) acostumbrados afectar a 
la población civil a manera de castigo (recuérdese la quema del 
Casino Royale en Monterrey, con personas dentro).

b)  Centroamérica podría muy bien ser el terreno probatorio para que 
estos grupos criminales mexicanos –que ahora replican entrena-
miento de carácter subversivo– se atrevan a llevar a cabo acciones 
que aún no suceden en México. Recuérdese que los actuales Zetas 
heredaron el entrenamiento de los originales GAFES que deserta-
ron del Ejército mexicano. Eso quiere decir que también son capa-
ces de operar con explosivos y atreverse a generar atentados con 
bombas. ¿Será Centroamérica la “escuelita” del narco-terrorismo 
mexicano?

c)  Los efectivos militares en México –hoy– operan bajo un grado de 
stress y paranoia, lo mismo sucede con los narcotrafi cantes. En 
conclusión: Los abusos contra la población civil vendrán por parte 
de los dos ejércitos en confl icto. Ante la militarización en Centro-
américa los grupos mexicanos importarían personal con experien-
cia bélica y con una tendencia natural por dañar a la población civil 
(por razones de guerra o placer).

Los Estados en Centroamérica pueden militarizar el confl icto contra 
las drogas, pero ningún estado puede blindar totalmente a la población 
civil. Militarizar es fácil, pero depurar las fi scalías y perseguir a los ope-
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radores fi nancieros de las organizaciones Zetas, Sinaloa y Del Golfo que 
opera en Guatemala y El Salvador es una tarea muy difícil porque mos-
traría la colusión de los sectores fi nancieros y empresariales con el narco. 
Militarizar por el lado de los estados es fácil, pero la militarización de los 
“malandros” genera legiones de terror que nadie puede detener. Esa es la 
gran lección mexicana.

¿Hasta dónde entonces es posible sentir los efectos no claros de las 
estrategias deseudo militarización limitada en términos de la política de segu-
ridad en Guatemala? 

En primera instancia, habría que referirse a un fuerte deterioro de la 
esfera pública. Lo que en realidad ha pesado menos en el debate es la ne-
cesidad de replantear de forma integral las Políticas de Seguridad Públicas. 
La necesidad de reformas en materia de sistema de seguridad, sistema 
penitenciario, administración policial y justicia penal son muy urgentes. 
En razón de una estructura judicial que no puede procesar, el índice de 
impunidad se acerca fácilmente al 98% (de acuerdo a los datos ofrecidos 
por diferentes organizaciones civiles) y las dinámicas internas del sistema 
de justicia muestran gravísimas denuncias contra más de ochenta jueces(de 
diferentes ramos) sin que se lleve a cabo ninguna acción puntual. 

La información que se ha hecho pública es muy reveladora: Magistra-
dos que acosan a sus subordinados, jueces que liberan a presuntos nar-
cotrafi cantes (afi liados a diferentes organizaciones criminales), secretarios 
que dilatan los procesos judiciales (en relación al mismo cártel) o son ne-
gligentes en su trabajo.

Los procesos de reforma judicial son inútiles (incluso y a pesar de la 
presencia de la Comisión Internacional contra la Impunidad) de nada sir-
ven si antes de ello la misma ciudadanía no termina por interiorizar una 
cultura de la legalidad. Aún más, en tanto los esquemas de ciudadanía 
–neo feudal– propios del entorno centroamericano (exceptuando el caso 
de Costa Rica) siguen legitimando la utilización de la violencia por mano 
privada para la resolución de las disputas, de la misma forma entonces ha 
de continuar presente la permanente insistencia por violentizarel espacio 
público cómo ´la única solución al control de la delincuencia´. Pero de 
fondo, lo aquí resulta claro es la demanda de la acción violenta contra ´el 
otro´, ´contra el diferente´, contra lo ´extraño´. La gravísima historia de vio-
lencia militar-represiva durante los confl ictos armados en Centroamérica 
así cómo las experiencias de ´vecindad´ que mercadean las viejas recetas 
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setenteras ha terminado por producir una postura profundamente de po-
sitivismo en lo que respecta a su enfoque criminológico. 

Cualquier estudiante de criminología puede comprender las graveda-
des del paradigma positivista en el derecho penal, y entiende también que 
dado la adhesión de su fundador (Enrico Ferri) al fascismo, su enfoque ne-
cesariamente supone una negación de la autodeterminación con respecto 
a la conducta. El delito es producto de distintos factores que condicionan 
la conducta humana y, por ende, la pobreza, la marginación, la falta de 
recursos son obligadamente disparadores del actor criminal. 

Con esta posición precisamente las administraciones políticas giradas 
a la ´derecha´ (desde el expresidente Flores el Salvador, hastael expresiden-
te Felipe Calderón, pasando por el empresario derechista guatemalteco 
Oscar Berger) han pretendido justifi car gravísimos hechos: el altísimo nú-
mero de jóvenes menores de 12 años, mujeres y personas de la tercera 
edad entre los miles de víctimas en de esta estrategia. “Si están metidos 
en ´algo´, pagan el precio de delinquir”. De un plumazo, los pobres son, 
por su condición de pobres, delincuentes seguros. No deja de existir una 
aparente matrimonio entre las administraciones políticas de derecha en la 
región mesoamericana y la Ley de la Saturación de Ferri. De acuerdo al neo-
positivismo de Ferri, “el nivel de criminalidad estaría determinado por diversas 
condiciones físicas y sociales en combinación con factores congénitos y por lo tanto, basta 
con buscar un número ideal de culpables”.

¿Explicaría esto el alto nivel de saturación de las cárceles mexicanas, 
guatemaltecas hondureñas a más del 120% ¿Explica esto el altísimo nivel 
de víctimas civiles todas ellas con las mismas características: morenos, po-
bres, tatuados o con rasgos indígenas? 

3. Delineado claramente el terreno

Los ´milicos´ no están en el espacio público guatemalteco en la pro-
porción que se encontraban en los años de confl icto. Pero no por ello, su 
infl uencia es menor. El punto de fondo debe encontrarse en la dirección 
de la intencionalidad de la política de seguridad ciuadana. Durante la actual 
administración del derechista y exmilitar Otto Pérez Molina se cuentan 
más de 150 ex generales colocados en diferentes instancias públicas pero 
con énfasis en el Ministerio de Gobernación. En el contexto de la estruc-
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tura de Policía (compuesta fundamentalmente por civiles) hay presencia 
de capitanes y coroneles retirados. Si bien retirados, su formación es mi-
litar. El despliegue de unidades militares de élite se lleva a cabo en zonas 
fronterizas prácticamente no habitadas y que no pueden entenderse pun-
tualmente cual ´espacios públicos´ pero, el contacto diario del ciudadano con 
los enfoques de seguridad sucede con los efectivos de la Policía Nacional 
Civil. Eso sí, hay que mencionar que en aquellos casos en los cuales los 
índices de inseguridad inquietan a la población local el Estado ha imple-
mentado frontalmente estados de Excepción. 

Aquí precisamente lo grave. Lo grave que sucede cuando un gobierno 
cuya cabeza del Ejecutivo es un ex general y ex director de Inteligencia Mi-
litar acusado de crímenes contra la humanidad. Lo grave que resulta que un 
gobierno presidido por un ex militar de ´posición dura´ cuente con altísimo 
número de ex militares en instancias de dirección ejecutiva en la cartera de 
Gobernación. Lo grave que resulta cuando este tipo de gobierno hace uso 
de los mecanismos alternativos de gobierno republicano´gobernando´ 
por ´decretismo´para así poder implementar todos los estados de Excepción 
que le apetezcan. Lo grave es entonces es un Ejecutivo que gobierna en 
´solitario´para no negociar y mucho menos conciliar las demandas ciuda-
danas. Cómo resultado, entonces, hay 30 municipios guatemaltecos (de 
un total de 355 municipios) en los cuales resultará posible y muy fácil que 
por un lapso de 24 hasta 72 horasse limiten algunas garantías constitucio-
nales mientras las fuerzas de seguridad realizan ´tareas operativas´. He allí 
entonces la ´simbólica de la maldad´emanada por cierto del mal uso que se 
hace sobre los instrumentos institucionales que terminan convirtiéndose 
en mecanismos de retención. 

La solución a la crisis de seguridad busca fundamentalmente desper-
tar el miedo.No se trata entonces de una contexto amplio en el cual el 
efectivo militar se despliega a lo largo y ancho el territorio. Se trata de un 
uso muy selectivo, sustentado por la Ley de Orden Público en el cual los 
despliegues con cortos y selectivos. Nunca dicho sea de paso, haciendo 
presencia en zonas residenciales de clase media o media alta. 
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4. Formas Culturales de Violencia 

Afi rma Pinker que los instrumentos heredados del humanismo han 
producido una caída, un descenso en la agresividad humana. Resultado 
de este descenso en la agresividad humana el número de guerras –dice 
Pinker– es mucho menor que en el pasado. Cierto o no, lo que sí es intere-
sante del argumento de Pinker es su explicación en torno del origen de la 
acción denominada como violenta. Tal cual, “la acción violenta” en sí sería 
posible dado que el cerebro humano ha conservado “los circuitos ago-
nísticos y de predominio en los mamíferos”, que fundamentalmente dan 
como resultado dos cosas: 1) actitudes de antagonismo para protección 
de recursos-supervivencia–, y 2) producen placer en el sujeto que ejecuta 
la acción violenta. Esto último es resultado, en la opinión de Pinker dado 
que “los dispositivos neurales de la agresión ofensiva se enlazan con los de 
la recompensa fi siológica”.

De acuerdo a la tesis de Pinker, en la medida en que las desigualdades 
económicas se reducen y además, en la medida en que los estados (cual 
monopolizadores de la violencia legítima y del arbitraje de las disputas) 
reducen la necesidad de la “venganza privada”, en esa medida, los índices 
de violencia serían menores.

Para el estudio cultural de las formas de violencia, esta afi rmación de 
Pinker delinea varias regiones.

Es interesante construir una región geográfi ca común en la cual las 
similitudes están en la ausencia del Estado y la concentración de la autori-
dad en organizaciones paralelas. Fácilmente se podría trazar una línea des-
de Limón (Costa Rica) hasta Jutiapa, desde Jutiapa a la frontera Sinaloa-
Juárez y, con mucha facilidad abarcar esa zona denominada “Europa sur” 
siendo Calabria, Sicilia, Nápoles y Albania fabulosos exponentes de esta 
realidad cultural.

Aunque pertenezca geográfi ca y políticamente al proyecto europeo, 
Nápoles (y en particular las zonas del Avellino, Casale del Principe, Ca-
serta, y en particular la terrible zona de Scampia), reconstruyen formas 
culturales de violencia y de control sobre el individuo que perfectamente 
podrían ser comunes en el norte de México. Pero hay una diferencia. En 
los últimos 30 años –tomando las cifras de Roberto Saviano– la Camorra 
en sus diferentes guerras internas, ha producido un aproximado de tres 
mil homicidios violentos, lo cual hace aterrador mencionar las cifras de 
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homicidios violentos anuales en México. Aunque los expertos sugieren 
no comparar cifras absolutas, algo debe estar mal cuando nuestros paí-
ses producen más muertos que la organización criminal más poderosa de 
Europa.

¿Por qué sucede esto?
Diego Da Silva, otro de los autores napolitanos en relación a la vio-

lencia camorrista, afi rma que de a poco la misma Camorra toma índices 
“europeos”, con lo cual comienza a sustituir la violencia tipo “perros ca-
llejeros” por una delincuencia profesionalmente organizada que haga el 
crimen más aceptable, en términos de producir una violencia racional que 
los estados pueden combatir. Este proceso parece que no afecta las for-
mas criminales en Mesoamérica donde al contrario, la violencia del crimen 
organizado no es racional y no tiende a contenerse. De alguna forma, este 
tipo de violencia se nutre de una cultura con una altísima afi ción por la 
muerte (indistintamente si el sujeto es o no miembro de una cultura cri-
minal particular).

El problema de fondo, indistintamente de la territorialidad seleccio-
nada (Europa Sur o Centroamérica) es un problema de tipo estructural 
en la mayoría de ciudadanías y de los Estados que podemos tipifi car de 
neo-feudales o pos-feudales. Puntualmente,lo que estoy diciendo es lo 
siguiente: Mientras matar sea la respuesta efectiva para resolver la vida 
cotidiana, en el contexto del sistema social resultará muy difícil modifi car 
esta problemática desde el nivel del sistema político, puesto que el sistema 
político se nutre de la cultura.

La clave entonces radica en enviar los estímulos adecuados, sufi ciente-
mente profundos para que puedan afectar el contexto cultural.

El poeta Hans Magnus Enzensberger denomina a este fenómeno como 
“guerra civil molecular”. El ejemplo de Enzensberger tiene una expresión 
demoledora en relación a la violencia, expresada en los contextos urbanos: 
“todo vagón de metro es ya una Bosnia en miniatura”.Cuando el contexto de la 
dinámica en las ciudades (en oposición a la polis, la urbe no puede ser 
controlada) se expresa de formas violentas, es fundamental que la política 
pública envíe estímulos para puntual y constantemente intentar reducir 
esta expresión. No solamente se trata de reducir el índice de impunidad, 
se trata de evitar la acción que transgrede.

Cuando Facundo Cabral fue asesinado en ciudad de Guatemala, si bien 
en los días siguientes a su muerte, la indignación colectiva se hizo sentir, 
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el día de su aniversario no hubo ningún acto de recordación. Ahora hable-
mos de todas las muertes de ciudadanos que no son VIP o cuyos casos no 
son emblemáticos, ¿Quién les recuerda? ¿El espacio urbano nos hace no 
olvidar la violencia?

Es muy signifi cativo cuando se recorren las calles de Berlín encontrar 
tantas placas, monumentos y “llamadas de pie de página en cemento”, que 
recuerdan el lugar preciso donde judíos berlineses y sus familias fueron 
asesinadas en el espacio público; en París abundan las leyendas en las pa-
redes callejeras, donde se hace memoria de los miembros de la resistencia, 
asesinados durante la ocupación Nazi. En Israel, el país entero se paraliza 
durante el día de recordación del Holocausto, en memoria de 6 millones 
de inocentes muertos. Pero en lo referente a los procesos para juzgar a los 
militares acusados de violaciones a los derechos humanos durante el con-
fl icto armado en Guatemala es virtualmente imposible que las institucio-
nes reivindiquen el daño cometido. De igual forma hay una invisibilización 
de las comunidades afectadas durante el confl icto armado. 

¿Cómo entonces, esperar entonces, que las políticas públicas de segu-
ridad, no estén infectadas de ´vicios autoritarios´ y símbolos de violencia? Aun-
que no haya una militarización de facto, existe un secuestro limitado, una 
injerencia indebida sobre los actores que diseñan la política pública de 
seguridad. No se necesita militarizar un país entero, simplemente deben 
implementarse limitaciones a las garantías constitucionales para sembrar 
el terror por tiempos cortos cada vez que el Estado (convenientemente) 
´argumente´ crisis de seguridad. 

La contención violenta del espacio pública se realiza de muchas y varia-
das maneras. La gran mayoría de los estamentos notables y los circuitos de 
poder se nutren de la impunidad y el operar clandestino dentro del Estado. 
Por si esto no fuera poco, la política ́ democrática de seguridad´ ha sido secues-
trada por los enfoques de contención militar desde las estructuras ´civiles´. 

Frente a ello, hay mucho poco que pueda hacerse si aquellos que tienen 
todo el poder no están acostumbrados a una cultura de la Justicia.
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ANOTACIONES SOBRE LA GUERRA INTERNA 
PERUANA 1980-2000: VERDAD HISTÓRICA, 

LUCHA DE CLASES Y PAZ CRIOLLA

Martín Gonzalo Castañeda Quiroz1

Anotaciones previas

La guerra es un confl icto de posiciones entre dos o más partes. La es-
tructura interna que lo constituye es común a los elementos que concursan 
en el cuerpo de un confl icto social: poder, actor, estrategia, interés, recur-
sos, propaganda, etcétera; pero, en cambio, su rasgo distintivo lo defi ne 
su forma militar de expresión; o, lo que es lo mismo, se busca la derrota 
del otro mediante las armas. Por ello, Mao solía decir: “La guerra es polí-
tica con efusión de sangre; en cambio, la política es guerra sin efusión de 
sangre”. En fi n, una guerra es impulsada por diversos motivos y razones, 
desarrollada con diferentes métodos y estrategias armadas, auspiciadas por 
un apoyo amplio o mínimo de la población civil, sin embargo todos estos 
factores dependen de uno solo: la lucha por el poder, el que se busca ampliar, 
defender o reemplazar. He aquí la quintaesencia de la guerra.

En ese sentido, la guerra interna peruana (1980-2000) empezó con la 
declaración de guerra –no en sentido formal-diplomático, sino a juzgar 
por el primer ataque armado en el pueblo de Chuschi– en 1980 por parte 
del Partido Comunista del Perú (más conocido como Sendero Luminoso) 
contra el Estado peruano, durante el gobierno del Arq. Fernando Belaún-
de (1980-1985). Más tarde, el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru 

1 Bachiller en Derecho, Facultad de Derecho y Ciencia Política de la Universidad Nacional 
Mayor de San Marcos. Lima– Perú.



– 132 –

(más conocido como MRTA) también le declararía la guerra al Estado. 
Fue un proceso social que duró largos años, con participación civil en las 
organizaciones insurgentes, dos gobiernos civiles y una dictadura cívico-
militar, intervención de EUU con la CIA y la instalación de Bases Milita-
res, participación de la ONU con comisiones de Derechos Humanos y 
de organizaciones internacionales como Amnistía Internacional, corres-
ponsales de diversos medios de prensa mundial, intelectuales nacionales e 
internacionales, etcétera. Como se aprecia, un complejo proceso histórico-
social que originó la mayor guerra que ha tenido el Perú en su historia 
republicana, cuyas consecuencias fueron profundas no solo por el número 
de víctimas –que tanta manipulación mediática sufre en manos en la gran 
prensa, la derecha, progresistas de cartón y mercenarios de todo calibre– 
sino por la erosión de inmensas contradicciones históricas entre las clases 
dominadas y la oligarquía peruana, como, por ejemplo, la marginación del 
campo en relación al país, la continuación del poder gamonal sobre los 
campesinos y el problema de la tierra no resuelto en su totalidad. Ni un 
libro de un millón de páginas podría auscultar en su integridad los sucesos 
vividos, tan solo el diálogo de las partes y una visión multilateral de la 
guerra nos permitirá arribar hacia la construcción de la verdad histórica, 
pero solo a condición de acorazarnos con una férrea posición de clase 
proletaria que nos aleje del riesgo de confundir la lucha por la unidad del 
pueblo con la defensa de sus verdugos, o, lo que es lo mismo, ser cons-
cientes de nuestro deber revolucionario por criticar-denunciar-condenar 
diversos puntos sobre el actuar de la insurgencia en su largo derrotero por 
la conquista del poder, siempre y cuando lo hagamos en y por los intereses 
de las clases populares y de la Revolución peruana.2 Por ello, jamás nos 
situaremos al servicio del Estado capitalista en su lucha contrainsurgente, 
contrapopular, reaccionaria y genocida durante la guerra interna. En suma, 
nuestro deber es preguntarnos: ¿qué lecciones deducimos para las clases 
2 Este trabajo no pretende realizar una apología a la insurgencia del PCP ni del MRTA; 
sino, todo lo contrario, dada la participación popular en las estrategias político-militares de 
las dos organizaciones insurgentes, es un deber revolucionario extraer lecciones de lucha, 
identifi car los errores y desviaciones ideológicas, las insufi ciencias militares, el tipo de or-
ganización partidaria que utilizaron estas organizaciones; en suma, las razones de la derrota 
de la insurgencia, no por pretender exculpar de responsabilidad a estas dos organizaciones 
subversivas –ya el juicio de la historia es implacable con cualquiera–, sino con el objetivo 
de contribuir en la acumulación de experiencia para las clases populares en la lucha por su 
liberación y la conquista del socialismo como necesidad a la barbarie capitalista.
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populares de la guerra interna? La respuesta, claro está, es un camino de 
extenso aliento; pero brindaremos algunas ideas guía en este trabajo:

Primero, estudiar la guerra interna demanda controlar pasiones, cuestio-
nar verdades y renovar visiones. Esta invocación, desde luego, no es sinó-
nimo de apropiación; al contrario, busca un horizonte de investigación y, a 
la vez, una invitación al diálogo de conjunto, sin sectarismos ni dogmatis-
mos. Los benefi cios de obrar así son subversivos, muchas balas asestaría-
mos al gran poder burgués del Estado. Así: 1) contra el monopolio sobre 
la verdad que busca la clase dominante para naturalizar un discurso que sal-
ve el pellejo al Estado peruano por su actuación en la guerra interna marcada 
por masacres en los penales, militarización de la sociedad, persecución y 
eliminación física de dirigentes populares, torturas a prisioneros de guerra, 
conformación de campos de exterminio en los andes, entre otras actuacio-
nes; 2) contra el relato de novela policial que difunde la clase dominante 
sobre la guerra interna mediante la cual el terrorismo –encarnado en el PCP 
y el MRTA– fue una extensa e intensa acción delictiva contra la democracia, 
la ley y el país, donde el Estado nos defendió del enemigo terrorista hasta 
derrotarlo y condenarlo en nombre de todos los peruanos. Sin duda, este 
relato refl eja una borrachera total de las clases dominantes, quienes buscan 
presentar sus consignas de clase por conceptos de investigación, lavar las 
manos manchadas de sangre de los militares en nombre de la democracia 
y generalizar su interés de clase por defender al Estado capitalista como si 
fuera el interés del pueblo. Los enigmas de la guerra interna no pueden ser 
develados con consignas burguesas. 

Segundo, dado lo anterior, este trabajo propone brindar algunas ideas 
en torno ala política contrainsurgente del Estado; principalmente, durante 
el período 1980-1990. Recordando las palabras de Sun Tzu: “Conoce a 
tu enemigo y conócete a ti mismo; luego, en cien batallas, nunca saldrás 
derrotado”, considero que necesitamos indagar sobre la concepción que 
orienta las acciones de defensa del Estado. Sin duda, en situaciones de 
crisis, una idea emitida por sus funcionarios pueden ser más que crucial; 
así, por ejemplo, el General del Ejército Peruano, Luis Cisneros Vizcarra, 
quien se desempeñó como Ministro de Guerra del segundo gobierno del 
Arq. Fernando Belaúnde Terry (1980-1985), en diversas entrevistas a pe-
riodistas, solía expresar reiteradamente, sin rubor alguno, que el método 
utilizado por el Estado para derrotar a las organizaciones insurgentes: “el 
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mejor subversivo es el subversivo muerto”. En nuestros tiempos, ya no se 
necesitaría de una muerte física, sino civil, de ideas; o, en otras palabras, el 
Estado ya no buscaría terroristas en la organización de columnas guerrille-
ras en el campo o en quienes colocan un cochebomba3 en un edifi cio público, 
sino en quienes piensan de una determinada manera. El problema que 
generó la solicitud de inscripción como partido político del Movimiento 
por la Amnistía General y por la defensa de los Derechos Fundamentales4 
(MOVADEF, en adelante) así lo demuestra.

Tercero, las ideas guía desarrolladas se ubican a contracorriente de los 
vientos reaccionarios y fi lofascistas que vienen soplando en el ambiente de 
los últimos años post-guerra interna. En la actualidad, el Perú cuenta con 
un gobierno derechizado y pro-imperialista del Comandante Ollanta Hu-
mala, de continuidad con el neoliberalismo, con enérgicas posiciones au-
toritarias y creciente criminalización de la protesta popular. Es sintomático 
de esta situación que, cada vez más, la censura le cierre el paso a la crítica 
y el chantaje nos cercene la opinión, en la medida de que un juicio sobre la 
insurgencia del PCP y del MRTA solo es permitido –so pena de censura, 
demonización, judicialización– si viene en forma de agresión y condena 
moral; en cambio, sí se permite un “análisis” que parta del extremo de la 
maldad inherente de los insurgentes que le declararon la guerra a un Estado 
democrático hasta llegar al otro de que los excesos de las Fuerzas Armadas solo 
3 Los cochebombas eran artefactos explosivos utilizados por el PCP en la guerra interna 
contra el Estado peruano. 
4El Movimiento por la Amnistía General y por la defensa de los Derechos Fundamentales 
(MOVADEF) es un movimiento político que en Perú, brega por su inscripción como 
partido legal. Se consideran tributarios del marxismo-leninismo-maoísmo-Pensamiento 
Gonzalo, la misma ideología que fue declarada ofi cial por el Partido Comunista Peruano– 
Sendero Luminoso, durante su Primer Congreso partidario, realizado en 1988. El pro-
grama político del MOVADEF incluye, en otros puntos: 1) Amnistía general para civiles, 
policías y militares procesados por los hechos de la guerra interna, 2) Nueva Asamblea 
Constituyente, 3) defensa y reconquista de Derechos Fundamentales para el pueblo pe-
ruano, entre otros puntos. El Estado peruano negó su inscripción porque la ideología del 
Movadef  es el Pensamiento Gonzalo, la que, a juicio del Jurado Nacional de Elecciones 
y del gobierno nacional, es una “ideología totalitaria”, “antidemocrática” “antiperuana”. 
Una interesante posición sobre este problema, desde el punto de vista de la democracia 
burguesa, en MENDEZ, Cecilia. ¿Democracia o miedo? Razones y sinrazones del NO 
a la inscripción del MOVADEF.Véase en Revista Ideele. Fuente: http://www.revistaide-
ele.com/ideele/content/%C2%BFdemocracia-o-miedo-razones-y-sinrazones-del-no-la-
inscripci%C3%B3n-del-movadef-0.
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fueron daños colaterales –males indeseados–, o que excepcionalmente tomaron 
formas de generalización en determinados momentos históricos o regiones 
geográfi cas específi cas, debido a desesperación o incapacidad técnica del 
Estado en la defensa del país;sin embargo, nunca fueron desenlaces de 
una estrategia contrainsurgente del Estado. Los ataques personales por 
parte de la derecha que sufren los ex-miembros de la Comisión de la Verdad 
y Reconciliación (CVR, en adelante)5 demuestran que las clases dominantes 
ambicionan la totalidad del discurso sobre la guerra. No es aceptable, para 
las clases dominantes, que la CVR –por ejemplo– califi que el escenario de 
la guerra como “confl icto armado interno”, ya que solo es permisible el 
difuso término “terrorismo”; menos aún, se permite acusar que el Estado 
–ni siquiera por momentos, como defi ne la CVR– recurrió a la “violación 
sistemática de Derechos Humanos”; al contrario, solo puede ser aceptado 
que el Estado realizó una lucha justa contra los terroristas, que no puede ser 
negada por las masacres a campesinos de algunos malos agentes militares. 
La CVR, incluso admitiendo que la lógica de su trabajo estaba en función 
de salvar la institucionalidad del Estado, ha sido el centro de estos ataques a 
pesar de que responsabilizó al PCP de la mayoría de las víctimas, tampoco 
los salvó el discurso de “el pueblo entre dos fuegos” –tan repudiado en 
otros países– mediante el cual militares6 e insurgentes violaron Derechos 
Humanos. Nada de ello pudo contentar a las clases dominantes por de-
fender la integridad total del Estado. Todo esto demuestra que la verdad 
histórica sobre la guerra aún debe ser objeto de incesante debate; luego, el 
trabajo de la CVR es un decisivo aporte al diálogo, pero no es la Biblia ni el 
Corán que algunas ONG’s de Derechos Humanos y partidos de izquierda 
peruana pretenden convertir.
En base a estas ideas guía, como anticipamos, iniciaremos las siguientes 
secciones:

5 La Comisión de la Verdad y Reconciliación(CVR), creada durante el gobierno de transición 
del Dr. Valentín Paniagua, mediante Decreto Supremo N° 065-2001-PCM, con el encargo 
de “esclarecer el proceso, los hechos y responsabilidades de la violencia terrorista y de la 
violación a los derechos humanos producidos desde mayo de 1980 hasta noviembre de 2000, 
imputables tanto a las organizaciones terroristas como a los agentes del Estado, así como 
proponer iniciativas destinadas a afi rmar la paz y la concordia entre los peruanos” (art.1). 
6 Se debe tener en cuenta que los militares en su defensa arguyen que ellos solo recibieron 
órdenes de los gobiernos civiles. Por ello, una forma de salvar la institucionalidad del Esta-
do es reducir su responsabilidad a uno solo de sus agentes: los militares.
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I. La verdad histórica es liberación del pueblo

La verdad histórica es, a simple vista, una declaración sobre la veraci-
dad de un hecho con signifi cación para la historia de una clase, un pueblo, 
una nación, un estado, un mundo. Además, lejos de ser sencillo, ello supo-
ne diversas condiciones: 1) la comprobación de que el hecho es objetivo: 
existe; 2) una teoría que explique el movimiento del hecho: generación, 
desarrollo, relaciones, importancia, etcétera; 3) un método y herramientas 
que puedan corroborar la teoría propuesta; 4) la capacidad que tenga la 
teoría –que lógicamente es coherente y científi camente ha sido corrobora-
da– de poder fundirse en las relaciones sociales: oposiciones y consensos 
generados. De estas cuatro condiciones, sin duda, la última es la decisiva, 
porque aún siendo objetiva, coherente o corroborada la teoría solo podrá 
ser declarada como verdad histórica cuando sea abrazada por una clase, 
un pueblo, una nación, un país; ello, en realidad, nos lleva a plantear la 
interrogante: ¿hay verdad histórica en el capitalismo que sea ajena a la 
lucha de clases?O, en otros términos, ¿dentro del capitalismo, podemos 
aspirar a una verdad histórica sobre los genocidios a una nación sojuzgada 
sin que antes no se luche por ella? Solo cuando la verdad histórica es gana-
da, recién podemos hablar de memoria histórica; de lo contrario, podremos 
construir un discurso histórico sobre hechos objetivos, pero no verdadero 
en el sentido de la historia. Es ilustrativo el bien difundido discurso de 
que la Primera Guerra Mundial se produjo por la muerte del archiduque 
del Imperio austrohúngaro, y no por la sed imperialista de las potencias 
occidentales por imponer una nueva correlación de fuerzas en el reparto 
colonial y de mercados en el mundo. 

Ahora bien, conocido es el dicho de los historiadores militares: “La 
historia la escriben los vencedores”, no les falta razón. En una guerra in-
terna, como la sucedida en Perú, parafraseando a Walter Benjamín7 hasta 
los muertos deben temblar, porque el azote de los vencedores no los res-
petará ni a ellos. Ello nos sugiere que la verdad histórica no se determina de 
forma independiente al desarrollo de la lucha de clases sociales; o, en otras 

7 Decía Benjamín: “Encender en el pasado la chispa de la esperanza es un don que sólo 
se encuentra en aquel historiador que está compenetrado con esto: tampoco los muertos 
estarán a salvo del enemigo, si este vence. Y este enemigo no ha cesado de vencer. En: 
BENJANMIN, Walter. Tesis sobre Historia y Otros Fragmento. p. 21, 22. Fuente: http://
www.bolivare.unam.mx/traducciones/Sobre%20el%20concepto%20de%20historia.pdf
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palabras, no se eleva por encima de los intereses de cada clase. Explique-
mos esta tesis. El interés particular de una clase no puede ser generalizado, 
sino a condición de que en ella se condensen las principales aspiraciones 
de las demás. Las clases dominantes han sido expertas en distorsionar esta 
realidad, sobre todo en confl ictos armados internacionales, como en la 
primera y segunda guerra mundial donde las potencias imperialistas movi-
lizaban al pueblo en base a discursos como “defensa de la patria”, cuando 
en realidad lo que buscaban eran mayores mercados internacionales, de-
sarrollar zonas de infl uencias geopolíticas y reconfi gurar la correlación de 
fuerzas a nivel internacional en favor de las potencias ganadoras, como los 
de la Triple Entente. Todo ello es muy conocido.

Por ello, el contenido de una verdad histórica depende del carácter de 
las relaciones sociales en la que se ubique; es decir, una verdad que predi-
que sobre la historia de los hombres solo puede provenir de un correcto 
análisis de las características de las relaciones sociales que determinan la 
conciencia de un sujeto; es decir, la formación social de los hombres orga-
nizados en torno a la producción de su vida, lo que necesariamente supo-
ne la división social por el trabajo realizado, por la posesión de los medios 
de producción y por el benefi cio concreto obtenido de lo producido por 
la sociedad: en suma, individuos divididos por clases sociales.8 Ahora bien, 
dentro de una sociedad con relaciones sociales capitalistas en torno a la 
propiedad privada burguesa, no puede afi rmarse, sin caer en el ridículo, 
que todos somos realmente iguales. La realidad informa que no todos 
tenemos ni los mismos intereses ni las mismas necesidades, tampoco igual 
concepción del devenir social; es decir, la lucha de clases defi ne la posición 
de un individuo frente a un proceso social. Por tanto, declarar una verdad 
histórica sin atención a los vaivenes de la lucha social, en realidad, es pro-

8 Marx, decía: “(…) en la producción social de su vida, los hombres contraen determina-
das relaciones necesarias e independientes de su voluntad, relaciones de producción que 
corresponden a una determinada fase de desarrollo de sus fuerzas productivas materiales. 
El conjunto de estas relaciones de producción forma la estructura económica de la so-
ciedad, la base real sobre la que se levanta la superestructura jurídica y política, y a la que 
corresponden determinadas formas de conciencia social. El modo de producción de la 
vida material condiciona el proceso de la vida social, política y espiritual en general. No es 
la conciencia del hombre la que determina su ser, sino, por el contrario, el ser social es lo 
que determina su conciencia”. MARX, Carlos. Prólogo a la crítica a la Economía Política, 
1859.Fuente: Marxists Internet Archive, digitalización por Germán Zorba, marzo de 2001; 
http://www.marxists.org/espanol/m-e/1850s/criteconpol.htm.
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mover la verdad difundida por quienes ostentan el poder de defi nir la vida 
de los demás; es decir, la clase dominante. Lejos de ello, considero que el 
conocimiento sobre la historia, como cualquier conocimiento humano, 
solo se constituye de manera progresiva, y a la vez social. Es decir, la de-
terminación de la verdad histórica, dependerá: 1) la conciencia de clase de 
quien enjuicie, a condición de enunciar una teoría coherente y verifi cable 
y 2) la determinada correlación de fuerzas de las clases en la que se ubica 
espacial y temporalmente el que enjuicie. Lora Cam nos advierte, a propó-
sito de la verdad en la Comisión de la Verdad y Reconciliación Peruana, lo 
siguiente: “Hay que buscar la verdad con sentido histórico, con integrali-
dad abierta al diálogo, en sus variadas dimensiones y condicionamientos. 
De otro modo puede ser fi cticia y utilitaria, adecuada al poder”.9

Si todo ello es así, diversos tópicos en la investigación sobre la gue-
rra interna deben abandonar califi cativos moralizantes o difusos, como: 
“fuerza demencial”, “profetas del odio”, o “terrorismo”, entre otros.Los 
cuales, en absoluto, prestan atención al análisis de: a) la lucha de clases en 
la guerra interna, b) las estrategias de contrainsurgencia-insurgencia y b) 
los discursos de legitimación que abrazaban las organizaciones armadas. 
En realidad, muchos tópicos del discurso dominante en el movimiento 
popular y nacional de la primera década de la guerra interna, como la vio-
lencia política, deben ser enjuiciados globalmente, desde su ubicación histó-
rica como pensamiento y acción concreta. Nadie dudará, que en los años 
‘70 y ‘80 se explicaba el análisis de la violencia política de la mano de los 
problemas sociales entre las clases; así, por ejemplo, el ex senador de iz-
9 LORA CAM, Jorge. Comisión de la Verdad ofi cial en Perú: ¿Legitimación del terror de 
Estado y reconciliación de los poderosos?, publicado el 07, noviembre del 2003. Fuen-
te: http://www.lafogata.org/peru2003/per_terror.htm. Por otro lado, no es menos cierto 
que, en los últimos años, las voces disidentes o críticas que proponen visiones distintas a 
lo sucedido en la guerra interna, y en contra de diversos puntos del Informe Final de la 
CVR, no han provenido de la derecha, sino de sectores progresistas. Así, por ejemplo, el 
dibujante peruano Cossio, en una entrevista para la Revista Ideele, dice: “Considero que 
hay memorias parciales e interesadas. De esta manera el Estado tiene su memoria ofi cial y 
su conteo ofi cial de cómo se dieron los diversos sucesos en pleno confl icto armado. Por 
otro lado, tenemos la memoria de las víctimas, con un enfoque muy distinto al del Estado 
y las Fuerzas Armadas. De esta manera, apreciamos que hay diversas memorias paralelas. 
Así, hay que elaborar una memoria del ciudadano limeño, que va a ser muy distinta de la del 
ciudadano arequipeño o ayacuchano”. ALFREDO VILLAR, Luis Rossell y COSIO, Cosio, 
Rupay, historias gráfi cas de la violencia en el Perú 1980-1984. Fuente: http://revistaideele.
com/ideele/content/los-trazos-gr%C3%A1fi cos-de-la-memoria.
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quierda (1985-1990) y presidente de la primera Comisión de Investigación 
(1989) sobre la subversión en el país, Enrique Bernales, declaraba teorías y 
apreciaciones sobre la guerra interna, que hoy serían consideradas como 
“funcionales al terrorismo” y demás califi cativos. Veamos:

“(…) lo que hallamos en el panorama del Perú, es un proceso de acumula-
ción histórica de violencia tan continuo que llegó a hacer de nuestro país, un país 
afectado por la violencia estructural”; por lo que, según él: “En el Perú de hoy, 
es violenta la sociedad, es violento el Estado, sigue siendo violenta la dependencia 
que nos condiciona, es violenta la marginación, es violenta la relación entre los 
sectores sociales (…). Los mecanismos del orden social hasta comienzos de los 
80´ ya no sirven más”. Por ello, se llegó a plantear una solución que hoy podría 
ser catalogada de “irracional”: “Yo digo que es necesario «un acuerdo nacional» 
que sea en las bases sociales, en los protagonismos históricos de las masas ex-
plotadas (…) Lo importante es que el cambio debe ser profundo y total. Pienso 
que hay que volver a fundar este país. Será igual que en la creación. Después 
del caos viene el orden”.

II. El discurso de una guerra sin causas

Una opinión muy difundida, en el discurso de la CVR es que “el PCP 
le declaró la guerra al Estado peruano, por ello es merecedor de la princi-
pal responsabilidad”;10 por lo que, según este juicio, esta declaración por 
sí sola desencadenó la guerra interna.11 Sobre esta perspectiva se estudian 

10 Existen diversas declaraciones, investigaciones, artículos que certifi can lo anotado. Es 
ilustrativo que la CVR al momento de enjuiciar responsabilidades sobre masacres a pobla-
ciones y gente inocente anota lo siguiente: “Pero las operaciones militares para vencer a un 
enemigo difícil de identifi car– lo que es también distintivo del PCP-SL– acarrean inevita-
blemente múltiples actos de violencia contra personas inocentes (…). Todos estos costos 
y riesgos morales son ocasionados por la decisión estatal de emplear la fuerza militar en el 
confl icto interno, aunque el causante y responsable principal sea, sin duda, el grupo subver-
sivo que emprendió una lucha armada injusta contra el Estado democrático”. INFORME 
FINAL DE LA CVR. Tomo II, p.247. Fuente: http://www.derechos.org/nizkor/peru/
libros/cv/ii/13.html.
11Esta califi cación sobre la caracterización del confl icto armado como “guerra interna o 
confl icto armado interno” actualmente es atacada por la prensa y la derecha oligarca, pro-
duciéndose diversas concesiones por parte de quienes lo utilizaron como concepto. Por 
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problemas como la militarización de la sociedad o la participación de po-
blación civil en las estrategias contrainsurgentes, entre otros. Ahora bien, 
el sentido expreso de esta declaración es algo obvio, dado su conocimiento 
generalizado en la población; sin embargo, lo que se expone como obvio 
puede estar destinado a ocultar la formulación del problema de fondo: el 
porqué de la guerra. Como gustan decir algunos fi lósofos “deconstruya-
mos”: lo obvio resulta de la plena interiorización de una idea en la mente del 
sujeto, hasta el grado de no necesitarse del auxilio de alguna explicación 
para declararla como tal. Es obvio que “el fuego quema”, se podría decir. 
No obstante, que lo obvio prescinda de un porque, no signifi ca que en su 
génesis no precisó de alguna explicación para su posterior constitución.

Ahora bien, si el PCP inició la guerra interna: ¿quiere decir que ellos 
son absolutos responsables de sus consecuencias? O ¿ella se inició por la 
simple voluntad de una organización armada? Se suele responder de mil 
maneras, más allá de la objetividad o verdad de las respuestas. Sin embar-
go, a continuación argumentaré a favor de un factor, –entre otros– que 
objetivamente fue el caldo de cultivo de la subversión en el país, mediante la 
siguiente interrogante:

i) ¿La defensa del Estado burgués es la defensa del pueblo?

La principal razón que justifi ca la reacción de las Fuerzas Armadas 
reside en la defensa del Estado, que, además, ideológicamente es equi-
parado a “la democracia, la ley y el país”. Esto es el dogma del discurso 
burgués. En realidad, defender al Estado es bregar por un orden determi-
nado, pues no se puede defender lo abstracto, sino lo concreto. El orden 
que defendió el Estado peruano en la guerra interna era el orden de la gran 
burguesía, expresado en sus diversas instituciones; por ejemplo: el Parla-
mento contenía, en su mayoría, a los principales partidos de la oligarquía 

ejemplo, el ex presidente de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, que defi nió es-
cenario de la guerra del PCP contra el Estado como confl icto armado interno, manifestó 
que: “Nosotros usamos el término Confl icto Armado Interno, como se usó en diferentes 
comisiones de la verdad en el mundo. Pero en absoluto se trató de una guerra. No se puede 
enfrentar como guerra, legitimando como beligerante al enemigo, a través de actitudes que 
éticamente nos colocan en su situación”. LERNER FEBRES, Salomón, Ex presidente 
de la CVR: Lo que ocurrió en el Perú no fue una guerra civil, 23-01-2012 Fuente: http://
www.larepublica.pe/23-01-2012/ex-presidente-de-la-cvr-lo-que-ocurrio-en-el-peru-no-
fue-una-guerra-civil.
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–declarados o funcionales– como el Partido Popular Cristiano (PPC, en 
adelante), Acción Popular (AP, en adelante) y el Partido Aprista Peruano 
(APRA, en adelante). La Izquierda peruana, por cierto, desde la década de 
los ‘70 hasta los años ‘80, reconocía abiertamente el carácter burgués del 
Parlamento, utilizándolo como “tribuna de lucha”, como se admitió en la 
primera declaración del frente electoral que los unió en el Frente “Izquier-
da Unida”.12 En suma, todas las instituciones –sin excepción alguna– se 
hallaban construidas para jugar un rol de alimentación y sostenimiento del 
orden social imperante que explosionaba sin cesar durante esa época. Ello 
era así, a pesar de la voluntad de algunos funcionarios, políticos de buena 
voluntad, o diversos actores que eran conscientes de esta situación. 

¿Cómo entender todo esto? La historia anterior a la década de los ‘80, 
nos permite entender la realidad de esta. En ese sentido, la década de los 
setenta se inaugura en medio de un proceso de cambios estructurales del 
Estado peruano y del orden social que lo sostenía. Nadie negaba los cam-
bios, el problema fue quien los impulsó y con qué interés lo hizo, en una 
palabra: ¿era la revolución del pueblo y para el pueblo o era “el juego de 
cintura” de la gran burguesía peruana para impedir su hoguera? Lo cierto 
es que un proceso de cambios al mando de una institución, como las Fuer-
zas Armadas, sostén último del Estado, tenía que contar con alas cortas y 
pico grande. Al fi nal de los ‘70, en medio de una grave crisis económica, 
olas nacionales de protestas populares y presiones de la oligarquía a los 
militares, la dictadura militar de las Fuerzas Armadas, al mando del Gral. 
Francisco Bermúdez, renunciaron al objetivo, entre otros, de suministrar 
un soporte constitucional a los cambios y ajustes generados; por lo que, 

12La mayoría de partidos de la izquierda electoral, durante la década de 80’ se agruparon en 
torno al Frente “Izquierda Unida”, conformado por el Partido Comunista Peruano (PCP) 
Unidad, el Partido Socialista Revolucionario (PSR), Partido Comunista Revolucionario (PCR) 
Clase Obrera, Frente Obrero Campesino Estudiantil Popular (FOCEP), Unión de Izquierda 
Revolucionaria (UNIR), Unión Democrática Popular (UDP),entre otros. Sobre el discurso 
del Parlamento como trinchera de agitación, por ser de carácter burgués, controlado por 
Acción Popular(AP) y el Partido Popular Cristiano(PPC), la Izquierda Unida decía, en 1980: 
“AP y el PPC necesitan golpear a las organizaciones sindicales, a los Frentes de Defensa y 
Asambleas Populares, a las rondas campesinas, a las organizaciones de PPJJ y toda organiza-
ción democrática, para desactivar al movimiento popular y domesticarlo a través de la seudo 
democracia de un parlamento burgués que no se busca en la auténtica voluntad popular”. 
HERRERA MOSTESINOS, Guillermo, Izquierda Unida y el Partido Comunista. (Fragmen-
to del Capítulo II). Fuente: http://www.jornaldearequipa.com/IU_debate.htm.
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convocaron a la Asamblea Constituyente, la que redactó la Constitución 
Política del Perú de 1979. Con ello, públicamente manifestaron su decisión 
de dejar el poder, ello, desde luego, no obedeció a ninguna voluntad de-
mocrática, sino a un temor de desborde popular que podría transformarse 
en una insurrección generalizada; es decir, la destrucción del status quo. Sin 
duda, es sabido que dentro de los planes de los militares no se encontraba 
la decisión de alejarse del poder. Al contrario, planifi caban la estabilidad 
institucional de las Fuerzas Armadas mediante un paquete de diversas 
reformas judiciales, políticas, etcétera; con el objetivo de conseguirlo. El 
punto de quiebre entre esta planifi cación y lo que sucedió más tarde se 
encuentra en las grandes movilizaciones populares que, como parte de la 
lucha de clases, se oponían a los planes políticos– económicos del General 
Morales Bermúdez, quien impulsó un programa de ajuste y encuadramien-
to radical de las exigencias populares a los planes políticos-económicos del 
gobierno de las Fuerzas Armadas. Si el General Juan Velasco Alvarado, en 
la denominada Pimera etapa del “Gobierno revolucionario de las Fuerzas 
Armadas” (1968-1975) signifi có el incendio que buscó arrasar los feudos 
de la oligarquía terrateniente en la perspectiva de los intereses capitalistas13 
de la sociedad peruana, mediante la Reforma Agraria y la instalación de la 
planifi cación estatal de la economía, la Segunda etapa del General Morales 
Bermúdez(1975-1980) fue la del bombero designado para apagar los fuegos 
encendidos debido a los cambios generados, como, por ejemplo, el despido 
masivo de dirigentes sindicales14 que comandaban un fuerte movimiento sindical 
13 Esto era una verdad difundida ampliamente por los intelectuales y partidos políticos de 
izquierda. Por ejemplo, Henry Pease– importante dirigente del Frente Izquierda Unida, se-
gunda fuerza nacional política en la década de ’80, declaraba, en relación al gobierno militar 
de la década de ’70, que: “El fortalecimiento del Estado, como gestor y empresario, no cues-
tionó los términos mismos de la economía capitalista ni replanteó su lógica de acumulación”, 
p. 12, además –prosigue– “La estructura productiva de la economía peruana quedará intacta, 
descansando en los tradicionales productos de exportación –ahora con fuerte control del 
Estado– e incentivando una industria de bienes dirigidos a sectores de altos ingresos y a la 
exportación vinculada al Grupo Andino”, p. 13; para concluir “Ninguna de las reformas 
aseguraba en sí condiciones estructurales nuevas de efectiva autonomía en el proceso produc-
tivo y menos aún la orientación de este en función de las necesidades populares, tan lejanas 
a lo ofrecido por la industria y tan escasamente satisfechas por la producción agropecuaria”. 
PEASE, Henry, Perú actual: crisis política tras una década militar. Fuente: http://www.cua-
dernospoliticos.unam.mx/cuadernos/contenido/CP.19/CP19.6.HenryPease.pdf.
14Como señala Rochabrún, “tras el paro nacional de 1977 el Gobierno autorizó el despido 
masivo de los dirigentes sindicales que habían participado en él. Los cálculos varían entre 
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clasista que luchaba por la autonomía de la clase obrera y por la radicali-
zación de los cambios en la perspectiva de un gobierno obrero-popular a 
contrapartida de la conducción militar pro-burguesa del Estado. Este mo-
vimiento, como muestra de su combatividad, realizó la histórica jornada de 
lucha que agotó las posibilidades de los militares en el gobierno; es decir, el 
paro nacional del 19 de julio de 1977, convocado por diferentes organizacio-
nes de base, frentes regionales de lucha, sindicatos combativos, intelectuales 
de avanzada, movimiento estudiantil y sectores antimilitaristas, los cuales, en 
buena cuenta, presionaron a la central sindical CGTP (Confederación Ge-
neral de los Trabajadores del Perú)15 para ofi cializarla como paro nacional, 
entre otros aspectos de importante valor histórico. 

La Asamblea Constituyente, por todo ello, se instaló en un escenario de 
enérgico confl icto social, entre la ilusión de cambios y el escepticismo de 
las fuerzas populares frente a veracidad de la declaración de los militares 
de dejar el gobierno. Los militares, por su posición en el Estado, ejercían 
un fuerte control a nivel psicológico y social, más allá de las formales ga-
rantías de trabajo libre y sin presión para los constituyentes. Numerosas dis-
posiciones normativas de la nueva Constitución obedecieron a esa presión 
real; por ejemplo, con la legalización constitucional del Estado de Emergen-
cia. Éste fue, con el desarrollo de la guerra interna, el principal instrumento 
legal de justifi cación de la intervención de las Fuerzas Armadas, ya que 
mediante esa fi gura legal “el presidente tiene la facultad de autorizar que el 
control político-social pase a manos de las fuerzas armadas”16. La presión 
militar era tal, que se dieron el lujo de deportar a líderes de agrupaciones de 
izquierda, como al presidente del Partido Socialista Revolucionario, Leó-
nidas Rodríguez Figueroa17, a quien deportaron a la Argentina y, en cola-
boración con la criminal dictadura argentina de esos tiempos, fue recluido 
en una cárcel de Jujuy.

1,800 y 5,000 trabajadores despedidos, ellos constituían la capa de líderes populares de más 
amplia y experimentada de toda la historia peruana”, ROCHABRÚN, Guillermo, Izquier-
da, Democracia y crisis en el Perú”, en Batallas por la Teoría. En torno a Marx y el Perú, p. 
387 (nota de pie de página Nº4). 
15 La CGTP estaba bajo la conducción política del Partido Comunista Peruano “Unidad”, 
afín al Gobierno de las Fuerzas Armadas.
16 LORA CAM, Jorge. Los Derechos Humanos en Perú 1980-1984, p. 8.
17 En: Adriánzen, Alberto (coordinador), Apogeo y crisis de la izquierda peruana. Hablan 
sus protagonistas, p. 556.



– 144 –

La Asamblea Constituyente, dadas las condiciones materiales para su 
realización, fue una ilusión que le costó terriblemente cara al pueblo, ya 
que si miramos en perspectiva no solo elaboró facultades legales para la 
masacre de pueblos enteros en la sierra peruana,18 sino cobijó la instala-
ción de gobiernos afi nes a las políticas monetaristas, antecedente directo 
del neoliberalismo,19 como el gobierno de Acción Popular, pasando por 
el gobierno populista y corrupto del APRA, responsable de masacres y 
genocidios, como El Frontón20 y, por último, la creación de una de las 
peores dictaduras neoliberales de Latinoamérica, como la del Ing. Alberto 
Fujimori, quién impuso un modelo de crecimiento económico acorde a 
las recetas del Fondo Monetario Internacional y del Bando Mundial, de 

18 Ello fue así, más allá de las denuncias que los líderes de la izquierda peruana hacían cuan-
do se descubrían acciones de las Fuerzas Armadas que violaban los Derechos Humanos. 
Me refi ero a que la clase dominante, en su afán de destruir a toda costa el proceso insur-
gente, poseía la sartén por el mango en estos temas. Un caso paradigmático lo tenemos 
en el Caso Uchuraccay, donde se mataron a 8 compañeros periodistas de diversos medios 
de prensa nacional, frente al cual por las denuncias de los organismos de Derechos Hu-
manos el Estado abrió una Comisión parlamentaria de Investigación, bajo la dirección del 
novelista Mario Vargas Llosa, la que determinó que por un “un error los comuneros de 
la población de Uchurraccay confundieron a los periodistas con senderistas”. Más tarde, 
se descubrió que, en realidad, esa comunidad operaba como una base contrainsurgente y 
que muchos de los comuneros que asesinaron a los periodistas no es que estaba “confun-
didos” sino que eran militares disfrazados de campesinos con el objetivo de ultimar a los 
periodistas para que no investiguen los crímenes a los Derechos Humanos que realizaba 
los militares, entre otras razones. 
19 El segundo gobierno de Belaúnde se rodeó de un equipo económico liberal-monetarista, 
bajo dirección del Fondo Monetario Internacional (FMI), liderado por Manuel Ulloa, di-
rector del diario Expreso y ministro de Economía de su gobierno. Desde 1982, Belaúnde se 
sometió a un programa de ajuste del FMI. Según este, el principal problema del Perú era el 
défi cit fi scal, el mismo que se debía a que el Perú gastaba más de lo que  exportaba; luego, 
el FMI obligó al gobierno de Belaúnde a reducir el presupuesto del Estado, a incrementar 
las tarifas públicas y a devaluar la moneda nacional, el sol. Estas medidas ocasionaron 
una fuerte recesión (contracción de la demanda) que repercutió en el bolsillo del pueblo: 
por ejemplo, el ingreso per cápita cayó signifi cativamente: 14,8%, como señalan muchos 
analistas. Ello, sumado al estallido de la crisis de la deuda externa en Latinoamérica, que 
produjo la quiebra económica del Perú en 1983, lo que agudizó los confl ictos sociales y 
la desesperación de un amplio sector popular, produciéndose la constitución de nuevas 
organizaciones alzadas en armas, como el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru. El 
gobierno de Belaúnde dejó al país en una profunda crisis económica.
20 Masacre de prisioneros de guerra, militantes del PCP, recluidos en el penal limeño El 
Frontón, a cargo de la Marina de Guerra del Perú.
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vigencia hasta la actualidad, sin contar que en este gobierno se aplicó de-
cidida y estratégicamente la doctrina de la guerra de baja intensidad21 con 
todas las consecuencias devastadoras, como el crimen de La Cantuta, para 
los intereses de las clases populares. 

III. Estado contrainsurgente y militarización 
en la década de los ochenta

El Estado de la década de 1980 se encontraba, entre otras formas, sus-
tentado en: a) una democracia formal e incipiente, b) una hegemonía de 
partidos afi nes al régimen (oligarcas y populistas), como el Partido Popular 
Cristiano, como Acción Popular, APRA y, c) un sistema de economía al 
servicio de los monopolios capitalistas y del imperialismo estadounidense, 
con mandato del Fondo Monetario Internacional, d) un sistema de justicia 
autoritaria, clasista; entre otras características. No había, salvo el concurso 
de unas elecciones –que dicho sea de paso, nadie puede catalogar como 
instrumento creíble para defi nir la democracia popular– razones sufi cientes 
para defi nir un régimen democrático, como para utilizarlo de argumento de 
oposición al origen del caldo de cultivo de la subversión. Al contrario, lejos 
de la democracia soñada por algunos, el Estado adoptó en su sistema un 
carácter contrainsurgente; es decir, su fi n primordial era la destrucción de la 
insurgencia del PCP y del MRTA; por consiguiente, hubo crecimiento del 
proceso de militarización de la sociedad y la implantación de un terrorismo 
de Estado, que es una manera –imprecisa, pero gráfi ca– de califi car los mé-
todos de lucha contrainsurgente del Estado, como la instalación de cuar-
teles militares que funcionaban como campos de exterminio de población 
civil campesina.22

1. Noción general de contrainsurgencia en la guerra interna

La contrainsurgencia, a modo general, es la práctica que realizan los 
estados mediante sus Fuerzas Armadas dirigidas a doblegar, como regla 
general, a las organizaciones armadas que buscan subvertir el orden social. 
21 Así, lo denunció el periodista peruano Umberto Jara, en su libro “Ojo por ojo”.
22 Paradigmática, es el Cuartel Los Cabitos, en Ayacucho, donde se torturaron, asesinaron, 
y violaron a muchos pobladores de los andes.
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Las formas de ejercerla varían a partir de distintas condiciones reales, re-
lacionadas con la lucha de clases; así, por ejemplo: 1) la estrategia de los 
insurgentes, 2) el carácter e intensidad de las libertades democráticas de 
un país, 3) los tratados internacionales sobre Derechos Humanos, 4) la 
experiencia de los ejércitos en materia antisubversiva, entre otros factores. 
La idea básica que ha guiado la lucha contrainsurgente ha sido esta: “de 
perecer el Estado, perece el orden social que lo sustenta”. 

Ahora bien, el Estado peruano durante gran parte de la década de los 
ochenta estuvo orientado por la experiencia militar de las fuerzas armadas 
francesas en su lucha anti-insurgente en Argelia y Vietnam, las mismas 
que fueron aplicadas en Argentina, desde donde llegó a Perú. La máxima 
de esta estrategia consistía en aislar a la insurgencia de la población civil, 
bajo diversos métodos que, en líneas generales, consistían en buscar el 
temor de la población civil (campesina) que apoyaba, directa o indirecta-
mente, con su acción o neutralidad, a la insurgencia. El terror, bajo esta 
perspectiva, fue el principal método de accionar militar del Estado, pues 
pensaban que a mayor acción militar en la población campesina, menor 
sería la capacidad de resistencia del PCP. No buscaban dejar fuera de com-
bate al PCP, sino exterminar totalmente a todas las bases de la insurgencia 
desde los militantes hasta las denominadas bases de apoyo; es decir, el PCP, 
en la aspiración máxima del Estado, debía quedar derrotado no solo en lo 
militar, sino en lo elemental: carecer de personas. El terror se generalizó: 
poblaciones arrasadas, instalación de campos de concentración, tortura a 
prisioneros o acusados de terroristas, entre otras acciones. 

Abordaremos, a continuación, la evaluación de dos componentes fun-
damentales de la estrategia contrainsurgente del Estado:

i) El Comando político-militar: el organizador de masacres

El Estado dejó la conducción de la lucha contrainsurgente en manos 
de las Fuerzas Armadas, sin ningún control político-legal, mediante los 
denominados Comandos Políticos-Militares,23 que eran organismos mili-

23 Se empezó a “regular” y “formalizar” sus acciones mediante la Ley Nº24150, en 1985; 
dada al fi nal del gobierno del Arq. Fernando Belaunde Terry. En su artículo Nº8 dispo-
nía que: “En el estado de sitio, el ofi cial de las Fuerzas Armadas que suma el Coman-
do Político Militar adoptará, en el ámbito de su jurisdicción, las medidas siguientes: La 
ejecución de las actividades de movilización; la ejecución de las actividades de Defensa 
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tares –con manto legal, pero plenipotenciarios– que controlaban las regio-
nes del país en Estado de Emergencia. Como nos dice, García Sayán, actual 
miembro de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, “al consti-
tuirse una suerte de «Estado dentro del Estado» en la denominada zona de 
emergencia de Ayacucho a partir de 1983, la violencia se acrecentó (…)”, 
y, luego “El andamiaje institucional que supuestamente debía operar den-
tro de un régimen constitucional (…) se paralizó por completo: el Poder 
Judicial y el Ministerio Público parecían no existir. La autoridad militar no 
los dejaba operar, los propios aparatos civiles abdicaban de su autoridad y 
la población poco o nada esperaba de ellos”.24

Es sintomático destacar que, en los debates de los partidos políticos 
con representación parlamentaria, se ventilaban diversas formas de luchar 
contra la insurgencia a nivel legal, político, militar. Por ejemplo, en esos 
años ya se debatían medidas legislativas en torno a crear juzgados especiales 
que procesaran a acusados por terrorismo mediante jueces sin rostro,25 los 
mismos que como se sabe fueron ampliamente utilizados durante la dicta-
dura cívico-militar del Ing. Alberto Fujimori. La publicidad de un juicio, la 
garantía de un juez natural y el derecho de defensa, garantías de un Estado 
de Derecho, se convertían en obstáculos para la lucha contrainsurgente. 
El Estado violaba tratados internacionales sobre Derecho Internacional 

Civil; la seguridad territorial; y la acción de gobierno y control político administrativo”. 
Con el tiempo esta ley fue modifi cada en algunas de sus disposiciones, pero sin alterar 
su objetivo de otorgar total cobertura legal para las acciones de las Fuerzas Armadas en 
las zonas de emergencia. Ver: http://www.iidh.ed.cr/BibliotecaWeb/Varios/Documen-
tos/BD_1671992221/Participacion%20de%20las%20FFAA-Orden%20interno-Peru.
pdf?url=%2FBibliotecaWeb%2FVarios%2FDocumentos%2FBD_1671992221%2FParti
cipacion+de+las+FFAA-Orden+interno-Peru.pdf.
24 GARCÍA SAYAN, Diego. Terrorismo y Pacifi cación. Fuente: http://www.revistaei.uchile.
cl/index.php/REI/article/viewFile/15541/16002. Con el pasar del tiempo, adquirieron po-
deres concluyentes, como lo anota Lora Cam: “(…) con el Decreto Legislativo 749, estas au-
mentan hasta el punto de conducir las acciones de desarrollo, subordinando a las autoridades 
políticas, a los organismos públicos y a los gobiernos regionales y locales. Manejan el presu-
puesto y los aspectos fi nancieros de la región; nombran, fi scalizan y remueven funcionarios a 
su antojo”, p.37. En: LORA CAM, Jorge, Los Derechos Humanos en el Perú 1990-1994.
25 Nos recuerda, García Sayán, en relación a esas propuestas: “Quedaron en el aire omi-
nosas propuestas con la de los jueces enmascarados o los tribunales militares, pero estas 
ideas siguen en ciertas mentalidades tan alejadas de la problemática social del Perú que no 
se percatan que su eventual concreción no haría más que hacerle el juego al violentismo 
antidemocrático”. Ídem, p.11, 12.
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Humanitario, como La Convención de Ginebra. Todo indicaba que las 
Fuerzas Armadas “torpedean con tanto o mayor efi ciencia que Sendero 
Luminoso la vigencia de la institucionalidad contra la cual es Sendero el 
que se ha levantado”26. En otros casos, la violación de las leyeseraclandes-
tina, al punto de utilizar métodos de tortura para obtener información, tal 
como recomendaba el General Roger Trinquier27 y la doctrina francesa 
de lucha contrainsurgente. El Diario Marka, en 1983, denunciaba que se 
había fi ltrado en la prensa un documento secreto del Ejército en el cual 
se daban órdenes de tortura: “Que se le interrogue lo máximo antes de 
que muera por la herida, si no llega a suceder mátenlo de todas maneras. 
A los otros elimínenlos luego del interrogatorio. La orden ya está dada, 
que no quede ninguno con vida. Orden de Papá punto”28.En un escenario 
así, los gobiernos de la guerra interna eran reacios a recibir inspecciones 
internacionales sobre la situación de los Derechos Humanos en el Perú. 
Por ejemplo, Lora Cam nos recuerda que Belaunde se rehusaba a recibir a 
una Comisión de Derechos Humanos de la ONU: “Ante las presiones in-
ternacionales, el grupo de trabajo de Naciones Unidas logró viajar a Perú y 
comprobar la certeza de sus sospechas de un tenebroso genocidio andino: 
grandes fosas comunes y botaderos de cadáveres”.29

En suma, se seguía el camino labrado por los ejércitos latinoamericanos, 
de las “recetas” de la doctrina de Seguridad Nacional; es decir, masacres 
de pueblos, tortura de prisioneros, campos de exterminio, entre otros. Las 
organizaciones nacionales e internacionales de Derechos Humanos, como 
Amnistía Internacional, Americas Watch,30 entre otros, cumplieron, en algunos 
26 Ídem, p.16.
27 “Si el prisionero ofrece rápidamente la información que se le pide, el examen termina en-
seguida. Pero si esta información no se produce de inmediato sus adversarios se ven forza-
dos a obtenerla empleando cualquier medio. Entonces, el terrorista (…) tiene que soportar 
sus sufrimientos, y quizás hasta la misma muerte, sin decir media palabra”. TRINQUIER, 
Roger. La guerra moderna y la lucha contras las guerrillas. p. 53.
28 ARCE BORJA, Luis. Memorias de una Guerra, p. 21.
29 LORA CAM, Jorge. Los Derechos Humanos en el Perú 1980-1994, p. 20. También, 
DE GREGORI, Carlos y RIVERA, Carlos. Perú 1980-1993: Fuerzas Armas, Subversión 
y Democracia, p. 11.
30 Esta organización emitió un histórico informe sobre diversas masacres en la sierra pe-
ruana: Accomarca, Pucayacu, Chapi, etc. Véase: “Derechos Humanos en el Perú: Primer 
año del Presidente García. Informe de Americas Watch”, editado por la Comisión Andina 
de Juristas, en 1986.
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casos, importantes roles por sus denuncias a las Fuerzas Armadas por vio-
laciones de Derechos Humanos, establecidos en Tratados Internacionales 
que el Estado peruano había fi rmado. Por cada muerto a manos de las 
Fuerzas Armadas, el PCP retrucaba:” ¡Abajo el Estado genocida!”31 Como 
admite De Gregori, criticando la actuación del Estado: “Pero los resulta-
dos de la ofensiva genocida desatada entre 1983 y 1984, que produjo más 
de 5 mil muertos en un territorio con menos de 500 mil habitantes, fueron 
totalmente contraproducentes”.32

Para terminar, a manera de grafi car las refl exiones anteriores, citaré el 
Testimonio de Esteban Canchari Cacñahuaray,33 uno de los pocos prisio-
neros sobrevivientes del cuartel “Los Cabitos”, Ayacucho, 1983. 

“Al llegar al Cuartel Los Cabitos (…) permanecí cerca de un mes, en que 
fui sometido a diversos abusos: Me ataron las manos hacia atrás y me colgaban, 
me golpeaban severamente, me sumergían en una tina con agua, me aplicaron 
descargas eléctricas en el ano, entre otras clases de torturas. Me maltrataban 
de dos a tres veces por semana. El tiempo de las torturas era oscilante entre 
una hora a varias, hasta perder el conocimiento. (…) En dos oportunidades 
fui colgado de un helicóptero en vuelo, atado con una soga mientras con el pie 
era balanceado como un columpio durante aproximadamente tres minutos… 
pude percibir que frente a mi celda había otras personas detenidas, las cuales 
gritaban y se quejaban de dolor…”. (CVR, 08-2003. Declaración testimonial 
de Esteban Canchari Cacñahuaray. Testimonio reservado).

ii) Rondas campesinas: oponer masas contra masas

La población civil sostiene la base social de cualquier orden; por lo 
que, en una guerra interna, su apoyo se eleva a la categoría de cuestión 
de vida o muerte. Obtener su respaldo lo es todo para las acciones arma-
das, ya que sostiene todo lo demás: fuentes de inteligencia, información 
31 No cabe duda, la invocación del respeto al Estado de derecho simplemente quedaba 
como petición contenida de simple ilusión sin base real, o incluso como una solicitud ridí-
cula que realizaban las organizaciones de Derechos Humanos al Estado, ya que la guerra 
demandaba el uso total de la fuerza. En la lógica de los militares, la Constitución lejos de 
favorecer el accionar del Estado, jugaba a favor del PCP; puesto que, dotaba de proteccio-
nes legales al momento de su detención, o simplemente de su exterminio. 
32 Ídem, p. 10.
33 Para mayores refl exiones, véase: ARCE BORJA, Luis. Memorias de una Guerra, p. 38.
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y logística; de ahí que Mao dijera que la guerrilla necesita del pueblo como el 
pez del agua. La conquista de la población civil también es el preludio del 
control de territorios y, con ello –por ejemplo, para el PCP– la formación 
de bases de apoyo34 que cobijen el embrión del nuevo poder, del nuevo Estado 
en oposición al ofi cial. No es la ecuación del ganador o perdedor la que 
defi ne el carácter de una guerra interna, sino la lucha por la destrucción 
o la defensa del orden, donde el Estado se defi ende acusando el inicio de 
una catástrofe social a mano de sus destructores, negándole toda raciona-
lidad; mientras que la insurgencia avanza no negando, sino afi rmado algo, 
proponiendo: liberaral pueblo por una nueva democracia, un nuevo país, un nuevo 
mundo; entre otros.35

Por ello, la táctica de oponer masa contra masa es una histórica política 
contrainsurgente de los Estados destinada a conquistar a la población civil 
en su favor. Esta táctica fue aplicada, por ejemplo, por los E.E.U.U. en la 
guerra del Vietnam con las llamadas “aldeas estratégicas”. Estas tácticas 
militares estaban destinadas a aislar a la insurgencia o guerrilla de su base 
social. Al respecto, el Mayor del Ejército Peruano, Fernandez Salvatecci, 
declaraba: “Es un axioma de la guerra contrainsurgente el apoyo que se 
debe buscar de los naturales (…). No debe llamar la atención que se haya 
nombrado para los puestos de gobernadores y tenientes gobernadores a 
gente “especial”, como Fortunato Gavilán en Uchuraccay (…)”;36 es decir, 
por si quedan dudas –prosigue, en otro párrafo– “En el Perú los para-
militares fueron organizaciones bajo rótulos de “Comités de Defensa” o 
de “autodefensa”, “ronda”; y “grupos de defensa civil”, para que sin ser 
militares cumplieran labores militares”.37

34 La formación de bases de apoyo era de vital importancia para la estrategia maoísta del PCP. 
35 La objetividad de esta descripción no predica necesariamente de la verdad, pues esta 
depende de la correlación de una teoría (discurso) con el hecho (acción).
36 SALVATECCI, Fernando. Terrorismo y guerra sucia, p. 61, 62.
37 Ibídem, p.66, 67. La misma CVR, también lo admite: “En diciembre de 1982, las F.F.A.A. 
se hicieron cargo de la lucha contrainsurgente en Ayacucho y, tres semanas después, se 
instala la Infantería de Marina en Huanta. Una de las primeras medidas que los militares 
aplican es agrupar a los campesinos en núcleos poblados y organizarlos en Comités de 
Defensa Civil (CDC), al estilo de las Aldeas Estratégicas organizadas por el ejército estado-
unidense en Vietnam y las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC) de Guatemala”. Informe 
de la CVR.I PARTE. Sección II. Capítulo 1: Los actores armados. Fuente: http://www.
derechos.org/nizkor/peru/libros/cv/ii/15.html.
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La promoción, organización y sostenimiento de las rondas campesinas 
(rondas, en adelante) estaban bajo control de las Fuerzas Armadas; tan-
to así, que los gobiernos civiles reconocían públicamente su valor, como 
parte de la guerra psicológica contra el PCP que consistía en proyectar la 
imagen de una insurgencia sin base social, aislada o ajena al mundo andino. 
El mensaje era simple: los campesinos no apoyan o se rebelan contra el 
PCP. Naturalmente, esta propaganda no es que no sea cierta, en cuanto a 
su certeza, sino que necesita una explicación superior, decisiva para expli-
car la dinámica real de la guerra interna: el campesino era rondero, pero 
también formaba parte de los Comités Populares del PCP, experimentando 
conversiones a uno u otro lado.38

El valor real de la función de las rondas nosiempre fue la misma en cada 
momento histórico de la guerra. Antes que los gobiernos civiles tomaran 
conciencia de los retos del confl icto bélico, los militares percibían que solo 
con el apoyo de los campesinos podían derrotar al PCP; sin embargo, esa 
intuición no bastaba para confi gurar una estrategia contrainsurgente sólida 
que pudiera salvar de la hoguera al Estado. Una muestra de ello es que las 
rondas recién tuvieron un primer reconocimiento legal en el año 1988,39 
38 Tal es caso de lo sucedido en la comunidad de Lucanamarca donde el PCP asestó feroces y 
sangrientos golpes a los miembros de esa comunidad, que no solo le había retirado su apoyo, 
sino que había asesinado a varios de sus militantes. El golpe político-militar que organizó el PCP 
contra los miembros rebeldes de esta comunidad fue denominado: “Golpe a las mesnadas”; es 
decir, se buscaba no solo una medida ejemplifi cadora que reafi rme la autoridad del PCP en las 
comunidades que funcionaban como base de apoyo, sino a su vez se comunicaba al Estado que 
el PCP no tendría ningún tipo de miramiento para enfrentar a las rondas campesinas, ya que, 
al ser una organización paramilitar, bajo conducción de las Fuerzas Armadas, eran, enemigos 
en la guerra interna, potenciales objetivos militares. Sin embargo, el golpe fue duro y brutal que 
mereció el repudio general, incluso de militantes y dirigentes del mismo PCP, debido a que co-
braron la vida de ancianos, niños y mujeres, al punto de que este hecho militar fue declarado por 
el Estado como ¨Símbolo de la barbarie y vesania de la violencia senderista”, con un respaldo 
rotundo de los diferentes partidos políticos legales de izquierda y derecha, de las miembros de 
las fuerzas armadas, de funcionarios públicos, de la prensa, entre otros. Incluso, en la actualidad, 
en Lucanamarca existe una sede de la Comisión de Derechos Humanos (COMISEDH). 
39 Como señala De Gregori, el principal ideólogo de la CVR y asesor contrainsurgente del 
Estado: “La vocación de militarizar diferentes ámbitos de la vida social aprovechando la 
situación de violencia, se advierte en los nuevos decretos que afectan a las rondas campe-
sinas, principalmente aquellas del norte del país. Estas organizaciones fueron reconocidas 
en marzo de 1988 como “rondas campesinas, pacífi cas, democráticas y autónomas” (DS 
012-88-IN)”. DE GREGORI, Carlos. Perú 1980-1993: Fuerzas Armas, Subversión y De-
mocracia. p. 25.
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bajo el gobierno del Dr. Alan García, mediante DS 012-88-IN, o sea a 
8 años después del inicio de la guerra. Ello no se trataba por ignorancia 
del papel de las rondas,40 ni que la forma coactiva del reclutamiento, por sí 
solo, alejara al campesino del militar, sino que los tratos de este a aquel 
eran como los tratos del colonizador al colonizado: sumisión o muerte, 
que originaba la desarticulación de cualquier táctica militar en ese sentido. 
Sin embargo, este punto conviene ser más explicado. El reclutamiento de 
campesinos en las rondas –más tarde llamados “comités de autodefensa”– 
no solo devino por métodos decoacción física, como pretendería una obser-
vación mecánica del asunto, al grado que, contrario sensu¸ si se demostrase 
que muchas rondas fueron creadas voluntariamente o espontáneamente, no sería 
posible hablar de una relación de causalidadentre la organización de las rondas 
con la aplicaciónde la táctica militar de oponer masa contra. Me parece que lo 
único que persigue un razonamiento así es negarle el carácter contrainsurgente 
a las rondas como organizaciones paramilitares: civiles con función militar. 
Lejos de ello, es necesario admitir que las formas de control del Estado son 
diversas, pero no contradictorias, porque apuntan hacia el mismo fi n: defen-
der el orden existente; luego la dominación del Estado no es solo por me-
canismosfísicos, como esclavizar a una persona, sino también psicológico 
–y esto fundamentalmente dado el avance del sistema de control social del 
Estado–. El capitalismo ha demostrado que su específi ca –no única– do-
minación es la ideológica; como, por ejemplo, el uso de la gran prensa para 
presentar como salvadores de las crisis de los pueblos a los que son sus 
responsables; o, más propiamente, dado el problema colonial que demos-
tró la guerra interna, la dominación étnico-colonial que hubo y se mantie-
ne del centralismo criollo de Lima-capital en detrimento de las provincias 
andinas e indígenas, mediante la cual se experimentó el largo silencio del 
Perú ofi cial sobre las masacres y genocidios que ocurrían en los andes.41

40 Además, no olvidemos que, desde la formación histórica del Estado,  se ha prohibido 
el uso privado de la violencia, en cualquiera de sus aplicaciones; es decir, en este caso 
concreto, el Estado debía ceder a los ronderos el monopolio de la violencia, con todos los 
riesgos de rebelión, desobediencia o descontrol que ello generaba. En otras palabras, el 
Estado burgués-criollo que explotaba y discriminaba a los campesinos del ande (desde la 
Colonia hasta los momentos mismos de la guerra), ahora le solicitaba auxilio para impedir 
su hoguera.
41 Podríamos citar más casos. Por ejemplo, una de las más actuales –por su valor vigente, y 
no por su origen histórico– en la que el Estado bajo una gran campaña de “modernización 
e impulso de inversiones” realiza licitaciones de grandes zonas de tierras comunales indí-
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En suma, podríamos describir la operación que realizaba el Estado –me-
diante sus Fuerzas Armadas– para enrolar a campesinos en las rondas:42 1) 
Aprovechaba los confl ictos de comunidades campesinas rivales, por distin-
tos factores: problemas de tierras, problemas religiosos, económicos, en la 
búsqueda de oponer criterios de selección: simpatía o no con la insurgencia; 
2) promovía cambios en los representantes de la comunidad en la que se dis-
ponía la instalación de bases contrainsurgentes, mediante el cambio de au-
toridades bajo criterios como su condición social-económica, por ejemplo: 
campesinos con posesión de tierras oligados al Ejército; 3) como producto 
del aprovechamiento de las contradicciones existentes en las comunidades, 
sumada a la penetración de cuadros potenciales paramilitares en ellas, se or-
ganiza a la comunidad para combatir abiertamente al PCP; incluso, bajo 
condiciones difíciles, como la ausencia de provisión de armas.

Las rondas campesinas, como se dijo, contaban con el aval del Esta-
do en cuanto acción desplegasen, incluso en supuestos de violación de 
Derechos Humanos. Tal fue así, que el propio presidente Arq. Fernando 
Belaunde Terry, en relación a los sucesos de Uchuraccay, donde 9 pe-
riodistas de distintas agencias de prensa nacional fueron ultimados por 
ronderos y militares disfrazados de campesinos, con el aval de las auto-
ridades de la comunidad campesina –la que, además, funcionaba como 
base contrainsurgente– aplaudió la acción, porque las víctimas se trataban de 
supuestos senderistas. La felicitación vino de la mano de apoyo militar, 
logístico y económico.43 

genas a capitales transnacionales mineros-petroleros-contaminantes, negando la especial 
relación hombre-naturaleza que habita en el mundo selvático, no solo por su valor cultu-
ral, sino de vida basado en la comunidad de propiedad de sus habitantes y la defensa del 
medioambiente como una cuestión de vida y respeto a la madre-naturaleza.
42 LORA CAM, Jorge. Los Derechos Humanos en el Perú 1980-1994, p.21, 22. También, 
FLORES GALINDO: “(…) El ejército estudió previamente la situación, descubriendo 
que este mundo comunero era poco homogéneo y que, por el contrario, estaba atravesado 
por múltiples confl ictos, que separan a comunidades más prósperas de otras empobrecidas, 
a pastores de agricultores, a hombres de altura de los que habitaban en valles cálidos, que 
existían antiguos litigios por tierras por tierras o rivalidades interétnicas; había que insertar-
se en esta historia anterior, descubrir en qué comunidades estaba sendero y encontrar a sus 
inevitables rivales, donde siempre debían existir algunos conscriptos”. FLORES GALIN-
DO, Alberto, Buscando a un Inca, p. 397.
43 Para mayores detalles de los sucesos criminales de Uchuraccay, ver: COMISIÓN DE LA 
VERDAD Y RECONCILIACIÓN. Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconci-



– 154 –

IV. Anotación fi nal

1. El argumento: “quien declaró la guerra es responsable de todo”, no 
puede ser menos que estéril para un análisis de fondo del problema de 
la guerra interna. Razonar de esa manera equivale a absolver al gobierno 
de sus responsabilidades, ya que toda acción del Estado origina conse-
cuencias: una política económica antiobrera origina no solo paros, sino ma-
lestares sociales que terminan en protestas populares amplias, reprimidas 
por la seguridad del Estado: policías y militares, al grado de ocasionar no 
solo encarcelados, sino también muertos. Si uno razona en función de la 
tesis mencionada, podríamos llegar al absurdo de decir que la persona que 
murió por protestar contra el Estado es culpable, porque el Estado no se 
hubiera defendido si él no hubiera protestado. Dentro del sistema político 
burgués; entonces, como dijera Lenin: “(…) no tenemos ningún derecho a 
olvidar que la esclavitud asalariada es el destino del pueblo, incluso bajo la 
república burguesa más democrática. Más aún. Todo Estado es una «fuer-
za especial para la represión»“.

2. El problema de la guerra pasa, entonces por determinar las causas 
que la generaron y evaluar sobre ello las acciones de los responsables del 
confl icto armado interno. Ningún genio, por más destreza y habilidad con 
la que cuente, podría sostener una lucha que no cuente con razones que 
la respalden. A nivel general, un partido político por más voluntarismo 
armado y mesianismo criminal que se le acuse, no puede sostener una 
guerra interna, una guerra de extensión nacional, sin el concurso de un 
signifi cativo apoyo social. Lo contrario, equivale a aceptar que la historia 
de los pueblos la fundan las mentes más lúcidas –bondadosas o crimina-
les– de un pueblo.

liación. Lima: 2003, Tomo V / Capítulo 2.4. Caso Uchuraccay, p.121 -182. Fuente: http://
www.cverdad.org.pe/ifinal/pdf/TOMO%20V/SECCION%20TERCERA-Los%20
Escenarios%20de%20la%20violencia%20(continuacion)/2.%20HISTORIAS%20RE-
PRESENTATIVAS%20DE%20LA%20VIOLENCIA/2.4%20UCHURACCAY.pdf  . 
También, en polémica con el Informe de la CVR al respecto, SALCEDO, José María Las 
Tumbas de Uchuraccay, 30 años después. Editorial Tierra Nueva de Iquitos. Lima: 2013.
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LA EMERGENCIA DE BRASIL COMO 
EXPRESIÓN DE LOS CAMBIOS EN LAS 

RELACIONES INTERAMERICANAS DURANTE 
LOS PRIMEROS AÑOS DEL PRESENTE SIGLO

Mariano Millán
Darío A. de Benedetti

I. Estados Unidos y América Latina

La presencia militar norteamericana en América Latina

Las relaciones entre América Latina y Estados Unidos han presentado 
ciertos cambios durante la última década. A pesar de los momentos de 
tensión, como la III Cumbre del Unasur en 2009; estas variaciones, más 
que expresar un confl icto creciente, pueden leerse como un proceso de 
reordenamiento de las relaciones de estos países y Estados Unidos. Estas 
modifi caciones signifi can, para algunos Estados de la región, una oportu-
nidad para la constitución de un bloque suramericano que disminuya la 
asimetría con los Estados Unidos.

Las relaciones entre Estados Unidos y América Latina tienen una larga 
y extensa historia. Pese a las diferentes formas que éstas han adquirido 
en diferentes momentos y lugares, el aumento de la presencia político/
militar estadounidense en la región es uno de los factores más gravitantes 
de cualquier análisis. Uno de los indicadores más concretos de tal aserto 
puede encontrarse en la vasta red de bases militares que el país del norte 
fue construyendo en distintos puntos de Latinoamérica a lo largo de las 
décadas.
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Las bases militares en el continente no responden a un plan unívoco 
de dominación continental. Por el contrario, cada base o grupo de bases 
se ha sedimentado bajo diversos procesos. Así por ejemplo la base de 
Guantánamo fue otorgada a perpetuidad por parte del gobierno de Cuba 
a Estados Unidos en 1903 en “apoyo” al reconocimiento que éste le hizo 
por su independencia; las bases panameñas se instalaron en 1914 para pro-
teger el canal de Panamá y la reciente independencia que había propiciado 
Estados Unidos… mas aquí en el tiempo gran parte de las bases instaladas 
en territorio colombiano responden al Plan Colombia de 1999. Pese a ello, 
tales bases han tendido a ser una suerte de sede proconsular apócrifa y, 
en el mejor de los casos, un elemento disuasorio de políticas que atenten 
contra sus intereses.1

Dada esta genealogía, no resulta extraño que las bases se hayan man-
tenido y expandido de acuerdo a los objetivos estratégicos de turno. Uno 
de los casos donde estas observaciones cobran gran sentido es en el de 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, las FARC, que fueron 
recategorizadas una y otra vez de acuerdo a las concepciones del momen-
to. En los ‘60 y ‘70 eran consideradas como un movimiento subversivo, 
luego pasaron a ser conceptualizadas como un grupo terrorista, al mismo 
tiempo, en diversos períodos los EE.UU. califi caron a las FARC como 
una asociación narcotrafi cante. El traslado de una denominación a otra se 
produce a la ligera y sin mucha meditación:

“Los EE.UU. habían dejado a criterio político del presidente colombiano 
lo relacionado con la clasifi cación de las FARC y su conexión con las drogas. 
Después de todo la misma agencia antinarcóticos estadounidense (DEA) 
había sido siempre muy lenta para aceptar públicamente la idea de que las 
FARC era una organización narcotrafi cante. Sin embargo, a partir del 11 
de septiembre, cuando el terrorismo desplazó al narcotráfi co como el enemigo 
número uno de los EE.UU., había sido demasiado que los EE.UU. igno-
raran el carácter terrorista de estas organizaciones y que los colombianos le 
pidieran a los EE.UU. hacerlo.” 2

1 Luzzani, Telma (2012). Territorios Vigilados, Buenos Aires:Debate.
2 Demarest, G. (2002). Terrorismo en Colombia. Military Review (Ed. Hispanoamericana), 
LXXXII(1), 28–31, pag. 29.
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El cuestionamiento diplomático de las bases norteamericanas

En los últimos años varios analistas han presentado la presencia de 
las bases norteamericanas como una unidad (señalándola como una red, 
estructura, etc.), indagando con ello sobre los posibles riesgos latentes o ma-
nifi estos para el conjunto de la región. Por primera vez varios Estados de 
Sudamérica se expresaron en contra de tales asentamientos militares. Es 
interesante recordar, que ni siquiera la revolución cubana pudo erradicar la 
base de Guantánamo de su territorio, puesto que sus intenciones estaban 
en absoluta soledad en la región. 

Estas circunstancias han tenido ciertos cambios durante la última dé-
cada. La prensa y varios agrupamientos políticos de la región se han in-
teresado por llevar a cabo una discusión sobre las bases norteamericanas. 
Este problema se inscribe en un renovado interés de algunos de los países 
latinoamericanos por la cuestión de la defensa territorial. 

Para el caso brasileño el interés por las bases militares se inscribe pri-
meramente en el proceso de rechazo a las políticas estadounidenses de 
integración y liberalización económica bajo la denominada Área de Libre 
Comercio de las Américas (ALCA); y, tras el fracaso de su implementación, 
una serie de medidas tendientes a disminuir la asimetría de las relaciones 
políticas y económicas entre Estados Unidos y América Latina. Recor-
demos que Brasil se desembarazó de la presencia militar estadounidense 
en la base de Alcantará y rechazó su ingreso al ALCA en 2002 mediante 
un plebiscito. Para ello se han creado nuevos organismos periféricos de 
las instituciones liderados por EE.UU. que den cuenta de una readecua-
ción en el plano institucional a la nueva correlación de fuerzas en el plano 
económico. 

En términos más concretos, el problema de las bases norteamericanas 
se puso de manifi esto tras el golpe de Estado en Honduras que derrocó 
al presidente Manuel Zelaya. En aquel momento pudo comprobarse que 
los comandantes de la base de Soto Cano fueron uno de los actores que 
promovieron el golpe, brindando también el espacio de estas instalaciones 
para delinear las operaciones tendientes a cambiar el gobierno del país 
centroamericano.3

3 Golinger, Eva (2009) "La base militar de EEUU en Honduras en el centro del golpe", 
disponible en: www.rebelion.org/noticia.php?id=87944
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Los cambios en las relaciones diplomáticas

A mediados de la década pasada comenzó un cambio de tendencia 
en las relaciones diplomáticas entre varios países de América Latina y los 
EE.UU. Desde la caída del bloque soviético aquel país quedó establecido 
como hiperpotencia4 y, con nuevas fuerzas, se abocó a la tarea de articular 
un modelo de liberalización de las economías nacionales del continente de 
acuerdo a sus intereses. Primeramente, en 1993, se estableció el Tratado 
de Libre Comercio de América del Norte (NAFTA por su acrónimo en 
inglés), al tiempo que se desarrollaban las conversaciones sobre el ALCA, 
en 2003 se fi rmó el Tratado de Libre Comercio entre República Domini-
cana, Centroamérica y Estados Unidos de América (TLC). 

En 2005 se llevó a cabo en Mar del Plata la IV Cumbre de las Américas. 
Aquella reunión, que originalmente había sido programada para cerrar los 
últimos acuerdos sobre el ALCA, fue el escenario de una divergencia en-
tre algunos Estados latinoamericanos y los EE.UU. El rechazo al ALCA 
parece haber sido una sorpresa para todos los participantes, especialmente 
para Estados Unidos y sus estados aliados5. El fi n del ALCA supuso el co-
mienzo de una nueva etapa en las relaciones interestatales entre América 
Latina y Estados Unidos signada por la incertidumbre.

Los cambios en las relaciones entre los EE.UU. y los países de nuestro 
subcontinente tienen varias interpretaciones. En Norteamérica se afi rma, 
desde hace algunos años, que el poderío estadounidense, que creció desde 
la segunda posguerra mundial y alcanzó su punto más alto tras la caída del 
muro de Berlín, hoy se encuentra en declinación por una variedad de fac-
tores (económicos, políticos e ideológicos). Dentro del grupo de analistas 
que defi enden la tesis declinista6 no existe un acuerdo respecto a las causas, 

4 Méndez Gutiérrez del Valle, Ricardo. (2011). El nuevo mapa geopolítico del mundo. 
Valencia: Tirant lo Blanch, p. 217.
5 Se dice que George Bush dijo tras la cumbre “Estoy un poco sorprendido. Acá pasó algo 
que no tenía previsto”. Véase: Cibeira, Fernando (2005) "Un fi nal con el corazón partido", 
Página 12, disponible en: http://www.pagina12.com.ar/diario/elpais/1-58880-2005-11-
06.html
6 Véase por ejemplo: Ferguson, Niall. (2011). Coloso: Auge y decadencia del imperio norte-
americano: Debate. Wallerstein, Immanuel. (2006). La decadencia del poder estadouniden-
se: Estados Unidos en un mundo caótico. Buenos Aires: Capital Intelectual. Y Kupchan, 
Charles. (2002). The End of  the American Era: U.S. Foreign Policy and the Geopolitics of  
the Twenty-First Century. New York: Knopf.
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ni tampoco respecto a si dicho proceso es ineluctable. Desde esta pers-
pectiva el poderío estadounidense en la región se habría ido erosionando 
paulatinamente hasta socavar su poder hegemónico como potencia. 

Otra interpretación, que bien puede yuxtaponerse a la anterior, es el 
resurgimiento de nuevos centros económicos y políticos que darían paso 
a un mundo multipolar. El declive del poder estadounidense en el ámbito 
internacional no estaría dado por factores internos, sino que la corrosión 
de su estatuto de hiperpotencia está condicionada por un declive relativo 
ante la emergencia de otros polos políticos y económicos. Una de las lec-
turas que sustentan esta visión señala que Brasil, India, Rusia, China y 
Sudáfrica (BRICS) son las nuevas potencias cuya irrupción confi gura un 
nuevo escenario internacional.7 

La tesis BRICS tuvo su primera formulación por Jim O’Neill,8 quien 
anunciaba que la emergencia de estos países producirían múltiples centros 
de decisión vigorizaba y fortaleciendo y armonizando el proceso de glo-
balización. Si bien esta noción buscaba dar diagnóstico a los cambios so-
cioeconómicos que se avecinaban desde 2009, las clases dirigentes de estos 
Estados hicieron propia esta explicación y la materializaron en una serie de 
cumbres, la última desarrollada en marzo de 2012 donde acordaron crear 
un banco propio y también solicitaron reformas en el FMI y en el Banco 
Mundial que pongan a tales organismos en acuerdo con las características 
del nuevo escenario geopolítico.

II. La emergencia de Brasil

Si bien es cierto que Latinoamérica experimenta una expansión econó-
mica producida en gran parte por el aumento de las materias primas, tam-
bién es correcto afi rmar que la importancia de Brasil en el plano interna-
cional en el último decenio ha crecido constantemente, hasta convertirse 
en la principal economía de la región. Por ello, cualquier política regional 
que no cuente con el consentimiento y el apoyo del gigante suramericano 

7 Según el caso Sudafrica no es tenida en cuenta dentro de este grupo. De igual manera se 
discute si Corea del Sur y México deberían ser consideradas futuras potencias mundiales.
8 O'Neill, Jim (2001) “Building Better Global Economic BRICs” Global Economics Paper 
No. 66,
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es de difícil proyección, más aún cuando dichas políticas se orientan a re-
confi gurar la correlación de fuerzas respecto de Estados Unidos.

El desarrollo capitalista brasileño es incuestionable, su PBI es de alre-
dedor de 2.400.000 millones de dólares para 2012, lo que representa poco 
más que el 3% de la economía mundial y ubica a este país en el séptimo 
peldaño a nivel internacional. Estas cifras son el resultado de una notoria 
tendencia creciente que se sostiene desde hace varias décadas, más allá de 
los vaivenes coyunturales, y que ha conformado un PBI de un volumen 
cualitativamente superior al de cualquiera de los países de gran enverga-
dura en la región como son Argentina (alrededor de 750.000 millones de 
dólares para 2012), México (poco más que 1.750.000 millones de dólares), 
Venezuela (poco menos de 400.000 millones de dólares) o Colombia (algo 
más que 500.000 millones de dólares para 2012).

Al tiempo que se destacan esos y otros datos económicos, también se 
resalta el creciente y notorio rol de liderazgo político regional, tanto a nivel 
diplomático como militar. En este sentido es válido recordar que Brasil 
fue uno de los mayores impulsores de UNASUR y también de su Consejo 
Sudamericano de Defensa, siendo el presidente Lula Da Silva una de las 
principales fi guras públicas de la erección de estas instituciones. Asimis-
mo, también es pertinente recordar que las FFAA de este país son las que 
comandan a las fuerzas sudamericanas del contingente de la ONU que se 
encuentran apostadas en Haití tras el terremoto de 2010. Según Gratius 
“Sudamérica se perfi la como un espacio geopolítico integrado en torno a 
Brasil y más distante de EE.UU.”9. Más allá de que posiblemente esta afi r-
mación sea exagerada, la importancia de Brasil es tan decisiva que lo con-
vierte en el principal actor geopolítico de la región. En este sentido Brasil 
ha sido uno de los grandes impulsores y articuladores de los entramados 
políticos e institucionales que sucedieron tras el fallido ALCA a modo 
de articulación regional. Brasil fue uno de los impulsores de la Unión de 
Naciones Suramericanas (UNASUR), en un intento de integración política 
confi riéndole mayor poder que las relaciones bilaterales hasta el momento 
existente.

Por otro lado, Brasil y al igual que otros estados suramericanos, apos-
tó por un Consejo de Defensa Sudamericano (CSD), dejando de lado la 
9 Gratius, S. (2008) “¿Hacia una OTAN sudamericana? Brasil y un Consejo de Defensa Sudame-
ricano”, en: FRIDE, disponible en: http://www.fride.org/publicacion/401/%C2%BFhacia-
una-otan-sudamericana?-brasil-y-un-consejo-de-defensa-sudamericano, pág. 1. 
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anquilosada Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH) perteneciente al 
ámbito de la OEA y, por tanto, más cercana a los intereses del gobierno 
norteamericano. Es necesario recordar, también, que la creación del CSD 
de la UNASUR se produjo con posterioridad a que los Estados Unidos 
reactivara la IV Flota del Atlántico Sur, tras 50 años de inactividad. 

A este respecto, Gratius expone con gran claridad los intereses de Bra-
sil a la hora de conformar un Consejo Sudamericano de Defensa:

“* Llenar un espacio en materia de defensa latinoamericana, puesto que no se 
ha creado ninguna organización regional ni tampoco es “un área de cooperación 
efectiva” pese a que formalmente la región se ha constituido como zona de paz;

* Servir de plataforma y legitimación colectiva para la aspiración de Brasil de 
convertirse en miembro permanente del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas;

* Crear un sistema de defensa sudamericano y, en el futuro, una especie de 
OTAN subregional con una estructura y capacidad militar propia;

* Prevenir confl ictos en la región por la ampliación de medias de creación de 
confi anza y fortalecer el papel de mediación regional en crisis sudamericanas;

* Promover la cooperación en equipos y armas y, en particular, ampliar el 
mercado regional para la industria bélica de Brasil que es un importante expor-
tadores de material militar;

* Mejorar la seguridad de fronteras entre los doce países y sobre todo en la 
región del Amazon como espacio difícil de controlar;

* Luchar conjuntamente contra amenazas regionales como el narcotráfi co, 
el crimen organizado, el tráfi co de armas y los desastres naturales y fomentar el 
intercambio de información militar;

* Realizar ejercicios militares conjuntos y coordinar actividades en el seno de 
misiones regionales (OEA) o internacionales (ONU) de paz. Un importante 
precursor en este sentido es la coordinación sudamericana en la misión de Esta-
bilización en Haití bajo el comando militar de Brasil;

* Reducir paulatinamente la infl uencia militar de EE.UU. y sus bases en 
Sudamérica sin desafi ar abiertamente su hegemonía.”10

10 Ibídem, pág. 3.
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Cómo se puede notar, el proyecto inicial del Consejo Sudamericano de 
Defensa es parte de una estrategia de largo plazo de parte de Brasil, que 
aparentemente intenta afi anzar y potenciar su liderazgo político, diplomá-
tico y militar en la región. América del Sur entonces es, en la perspectiva 
de Brasilia, una plataforma para el despegue y a la vez una retaguardia para 
una potencia global en un mundo multipolar. 

Es en este sentido que también deben destacarse los esfuerzos brasile-
ños para profundizar su relación con los países de África:

“Otra característica relevante de la política exterior brasileña en los últimos 
años fue cruzar el Atlántico y ubicar al continente africano como su segundo 
radio de importancia. Lula, en sus 8 años de mandato, realizó 6 giras, visitan-
do unos 30 países de África. Allí, por un lado, profundizó el desembarco de 
las empresas brasileñas, combinado con la invitación a los empresarios locales 
a invertir en su país; constituyó un fondo de alivio de la pobreza junta a Sudá-
frica e India y, entre otras iniciativas, fi nanció la construcción de una fábrica de 
antirretrovirales para combatir el sida en Mozambique.”11

Ante tales argumentos y observables es válido preguntarse por el carác-
ter de esta articulación política internacional que se elabora desde el Pala-
cio do Planalto ¿estamos en presencia de una iniciativa autónoma o por el 
contrario ésta se encuentra subordinada a la acumulación de los EE.UU.?

Existen elementos de ambas características. Por una parte, la idea nor-
teamericana de una readecuación de la estructura de la defensa regional en 
América Latina con más peso de los Estados socios, como Brasil, no es in-
compatible con el desarrollo inmediato de UNASUR. En tal orientación, 
Gratius afi rma que “…Brasil se aseguró, durante la visita de la secretaria 
de Estado, Condolezza Rice, a Brasil y un posterior viaje del Ministro a 
Washington, la aprobación de EE.UU.”12 para la formación de un Conse-
jo Sudamericano de Defensa. Este mismo Consejo que, ante la crisis del 
llamado “ataque preventivo” de Colombia a Ecuador, donde acabó con la 
vida de varios militantes de las FARC en 2008, terminó resolviendo una 

11 Vázquez, F.; Damoni, E. y Flores, E. (2012) “Brasil o la particularidad sudamericana” en 
Integración o dependencia. Diez tesis sobre el presente de América Latina. Buenos Aires: 
Peña Lillo / Continente. Pp. 49-58. Pág. 54.
12 Gratius, S. (2008) “¿Hacia una OTAN sudamericana? Brasil y un Consejo de Defensa 
Sudamericano”, op. cit., pag. 5.
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verdadera crisis internacional sin sancionar al Estado de Colombia por la 
agresión a un país vecino y a sus ciudadanos, al tiempo que fortaleció la 
posición de Brasil como mediador y garante de la estabilidad de la región 
a los ojos de los EE.UU. Frente a esta lectura analistas como Pignotti des-
tacan que Brasil percibía el ataque a Ecuador como una advertencia y que, 
en este sentido, la diplomacia de Planalto tenía que encontrar una salida 
negociada que no contribuyera a la formación de un cerco sobre Brasil.13

Por otro lado, si uno analiza distintas facetas del desempeño interna-
cional de Brasil puede identifi car varias políticas que señalan un mayor 
nivel de autonomía respecto de los EE.UU. Un ejemplo es su empeño, 
desde hace varias décadas, en sostener un programa nuclear. Tiene que 
entenderse, sin ninguna duda, que este Estado sudamericano nunca inten-
tó, al menos públicamente, contar con armas nucleares. De hecho, Brasil 
siempre participó de los acuerdos de “no proliferación”, aunque en varias 
ocasiones criticando a los países del “Club Nuclear” por no emprender 
el desarme y pretender, al mismo tiempo, que los demás miembros de la 
comunidad internacional no cuenten con las mismas armas que ese peque-
ño grupo de Estados.14 Es interesante analizar el desarrollo del programa 
nuclear brasileño, puesto que a partir del mismo se han tendido lazos de 
cooperación muy estrechos con Argentina y con Chile, encabezando, en 
las últimas décadas, una política de investigación y desarrollo de la energía 
nuclear en la región; mientras que también se han intensifi cado los víncu-
los de cooperación con Alemania y Francia respecto de transferencia de 
tecnología de punta en reactores y submarinos.

También, cuando uno observa la política internacional del gobierno 
brasileño no puede olvidar su intervención en la arena extra continental 
en la crisis suscitada con respecto al programa nuclear de Irán. Cuando en 
2010 los EE.UU. e Israel buscaban una sanción en la ONU hacia la Repú-
blica Islámica de Irán por su programa nuclear, el gobierno de Lula fi rmó 
un convenio con este país de Oriente Medio y con Turquía para intercam-
biar parte del uranio enriquecido y depositar otra parte de esos materiales 
en territorio turco bajo vigilancia turca e iraní. Como se entiende, aquí 
13 Pignotti, D. (2009) “Brasil se siente amenazado” en Le Monde Diplomatique Nº 123. Edi-
ción Cono Sur. Pp. 10.
14 Un análisis del programa nuclear brasileño puede leerse en: Merke, F. (2012) “Brasil, 
política exterior y programa nuclear” en AAVV La defensa en el siglo XXI. Buenos Aires: 
Capital Intelectual. Pp. 119-156.



– 166 –

Brasilia actuó por su cuenta y en una dirección opuesta a la de Washington, 
fortaleciendo sus lazos con Irán.

En gran medida, una buena parte de los esfuerzos de la diplomacia de 
Planalto consisten en lograr la incorporación de Brasil como miembro 
permanente del Consejo de Seguridad de la ONU. La fundamentación de 
este reclamo a los Estados más poderosos de la comunidad internacional 
se encuentra en una lectura de los procesos políticos a escala global. Según 
la diplomacia brasileña, el Consejo fue diseñado con inmediata posterio-
ridad a la Segunda Guerra Mundial y ya no representa apropiadamente 
las relaciones vigentes entre los Estados. En este sentido, se esgrime que 
Alemania y Japón, excluidos por razones obvias en su momento, son unos 
de las grandes ausentes; así como también Brasil, la India y otros países 
que se consideran a sí mismos como relegados a un segundo plano ins-
titucional, mientras que desempeñan un rol sumamente importante en la 
dinámica mundial.

III. Brasil en un mundo multipolar

El diagnóstico de la dirigencia brasileña consiste en trazar un escena-
rio internacional caracterizado por el fi n del mundo bipolar y tras ello el 
ocaso de las casi dos décadas de globalización unipolar bajo la égida de 
los EE.UU. Hoy, afi rma Celso Amorim, asistimos a un mundo creciente-
mente multipolar, en el cual ya no es útil pensar en términos de uno o dos 
bloques en los cuales alinearse, sino en un sistema global con múltiples 
confi nes y polos según que cuestiones se consideren y, por ello, Brasil 
considera que estamos en una era en la cual se tienen que trazar alian-
zas regionales y globales plurales y múltiples, según las conveniencias más 
puntuales y sin los límites que otrora imponía la doble o unipolaridad.15 El 
desarrollo de cada Estado dependerá, a fi n de cuentas, de la capacidad que 
tenga articular una red de relaciones lo más conveniente.

Es en este sentido que el Canciller Amorim señala que cada actor de 
esta trama debe protegerse fundamentalmente fortaleciéndose a sí mismo 
y a sus vecinos, puesto que ya no hay una “policía del mundo” o de un 
bloque que garantice tal función y, al mismo tiempo, limite el desarrollo de 
15 Amorim, C. (2012) “Estrategia de defensa de Brasil y de América del Sur” en Revista de 
Ciencia Política nº 2. Pp. 501-507.
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ciertas relaciones. En su lugar existen múltiples potencias y coaliciones, en 
las cuales será preciso participar con la mayor capacidad de ejercer infl uen-
cia. En el caso de Brasil, su participación será tanto más potente en cuanto 
sea capaz de liderar un bloque sudamericano potenciando la estabilidad 
política de la región. 

Según este análisis, este curso de acción permitirá crear condiciones 
más adversas para la proliferación de las amenazas actuales: las crisis eco-
nómicas, el terrorismo, el narcotráfi co y la guerrilla. En el conjunto del 
territorio de Brasil, una de las zonas más vulnerables para tales peligros es 
la Amazonia, por ello tal región se ha convertido en uno de los más impor-
tantes focos de atención de la geopolítica brasileña de los últimos años.

IV. La defensa de la Amazonia 

Como hemos afi rmado, es posible constatar que el Estado brasileño 
viene otorgando una importancia creciente, desde el nuevo siglo, a la cues-
tión amazónica. Sobre esta particular región del país y del mundo, el Libro 
Blanco de la República Federativa el Brasil decía en 1999:

“1.5 El perfi l general del Brasil –continental y marítimo a la vez; ecua-
torial, tropical y subtropical; con una extensa frontera terrestre con casi todos 
los países de América del Sur y un vasto litoral, zona económica exclusiva 
y plataforma continental– le confi ere al país una profundidad geoestratégica 
y hace difícil la tarea de planifi car la defensa en general. Las amplias bases 
demográfi cas y territoriales, así como la disponibilidad de recursos naturales, 
situadas en el marco de la fi siografía nacional diversa, crean escenarios diversos 
que requieren que se cuente, de manera simultánea, con una política general e 
integrada y que cada caso se encare de manera concreta.

1.6 La implementación de una política de defensa sustentable, orientada 
a la modernización paulatina de la capacidad de autoprotección, depende de 
la confi guración de un modelo de desarrollo que fortalezca la democracia, dis-
minuya las desigualdades sociales y los desequilibrios regionales y armonice las 
prioridades en los campos político, social, económico y militar con las necesidades 
de defensa y de acción diplomática.”16

16 República federativa del Brasil (1999). Política de Defensa Nacional, disponible en: www.
oas.org/csh/spanish/doclibrdefBras.asp
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Seis años después, en 2005, una nueva edición del Libro Blanco sos-
tiene afi rmaciones mucho más detalladas y concretas sobre la amazonia, 
incluyéndose también importantes consideraciones sobre el Atlántico Sur, 
al que Brasil considera una “segunda amazonia”:

“4.3 La planifi cación de la defensa incluye todas las regiones y, en particular, las 
áreas vitales donde se encuentra mayor concentración de poder político y económico. 
Complementariamente, prioriza la Amazonía y el Atlántico Sur por la riqueza de 
recursos y vulnerabilidad de acceso por las fronteras terrestre y marítima.

4.4 La Amazonía brasileña, con su gran potencial de riquezas minerales y 
de biodiversidad, es foco de atención internacional. La garantía de la presencia 
del Estado y la vivifi cación de la faja de frontera son difi cultadas por la baja 
densidad demográfi ca y por las largas distancias, asociadas a la precariedad del 
sistema de transportes terrestre, lo que condiciona el uso de las vías fl uviales y del 
transporte aéreo como principales alternativas de acceso. Estas características fa-
cilitan la práctica de ilícitos transnacionales y crímenes conexos, además de posi-
bilitar la presencia de grupos con objetivos contrarios a los intereses nacionales.

La vivifi cación, política indigenista adecuada, la exploración sustentable de 
los recursos naturales y la protección al medio-ambiente son aspectos esenciales 
para el desarrollo y la integración de la región. El adensamiento de la presencia 
del Estado, y en particular de las Fuerzas Armadas, a lo largo de nuestras 
fronteras, es condición necesaria para conquista de los objetivos de estabilización 
y desarrollo integrado de Amazonía.”

“6.12 En virtud de la importancia estratégica y de la riqueza que abrigan, 
la Amazonía brasileña y el Atlántico Sur son áreas prioritarias para la De-
fensa Nacional.

6.13 Para contraponerse a las amenazas a Amazonía, es imprescindible 
ejecutar una serie de acciones estratégicas orientadas para el fortalecimiento de 
la presencia militar, efectiva acción del Estado en el desarrollo socio-económico y 
ampliación de la cooperación con los países vecinos, visando a la defensa de las 
riquezas naturales y del medio ambiente.”

“VI. aumentar la presencia militar en las áreas estratégicas del Atlántico 
Sur y de Amazonía brasileña;”17

17 República federativa del Brasil (1999). Política de Defensa Nacional, disponible en: 
http://www.oas.org/csh/spanish/documentos/Brazil_Spanish%202005.doc
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Por estas razones la Amazonia es uno de los grandes motivos por los 
cuales el gobierno del presidente Da Silva consideró necesario reorganizar 
sus fuerzas armadas. En este sentido el Ministerio de Defensa de la Re-
pública Federativa de Brasil publicaba en 2008 un interesante documen-
to titulado Estrategia Nacional de Defensa, donde se afi rma la necesidad de 
fl exibilidad y elasticidad para la organización de las FFAA. En la región 
amazónica estos imperativos resultan centrales, puesto que:

“La transformación será, sin embargo, compatibilizada con la estrategia 
de la presencia, en especial en la región amazónica, en faz de los obstáculos al 
desplazamiento y a la concentración de fuerzas. En todas las circunstancias, las 
unidades militares ubicadas en las fronteras funcionarán como destacamentos 
avanzados de vigilancia y de disuasión.”

“8. La defensa de la región amazónica será encarada, en la actual fase de 
la historia, como el centro de concentración de las directrices resumidas bajo el 
rótulo de los imperativos de monitoreo/control y de movilidad. No exige cual-
quier excepción a dichas directrices; refuerza las razones para seguirlas. Las 
adaptaciones necesarias serán las requeridas por la naturaleza de aquel teatro 
de operaciones: la intensifi cación de las tecnologías y de los dispositivos de moni-
toreo desde el espacio, del aire y de la tierra; la primacía de la transformación de 
la brigada en una fuerza con atributos tecnológicos y operacionales; los medios 
logísticos y aéreos para apoyar unidades de frontera aisladas en áreas remotas, 
exigentes y vulnerables; y la formación de un combatiente detenedor de califi ca-
ción y de rusticidad necesarias a la competencia de un combatiente de selva.

El desarrollo sostenible de la región amazónica pasará a ser visto, también, 
como instrumento para la defensa nacional: sólo ello puede consolidar las condi-
ciones para asegurar la soberanía nacional sobre aquella región. Dentro de los 
planes para el desarrollo sostenible de la Amazonia, cabrá papel primordial a 
la regularización de títulos de propiedad de tierra. Para defender la Amazo-
nia, será necesario sacarla de la condición de inseguridad jurídica y de confl icto 
generalizado en que, por cuenta de la falta de solución al problema de la tierra, 
ella se encuentra.”18

18 Ministerio de Defensa de la República Federativa de Brasil (2008).Estrategia Nacional de 
Defensa. Brasilia: Ministerio de Defensa, pag. 25 y ss.
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En resumidas cuentas Brasil piensa en la defensa de la región amazónica 
como una de sus cuestiones centrales en el terreno político militar, com-
prendiendo que la estrategia correcta será la de prepararse para un eventual 
confl icto asimétrico, en el cual Brasil es la fuerza más débil en términos de 
fuerzas materiales, fragilidad que debe ser solapada y superada por la forta-
leza moral, en términos de voluntad y conocimiento de la guerra:

“10. Los imperativos de fl exibilidad y de elasticidad culminan en la prepara-
ción para una guerra asimétrica, sobretodo en la región amazónica, a ser sostenida 
contra enemigo de poder militar muy superior, por acción de un país o de una 
coligación de países que insista en contestar, a pretexto de supuestos intereses de la 
Humanidad, la incondicional soberanía brasileña sobre su Amazonia.

La preparación para dicha guerra no consiste apenas en ayudar a evitar lo 
que hoy es una hipótesis remota, la de involucramiento de Brasil en un confl icto 
armado de gran escala. Es, también, aprovechar disciplina útil para la forma-
ción de su doctrina militar de sus capacitaciones operacionales. Un ejército que 
conquistó los atributos de fl exibilidad y de elasticidad es un ejército que sabe 
conjugar las acciones convencionales con las no convencionales. La guerra asimé-
trica, en el cuadro de una guerra de resistencia nacional, representa una efectiva 
posibilidad de la doctrina aquí especifi cada.

…las condiciones […]

a) Ver la Nación identifi cada con la causa de la defensa. Toda la estrategia 
nacional reposa sobre la concienciación del pueblo brasileño de la importancia 
central de los problemas de defensa.

b) Juntar a soldados regulares, fortalecidos con atributos de soldados 
no convencionales, las reservas movilizadas de acuerdo con el concepto de la 
elasticidad.

c) Contar con un soldado resistente que, más allá de las inclinaciones de ca-
lifi cación y de rusticidad, sea también, en lo más alto grado, tenaz. Su tenacidad 
será inspirada en la identifi cación de la Nación con la causa de la defensa.

f) Saber aprovechar al máximo las características del terreno.”19

19 Ibídem, pag. 27 y ss.
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Como se puede entender, la Amazonia es una zona que, gracias a sus 
características geográfi cas naturales y sociales, es fácilmente penetrable 
por otras redes ajenas a los intereses del Estado-nación brasileño. Tanto 
sea el narcotráfi co, como otra/s potencia/s o coalición internacional que 
encuentre en aquella zona una fuente de biodiversidad y materias primas 
fundamentales para recomponer la acumulación de capital en futuras crisis 
económicas. Frente a ello, el Estado de Brasil se plantea que la mejor for-
ma de defender lo que considera como un patrimonio que lo fortalece en 
la arena internacional es a través de la guerra asimétrica, para tales motivos 
constituyó el Comando Militar de la Amazonia y entrena regularmente 
tropas en Vietnam.20

V. La readecuación de sus FFAA: guerra asimétrica 
y actualización del equipamiento

Con la presencia militar estadounidense en la región y los roces pro-
ductos de las transformaciones socioeconómicas no es extraño que para 
muchos estados suramericanos la principal hipótesis de confl icto haya 
sido una intervención armada por parte de Norteamérica. Aunque en el 
lenguaje de la defensa no se suela usar nunca el nombre propio de un país 
y se reemplace por “potencia” o “fuerza superior” o cualquier otra indica-
ción que remita vagamente al país del que se haga referencia. La experien-

20 Dice Darío Pignotti: “Luego del retorno de la primer misión castrense a Vietnam, país con 
el cual Brasil inició relaciones en 1989, el jefe del Comando Militar de la Amazonia (CMA), 
general Claudio Barbosa Figueiredo, declaró que parte de los 25.000 hombres que integran 
su fuerza en la selva se entrenan en la Doctrina de la Resistencia, que contempla acciones de 
guerra de guerrillas contra un enemigo hipotéticamente superior. Esa fuerza "militarmente 
muy superior" no fue mencionada, pero en América solo hay una: Estados Unidos. El general 
dejó entrever que entre las hipótesis de guerra del Estado Mayor del Ejército se cuenta la de 
una agresión directa o indirecta de los Estados Unidos sobre la Amazonia. 
"Estamos precavidos militarmente y (sabemos) de la codicia que despierta la Amazonia 
(…) estamos desarrollando la estrategia de la resistencia (que sería aplicada) contra cual-
quier tipo de enemigo, sea de fuerzas superiores a la nuestra o sea de igual valor", explicó 
Barbosa Figueiredo. Eduardo Braga, gobernador del Estado de Amazonas –que tiene una 
superfi cie mayor que la de Venezuela– fue más explícito: "Si la mayor potencia militar del 
mundo, los Estados Unidos, sufrió una derrota militar en Vietnam, imaginen (que ocurri-
ría) en la Amazonia" en “El proyecto regional de defensa de Brasil” en Le Monde Diploma-
tique Abril 2008, Nº 106. Edición Cono Sur.
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cia norteamericana en Irak y Afganistán produjeron un despertar sobre 
las potencialidades de la guerra insurgente como forma de contrarrestar la 
asimetría tecnológica de una fuerza militar superior. Bajo esta premisa, se 
delinearon políticas de defensa sustentadas en la movilización armada del 
pueblo. Para ello se reformuló y potenció la institución del servicio militar 
obligatorio. Institución que hasta este momento en occidente se encon-
traba en pleno retroceso. En este sentido, los procesos aquí analizados 
se presentan como una contratendencia respecto a los países del primer 
mundo donde prima la utilización de ejércitos profesionales y Compañías 
Militares Privadas (CMP). Si bien ya han existido doctrinas de defensa 
que se sustentaban en la guerra irregular, como fue el caso yugoslavo,21 
los ejemplos brasileño y venezolano se inscriben en un proceso en que la 
institución del reclutamiento civil se encontraba en retirada.

El primer Estado en formular la guerra irregular contra la agresión 
externa fue Venezuela. La doctrina de defensa bolivariana en 2004, de-
nominada en la Constitución como doctrina de defensa integral de la nación, 
puede resumirse, según lo ha expresado el presidente Hugo Chavez, cómo 
“… la incorporación del pueblo a la defensa nacional a través de la reser-
va militar. Este proyecto no podemos descuidarlo, hay que fortalecerlo, y 
aquí todos debemos colaborar, todos: gobernadores, alcaldes, todos, es 
un proyecto de todos”.22 Si bien en un principio la doctrina de defensa 
se apoyaba en las Milicias Bolivarianas, con el tiempo éstas han tendido a 
fusionarse con el Servicio Militar Obligatorio a través de la Ley de Fuerza 
Armada Bolivariana y otras medidas más recientes.23

Al igual que Venezuela, Brasil forjó un planteamiento defensivo en-
focado en la movilización popular. La Estrategia Nacional de Defensa 
plantea que:

“Su objetivo es garantizar que las Fuerzas Armadas reproduzcan, en su 
composición, su propia Nación –para que ellas no sean una parte de la Na-

21 Para este caso ver: Vukotic, A. (1973) Doctrina militar yugoslava de defensa popular 
total. Buenos Aires: Editorial Rioplatense.
22Citado en: Harnecker, Marta (2004). Taller de alto nivel. El nuevo mapa estratégico:Intervenciones 
del presidente Hugo Chávez Frías. s/d: Caracas, pag. 52.
23 "Yucra, Janet (2013). Nueva Ley de Alistamiento Militar y Conscripción incluye la "de-
fensa integral de la nación", En: Notitarde, disponible en: www.notitarde.com/Pais/Nue-
va-Ley-de-Alistamiento-Militar-y-Conscripcion-incluye-la-defensa-integral-de-la-nacion-
2052277/2013/11/25/284055
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ción–, pagas para luchar por cuenta y en benefi cio de las otras partes. El 
Servicio Militar Obligatorio debe, por lo tanto, funcionar como un espacio repu-
blicano, en el que la Nación se encuentre por encima de las clases sociales.”24

Tanto en Brasil como en Venezuela el servicio militar obligatorio se 
replanteó como una herramienta que excede su aspecto militar y funciona 
como instrumento ideológico de construcción ciudadana y nacional. Pero 
a diferencia de Venezuela, la organización brasileña es mucho más gradua-
lista y, además, responde y recoge otras inquietudes geopolíticas clásicas 
dadas por su estatuto de potencia regional. En el ya citado documento 
Estrategia Nacional de Defensa se señala:

“1. El Ejército Brasileño cumplirá su destinación constitucional y desempeñará 
sus atribuciones, en la paz y en la guerra, bajo la orientación de los conceptos 
estratégicos de fl exibilidad y de elasticidad. La fl exibilidad, a su vez, incluye los 
requisitos estratégicos de monitoreo/control y de movilidad. 

Flexibilidad es la capacidad de emplear fuerzas militares con el mínimo 
de rigidez preestablecida y con el máximo de adaptabilidad a la circunstancia 
del uso de la fuerza. En la paz, signifi ca la versatilidad con que se sustituye la 
presencia –o la omnipresencia– por la capacidad de hacerse presente (movilidad) 
a la luz de la información (monitoreo/control). En la guerra, exige la capaci-
dad de dejar el enemigo en desequilibrio permanente, sorprendiéndolo por medio 
de la dialéctica de la desconcentración y de la concentración de fuerzas y de la 
audacia con que se desenlace el golpe inesperado.

La fl exibilidad relativiza el contraste entre el confl icto convencional y el con-
fl icto no convencional: reivindica para las fuerzas convencionales algunos de los 
atributos de la fuerza no convencional y fi ja la supremacía de la inteligencia y de 
la imaginación sobre el simple cúmulo de medios materiales y humanos. Por eso 
mismo, rechaza la tentación de ver en la alta tecnología alternativa al combate, 
asumiéndola como un refuerzo de la capacidad operacional. Insiste en el papel 
de la sorpresa. Transforma la incertidumbre en solución, en lugar de verla como 
problema. Combina las defensas meditadas con los ataques fulminantes.” 

24 Ministerio de Defensa de la República Federativa de Brasil (2008).Estrategia Nacional de 
Defensa. Brasilia: Ministerio de Defensa, pag. 11.
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“Elasticidad es la capacidad de aumentar rápidamente el dimensionamien-
to de las fuerzas militares cuando las circunstancias lo exigieren, movilizando 
en gran escala los recursos humanos y materiales del País. La elasticidad exige, 
por lo tanto, la construcción de una fuerza de reserva, que puede ser movilizada 
de acuerdo con las circunstancias. La base última de la elasticidad es la integra-
ción de las Fuerzas Armadas con la Nación.[…] 

La fl exibilidad depende, para su afi rmación plena, de la elasticidad. […]

2. El Ejército, aunque sea empleado de forma progresiva en las crisis y 
confl ictos armados, debe ser constituido por medios modernos y por efectivos muy 
bien adiestrados. El Ejército no tendrá dentro de sí una vanguardia. El Ejérci-
to será, todo ello, una vanguardia. La concepción del Ejército como vanguardia 
tiene, como expresión práctica principal su reconstrucción en módulo brigada, 
que viene a ser el módulo básico de combate de la Fuerza Terrestre. En la 
composición actual del Ejército, las brigadas de las Fuerzas de Acción Rápida 
Estratégicas son las que mejor expresan lo ideal de fl exibilidad.” 

“…la consolidación de un repertorio de prácticas y de capacitaciones que 
proporcionen a la Fuerza Terrestre los conocimientos y las potencialidades, tan-
to para el combate convencional cuanto para el no convencional, capaz de ope-
rar con adaptabilidad en las condiciones inmensamente variadas del territorio 
nacional.”.25

Las doctrinas de defensa de Brasil y, sobre todo, de Venezuela des-
pertaron un fuerte impacto en el ejército estadounidense26 puesto que se 
formulaban a partir de la guerra irregular, que tan cara les estaba siendo a 
los norteamericanos en Irak y Afganistán. Incluso a estas doctrinas se le 
yuxtapuso un discurso, por parte de ciertos intelectuales, basado en la di-
suasión mediante la bomba atómica, donde la tenencia de una bomba ató-
mica evitaría o volvería demasiado costoso cualquier agresión externa.27

En un nivel más general, también se señala que es preciso aumentar la 
capacidad estatal –militar de estar presentes y vigilar. En tal dirección apun-

25 Ibídem, pag. 23 y ss.
26 Manwaring, M. G. (2006). El nuevo maestro del ajedrez mágico. Military Review (Ed. 
Hispanoamericana), LXXXVI(1), 17–29
27 Véase por ejemplo: Verstrynge, Jorge (2007). Frente al Imperio (guerra asimétrica y 
guerra total). Madrid: Foca.



– 175 –

tan los esfuerzos por conformar una buena fl ota de aviones caza y también 
de embarcaciones y submarinos nucleares, así como un mejoramiento de 
la radarización y de la presencia de la infantería en la Amazonia.

El desarrollo de estas iniciativas ha llevado a que varios analistas, como 
por ejemplo Ticca, se preguntaran con lógico interés si existía una ca-
rrera armamentista en América del Sur. El crecimiento del gasto militar 
de esta región durante los últimos años, que no guarda relación con el 
desenvolvimiento del resto de sus indicadores sociales, fue absorbido casi 
completamente por Brasil, que “… acaparó el 80% de la suba registrada en 
Sudamérica”.28 Pronto podemos observar que la explicación de casi todos 
los países muestra una dimensión importante del desarrollo de las FFAA 
en el subcontinente y también en el Brasil: 

“En general los países aducen que el incremento de sus gastos militares 
responde a un natural proceso de modernización. Casi todos sostienen que desde 
hace diez años atrás o más no habrían renovado su equipamiento militar, que 
en ciertos casos provendrían desde la Segunda Guerra Mundial”.29

En este panorama Brasil es quién más invierte en términos absolutos, 
siendo el único país de la región que puede operar armas de tecnología 
intermedia o levemente avanzada como submarinos nucleares y aviones 
caza de relativa modernidad. Sin embargo, al gobierno del Estado de este 
país le preocupa la dependencia de tecnologías no fabricadas ni controla-
das por el mismo Brasil. En este sentido, el gasto militar también contem-
pla la investigación y desarrollo armamentístico. 

Pese a estas afi rmaciones hay dos elementos que es preciso resaltar: ex-
cepto por el desafío del Atlántico Sur, lo que precisa Brasil para defender 
sus principales activos, sea la Amazonia, el Mato Grosso o la industria de 
algunas de sus grandes ciudades como San Pablo, no es alta tecnología, ni 
tampoco armas de destrucción masiva, sino armas livianas y muchos com-
batientes convencidos y capaces de enfrentar a fuerzas con una potencia 
de fuego mayor (e inalcanzable en el corto plazo) desde la debilidad ma-
terial y la fortaleza moral. Esa preparación no exige gastos astronómicos, 
sino pertrechamiento ideológico y técnico de la población.

28 Ticca, F. (2011) “¿Armamentismo en América del Sur?” en Nota de Coyuntura en ILA-
DIR, septiembre.
29 Ticca, F. (2011) “¿Armamentismo en América del Sur?” op. cit. 
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En segundo lugar, siendo más precisos, Brasil no ha emprendido una ca-
rrera armamentista. Si analizamos sus gastos en relación a su PBI podemos 
notar que durante los últimos años está realizando una inversión que signifi ca 
alrededor del 1,5% de su PBI, muy inferior al promedio mundial de 2,5%,30 
por no hablar de Chile o Colombia, que superan el 3,5% o de México que en 
2009 desembolsó cifras cercanas al 11% de su PBI para la defensa.31 

En tal sentido, decimos que es preciso moderar la lectura que supone la 
emergencia defi nitiva de una potencia político militar desde esta región y 
hacia el mundo, puesto que sus gastos no están a la altura de tal fenómeno. 
Así como decimos esto, podemos señalar también ciertas vulnerabilidades 
que nos permiten interrogarnos por los alcances del despegue de Brasil 
como actor de primer orden internacional: ya sean sus preocupantes indi-
cadores sociales, el desarrollo del narcotráfi co y si efectivamente tiene una 
burocracia en condiciones de afrontar y resolver los desafíos que se ha 
planteado la conducción estatal.

VI. Conclusiones

Tal vez el caso que mejor ilustra la actual posición de Brasil es la sucedi-
da recientemente en torno al escándalo de espionaje por parte de la Agen-
cia de Seguridad Nacional (NSA) de Estados Unidos. Durante el 2013 
Edward Snowden fi ltró información en la que se detallaba un extenso 
programa de espionaje político y comercial de alcance mundial. El caso 
tensó las cordiales relaciones diplomáticas que la región tuvo durante la 
presidencia de Obama. Si bien la lista incluía a muchos países de América 
del Sur (Colombia, Argentina, Venezuela) el caso que mayor relevancia 
política fue el brasileño sin duda por su estatuto de potencia regional. En 
Brasil las espías abarcaron desde mandatarios políticos (incluida la fi gura 
presidencial) hasta la petrolera Petrobras. Más allá de los intercambios di-
plomáticos la respuesta de Brasil consistió en formular un programa de 
largo alcance, con la ayuda de terceros estados, que prevé: la creación de 
30 Centro de Estudios Nueva Mayoría (2014) “Balance Militar de América del Sur 2013” 
disponible en http://www.nuevamayoria.com/index.php?option=com_content&task=vie
w&id=4156&Itemid=30.
31 Datos de Ticca, F. (2011) “¿Armamentismo en América del Sur?” op. cit. En base a in-
formación del SIPRI (Stockholm International Peace Research Institue).
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una red regional de fi bra óptica que evite la circulación de la información 
por territorio estadounidense, una red similar que conecte a los países 
del BRICS y la promulgación de un marco legislativo que promueva una 
mayor soberanía estatal sobre Internet32. Pese al apoyo inicial de algunas 
identidades33 este tipo de iniciativas presentan un verdadero reto para el 
posicionamiento y consolidación de Brasil como potencia político/eco-
nómica. El establecimiento de un nuevo marco legislativo a nivel mundial 
respecto de Internet y la circulación de información, la creación (tanto en 
el nivel de hegemonía política como de capacidad productiva) de una red 
comunicacional de alcance mundial suponen un gran esfuerzo al tiempo 
que debe hacer frente a la resistencia de potencias ya afi anzadas en la 
administración y control de los fl ujos de Internet (Estados Unidos y la 
Comunidad Europea).

Aquí cabe preguntarse si más allá de los incontestables números que 
Brasil presenta sus capacidades están a la altura de las intenciones declaradas 
a mediano y largo plazo. El principal problema de Brasil radica en su enor-
me desigualdad social. Este país ocupaba para 2009 el puesto 150 en el mun-
do con su coefi ciente Gini de 0,54734 y un índice de desarrollo humano que 
está en 0,730, por debajo del promedio de América Latina y el Caribe que es 
de 0,741.35 Durante el 2013 mientras Brasil se preparaba para el mundial de 
fútbol sucedieron una serie de protestas en las que se ponía de manifi esto la 
desigualdad social y el descontento social en varios estratos sociales. Estas 
son condiciones sociales que no auguran la posibilidad de una fácil y pro-
ductiva pacifi cación del espacio interior de un Estado-nación.

Como hemos venido explicando, Brasil es un país con una potencia 
económica en desarrollo, aunque su desempeño económico no tiene un 
carácter homogéneo. Pese a ello ocupa el primer lugar en América Latina 

32 Armendariz, Alberto (2013). Luego del espionaje, Brasil busca blindar sus comunicacio-
nes, En: La Nación, Disponible en: www.lanacion.com.ar/1625377-luego-del-espionaje-
brasil-busca-blindar-sus-comunicaciones
33 Herrera, Clarisa (2003). Con Brasil a la cabeza, las principales entidades de Internet 
también se rebelan contra Estados Unidos, En: Punto Social, Disponible en: pulsosocial.
com/2013/10/14/con-brasil-la-cabeza-las-principales-entidades-de-internet-tambien-se-
rebelan-contra-estados-unidos/
34 The World Bank. “Gini index”, disponible en http://data.worldbank.org/indicator/
SI.POV.GINI/countries/1W-CN-BR?display=default.
35 United Nations Development Program (2011) Informe de Desarrollo Humano 2011.
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en términos de PBI y ha comenzado a presentarse, de cara a Sudamérica 
pero también ante el mundo, como una potencia que lidera el subconti-
nente garantizando su estabilidad.

Para fortalecerse y protegerse Brasil ha venido pugnando por la construc-
ción de un espacio sudamericana encabezado por el gobierno de Planalto 
que sirva como plataforma para una creciente infl uencia global en un mun-
do multipolar en el cual ha comenzado a cruzar alianzas con potencias de 
distinto calibre como India, Sudáfrica, Alemania, Francia, Rusia o China.

UNASUR y el Consejo Sudamericano de Defensa son, sin lugar a du-
das, parte de esta construcción de Brasil. Sin embargo, pese al optimismo 
latinoamericanista que pueda existir, todavía es muy pronto para pensar 
que Brasil tiene una política autónoma. Hasta ahora las políticas desarro-
lladas en el nivel regional han permitido de manera limitada la paridad 
frente a otras potencias como Estados Unidos. Basta observar el limitado 
éxito que han tenido las políticas articuladas desde el UNASUR en Hon-
duras durante el golpe en 2009 en la que Brasil dio protección a Zelaya 
en su embajada; o, más concretamente, el nulo éxito que tuvo Lula en 
conseguir garantías formales de Estados Unidos que las bases y personal 
apostado en Colombia no serían utilizadas fuera de sus propósitos mani-
fi estos.36 Si bien como afi rmábamos al principio las relaciones entre Brasil, 
con el conjunto del bloque del Unasur, y Estados Unidos han tendido a la 
paridad, desde la perspectiva de las relaciones de fuerza se encuentra lejos 
de disputar espacios a Washington como bien demuestra la reactivación la 
IV Flota del Atlántico y la navegación sobre aguas en las que Brasil recien-
temente había encontrado un importante yacimiento petrolífero.

Brasil es un Estado con sufi cientes vulnerabilidades como para des-
pegar del plano sudamericano y presentarse en pie de igualdad con otros 
Estados más poderosos en la arena internacional. Parte de la política inter-
nacional y de defensa de Brasil en estos últimos años ha venido justamente 
a pensar en cómo superar o disimular tales problemas, más que a presen-
tarse como una potencia autónoma. En los próximos años tendremos más 
elementos para evaluar las formas en que se implementaron tales iniciati-
vas y su impacto. En tal sentido, la política brasileña es la de la moderación 
y el gradualismo, antes que la de la erección de una potencia armada y 
preparada para rediscutir de manera amenazante su rol mundial.

36 Luzzani, T. (2012), Territorios Vigilados, op. cit., pag. 360.
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LA SOCIEDAD ARGENTINA SE MILITARIZA: 
LA ETERNA YUXTAPOSICIÓN 

ENTRE DEFENSA Y SEGURIDAD1

Flabián Nievas2

Pablo Bonavena3

Introducción

Cuando en la Argentina se restableció el sistema constitucional de go-
bierno a fi nes de 1983, se erigía como perspectiva la necesidad de domes-
ticar la supuesta “autonomía militar”, que había impulsado a los miembros 
de las Fuerzas Armadas a determinar la vida política del país y su orien-
tación estratégica. El correlato de esta iniciativa era la desmilitarización 
de la sociedad, que se expresaba especialmente en el intento de recluir al 
poder militar en el interior de los cuarteles (Lorenc Valcarce, 2003: 35). 
El acatamiento buscado de las fuerzas armadas al poder civil tenía como 
consecuencia, asimismo, la subordinación de las fuerzas de seguridad y las 
policías a los encargados de gobernar el Estado como representantes de la 
ciudadanía que los votó.

Se buscaba así terminar con una yuxtaposición de funciones: el poder 
militar que subsumía a los gobiernos y partidos políticos; las policías y 
fuerzas de seguridad que eran subsidiarias de las fuerzas armadas y éstas 
1 Investigación fi nanciada por UBACyT bajo el número de proyecto W-913 de la progra-
mación 2011-2014.
2 Sociólogo. Instituto “Gino Germani” - Facultad de Ciencias Sociales / CBC - UBA / 
CONICET.
3 Sociólogo. Instituto “Gino Germani” - Facultad de Ciencias Sociales - UBA / Facultad 
de Humanidades - UNLP.
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efectuaban tareas de policía. Luego de la victoria de la dictadura contra la 
insurgencia fue posible establecer esta meta, perspectiva que sólo se pudo 
plantear en los países de América Latina donde la lucha de clases dejó 
un saldo favorable para las burguesías, y no así en Colombia y, en menor 
medida, en el Perú y México, donde persiste la presencia de fuerzas insur-
gentes y el pleno control territorial no parece consolidado.

La desmilitarización en la Argentina se vio posibilitada por el triunfo 
contra la “subversión” y, paradojalmente, debido a la derrota en la guerra 
por las islas Malvinas y el consecuente descrédito de las Fuerzas Armadas. 
El desenlace del confl icto bélico favoreció la limitación de su poderío y 
despejó el sendero a los grandes partidos nacionales. 

Frente a este panorama nos preguntamos cuál es la situación actual al 
respecto, luego de treinta años de vigencia del sistema electoral.

Para tratar de responder este interrogante, haremos un breve recorrido 
por la génesis del Estado y los lineamientos brindados por el acuerdo de 
Westfalia (1648), enfatizando el factor militar en su conformación; tam-
bién nos detendremos en algunos aspectos que refi eren a la manera en 
que se fueron confi gurando los brazos armados del Estado argentino en 
tensión con los lineamientos brindados por el “espíritu wesfaliano”, des-
tacando el impacto de la lucha contrainsurgente y anticomunista en su de-
sarrollo; fi nalmente, haremos algunas consideraciones sobre el derrotero 
de las fuerzas de seguridad y el estado de la militarización en la Argentina 
reciente.

Nuestra hipótesis supone que luego de un repliegue relativo del mi-
litarismo en la primera década de democracia con un gran descrédito, se 
reinstala nuevamente con amplio consenso social, pero bajo otras formas 
y contenidos. El Estado mientras tanto mantiene su perfi l guerrero.

Sobre el Estado y la guerra

La conformación del Estado moderno supuso el desarrollo de una po-
lítica armada que debía resolver un problema doble: consolidar el dominio 
sobre los territorios vencidos, tanto en el propio –por entonces comienza 
a confi gurarse el concepto de “población”–, es decir, sobre la superfi cie 
del espacio donde construye la soberanía y, a la vez, frente a otros Estados 
que disputan o podrían disputar esa territorialidad desde afuera de sus 
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lindes.4 La capacidad de fi scalizar militarmente ese terreno para garantizar 
su integridad transforma al Estado en una entidad política y geográfi ca.5 
Conquista esa potestad por ser, aunque no únicamente, un “formidable 
mecanismo de violencia”; es un verdadero “señor de la guerra” (Crettiez, 
2009: 70 y 82). Charles Tilly recuerda que en realidad la guerra forjó los 
Estados y viceversa;6 señala, también, que parte de las acciones del Estado 
son, por un lado, su propia constitución que implica “atacar y vigilar” a 
las fuerzas opositoras dentro de sus confi nes; por otro, agredir o repe-
ler a las fuerzas rivales que se localizan fuera de sus límites (Tilly, 1992: 
109, 149/50). Vemos como la espacialidad que se reconoce como Estado 
funda simultáneamente un campo de fuerzas de carácter político/militar 
tanto interior como exterior. Presume el control de las distintas variables 
que podrían desestabilizarlo hasta desencadenar una guerra civil y, al mis-
mo tiempo debería esgrimir capacidad para neutralizar las agresiones ex-
teriores. La paz interna nace de la guerra y convoca simultáneamente a la 
beligerancia externa.

El triunfo sobre la guerra civil o religiosa es el trasfondo del Estado 
europeo y el correlato de la consolidación territorial implica la apertura de 
otro frente de combate: la guerra entre Estados. La victoria que destituye 
órdenes sociales existentes e impone otro entramado de relaciones socia-
les, así como construye nuevas geografías, es la plataforma de los Estados 
fuera del “viejo continente”: nos referimos a las guerras coloniales. En 
ambos ámbitos el Estado “cierra” un territorio y demanda su existencia 
como entidad jurídica; se reclama como “sujeto soberano”. El recono-
cimiento de esa delimitación espacial se logra con las armas. El Estado 
expresa un estado del poder en relación a las fuerzas del interior del terri-
4 Donde con más claridad se amalgama el Estado y su aparato armado en la construcción de 
su geografía fue en la idea de consolidar su espacialidad a través del asentamiento poblacional 
por medio del sistema punitivo. Los casos de Australia y Nueva Caledonia son las más im-
portantes experiencias impulsadas desde Europa; en la Argentina esa política se expresó en la 
localización de una cárcel en Tierra del Fuego. Sobre el tema, véase de Cecarelli, 2011.
5 “Lo que hay que subrayar, a propósito de ciertas metáforas espaciales, es que son tanto 
geográfi cas como estratégicas, lo cual es normal ya que la geografía se desarrolló a la sombra 
del ejército. Entre el discurso geográfi co y el discurso estratégico se puede observar una cir-
culación de nociones: la región de lo geográfi co no es otra cosa que la región militar (de regere, 
dirigir), y provincia no es más que el territorio vencido (de vincere).” Foucault, 1980:116.
6 “La guerra presidió el nacimiento de los Estados: el derecho, la paz, las leyes en la sangre 
y el fuego de las batallas”. Foucault, 2010: 55 y 29.
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torio y en relación a las fuerzas que operan en otros espacios: es al mismo 
tiempo un doble estado del poder.7 En el espacio que tutela el Estado 
procura sin descanso el monopolio de la violencia física legítima, y admi-
nistra el derecho al ejercicio de la violencia material directa.8 La soberanía 
remite a la capacidad de regir las fuentes de la violencia para establecer un 
orden interno. Su factibilidad se erige sobre una organización de la violen-
cia y la efi cacia en lograrla brinda la alternativa de construir un país y/o 
nación en sentido moderno. Recordemos que no todo país es una nación, 
ni tampoco toda nación conforma necesariamente un Estado.9 Asimismo 
es fundamental tener en cuenta que el Estado encuentra uno de sus argu-
mentos principales en la probabilidad de ofrecer seguridad a su población. 
Por eso, el proceso de consolidación de los Estados modernos tuvo como 
correlato un incremento creciente de su capacidad para concentrar los 
medios para el uso de la fuerza material estableciendo una administración 
de la violencia que le garantizó el control de la masa poblacional. La ciu-
dadanización se constituye en la privación, no sin sobresaltos, de ejercer 
la violencia de manera particular, que se materializa en la confi scación de 
la opción de utilizar libremente armas mortales, iniciativa que tiene como 
contrapartida la asignación de algunos derechos políticos y sociales como 
la seguridad (Marshall, 1998: 31). La legitimidad de la violencia estatal re-
quiere de la delegación forzada o no de ese derecho por parte de la po-
blación al Estado, y a su vez otorga el aval para su aplicación, concesiones 
que tienen como condición la disposición extendida de las personas a no 
utilizarla según su arbitrio: sólo el Estado queda habilitado a través del de-
recho a concentrar la violencia física que, así, se torna legítima. Las demás 
acciones violentas son de allí en más tan ilegítimas como ilegales; sólo le 
queda al particular margen para la “defensa legítima” ante una agresión, 
única alternativa aceptada de la violencia ejercida de manera privada, pero 
bajo estrictas regulaciones jurídicas.

7 Estas ideas tienen como antecedente algunas páginas de Carl Schmitt, especialmente en 
su lectura referida a Rousseau (2005, cap. III).
8 “La formación del Estado pasa por la «victoria del monopolio real» (Elías) en benefi cio 
de un señor todopoderoso que fuerza a sus rivales (en Francia, los duques de Bretaña, de 
Borgoña, el conde de Flandes, entre otros) a someterse a su autoridad. Esta ley del mono-
polio se basa en una acumulación de los medios de dominación gracias a la alianza entre el 
fi sco y los ejércitos”. (Crettiez, 2009: 71).Véase también Weber, 1984: 1056.
9 El país vasco y la nación kurda son algunos de los tantos ejemplos de ello.
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Robert Muchembled ofrece una interesante historia de la violencia que 
arranca en la Edad Media y llega hasta nuestros días dejando evidencia de 
este derrotero, señalando que en Europa occidental desde el siglo XIII hasta 
el XXI disminuyó la “brutalidad humana”,10 excluyendo de su registro a la 
guerra promovida por los Estados, tendencia favorecida por la merma de los 
homicidios, producto especialmente de la prohibición del duelo para dirimir 
querellas particulares. Pone énfasis en la capacidad de gestionar histórica-
mente la violencia masculina, que se va aplacando con el tiempo aunque 
afectando de manera diferente cada fracción social: la violencia mortífera 
se va transformando casi exclusivamente en una práctica en los márgenes 
de la ley por iniciativa de jóvenes pobres y poco instruidos. La capacidad de 
apaciguarla se debe al control social ejercido a través de la expansión de una 
concepción ideológica que imprime socialmente la “repugnancia por la san-
gre y un tabú de la violencia”, sentidos que justamente le permiten al Estado 
procurar acaparar la suma de la fuerza material (Muchembled, 2010).

La clausura del duelo individual o la práctica de guerras privadas son 
parte de un largo proceso que comenzó a cobrar forma a desde el siglo 
XVII cuando los gobernantes del Estado “han logrado inclinar la balanza 
de modo decisivo tanto frente a los ciudadanos particulares como frente a 
los poderosos que rivalizan con ellos dentro de los Estados. Han logrado 
que el recurso de las armas sea delictivo, impopular y poco práctico para 
la mayoría de sus ciudadanos, han proscrito los ejércitos privados y han 
hecho que nos parezca normal que los agentes armados del Estado se en-
frenten a la población civil desarmada” (Tilly, 1992: 112). El Estado desarma 
al pueblo pero le ofrece –con grados variables de efi cacia según el Estado y 
el momento histórico– como compensación una red de contención social 
que brinda seguridades al ciudadano, lo que constituye el argumento central 
de Hobbes en Leviatán, razonamiento que replican otros autores contrac-
tualistas (Raynaud, 2011: 349). El apego por la seguridad y las promesas 
para lograrla brotan de la incertidumbre y el miedo, dos sentimientos que se 
encuentra en los cimientos de la organización social. Frente al pánico la so-
ciedad deriva de la necesidad de vivir con seguridad (Ostrensky, 2012: 22). 
La búsqueda de seguridad, la contracara directa del miedo, se constituye de 
este modo como el motor de lo social (Glaze, 2006).

10 Esta observación tiene sintonía con la tesis de Norbert Elías (1994), quién sostiene que la 
civilización es un proceso por el cual el hombre progresivamente controla las agresiones.



– 188 –

El miedo brota ante la inseguridad, la política nace de las respuestas 
que ofrecen diferentes estrategias de poder para apaciguarlo. Bobbio re-
fl exiona sobre la importancia del valor de la seguridad para entender las 
acciones políticas y el vínculo entre gobernantes y gobernados: sostiene 
que “la esencia del contrato social está en el intercambio entre protec-
ción y obediencia” (2009: 560/1). El control del miedo politiza lo social 
desarrollando formas de gobierno. Simmel (1986) entiende que el miedo 
es una de las fuerzas psicológicas que une políticamente a los hombres, 
generando sobre un espacio geográfi co un espacio político.

El vínculo entre protección y acatamiento se cristalizó, como ya apun-
tamos, en importantes organizaciones y en notables hechos sociales; la 
gran ciudad es una de esas materializaciones,11 pero conformadas las urbes 
la iniciativa más importante en esta dirección se condensa en la expansión 
de los diversos mecanismos burocráticos de intervención sobre la vida, 
que genéricamente se agrupan bajo el rótulo de “seguridad social”. Con 
el desarrollo capitalista y el despliegue de la lucha de clases ese entramado 
estatal se constituye a partir de dispositivos que buscan atemperar la lucha 
de clases: reconoce al individuo como persona, como sujeto de derecho 
(Crettiez, 2009: 76), y conforma un sistema de seguros que tuvo en el 
socialismo de cátedra alemán entusiastas detentores; en los albores del siglo 
XIX emergía el concepto de “seguridad social” bajo la consigna “una refor-
ma evita toda revolución” (Álvarez Uría y Varela, 2004: cap. VI).12 La lucha 
contra la subversión abre las puertas del Estado para consolidar derechos 
sociales. Las técnicas aseguradoras, como las que protegen a los obreros de 
los accidentes de trabajo, son una garantía frente a los perjuicios que traía la 
división del trabajo pero, al mismo tiempo, la reducción de los riesgos del 
trabajador afecta a la burguesía, pero ésta conquista como compensación 
la salvaguarda contra el accionar reivindicativo del movimiento obrero. La 
seguridad y los seguros traen tranquilidad: paliativos para el proletariado y 
un auxilio para el control del orden (Donzelot, 2007: 93/102).

Esquemáticamente podríamos periodizar, entonces, el desarrollo de la 
idea de seguridad. Inicialmente tenía una meta vital: lo más importante 
era vivir y sobrevivir. Luego, con el desarrollo capitalista la seguridad se 
11 Pueden encontrarse ideas en esta dirección en Virilio, 2006. Véase, también, Cava-
lletti, 2010.
12 En esta dirección es interesante tener en cuenta, hacia fi nales del siglo XIX, asimismo, la 
emergencia y expansión del “trabajo social”. Donzelot, 2008: 84.
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tornaría, como dijo Max, en el “supremo concepto social de la sociedad 
civil”, expresado en el “concepto de policía” u “orden público”, donde la 
conservación de las personas convive con el resguardo de otros derechos y 
de la propiedad (Marx, 2012: 33). Hacia fi nales del siglo XIX, entonces, el 
concepto se cargó con otros sentidos: incluye algunos derechos sociales y 
de ciudadanía para la clase obrera como reaseguro contra las aspiraciones 
de inspiración revolucionara.13

Seguridad y defensa; las espadas estatales

Como señalamos, el Estado expresa un estado del poder en relación a 
las fuerzas del interior del territorio que ampara y en relación a las fuerzas 
que operan en otros espacios soberanos. Vista desde este ángulo, si rese-
ñamos parte de lo dicho, vemos que se fueron confi gurando dos ámbitos 
específi cos que están íntimamente ligados, la seguridad y la defensa –que 
como señaló Clausewitz no es otra cosa que un momento de la guerra–. 
Desde los criterios surgidos a partir de los tratados de paz de Westfalia 
(1648) ya se diferencian con nitidez la defensa, referida a una amenaza 
externa, de la seguridad, que comprende las operaciones de control inter-
no de un Estado nacional. Ambas dimensiones estratégicas del Estado se 
instalan a partir de la necesidad de protección; Hobbes intenta delimitarlas 
con una metáfora muy heurística: la seguridad interna queda bajo la in-
cumbencia de “la espada de la justicia” y la seguridad respecto de los ene-
migos externos queda bajo la égida de la “espada de la guerra” (Bobbio, 
2009: 560). La primera de las “espadas” brinda certidumbre a cada súb-
dito o ciudadano de todos los demás dentro de los límites circunscriptos 
por el Estado. La segunda los protege de las “espada” ambiciosa de otros 
Estados soberanos (ídem). De la combinación de las espadas emana gran 
parte del poder estatal: “Al monopolizar el uso de la violencia en el plano 
13 En los últimos años algunos especialistas han redefi nido el concepto de seguridad como 
“seguridad humana”, iniciativa que tiene antecedentes en el Derecho Internacional Huma-
nitario, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en el Programa de Paz del 
Secretariado General de Naciones Unidas de 1982. Fue acuñada, fi nalmente, en el Informe 
sobre el Desarrollo Humano del PNUD de 1994, que postula a la seguridad como una 
preocupación universal que comporta la libertad frente al miedo y la necesidad. Véase al 
respecto, García y Rodrigo, 2008: 205/8. Véanse otros alcances del concepto de seguridad 
en Plaza Schaefer y Morales, 2013.
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interno (policía) y en el plano externo (la guerra), como en su dimensión 
más simbólica (prohibición del duelo aristocrático), el Estado se impone, y 
también impone una sensación de seguridad que modifi ca profundamente 
las economías psíquicas de sus protegidos” (Crettiez. 2009: 71). Tilly aborda 
el tema desde una dimensión espacial cuando destaca el éxito de la coerción 
de los europeos en la consolidación inicial de una territorialidad estatal; di-
ferencia, por un lado, una “zona de seguridad” amalgamada por la coerción 
a través de la policía; por otro, una “zona de amortiguamiento” donde se 
instala la intervención del ejército como frontera a las apetencias de otros 
Estados: “Unas fuerzas policiales o su equivalente eran depositarias de la 
coerción en la zona de seguridad, mientras los ejércitos vigilaban la zona de 
amortiguamiento y se aventuraban en su exterior; los príncipes más agre-
sivos, como Luis XIV, redujeron la zona de amortiguación a una frontera 
estrecha pero fuertemente armada, mientras que sus vecinos más débiles o 
más pacífi cos recurrían a zonas de amortiguación más extensas y a las vía 
fl uviales. Cuando aquella operación triunfaba durante algún tiempo, la zona 
de amortiguación en torno a la anterior. En la medida en que las potencias 
adyacentes seguían la misma lógica, el resultado era la guerra” (1992: 114).

Con alto grado de certeza podemos subrayar que el “derecho a la se-
guridad” fue y es postulado como un requerimiento sistemático de la po-
blación tanto en sentido interno como externo. El derecho a la seguridad 
aparece en las declaraciones de derecho de americanas, en las francesas 
de 1789 y muestra su persistencia en la Declaración Universal de los De-
rechos del Hombre (Bobio, 2009: 560). Cuando la seguridad queda cues-
tionada por diferentes causas, por ejemplo debido a la proliferación del 
delito, existe de inmediato un obsesivo reclamo por ese derecho, como se 
puede visualizar de manera prístina hoy en todos los países moldeados por 
políticas neoliberales.

Replicando el “espíritu wesfaliano” históricamente los gobiernos con-
formaron instancias diferenciadas en sus gabinetes para las funciones de 
seguridad y defensa: Ministerios de Interior, abocado a los asuntos de segu-
ridad, y de Guerra, destinado a conducir los asuntos bélicos ante amenazas 
externas –complementado este último por el de Relaciones Exteriores, que 
se ocupa principalmente de la diplomacia y el comercio con otros Estados–. 
Después de la Segunda Guerra Mundial, progresivamente los Ministerios de 
Guerra pasaron a denominarse de Defensa, una forma púdica de contem-
plar la guerra. En los últimos tiempos, algunos países distinguen los Minis-
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terios de Interior de los de Seguridad.14 Esta incipiente tendencia pareciera 
indicar que la seguridad se va autonomizando –o que va cobrando especifi -
cidad e importancia– respecto de los demás asuntos de orden interno de un 
Estado (cf. Wacquant, 2010: 141/2). En tal sentido, se iría acompañando el 
camino de la principal institución de represión interna, la policía, la que ori-
ginalmente se ocupaba de la regulación de la convivencia urbana, atendiendo 
confl ictos entre vecinos, organizando la distribución de alimentos y otras 
funciones variadas vinculadas al desarrollo de la vida.

La palabra “policía” tiene origen en el idioma francés y su utilización 
data del siglo XVIII, siendo heredera de la Ilustración. Foucault compiló 
varios autores que consideraron a la policía como algo diferente a la defi ni-
ción más conocida (Turquet de Mayenne, Delamer, Huhenthal, Wilebrand, 
von Justi), vinculada sobre todo a tareas de gobierno y/o la administración 
del Estado (Foucualt, 2010: cap. 2).15 Así, cuando comenzó a acuñarse 
conceptualmente la función de policía fue el equivalente del conjunto de 
las actividades del Estado (Diez, 1987: 28).16

Esta concepción fue derivando en otra, hoy generalizada, que caracte-
riza a la policía como una fuerza pública estatalmente establecida de ins-
piración hobbesiana por excelencia; perspectiva que entiende a la policía 
como una institución que a través de la amenaza de coerción compone la 
autoridad legal y simbólica del Estado (Durand, 2005; Shearing y Wood, 
2011: 52). Desde este enfoque la policía no tuvo otras funciones y luego se 
fue focalizando; le asigna un perfi l históricamente invariante.

Más allá de las controversias, la consideración de la tendencia hobbe-
siana derivó en una función ceñida a la represión. Esa especialización, en 

14 Por ejemplo, Argentina tiene Ministerios de Seguridad y de Interior por separado, en Chile 
es el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Bolivia no tiene Ministerio del Interior (la 
policía depende del Ministerio de Gobierno), y Guyana no tiene Ministerio de Defensa.
15 En otro texto, Foucault señala que por policía se comprende “El conjunto de los medios 
que hay que poner por obra para asegurar, además de la tranquilidad y del buen orden, el «bien 
público», tal es en general lo que en Alemania y en Francia se ha llamado la «policía». Conjunto 
de las leyes y reglamentos que se refi eren al interior de un Estado y que tienden a afi rmar y a au-
mentar su potencia, a hacer un buen empleo de sus fuerzas y a procurar la felicidad de sus súb-
ditos. (J. von Justi). Así entendida, la policía extiende su dominio mucho más allá de la vigilancia 
y el mantenimiento del orden. Tiene que velar por la abundancia de la población…, por las 
necesidades elementales de la vida y por su preservación …”. Citado por Barret-Kriegel, 1990.
16 Allí este autor explica que la palabra policía deriva de la voz latina politia, que abreva a su 
vez en el vocablo griego politeia, que signifi ca conformación de la ciudad y del Estado.
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realidad, está en concordancia con la capacidad de lucha del proletariado y 
otros sectores desfavorecidos en la sociedad capitalista.

Seguramente este factor estimuló el desarrollo de la pericia policial en 
temas de control para el mantenimiento del orden público. No obstante 
esa prioridad no solucionó el problema de fondo, ya que la acción de las 
masas sobrepasaba la capacidad meramente policial para controlar la pro-
testa social. El auxilio del ejército para este tipo de tareas siempre fue un 
factor difícil de controlar, tanto por su falta de destreza para una misión 
tan específi ca, como por su ilegitimidad. Por ejemplo, era muy espinoso 
justifi car el uso de tropas para reprimir a obreros y campesinos durante 
la Tercera República que descansaba, como supuesto, en la soberanía po-
pular; “los trágicos episodios de Formies o de Draveil, donde el ejército 
reprimió con sangre los reclamos obreros, plantearon la urgencia de en-
contrar un procedimiento más «democrático» para manejar los desórdenes 
de masas. En un primer momento, el poder político les pidió a las fuerzas 
armadas que adaptaran su nivel de represión, usando, por ejemplo, la parte 
plana de los sables, o renunciando a las lanzas de los Dragones, para repri-
mir sin lesionar. Pero la solución era provisoria, e irritó a las tropas, que no 
estaban formadas para refrenarse, y no siempre lograban contener, en me-
dio de la acción, algunas actitudes que podían tener consecuencias graves” 
(Crettiez, 2009: 77/8). La respuesta que fi nalmente se fue imponiendo fue 
desarrollar fuerzas de seguridad con mayor grado de militarización que 
la policía, formadas en el arte de reprimir a las masas con una violencia 
contenida y auxiliar a las fuerzas armadas en los controles fronterizos y a 
la marina de guerra en la gestión de las vías fl uviales y mares.

Un correlato de esta iniciativa estatal se refl eja, para el caso de Francia, 
en la creación en el año 1921 de una fuerza con estas características: la 
guardia móvil republicana. La lógica que fundamenta este tipo de organi-
zación no es la búsqueda del aniquilamiento como lo haría el ejército, sino 
que supone el enfrentamiento con un grupo de ciudadanos que momen-
táneamente están “extraviados”; por eso en sus técnicas represivas dejan 
siempre un escape luego de una carga para impresionar y disuadir para 
volver a sus hogares al grupo movilizado, sin grandes riesgos.17

17 Es interesante observar los “pactos” tácitos entre este tipo de fuerzas represivas y los 
manifestantes. Ambos bandos se enfrentan con cierto límite en el uso de la violencia; no 
emplean armas de fuego y el intercambio de proyectiles suele reducirse a gases lacrimóge-
nos por piedras; los manifestantes no suelen atacar con armas que vayan más allá de una 
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La cuestión, históricamente, en Argentina

El tipo de tendencia que acabamos de presentar se replicó en la Argen-
tina, en donde la escisión que planteamos fue más discursiva que real, al 
igual que en otros Estados.

Durante todo el siglo XX el ejército, la marina y la aeronáutica han 
participado de la represión interna, superponiéndose con la policía o, más 
bien, subordinándola a su estrategia para el control del confl icto social 
interno. Recordemos que muchos veces en nuestra historia los jefes de las 
distintas policías han sido directamente ofi ciales de las fuerzas armadas.18 
Es una idea sugerente pensar las oscilaciones en la determinación de las 
incumbencias de cada “espada” del Estado, en la perspectiva citada de 
Hobbes, como una recurrente militarización de la policía y un repetido 
“policiamiento” militar (Bobea, 2004).19

La intervención de las Fuerzas Armadas en asuntos internos del país 
tiene como ejemplos más signifi cativos los golpes de Estado producto de 
las pugnas inter-burguesas y la llamada acción “anti-subversiva” bajo el im-
perio de la Doctrina de la Seguridad Nacional y la Guerra Fría.20 El Plan de 

bomba molotov, que salvo en casos muy raros no dirigen directamente contra el personal 
represivo. Tal vez este tipo de acuerdo tácito sea el correlato de la instalación como reper-
torio de la demostración de potencial a través de la manifestación que emula a los desfi les 
de las fuerzas armadas, en la búsqueda de la disuasión por una demostración de fuerza: 
se exhibe en la protesta el poderío para forzar una negociación en pos de alcanzar las de-
mandas. Las fuerzas del orden, por su parte, exponen una muestra exagerada de capacidad 
represiva con cascos, escudos, camiones hidrantes, perros, bastones y gases, procurando la 
moderación de las acciones colectivas. Estas tropas se mantienen a distancia de los mani-
festantes sin buscar el combate abierto y actúan selectivamente según el tipo de población 
movilizada, mostrando cierta prudencia con estudiantes y obreros y no tanto respecto a 
los jóvenes marginales de las ciudades, campesinos o pobladores alejados de los centros 
urbanos. Véanse agudas observaciones al respecto en Crettiez, 2009: 77/81.
18 Las jefaturas de las policías estuvieron históricamente reservadas a ofi ciales de las fuerzas 
armadas, en general del Ejército: considerando el período 1930-1973 y el caso particular 
de la Policía Federal, veintiséis jefes fueron militares y únicamente tres fueron policías de 
carrera. Andersen, Martin (2002); La policía: pasado, presente y propuestas para el futuro. Citado 
por Lorenc Valcarce, 2003: 35.
19 Sobre el origen anglosajón del término “policiamiento” (policing) y sus alcances véase 
Lorenc Valcarce, 2003.
20 La instalación de esta tendencia puede ubicarse desde fi nales del año 1917. Dalmazzo, 
2010: 88.



– 194 –

Conmoción Interna del Estado establecido por un decreto secreto el 14 de 
noviembre de 1958, sustentado en la ley 13.234, llamada de “Organización 
de la Nación en tiempos de guerra”, creada por el peronismo en 1948, es 
otro antecedente insoslayable. De manera complementaria, se intentaba 
construir una imagen positiva de las FFAA usándolas en actividades tales 
como la atención de la población frente a las catástrofes naturales, como 
el famoso Operativo Dorrego en octubre de 1973. 

Por su parte, las policías (tanto la Federal como las provinciales) des-
de sus inicios tuvieron una impronta de “policía política”; perfi l que se 
visualiza de manera clara a fi nes del siglo XIX, con la vigilancia de los 
inmigrantes, muchos de ellos con ideas anarquistas y socialistas (Lorenc 
Valcarce, 2003: 35), aunque también cumplieron labores con perfi l so-
cial, como el mantenimiento de las calles, de los puentes y del alumbrado 
público, la organización de entierros, el control de los mataderos y los 
mercados, la vigilancia de las calles y los lugares de diversión. Paralela-
mente fi scalizaba a los potenciales enemigos políticos de los gobiernos 
y reprimía a opositores, los desórdenes, los delitos y ejercía la censura 
de las actividades teatrales.21 Ya en el año 1898 el “Proyecto de Ley de 
Contravenciones” evidenciaba una superposición de jurisdicciones con 
las Fuerzas Armadas, al contemplar una serie de fi guras que, además 
de buscar encauzar algunas conductas o tipo de personas, procuraba 
garantizar el “orden público” resguardando a las autoridades frente a 
posibles maneras de alterarlo con reuniones, publicaciones o demandas 
por presos políticos.22 Entre los recursos ilegales que esgrimió la policía 
con este objetivo fi guran la tortura y las ejecuciones sumarias, algunas 
bajo la forma de “gatillo fácil”. Recordemos que por la feroz represión 
policial a las manifestaciones obreras fue ejecutado el Jefe de Policía Ra-
món Falcón en noviembre de 1909 con una bomba arrojada por el obre-
ro anarquista Simón Radowitzky. Posteriormente, con el desarrollo del 
Estado, se necesitó perfeccionar los dispositivos de control. La Policía 

21 Romay, Francisco (1964); Historia de la Policía Federal Argentina, citado por Lorenc Valcar-
ce, F. (2003: 34). Para cumplir con estas metas la policía recibió ciertas funciones jurídicas. 
Tiscornia, 2004: 80 
22 Proyecto de Ley de Contravenciones de año 1898 (inciso 1, Art. 30, Capítulo «Contra 
el orden público»). Citado por Tiscornia, 2004: 81/2. Sobre los orígenes de los edictos 
policiales, véase de Tiscornia, 2004a.
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Federal creó en 1910 el Cuerpo Guardia de Infantería dotado de técnicas 
militarizadas para controlar las situaciones de masas.23

En las próximas décadas la actividad militar y policial fue complemen-
tada por dos cuerpos especializados de seguridad, que con el tiempo fue 
asumiendo algunas de sus funciones: Gendarmería y Prefectura; el prime-
ro de acción terrestre, y el segundo, fl uvial y litoral.

La Gendarmería fue creada en 1938, su misión original fue la de asegu-
rar los pasos fronterizos y consolidar los entonces “territorios nacionales” 
(unidad política de jerarquía menor a una provincia, generalmente con 
escasa población). Se trata de un cuerpo “con estructura, capacitación, 
doctrina militar y formación jurídica que le permitiera cumplir funciones 
policiales en tiempo de paz, y en tiempo de guerra integrar el componente 
terrestre militar”.24 La Prefectura Naval es más antigua, heredera de la 
policía general de puertos española, del siglo XVII, se constituyó como 
institución republicana en 1896. Más allá de su especifi cidad como autori-
dad policial marítima y de vías navegables, su acción litoraleña es lo que ha 
ido ganando importancia en los últimos años.

Tanto la Prefectura como la Gendarmería han sido utilizadas de manera 
creciente como fuerzas de intervención urbana, y en menor medida rural, 
en la última década.25 Se las emplea de dos maneras, principalmente: como 
fuerzas de despliegue rápido, es decir, acuden de inmediato a sitios en los 
que hay tensión social, o bien como destacamentos estacionados en un de-
terminado territorio, con funciones de control y disuasión, superponiéndo-
se, complementando y/o desplazando a las fuerzas policiales locales.

23 En 1940 se publicó un manual para la formación militar de la policía en tal sentido, que 
informaba sobre las tácticas de acción en manifestaciones y la conducción de la tropa en 
casos de alteración del orden público, y cuestiones más específi cas como el uso del gas 
lacrimógeno. Trotta, 1940. 
24 http://www.gendarmeria.gov.ar/historia/index.html, visitada el 7/12/13.
25 Anteriormente habían participado en la llamada “guerra contra la subversión” durante la 
década del ´70. La Gendarmería en particular tiene una larga trayectoria en la represión de 
los sectores populares y en auxilio del empresariado; una de sus más sonadas intervencio-
nes fue el llamado “Genocidio de los Pilagá” o la “Masacre de Rincón Bomba” durante el 
gobierno de Perón en 1947 con más de mil muertos, cuando todavía el Chaco era territorio 
nacional. Véase al respecto Arias, 2006. Asimismo, es menester recordar la represión de 
la gendarmería enviada por el gobierno peronista durante el llamado “Aguilarazo” en no-
viembre de 1973. Maisel, 2013.
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Este esquema comenzó a implementarse en la década del ‘90, es decir, 
en el auge del neoliberalismo, ante la creciente oleada de resistencias de 
poblaciones devastadas por estas políticas. La Gendarmería en particular 
cumplió estas funciones reprimiendo en Cutral Co, Plaza Huincul, Tar-
tagal, Jujuy y Neuquén (docentes y petroleros). Como síntesis de estas 
experiencias, el entonces ministro del Interior, Carlos Corach, sostuvo que 
se habían obtenido “múltiples y ricas consecuencias y enseñanzas para 
la Gendarmería y los gobiernos provinciales” que ameritaban, opinó, la 
confección de un manual para enfrentar los estallidos sociales.26 Con estos 
antecedentes esta fuerza se fue colocando como un recurso fundamental 
para el mantenimiento de la “paz” interna. 

Sería burdo suponer que este esquema se limitó a un gobierno. De allí 
en adelante ha sido recurrente el uso de estos cuerpos para la represión in-
terna. El gobierno de la Alianza debutó, en 1999, reprimiendo un corte de 
ruta sobre el puente interprovincial Gral. Belgrano con 600 efectivos de la 
Gendarmería y la Prefectura, con un saldo de dos manifestantes muertos 
y 28 civiles heridos de bala.27 Todas esas acciones generaron el rechazo de 
una porción importante de la población.28 

La cuestión en Argentina actualmente

En el presente contexto político y social la situación varió. Uno de 
los factores intervinientes, sin duda, en el cambio de percepción obedece 
a que precisamente en el transcurso del año 1997, la problemática de la 
inseguridad comenzó ser una de las principales preocupaciones de la po-
blación. Un informe del Centro de Estudios Unión para la Nueva Mayoría 
hecho en la Capital Federal y en el Gran Buenos Aires, alertó sobre la 
consideración del incremento de la delincuencia como un temor principal 

26 Diario Hoy de La Plata, 7/6/97, pág. 3.
27 Para despejar el puente se utilizó media docena de aviones, entre ellos dos aviones Hér-
cules que trasladaron camiones hidrantes, vehículos para tropas y pertrechos. Véase una 
interesante nota sobre este tema que, además, sindica la participación de la Gendarmería 
en el terrorismo de Estado en el diario Página/12, 27/1/2000.
28 Según una encuesta de la Asociación Periodística de Estudiantes Universitarios, efec-
tuada el 29 de mayo y el 4 de junio en la Capital Federal, el 63,2% de los entrevistados la 
repudiaban. Diario Hoy de La Plata, 7/6/97, pág. 3.
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de la ciudadanía, después de la desocupación (Saín, 1998). De allí en más 
el incremento de la sensación de inseguridad fue recrudeciendo, incluso 
con autonomía relativa a la cantidad concreta de hechos delictivos per-
petrados (Míguez e Isla, 2010: 94). Para atender el reclamo, los gobiernos 
impulsaron distintas medidas como reformas policiales, modifi caciones 
en la legislación, aumento del número de cárceles, creación de guardias o 
policías municipales, foros y consejos de seguridad, incremento del reclu-
tamiento de efectivos, etc.

En este contexto, el Gobierno nacional dispuso recurrir a la Gendarme-
ría y a la Prefectura en noviembre de 1997, para enfrentar la supuesta ola 
de delitos violentos. Más de 700 gendarmes y unos 600 prefectos pasaron a 
ocupar custodias fi jas frente a las entidades de las comunidades judías y mu-
sulmanas para prevenir atentados, y el personal policial afectado a esa tarea 
hasta ese momento fue trasladado a las comisarías y calles. Desde entonces, 
la presencia de la Gendarmería y la Prefectura en el paisaje urbano fue cada 
vez más habitual. En abril de 1999 el gobierno dio un salto cualitativo en la 
misma dirección; resolvió la movilización de la Prefectura y la Gendarmería 
para apoyar a la Policía contra la delincuencia; además estableció que las 
provincias podían solicitar el apoyo de esas fuerzas con ese fi n.29

Otro impulso a la iniciativa se dio a través del decreto 880/2004, fi rma-
do por Néstor Kirchner y Gustavo Beliz, que dispuso que ambas fuerzas 
asumieran “servicios de policía de seguridad en los puestos de la Aveni-
da General Paz”, desplazando a los efectivos policiales a la custodia de 
la vía pública.30 La medida fue promulgada dentro del Plan Integral de 
Seguridad, en el que explícitamente se preveía la operación de fuerzas de 
seguridad para uso policial (Salles Kobalinski, 2012: 20). Desde entonces, 
se han utilizado ambas fuerzas en los sentidos mencionados,31 producién-
dose, en los hechos, una verdadera militarización del espacio urbano de las 
principales metrópolis, con énfasis en los barrios obreros. Tal despliegue 

29 Clarín, 17/4/99.
30 Infobae, 4/4/04. 
31 La Prefectura también protagonizó importantes hechos de represión. Los más sonados 
fueron contra trabajadores de la industria del pescado en octubre y noviembre de 2007; 
en diciembre de ese año, con la intervención del Grupo Albatros en connivencia con una 
patota del Sindicato de Obreros Marítimos, fue reprimido también un grupo de empleados 
del Casino de Buenos Aires; y en diciembre de 2008 la misma suerte corrieron los pesca-
dores artesanales de Ingeniero White.
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nuevamente no encuentra resistencia y, por el contrario, tiene una fuerte 
demanda de parte de los vecinos donde dichas fuerzas se asientan. 

En paralelo, el efecto del terror –originariamente impuesto por el Esta-
do, y ahora gestionado desde múltiples agencias– tiene como correlato una 
desinstalación de la ciudadanía: se reclama la adopción de medidas y me-
canismos de control que vulneran los supuestos mismos de esta construc-
ción política, ya que corroen la privacidad y se articulan sobre la sospecha 
ad hominem por sus identifi cadores de pertenencia de clase. Así se entiende 
que los intendentes municipales suelen argüir como obras de gobierno la 
instalación de cámaras y centros de monitoreo,32 llegando al punto de que 
un distrito ha incluido entre su tecnología de control una fl ota de drones 
(cuadricópteros).33 Es notable que en un país con la historia reciente de te-
rrorismo estatal casi no haya suscitado resistencia el Proyecto X, que tomó 
estado público en 2012.34 Lejos de cualquier cuestionamiento, sectores de la 
población que no necesariamente se pueden califi car de ideología de dere-
cha, acuerdan con esas políticas o las observan con indiferencia.35

Este contexto es propicio para el desarrollo de fuerzas parapoliciales, 
que cuentan con larga tradición en Argentina,36 pero se suponen debilita-

32 En San Isidro aumentó la vigilancia municipal entre el año 2000 y el 2013 en los siguientes 
valores: Inspectores de Cuidado Comunitario, 19 (2000), 150 (2013) (689% de incremento); 
Cámaras; 0, 920; policías comunitarios; 35, 300 (757%); Comisarías/Destacamentos; 9, 14 
(55%); horas policiales por mes; 5.000, 36.000 (620%); chalecos antibalas; 60, 300 (400%); 
móviles de cuidado comunitario; 12, 120 (900%). Datos de Gestión San Isidro, N° 11.
33 http://www.tigre.gov.ar/drones/
34 Se trata de un plan de control social cuyo núcleo es una base de datos, gestionada por 
Gendarmería, constituida en 2002 y actualizada en 2006, y alimentada por datos de inte-
ligencia sobre organizaciones sociales, para cuya obtención miembros de Gendarmería se 
infi ltran en manifestaciones y organizaciones, en una clara erosión del estado de derecho, 
que es una práctica típica de contrainsurgencia.
35 Aunque carente de rigor metodológico y de muestreo, vale citar un sondeo efectuado de 
manera electrónica por el diario Córdoba, cerrado el 11/6/13, en él obtuvo un 44,2% de 
respuestas afi rmativas la pregunta “¿Considera que la seguridad nacional justifi caría espiar 
teléfonos, chats y correos electrónicos?” 73 de las 165 respuestas fueron positivas.
36 La Liga Patriótica Argentina y la “gendarmería volante” de la Forestal fueron entidades 
pioneras, organizaciones que luego se replicarían tanto en épocas de dictaduras como du-
rante la vigencia del sistema democrático. Sobre el tema véase, además, Izaguirre, 2009: 
cap. 3). Otro hito histórico fue la creación, en 1973, de la Alianza Anticomunista Argenti-
na. El peronismo sindical también recurrió a la “patota sindical” con anuencia del Partido 
Justicialista y sus gobiernos (Zicolillo, 2013).
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das desde la reinstalación del sistema parlamentario en 1983. A diferencia 
de lo que ocurrió en otros momentos históricos, ya no aparecen estos 
grupos fomentados desde el Estado, sino más bien tolerados o admitidos 
por éste, según sean ilegales o legales. 

En los últimos años se corporizaron con el uso de fuerzas de choque 
privadas (ilegales), conocidas como “barrabravas”; surgidas de los clubes 
de fútbol y nutridas por miembros del lumpenproletariado. El asesinato 
del militante del Partido Obrero Mariano Ferreyra nos ofrece una dimen-
sión de la capacidad de ejercicio de la violencia que tienen, y el grado de 
coordinación con las fuerzas estatales del orden.

Para acreditar la sistematicidad de este recurso represivo, es menester 
observar que entre el año 2005 y el asesinato de Ferreyra en octubre de 
2010, se sucedieron ataques de estos grupos de choque contra trabajado-
res y estudiantes en la fi rma Parmalat, en el Hospital Francés, en Neuquén 
contra docentes, en la Universidad de Buenos Aires contra estudiantes 
de la Federación Universitaria de Buenos Aires, varios en el Instituto de 
Estadísticas y Censos, en la empresa autopartista Dana, en la Línea 60 de 
colectivos, en Metrovías, en la sede rosarina del sindicato de trabajadores 
lecheros, en el sindicato de trabajadores de prensa (ataque contra Tomás 
Eliaschev), en la refi nería Loyola de Santa Cruz y en la obra durante la 
construcción de la central Atucha II (Rojas, 2011: 55/8).

Pero también han proliferado las agencias de seguridad (legales). Sola-
mente en la ciudad de Buenos Aires existen registradas 449 empresas de 
seguridad privada.37 Se trata de empresas de distinto tamaño. Según el con-
sultor Oscar Fraga Albert una entidad mediana cuenta con un promedio 
de 500 guardias empleados.38 Para ponderar el grado de su expansión, es 
interesante observar que en 1971 existían ya veinte empresas de seguridad 
privada con 6.000 empleados. Estas empresas ahora suman aproximada-
mente un millar, y algunas son de origen trasnacional. Ocupan alrededor 
de 150.000 trabajadores (Lorenc Valcarce y otros, 2012: 104) y han or-
ganizado un mercado que mueve millones de dólares, cuyos límites son 
relativamente imprecisos, debido a que algunas de estas empresas prestan 
otros servicios, más rentables aún, en zonas de guerra. La diferencia en-

37 http://www.buenosaires.gob.ar/areas/seguridad_privada/pdf/dt_22Ago2013.pdf, visi-
tado el 22/8/13.
38 http://www.soyentrepreneur.com/inicia-tu-agencia-de-seguridad.html, visitado el 22/8/13.
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tre empresa de seguridad privada y compañía militar privada es, en estos 
casos, puramente conceptual; fácticamente son indiscernibles en algunos 
casos (Malamud, 2013).

Vemos como distintos tipos de organizaciones actúan en paralelo a la 
policía y fuerzas de seguridad de cuño estatal.

En simultáneo avanza lenta pero sostenidamente la intención de utilizar 
las FFAA para el control interno, lo que está taxativamente prohibido por 
ley. En octubre de 2013 se complementó la movilización de fuerzas de se-
guridad con efectivos del Ejército, para desalojar a vecinos de Río Gallegos 
que habían ocupado terrenos de la Armada.39 El hecho no suscitó tampoco 
alarmas ni repudios por parte de la mayoría de la población.40 En diciembre, 
ante el auto-acuartelamiento de policías provinciales y los saqueos produci-
dos, circuló un radiograma por las unidades castrenses disponiendo el “esta-
do de apresto” para intervenir ante una probable situación crítica.41

Conclusiones y prospectiva

Como puede observarse en este recorrido, actualmente operan ten-
dencias que contrarían la diferenciación de raigambre “westfaliana” que se 
estableció legislativamente con la reinstalación del parlamentarismo (leyes 
23.554/88, de defensa nacional, y 24.059/92, de seguridad interior), que 
delimitan claramente las áreas de intervención de cada fuerza estatal.

En sintonía con una corriente que fl uye, como mínimo, en todo el 
hemisferio occidental del planeta, con las especifi cidades propias de cada 
país,42 también en Argentina van convergiendo las tareas y funciones de 

39 http://www.ellitoral.com/index.php/diarios/2013/10/05/economia1/ECON-01.html
40 El octubre de 2013 el gobierno de Brasil también movilizó al ejército para reprimir una 
huelga de Petrobras (http://www.clarin.com/mundo/Dilma-autoriza-Ejercito-reprimir-
Petrobras_0_1013898715.html).
41 La Nación, 15/12/13.
42 Los Estados Unidos llevan la vanguardia en el perfeccionamiento de tecnología acorde 
a la nueva tendencia, y ha venido desarrollando últimamente un sinfín de dispositivos que 
suelen catalogarse como “armas no letales”, cuyo blanco son las poblaciones civiles. Entre 
ellas encontramos las armas escalares, que emiten rayos a distancia y producen alteraciones 
momentáneas en la actividad cerebral, aunque con grandes exposiciones puede generar 
daños permanentes e incluso la muerte.
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fuerzas originalmente diferenciadas. La militarización de la policía y el po-
liciamiento del ejército, en una suerte de encuentro en el punto medio, 
que son las fuerzas de seguridad, complementando el panorama con la 
acción de grupos ilegales y la proliferación de agencias privadas que casi 
carecen de control estatal. Estas políticas proactivas se conjugan con re-
currentes inobservancias frente a algunos hechos o procesos particulares: 
ejecuciones extrajudiciales promovidas o toleradas por fuerzas estatales 
particularmente centradas en las periferias geográfi cas y sociales: cárceles, 
comisarías, o bien en barrios o zonas económica y espacialmente margina-
les.43 Esto es posible porque gran parte de la misma sociedad avala tanto 
estas políticas, o al menos parece anestesiada ante ellas, como la “justicia 
por mano propia” y su consiguiente negación del principio republicano de 
presunción de inocencia. 

Esto indica un desplazamiento en la punición: tolerancia en los es-
pacios visibilizados, y tolerancia de ejecuciones sumarias en espacios no 
expuestos públicamente. Pareciera existir cierta proporcionalidad inversa 
entre la distancia con los grandes centros urbanos y la mediatización y la 
tolerancia estatal.44 Un caso paradigmático de combinación de las diferen-
tes formas es el hostigamiento al pueblo qom desde que éste reivindica la 

43 Según los registros de la Coordinadora contra la Represión Policial (CORREPI), de los 
3806 homicidios imputables al Estado ocurridos entre 1983 y 2012, 2346 casos (el 61,6%) 
ocurrieron durante la administración de los Kirchner. En el “Archivo de casos 1983-2012” 
publicado por dicha organización, consta para casi todos los registros, las circunstancias en 
que ocurrieron dichos homicidios. Cuando se analizan las condiciones de los mismos, resulta 
llamativo que los casos de “gatillo fácil”, es decir, la ejecución ilegal efectuada por policías, 
son una ínfi ma minoría. La mayor proporción de los homicidios ocurren por inacción de las 
fuerzas estatales, particularmente en instituciones de detención. Presos que son asesinados 
por otros presos, o que aparecen suicidados en extrañas circunstancias, o que mueren por fal-
ta de atención médica (tanto en cárceles como en comisarías). Las condenas por tales hechos 
son ínfi mas en proporción a la totalidad de homicidios. (“Presentación del Archivo 2010” 
(en línea: http://correpi.lahaine.org/?p=1016, consultado el 19/9/13) y el “Archivo de casos 
1983-2012” (en línea: http://correpi.lahaine.org/?p=1166, consultado el 20/9/13).
44 Esto se verifi ca en el caso de la confrontación con los movimientos ambientalistas locales 
en lugares donde se desarrolla la megaminería. Cualquier forma de organización contraria a 
estos emprendimientos, en cuanto pasan del nivel declarativo, son fuertemente reprimidos. 
En 2012 hubo acciones represivas en Catamarca (Tinogasta, Belén, Santa María, Fuerte 
Quemado, Cerro Negro y Aldalgalá) –que incluyó la expulsión de la provincia de 56 acti-
vistas–, La Rioja (Famatina), Chubut (a quienes protestaban contra la fi rma del contrato 
con Tecpetrol) y Neuquén (a los opositores al contrato con Chevrón).
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pertenencia de unas tierras ambicionadas por particulares y organismos 
del Estado.45

De manera concomitante con estas argucias y recursos se han desa-
rrollado otras acciones, tanto políticas como legislativas, que fortalecen el 
clima de militarización. En el marco de un endurecimiento penal contra el 
delito se sancionaron en el año 2005 las leyes 26.023 (Convención Intera-
mericana Contra el Terrorismo), 26.024 (Convenio Internacional para la 
Represión de la Financiación del Terrorismo), a las que siguieron, en 2007, 
la ley 26.268 (Encubrimiento y Lavado de Activos) y en 2011 la ley 26.734 
(modifi cación del Código Penal, prolongando las penas para delitos aso-
ciados al terrorismo). Estas fueron las adecuaciones legislativas solicitadas 
por Estados Unidos, en consonancia con lo prescripto en la Patriot Act.

Este instrumental jurídico prefi gura el lugar que le asigna el Estado a 
la violencia para el control social, pues permiten prever un mayor endu-
recimiento en las condiciones de represión, si emergiera una fuerza que 
tornara tal instancia. 

La variable independiente es, justamente, la presencia/ausencia de una 
fuerza que pueda cuestionar el orden social. Mientras tal fuerza no exista, 
no se pasará del nivel de fuerte y creciente control. Pero, como se observa 
en los márgenes geográfi cos y sociales, la represión es siempre una alterna-
tiva presente. Sólo que no está concentrada en las manos del Estado, sino 
compartido por algunos de sus históricos auxiliares remozados y nuevas 
empresas. Bajo el pretexto de la lucha contra el delito y narcotráfi co, se 
van alistando factores para la lucha de clases. El Estado nació de la belige-
rancia y no abandona su preparación para la guerra. Claro que todos estos 
dispositivos no conducen necesariamente a un Estado terrorista, pero un 
Estado terrorista requiere de este entramado.

45 Después de una represión brutal a una protesta de esta comunidad, y ante la publicidad 
que la misma tuvo, comenzó una hostilización permanente: violaciones, asesinatos, palizas, 
todas realizadas de manera dispersa, pero con un mismo blanco, que son los miembros de 
esa comunidad.
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LA GUERRA ANTIDROGAS DE EE.UU. 
EN LA MADRE AMÉRICA 

¿UNA ESTRATEGIA IMPERIAL?

Alejandro L. Perdomo Aguilera

Resumen 

En el trabajo se analiza el impacto de la guerra contra las drogas del go-
bierno de EE.UU. en América Latina y el Caribe. Se identifi can las principa-
les amenazas para el desarrollo, la seguridad y la gobernabilidad de la región. 
También se aborda la importancia de las políticas públicas y el diseño de 
estrategias que establezcan una colaboración factible entre Washington y la 
región. Finalmente, se valoran los cambios y continuidades en la lucha anti-
droga por parte del gobierno estadounidense, en la segunda Administración 
Obama (2013-2017), determinando las implicaciones para la región.

Palabras claves: narco-economía, Estados Unidos, Latinoamérica, 
drogas, militarización

Luego de más de cuatro décadas de acción militarizada en la Nuestra 
América por el gobierno estadounidense, bajo el pretexto del enfrenta-
miento al tráfi co ilegal de drogas, Washington persiste en utilizarla guerra 
contra las drogas como estrategia imperial.

La cruzada antidroga fue declarada en 1971 por Richard Nixon y desa-
rrollada por Ronald Reagan para Latinoamérica y el Caribe, en la década 
de 1980. Durante la Administración de Barack Obama (2013-2017), se 
han producido cambios importantes que inciden en la forma de encarar y 
percibir la lucha contra este fl agelo. 
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Sin embargo, los matices en la forma de desarrollar la guerra contra las 
drogas no conllevan necesariamente a una reforma integral de las políticas 
antinarcóticos, que han estado marcadas por la continua militarización. 
Por el contrario, estas reformas se orientan a encubrir la impunidad y la 
violencia generada por las fuerzas militares, policiales y privadas, que ac-
túan en los países más afectados de América Latina y el Caribe.

Siguiendo la historia de guerrerista contra las drogas se perciben dos 
lecturas básicas, la del manifi esto fracaso en la reducción del narcotráfi co 
y la penetración político, militar y diplomática en la región, gracias su man-
tenimiento. Pero esta guerra ha presentado algunas modifi caciones en los 
últimos años, fundamentalmente en la forma en que se proyectan el bino-
mio del Pentágono y el Departamento de Estado, y sus más fi eles agencias: 
la Administración de Cumplimiento de Leyes sobre las Drogas (Droga 
Enforcement Administration, DEA) y la Agencia de Estados Unidos para 
el Desarrollo Internacional (United States Agency for International Deve-
lopment, USAID).

El Buró Federal de Investigaciones (FBI) y la DEA vienen consoli-
dando sus nexos en la lucha contra el tráfi co ilícito de drogas (TID) desde 
fi nales de la década del 80. En ello se ha acrecentado la participación de las 
Unidades de Investigación Confi dencial (SIU)1, que son “(…) son grupos 
ultra secretos de agentes élite, casi siempre policiales, de la región que son 
equipados, entrenados y sometidos a escrutinio por parte de agentes de la 
DEA. Sus integrantes deben pasar por indagaciones de antecedentes, y so-
meterse periódicamente al polígrafo y a pruebas por consumo de drogas. 
(…) Las SIU tienen acceso a las bases de datos de inteligencia de la DEA.” 
(Isacson, Haugaard, Poe, Kinosian, & Withers, 2013).

A ello se le suman, en franca alianza con sus embajadas en la región, 
las acciones desplegadas desde la Agencia Central de Inteligencia (CIA) y 
el Comando Sur o Meridional (USSOUTHCOM), en especial del uso que 
tienen en el segundo mandato de Obama, las Fuerzas Especiales Inter-
Agencias Conjuntas Sur (JIATF-S), un componente del Comando Sur que 
opera desde Key West, Florida y los medios no tripulados (drones).

1 En la actualidad Estados Unidos apoyan 11 programas SIU en todo el mundo. En el He-
misferio Occidental, se sabe que operan en Belice, Panamá, Guatemala, México, Colombia, 
Ecuador, Perú y República Dominicana”. Tomado de: (Isacson, Haugaard, Poe, Kinosian, 
& Withers, 2013).
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En esta trasformación de la militarización en la guerra contra las dro-
gas también se emplean los Equipos de Apoyo en Asesoría Destacados 
en el Exterior (FAST) por la DEA. “FAST es un programa táctico de 
ofensiva que despliega escuadrones de aproximadamente 10 agentes de la 
DEA con entrenamiento militar en todo el mundo. Los FAST han sido 
destacados al menos en 15 oportunidades en América Latina, y han estado 
presentes en cinco países: Haití, Honduras, República Dominicana, Gua-
temala y Belice.”(Isacson, Haugaard, Poe, Kinosian, & Withers, 2013)

El despliegue de Fuerzas de Operaciones Especiales sobre diversos 
países refl ejan un cambio de forma, mas no de contenido en cuanto a 
los propósitos geoestratégicos de Washington. Por ello continúa la visión 
intransigente, respecto a un reforma integral de las políticas antidrogas, 
que tomen en cuenta las características de los países de la región, los ver-
daderos niveles y tipos de consumo tanto en Latinoamérica y el Caribe 
como en Estados Unidos, y que profundicen el tratamiento al consumo de 
narcóticos y psicotrópicos como un problema de salud.

El debate por una mayor tolerancia al consumo de la marihuana gana 
espacios al interior de Estados Unidos, cómo lo refl ejan su legalización en 
Washington y Colorado. Evidentemente el tráfi co las armas de fuego, la 
guerra contra carteles y la diseminación de la violencia y la criminalidad 
en la región, valoriza la necesidad de reformas hacia una mayor tolerancia, 
ante el obstinado enfoque unidireccional con que tradicionalmente se ha 
orientado la política antidroga estadounidense.

A nivel internacional, logra consenso la necesidad de reformas impor-
tantes en las políticas antidrogas. En la Reunión especial de alto nivel en 
Viena, celebrada el pasado26 de junio de 2013, se platearon pautas hacia la 
necesaria Revisión sobre Drogas de la ONU en 2016. Al respecto apuntó 
Yury Fedotov, El Director Ejecutivo de Organización de acciones Unidas 
contra la droga y el Crimen (UNODC) puntualizó: “Nos hemos puesto 
de acuerdo en un camino para nuestra discusión en curso. Espero que 
conduzca a una afi rmación de la importancia de las convenciones interna-
cionales de fi scalización de drogas, así como un reconocimiento de que las 
convenciones son humanas, con enfoque de derechos y fl exibles. También 
debe existir un fi rme énfasis en la salud y debemos apoyar y promover 
medios de vida alternativos sostenibles. Asimismo, es esencial que reco-
nozcamos el importante papel que desempeñan los sistemas de justicia pe-
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nal en la lucha contra el problema mundial de las drogas y la necesidad de 
mejorar el trabajo en materia de precursores químicos.” (ONUDC, 2013)

Las políticas de mayor tolerancia son defendidas por varios gobiernos 
Centroamérica, Suramérica y el Caribe han entrado al debate sobre la despe-
nalización y legalización o no del cannabis (marihuana), esta última subre-
gión a través de la CARICOM. Se parte de la lógica de legalizar los aspectos 
menos nocivos en los países más afectados, atendiendo a las particularidades 
de cada país, sus culturas y situaciones político-institucionales.

Para el caso caribeño, el cultivo, la venta y el consumo de marihuana 
está legalmente prohibido–en Jamaica lo está desde hace un siglo-– pero 
la posesión de pequeñas cantidades –para el consumo personal –hasta 14 
gramos– es tolerada por las autoridades de la mayoría de países.

La situación caribeña resultará de gran atención en los próximos años 
por la reactivación de esa zona como ruta de trasiego de drogas, lo que ha 
manipulado a su favor Washington para incrementar la militarización del 
área, con el empleo de Drones y Fuerzas de Operaciones Especiales en 
tal empeño. Para esos propósitos y otros menos declarados, fue también 
reactivada la IV Flota en el verano de 2008 (1 de julio). 

En el despliegue estadounidense sobre las costas del Caribe y el Golfo 
de México se ha resaltado la Operación Martillo desde enero de 2012. 
Ello se “justifi ca” con el creciente trasiego de drogas por la zona. “Los 
Estados Unidos estimaban que, en 2012, más del 80 por ciento del fl ujo 
principal de cocaína trafi cada hacia este país, transitaba inicialmente a tra-
vés del corredor de América Central”, señala el Informe de Estrategia para 
el Control Internacional de Estupefacientes del Departamento de Estado 
para 2013”.(Departamento de Estado, 2013)2

Esta cifra es superior según del jefe del Comando Sur, general John Kelly, 
quien considera que “un volumen estimado de 92-94 por ciento de la cocaína 
destinada a los EE.UU. aún fl uye a través de América Central, de hecho, en 
2012, según el Comando Sur, mediante la Operación Martillo interceptó152 
toneladas de cocaína.(Isacson, Haugaard, Poe, Kinosian, & Withers, 2013)

Este mismo informe indica: “Los componentes del Comando Sur que 
están más involucrados en esta operación son: JIATF-S; las Fuerzas Especia-
les Bravo, ubicadas en Honduras; Fuerzas Navales Sur (también conocidas 

2 United States, Department of  State, International Narcotics Control Strategy Report (Wash-
ington: State Department, March 2013) http://www.state.gov/j/inl/rls/nrcrpt/2013
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como la 4ta Flota), y las Fuerzas de la Marina Sur. Las agencias dependientes 
del Departamento de Seguridad Nacional de los Estados Unidos incluyen 
la Guardia Costera y la Ofi cina de Aduanas y Protección Fronteriza de los 
EE.UU. (CBP).” (Isacson, Haugaard, Poe, Kinosian, & Withers, 2013)

Para profundizar el cuidado de Centroamérica y el Caribe, el Comando 
Sur ha desplegado dos iniciativas subregionales: la Iniciativa de Seguridad 
Regional para América Central (CARSI) y la Iniciativa de Seguridad de la 
Cuenca del Caribe (CBSI).La CARSI cuenta con el apoyo de la Ofi cina de 
Asuntos Internacionales sobre Estupefacientes y Fiscalización (INL) del 
Departamento de Estado, del FBI y respalda las Unidades Transnaciona-
les Anti-Pandillas (equipos TAG), las cuales son unidades policiales en El 
Salvador, Guatemala y Honduras (Triángulo Norte),que comparten infor-
mación sobre las actividades de los grupos de narcotrafi cantes.

Llama la atención en medio de los recortes presupuesto militar, se in-
crementen las partidas de dinero en asistencia en seguridad para las Fuer-
zas de Operaciones Especiales y las Iniciativas de Seguridad para Cen-
troamérica, el Caribe y Perú. En el caso peruano, viene a consolidar el 
posicionamiento geoestratégico en la subregión andina, llegando a estable-
cer en ese país 9 bases militares.

El gigante suramericano, Brasil, se haya rodeado por 25 bases militares 
estadounidenses (23 en tierra), con posiciones estratégicas respecto a PRE-
SAL3 y a la Amazonía. Por otra parte, la vulnerabilidad de la frontera entre 
Paraguay y Brasil, y los intereses estadounidenses sobre la Tripe Frontera, 
aumentan las amenazas para los proyectos integracionistas de la región. 

El incremento de la presencia de Fuerzas de Operaciones Especiales, 
junto a las acciones del personal de inteligencia y los llamados contratistas, 
le otorga una menor trasparencia e impunidad la proyección exterior de 
seguridad de Washington en la región. Entretanto, Colombia se involucra 
en el entrenamiento de militares y policía en el exterior auspiciado por 
agencias estadounidenses, que aumentan su infl uencia sobre los efectivos 
de seguridad de varios países latinoamericanos y caribeños. 

3 PRESAL se le denominó a los depósitos descubiertos frente a la costa brasileña en 
2006, llamados pre-sal ya que se encuentran bajo una capa de sal de dos kilómetros en 
regiones marinas. El conjunto de yacimientos del PRESAL se extiende entre el litoral de 
los estados de Espírito Santo y de Santa Catarina, con láminas de agua de 1000 a 2000 
metros y de 4000 a 6000 metros debajo del lecho marino, incluida una camada de sal que 
va de 200 a 2000 metros.
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Análisis de las tendencias de la guerra contra las drogas 
de EE.UU. en América Latina y el Caribe

El tráfi co ilícito de drogas es un problema de dimensión global. El im-
pacto de este fl agelo sobre la humanidad tiene consecuencias incalculables 
sobre la calidad de vida de la sociedad, la estabilidad política, la seguridad 
ciudadana, la gobernabilidad y la convivencia democrática, por lo cual se 
ven seriamente afectados los países de la región. 

Para una valoración más integral de la situación actual de Latinoaméri-
ca se deben considerarse las tendencias de la producción y consumo de las 
drogas ilegales, contrastándolas con las políticas que asume el gobierno 
de Estados Unidos para su enfrentamiento en la región. Los problemas 
de corrupción, vulnerabilidad institucional y una violencia generalizada 
por la guerra entre los carteles y de estos con las fuerzas antidrogas, gene-
ra un clima de violencia y criminalidad que perjudica a todos los sectores 
de la sociedad. 

Estas circunstancias denotan un difícil panorama de inestabilidad en 
los países más afectados, lo que limita su capacidad para proyectar líneas 
políticas coherentes de manera unilateral, por lo que hace insoslayable la 
búsqueda de consensos a nivel regional y la colaboración con el gobierno 
de Estados Unidos. El mayor reto en esta dirección, radica en cómo ajustar 
esa colaboración para que no se comprometa la soberanía, la integridad te-
rritorial y la seguridad de los países que más sufren por este fl agelo. A estas 
complejidades se suman las contradicciones y carencias entre las políticas 
desarrolladas por el gobierno de EE.UU. para contrarrestar el fl agelo de 
las drogas con las normativas internas de los Estados latinoamericanos.

En la actualidad EE.UU., se mantiene como el principal mercado de 
drogas y el primer productor de armas a nivel global. Además, es el lí-
der indiscutible de las fallidas estrategias que delinean y defi nen las polí-
ticas antidrogas en todas las regiones del mundo. La inefi cacia de políti-
cas como el Plan Colombia (1999), la fenecida Iniciativa Regional Andina 
(IRA, 2001) la Iniciativa Mérida (2007), la Iniciativa de Seguridad Regional 
para América Central (CARSI) y la Iniciativa de Seguridad de la Cuenca del 
Caribe (CBSI), refl ejan las limitantes de una estrategia antidroga que no se 
ha planteado un enfoque integral al fenómeno del tráfi co ilegal de drogas 
(TID). Ello ha imposibilitado la proyección de políticas que ataquen los 
incentivos de este fl agelo, desde la esencia que lo promueve.
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Este problema básico impide la promoción de políticas antidrogas co-
herentes con cada país y región, donde se incite la inclusión ciudadana en 
los programas sociales y políticos. Ello tiene como trasfondo el mante-
nimiento de una visión unidireccional que prepondera tanto la seguridad 
para las fronteras y los intereses estadounidenses, que termina por ser 
inefi cientes tanto para la región de América Latina y el Caribe como en el 
propio territorio estadounidense.

No obstante, los mayores afectados con la sostenida militarización de 
la guerra contra las drogas siguen siendo los países de la región, que con 
el curso de los años no sólo amplían sus vínculos en el mercado de estu-
pefacientes estadounidense sino que generalizan las rutas y el consumo de 
drogas ilegales por toda la región; con efectos devastadores para la seguri-
dad ciudadana, la criminalidad, los derechos humanos, la corrupción y la 
estabilidad política de los países más afectados.

La extensión de narcotráfi co en la mayoría de los países de la región 
en un contexto donde continúan padeciéndose los problemas de la crisis 
económica mundial, ha conllevado a una serie de ajustes en la proyección 
exterior y de seguridad de EE.UU. Ello ha tenido implicaciones para la 
forma en que se realiza la militarización en la región y para los programas 
diplomáticos, económicos y de inteligencia que se encausan hacia los paí-
ses de mayor interés en las Américas. 

Valorando esas realidades, se reducen los grandes despliegues militares, 
siendo sustituidas por un mayor uso las Fuerzas de Operaciones Especia-
les (huella ligera) y la llamada “guerra de cuarta generación”.4 Para ello se 
emplea un mayor uso de las tecnología de la informática y las telecomu-
nicaciones (TICs), de los medios no tripulados (drones) para labores de 
monitoreo y enfrentamiento a los a los fl ujos ilícitos trasnacionales. 

En este contexto, varios países latinoamericanos aumentan las presio-
nes tanto a nivel gubernamental como por parte de la sociedad civil para 
lograr, de forma paulatina, la despenalización y legalización del consumo 

4Guerra de IV Generación originó en 1989 cuando William Lind y cuatro ofi ciales del Ejér-
cito y del Cuerpo de Infantería de Marina de los Estados Unidos, titularon un documento: 
"El rostro cambiante de la guerra: hacia la cuarta generación". Ese año, el documento se 
publicó en la edición de octubre del Military Review y la Marine Corps Gazette. En 1991 
Martín Van Creveld publicó La Transformación de la Guerra obra que le daría cuerpo 
intelectual a la Guerra de IV Generación.
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de algunas drogas, particularmente la marihuana y algunos estupefacientes 
de origen sintético y semi-sintético.

En la medida que siga creciendo la demanda de drogas ilegales (DI) en 
los países se hace más difícil contener la oferta. Entretanto, las multimi-
llonarias ganancias del trasiego ilegal de drogas, continúan incrementado 
la corrupción, el blanqueo de capitales y el fomento de paraísos fi scales y 
centros offshore; favoreciendo los fondos de los bancos y empresas trans-
nacionales que participan o se benefi cian, de alguna manera, en las dife-
rentes fases de este negocio.

A pesar de que los delitos de blanqueo de capitales, corrupción, trasie-
go de armas de fuego y precursores químicos, forman parte esencial de 
la cadena criminal que apoya y reproduce el negocio de las drogas, estos 
resultan menos atacados que la esfera de la producción de estupefacientes. 
Ello tiene una razón eminentemente geoestratégica, puesto que su en-
frentamiento supone la ubicación de facilidades militares en zonas de alto 
interés geopolítico y geo-económico para la élite del poder de EE.UU. 

Ello explica la continua penetración político-diplomática y de seguri-
dad en regiones claves de la región, entre las que resaltan la Amazonía y la 
Triple Frontera, sin olvidar la importancia para su seguridad nacional de 
México, y en un segundo orden, los países más afectados de Centroamé-
rica y del área caribeña.

La militarización de la región se ha intentado justifi car durante las úl-
timas décadas por que una de las drogas ilegales (DI) consideradas más 
perjudiciales, la cocaína, registra sus mayores producciones en países de 
Latinoamérica, lo que ha servido de pretexto para profundizar el pilar mi-
litarista de las políticas antidrogas, a pesar de su manifi esto fracaso. 

Sin embargo, los cambios de patrones de consumo en los principales 
mercados de esa droga a nivel mundial (el estadounidense y el europeo) 
unido a los éxitos que han conllevado políticas antidrogas de mayor tole-
rancia y valoración a las culturas y las situaciones específi cas de cada país 
y región, descolocan la intransigencia del gobierno estadounidense en la 
guerra contra las drogas. En estos cambios de consumo de drogas, resalta 
el auge del trasiego de precursores químicos y el incremento del consumo 
de las drogas sintéticas. 

El dinamismo de la producción de drogas sintéticas, la variedad de 
sus tipos y formas de comercialización, desmonta las vías tradicionales de 
control e interdicción. Para que se tenga una idea, “(…) sólo en Europa 
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se registraron en 2011 un total de 49 nuevos tipos de drogas sintéticas, lo 
que representa un récord en los últimos años, ya que en promedio cada se-
mana llega al mercado una nueva droga. (…) entre 2010 y 2012, aumentó 
hasta 690 el número de páginas web que ofrecen sustancias estupefacien-
tes producida en laboratorios, las así llamadas “drogas de diseño”, bajo 
nombres como “Legal Highs” o “Herbal Highs”.(Notimex, 2013)

A pesar de estos cambios, Washington prosigue con la llamada política 
de mano dura contra las drogas, hacia Latinoamérica “justifi cándose” por 
la necesidad de interdicción de cocaína cuando los estudios internaciona-
les más avanzados revelan transformaciones en el consumo, que priorizan 
las sustancias sintéticas. La rigidez de esta política puede explicarse por 
los intereses colaterales que encierra para la conformación de la política 
exterior y de seguridad de Washington en la región. 

En la actualidad se realiza una revisión en el Departamento de Defensa 
de EE.UU. que valora el reajuste de los comandos de defensa estadouni-
denses, lo que pudiera tener interesantes implicaciones, por el lugar que se 
le otorgará a la guerra antidroga, así como en la delimitación de funciones 
que se le precisen a las diferentes estructuras de seguridad destinadas hacia 
la región.

Independientemente a los cambios burocráticos que se realicen en los 
Departamentos de Estado y de Seguridad, en Latinoamérica y el Caribe 
continuará politizándose la guerra contra las drogas. Para ello se perfeccio-
na constantemente el poderío militar, político, diplomático e informacional 
destinado hacia la región, tanto con la penetración de fuerzas militares del 
gobierno como de contratistas y subcontratistas a su servicio. Las cuotas 
de control y poder que confi ere la guerra contra las drogas a los intereses 
geoestratégicos de ese gobierno en la región, hacen factible realizar los 
cambios y matices necesarios, para prolongar el combate armado contra 
los grupos de narcotrafi cantes, cuánto sea posible y necesario.

Analizando la evolución y las tendencias de la guerra contra las drogas 
en la conformación de la política exterior y de seguridad de EE.UU. puede 
puntualizarse una mayor importancia de las políticas antidrogas estadouni-
dense en las dinámicas político-diplomáticas y económicas entre Estados 
Unidos y América Latina y el Caribe, donde crecen las implicaciones del 
capital trasnacional estadounidense en el blanqueo de capitales.

Además, se aprecia un auge de la tendencia a la despenalización y lega-
lización del consumo de marihuana y algunas drogas de origen sintético, 
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con disímiles consecuencias sociopolíticas y culturales; que tienen implica-
ciones para la relación norte-sur y para el sostenimiento de la errada guerra 
contra las drogas de Washington. Este fenómeno cuenta con el impulso de 
los gobiernos de Uruguay, viendo también la propuesta del presidente de 
Guatemala, Otto Pérez Molina, así como los casos de Portugal, España y 
Países Bajos, que ya tienen un mayor tiempo en la liberación del consumo 
de drogas.

Los efectos que pudiera conllevar a mediano y largo plazo un escenario 
donde legalización y despenalización del consumo de drogas, principal-
mente de las drogas blandas, sin descartar el de otras sustancias de origen 
sintético, conllevaría a importantes modifi caciones en las políticas antidro-
gas de Estados Unidos.

La rígida posición de ese gobierno ante las presiones de movimientos 
y gobiernos de la región por la legalización y despenalización de algunas 
drogas consideradas menos nocivas para la salud humana, parece desmon-
tarse en el tiempo. Por otra parte, luego de la legalización en Washington 
y Colorado del consumo de marihuana, el tema a debate no sólo cobra 
importancia en la conformación de la política exterior y de seguridad de 
EE.UU., sino también en el orden interno. Los históricos problemas del 
consumo de estupefacientes en ese país obligan a una reevaluación sobre 
la visión y posibles acciones del gobierno en ambas direcciones.

En la pasada Cumbre de las Américas, celebrada en la ciudad colombiana 
de Cartagena de Indias, en abril del 2012, se evidenció la voluntad de algunos 
gobiernos latinoamericanos de estudiar los benefi cios que podría producir 
para sus correspondientes países la eventual despenalización y legalización 
de la producción, la comercialización y el consumo de algunas de la dro-
gas de origen natural que se producen, se consumen y se “exportan” desde 
América Latina y el Caribe hacia el mercado estadounidense y el europeo. 

Para un análisis más holístico respecto a los fl ujos ilícitos trasnaciona-
les, resulta pertinente interrelacionar el tema del tráfi co de drogas ilegales 
y su enfrentamiento con el trasiego de armas de fuego a la región, donde 
existen escandalosos precedentes que implican al gobierno estadouniden-
se como las Operación Rápido y Furioso y la Naufragio.

La relación de negocio de las drogas con delitos como la trata y tráfi co 
de personas, el trasiego ilegal de armas, el lavado de dinero y el tráfi co de 
precursores químicos, conllevan a una valoración más integral respecto a 
los fl ujos ilícitos transnacionales. El trasiego de precursores químicos se 
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acelera el dinamismo del consumo de sustancias sintéticas. Ello tiene im-
plicaciones prácticas en la modifi cación de las rutas y en su enfrentamien-
to, debido a las facilidades de su producción, puesto que no se requieren 
de territorios específi cos.

En este contexto el gobierno de EE.UU incrementa el uso de las Tec-
nologías de la Informática y las Comunicaciones (TICs) y de medios de 
transporte marítimos y aéreos más modernos, las Fuerzas de Operaciones 
Especiales y la intervención de contratistas y subcontratistas en la guerra 
contra las drogas, lo que le pudiera posibilitar una militarización más efec-
tiva y, por tanto, menos numerosa, que pudiera conllevar a confundir y 
reducir las “presiones” en el plano político– diplomático. 

Entretanto, se mantiene la carencia de políticas públicas concretas con-
tra el tráfi co ilegal de drogas y sus disímiles consecuencias para la sociedad 
y la estabilidad política internacional. Por otra parte, no se delimita de 
forma adecuada el tratamiento antidroga como problema de salud y en 
sus afectaciones a la seguridad y la estabilidad de los países más afectados 
tanto por su producción, trasiego y consumo.

La necesidad de profundizar más la atención a la salud pública en el 
problema de los drogas continúa ocupando un segundo plano. Sin em-
bargo, “(…) aunque las drogas sean lícitas. Comercializadas abiertamente, 
incluso a través de internet (…) pueden ser mucho más peligrosas que 
las drogas tradicionales. Los nombres por los que son conocidas en las 
calles, como “especias” (“spice”), “miau-miau” y “sales de baño” inducen 
al error a los jóvenes que creen que se trata de diversión de bajo riesgo”. 
(ONUDC, 2013)

Estas defi ciencias limitan el papel de las políticas públicas, ya que no se 
aprecia la importancia de la participación ciudadana para la credibilidad y 
la efi ciencia de las políticas antidrogas. Para ello se necesita de una verda-
dera colaboración, que tome en consideración la visión de ambas partes 
y las características culturales, políticas y socioeconómicas de cada región, 
de manera que se proyecten políticas de seguridad públicas que viabilicen 
la cooperación al desarrollo.

Las fallidas consecuencias de la guerra contra las drogas de EE.UU. 
merecen la inclusión de múltiples temas no militares, que permitan reco-
nocer otras aristas del enfrentamiento a los fl ujos ilícitos trasnacionales, 
orientadas hacia factores político-diplomáticos y socio-culturales. Estos 
tienen una estrecha relación con las políticas públicas, los proyectos de 
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inclusión ciudadana, reducción de las brechas socioeconómicas y de los 
índices de violencia y criminalidad que hoy afectan a la región. Ello no se 
resume a los temas estrictamente militares, sino que tienen un abanico de 
impactos hacia la seguridad ciudadana, la economía, el medio ambiente y 
la sociedad en general, que ameritan mayores esfuerzos.

En las trasformaciones ocurridas en la última décadas, se aprecia una 
mayor producción y consumo de drogas sintéticas. Los países que tradi-
cionalmente eran productores y/o rutas han incrementado sus índices de 
consumo. La expansión de este problema de la subregión andina hacia toda 
Nuestra América, con sus particulares efectos en México y Centroamérica, 
evidencian el doble rasero de la guerra contra las drogas de EE.UU.

Entretanto, la producción de cocaína continúa disminuyendo. “Las es-
timaciones de la cantidad de cocaína fabricada, oscilaron de 776 a 1.051 
toneladas en 2011, cifra igual en gran medida a la del año anterior. Las ma-
yores incautaciones de cocaína del mundo (sin ajustar la pureza) se siguen 
notifi cando en Colombia (200 toneladas) y los Estados Unidos (94 tonela-
das). El consumo de cocaína sigue disminuyendo en los EE.UU., el mayor 
mercado de cocaína del mundo. Por el contrario, un aumento signifi cativo 
de las incautaciones se ha observado en Asia, Oceanía, América Central y 
del Sur y el Caribe en 2011.”(ONUDC, 2013)

El reforzamiento de las rutas del Caribe en el trasiego ilegal estupefa-
cientes, conlleva a un necesario incremento del control de esta área, donde 
resulta estratégico, el progreso en la cooperación bilateral entre el gobier-
no estadounidense y la República de Cuba, entre otras acciones bilaterales 
que debiera acelerar el gobierno estadounidense en la región.

La persistencia en fórmulas militaristas y la continua politización de 
la lucha antidroga denota el doble rasero de la guerra contra las drogas 
de Estados Unidos en el proceso de conformación de la política exterior 
y de seguridad hacia Nuestra América. Ante esta realidad, se necesita de 
una articulación de fuerzas política y actores diversos, que pugnen por una 
verdadera cooperación al desarrollo. Ello viabilizaría cambios trascenden-
tales, donde se parta de un enfoque crítico, interdisciplinario y regional, 
sobre los diversos problemas asociados con los fl ujos ilícitos entre Amé-
rica Latina, el Caribe y EE.UU., así como los actores estatales y no guber-
namentales, regionales y trasnacionales, en aras de proveer alternativas de 
políticas cooperativas, que tengan en cuenta el carácter transfronterizo y 
trans-regional de este fl agelo. 
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Nuestra América ante la guerra contra las drogas de Washington

El tráfi co ilícito de drogas a nivel internacional genera dividendos que 
superan los 320 000 millones de dólares anuales. Se estima que el trasie-
go de cocaína mueve anualmente montos de 85 mil millones de dólares.
(ONUDC, 2012)

“Al año, el crimen organizado mundial mueve unos 870 mil millones de 
dólares. De esa cantidad, el narcotráfi co maneja 320 mil millones de U$; 
32 mil millones se movilizan por “trata de personas”; siete mil millones en 
torno al tráfi co ilegal de migrantes; casi 80 mil millones por negocios de-
lictivos relacionados con la madera y especies animales; 140 mil millones 
por juego de apuestas ilegales.”(Rambaldi, 2012)

No obstante, otras fuentes registran datos superiores como los confi r-
mados por el Secretario de la OEA, José miguel Insulza durante su par-
ticipación en el Foro Económico Mundial para América Latina 2013 al 
plantear: “Las drogas son un negocio que mueve al año 84,000 millones de 
dólares en el mundo, por lo que es importante adoptar políticas para en-
frentar ese fl agelo de forma integral, sostuvo hoy el secretario general de 
la Organización de Estados Americanos (OEA)”(El negocio de las drogas 
mueve al año 84,000 millones de dólares, 2013)

Esta situación acrecienta su impacto para la paz y la seguridad interna-
cionales. La interconexión del crimen organizado trasnacional difi culta su 
enfrentamiento, dado el amplio abanico de oportunidades que se abren, 
ante las vulnerabilidades en la seguridad y la asistencia social que presentan 
los Estados-nacionales.

Los derroteros del crimen transnacional, recrudecen los problemas so-
cioeconómicos y políticos que padece Latinoamérica, con un gran impacto 
sobre los procesos electorales, los proyectos de gobierno y la proyección 
exterior de los líderes de la región. Bajo esas circunstancias, el Consejo 
Sudamericano de Defensa, resulta una opción para el enfrentamiento, al 
menos de forma más autónoma, contra fl agelo de las drogas. Esta Institu-
ción, creada como respuesta de la región, bajo la impronta del ex presiden-
te brasileño Lula Da Silva, en el marco de la UNASUR, resulta un intento 
por dar respuesta, a los problemas más urgentes que atentan contra la paz 
y a seguridad latinoamericana. 

Fortalecer los enfoques desde el sur al enfrentamiento antidroga es una 
necesidad existencial, ante las proyecciones del Comando Sur y el perfeccio-
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namiento de las facilidades militares del hegemón en la región; la cual com-
binan con un paquete de cooperación en materia de asesoría jurídica, policial 
y “apoyo institucional”, que acentúan sus intereses sobre la región.

En este juego de poderes, vale la pena considerar qué papel desempeña 
Brasil como líder regional. La difícil situación sociopolítica de México, 
llamado a concentrar todas sus fuerzas en frenar el auge de los cárteles y la 
sangrienta guerra contra las drogas que tantos crímenes y víctimas cobra 
día a día, le impide una proyección más infl uyente hacia la Latinoamérica. 
Esa situación, consolida Brasil como actor principal, por lo que necesita 
fortalecer los esquemas de integración, para impulsar iniciativas que impi-
dan la consolidación hegemónica de Estados Unidos en la región.

Entretanto, Obama afi na su política exterior y de seguridad para el he-
misferio en su segundo mandato, bajo la impronta de John Forbes Kerry 
como Secretario de Estado, que expone como paradigma de las relaciones 
con Latinoamérica al gobierno colombiano.

Pero las políticas militaristas de la guerra contra los carteles continúan 
cobrando vida, y la extensión de Plan Colombia hacia todo el Hemisfe-
rio se asemeja a la crónica de una muerte anunciada. No obstante, debe 
considerarse de forma especial, la creciente participación de contratistas y 
subcontratistas en la llamada guerra contra las drogas. Esta tendencia, ha 
devenido en la receta ideal para alentar desarrollo el Complejo de Seguri-
dad Industrial,5 tan necesaria para ese país. 

La utilización de contratistas ha tenido una generalización en la prácti-
ca político-diplomática del gobierno de Obama (2009-2013 y 2013-2017), 
ya no sólo con los traslados de funcionarios políticos y diplomáticos a 
Nuestra América, sino también en una mayor utilización de las Fuerzas 
de Operaciones Especiales. Estas acciones refl ejan continuidad respecto 
a la proyección de la Administración de W. Busch (2001-2009), pero con 
los matices necesarios de una política exterior y de seguridad más hábil, 
delineada desde el smart power y las tres D (apreciando a la Diplomacia y 
el Desarrollo como complemento de la Defensa). 

Del fracasado pero aún con vida Plan Colombia, la fenecida Iniciativa 
Regional Andina (IRA), la extensión del Plan Colombia en Plan México, 
5 Se utiliza el término de Complejo de Seguridad Industrial y no el del Complejo Militar 
Industrial para resaltar la importancia de los intereses de la Industria de seguridad, la cual 
abarca mucho más que lo estrictamente militar, y donde los vínculos político-diplomáticos 
y el uso de contratistas profundiza su importancia. 
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luego retitulado como Iniciativa Mérida, se puede reconocer una geoes-
trategia de dominación que se va perfi lando y consolidando, a través de 
la justifi cación político-diplomática del fl agelo de las drogas, para incre-
mentar su penetración en la región, decididos a no perder su equilibro 
hegemónico. 

Desde esa perspectiva, el gobierno de EE.UU. ha recrudecido la guerra 
antidroga, con la autorizaron de la utilización de aviones no tripulados 
(Drones), para su utilización en la persecución de narcotrafi cantes e inmi-
grantes, en aras de aumentar la seguridad en la fronteras de EE.UU. con 
México y aquellas que le interesan allende a sus tierras y mares. 

Las últimas transformaciones de la segunda Administración Obama 
permiten reconocer, independientemente del recorte presupuestario del 
gasto militar, una mayor utilización de Fuerzas de Operaciones Especiales 
y las tecnologías más modernas en la guerra antidroga, lo que refuerza el 
pilar militar sobre aspectos insoslayables como el control del consumo de 
drogas ilegales y el impulso a programas de asistencia social. Esta inefi caz 
estrategia, impide una mayor promoción de políticas que contrarresten la 
falta de empleos y la crisis en la economía, de manera que se reduzcan los 
incentivos del negocio ilícito de las drogas.

La situación de inseguridad y violencia que viven varios países de la 
región, validan la continuidad de análisis críticos y propuestas encamina-
das hacia una reforma integral de la guerra contra las drogas de Estados 
Unidos en Nuestra América. 

Conclusiones

El tráfi co ilícito de drogas mantiene un creciente impacto en la socie-
dad contra la seguridad ciudadana, los derechos humanos, el Estado de 
derecho, la gobernabilidad y la convivencia democrática de los países con 
una mayor incidencia del crimen organizado transnacional. La responsa-
bilidad compartida de los Estados Unidos con América Latina y el Caribe 
no se asume con seriedad por dicha potencia. 

Lo que se manifi esta como tendencia en la proyección exterior y de se-
guridad de EE.UU. es la utilización de la lucha antidroga como justifi cación 
para el re-fortalecimiento de su dominio político y militar. La consolida-
ción de su poderío militar en Latinoamérica a través de la guerra antidroga 



– 222 –

perfecciona su posicionamiento geoestratégico, desde el orden militar y de 
inteligencia, lo que supone una modernización tecnológica y de métodos a 
implementar que les asegura una hegemonía en este aspecto.

Estados Unidos se consolida como líder entre las potencias centrales 
en la lucha contra el tráfi co ilícito de drogas, logrando incluir en sus es-
trategias a otros gobiernos imperiales tildados como “grupo de amigos”, 
haciéndose de un mayor control sobre Latinoamérica.

Los Estados Unidos y la OTAN practican una política incoherente en el 
enfrentamiento al TID, con estrategias desiguales en la erradicación de cul-
tivos agrícolas que sirven de materia prima para las drogas ilegales (DI), que 
responden a sus intereses geoeconómicos y geopolíticos en cada región. 

Las campañas mediáticas validan su imagen para controlar los recursos 
naturales, ubicar sus fuerzas militares y de inteligencia, deslegitimar los 
procesos de izquierda y/o reformistas en América Latina, en un intento 
de impedir sus alianzas. La estabilidad que cobre la región de forma au-
tónoma es negada por el imperio norteño, reconociendo sólo aquellos 
programas que se adecuan a sus intereses. 

Las medidas extremas y la injerencia en los asuntos internos de los Es-
tados, bajo el pretexto de la guerra contra el narcotráfi co vulneran la sobe-
ranía de los países y varios principios del Derecho Internacional Público. 
Bajo el manto del multilateralismo aplica una retórica cuando en realidad 
sostiene una política bilateral con cada país, sin afectar la lucha contra el 
TID y protegiendo sus intereses geopolíticos y geoeconómicos.

Se estrechan los vínculos entre la producción y tráfi co ilícito de estupe-
facientes con empresas legales en delitos conexos como la trata y el tráfi co 
de personas, el lavado de dinero, el trasiego de armas de fuego y precurso-
res químicos, utilizados para el procesamiento de drogas.

La diversifi cación del mercado de las drogas y los altos niveles de pro-
ducción y consumo, siguen prevaleciendo en los Estados Unidos –con una 
tendencia al aumento del consumo de drogas sintéticas y semi-sintéticas 
demuestra la unilateralidad, la inefi cacia y los fi nes esencialmente geopolí-
ticos y geoeconómicos de las estrategias impulsadas por los gobiernos de 
ese país contra el mal llamado narcotráfi co, evidenciándose la inefi cacia de 
sus programas.

La militarización de la lucha contra la producción y el tráfi co de las dro-
gas –en particular de las de origen natural que se producen en los países 
Latinoamérica– inciden en el aumento de la violencia y de la inseguridad 
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ciudadana, aspectos que son aprovechados por las clases dominantes para 
criminalizar las protesta sociales y reprimirlas. 

En los países latinoamericanos y caribeños con mayores índices de 
producción y exportación, se produce un giro en las agendas políticas, que 
priorizan la seguridad ciudadana sobre otras demandas sociopolíticas. 

Finalmente pude asegurase que el Estados Unidos impulsa estrategias 
“multilaterales” contra el “narcotráfi co” y otros delitos conexos, como 
pretexto para el re-fortalecimiento de su dominación político-militar, par-
ticularmente en América latina y el Caribe.

Anexos

Tránsito Marítimo de drogas 
a través del Caribe y América Central (2011)

Fuente: (Isacson, Haugaard, Poe, Kinosian, & Withers, 2013)
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Asistencia de los EE.UU. hacia América Latina 
y el Caribe, todas las fuentes

Fuente: (Isacson, Haugaard, Poe, Kinosian, & Withers, 2013)
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SOCIOLOGÍA DEL NARCOTRÁFICO

Robinson Salazar-Pérez
Marcela Heinrich

Los resultado de la guerra contra el crimen organizado
Introducción

La lucha armada contra el crimen organizado en América Latina es 
un bifronte que insertó los EE.UU en varios países de América Latina, 
para atender dos prioridades de su política exterior: Criminalizar los fl ujos 
migratorios y dotar de una nueva naturaleza el Estado, asignándole un 
cuerpo y rostro de Estado Policial, cuya manifestación es policializar el 
ejército y la seguridad pública.

Indudablemente que la criminalización de los fl ujos migratorios, pro-
vocados por la desastrosa intervención norteamericana en los asuntos 
políticos, militares, económicos y sociales en Guatemala, Honduras y El 
Salvador desde los años 70 del Siglo XX hasta el primer cuarto del Siglo 
XXI, vinculan hoy, sin tener la menor evidencia, a los migrantes con las 
pandillas, los carteles de la droga, la alta criminalidad y la inseguridad, 
escondiendo la causa original que reside en la forma inusitada, abierta, ile-
gítima e ilegal en que han destruido el andamiaje institucional de los países 
latinoamericanos, incitando golpes de Estado, fuga de capital, boicot a la 
economía doméstica, organización de segmentos sociales especializados 
en arengar, sembrar el caos, corromper autoridades y diseminar la ingo-
bernabilidad en los puntos neurálgicos del país seleccionado para some-
terlo a la ordenanza imperial.

Con los vínculos que construyen imaginariamente entre los migrantes 
y los terroristas son los eslabones que encadenan el blanco de la crimi-
nalización para ampliar el espectro de un enemigo político, que pone en 
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riesgo la “soberanía nacional”, parte fundamental de la pieza discursiva 
de la Guerra Fría que la nueva derecha norteamericana aun arguye para 
persistir en propagar guerras.

El frente militar tiene un objetivo amplio, heterogéneo, diverso y asi-
métrico, cuyos componentes son: Narcotráfi co, migraciones, terrorismo, 
pandillas, delincuencia, populismo, hacker, ciber-terroristas, trafi cantes de 
órganos, crimen organizado, cruce de indocumentados, lavado de dine-
ro, prostitución infantil y gobiernos proclives al terrorismo internacional. 
Cada año agregan un escaque al tablero de la política imperial, revelando 
mayor agresividad y a su vez mas inefi ciencia, hasta colocarlo en un país 
con resultados deplorables.

Donde se alcanza a ver un avance de la política imperial es en la des-
construcción del Estado y la infi ltración del ADN militar, componentes 
que están inmersos en diversas celdas, paredes e intersticios del ente políti-
co, donde casi todos los países de América Latina cuentan con una policía 
privada que en varias naciones superan las fuerzas policiales ofi ciales; la 
proliferación de policía militarizada en ámbitos aduanal, forestal, migrato-
ria, ministerial, fi scal, municipal, federal, ejército, marina, aviación, gendar-
mería, portuaria, fi scal, de inteligencia, especializada en delitos cibernéti-
cos entre otras, con la suma de cámaras vigilantes, centros tecnologizados 
de observación de trayectoria en calles y avenidas, centros comerciales, 
escuelas, colegios y universidades, control de internet y aun en la vida pri-
vada. Construyó la nueva jaula cibernética para cuidar los intereses del 
imperio, que están representados en las empresas multinacionales y capital 
fi nanciero mundial.

La bandera decolorada que envuelve el discurso “defensivo” es parte 
de la retórica añeja que desde 1945 al 2014 ha enarbolado, defensa de un 
interés que va más allá de su territorialidad y autoproclama de “escudo 
soberano de la humanidad”, aun cuando existen otros intereses, culturas, 
símbolos, tradiciones costumbres y comportamientos orgánicos muy ale-
jados de la vida norteamericana. 

Es inimaginable la inyección de recursos, la invención de instituciones, 
la construcción social de enemigos en serie, el apoyo a golpes de Estados, 
la incursión en invasiones militares, la provocación de guerras, infi ltración 
de gobiernos, propagación de virus en guerras bacteriológicas, asesinatos 
de jefes de Estado y saqueos inmisericordes en América Latina que no han 
dado los resultados esperados, de ahí que persistan en incendiar el mundo 
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y labrar anarquías para alimentar el nuevo eslogan de la democracia repre-
sentativa a través de los partidos políticos instituidos, el libre mercado, la 
defensa de los derechos humanos y la unifi cación de la economía global 
bajo la égida de su rectorado imperial. Todo aquello que esté fuera del ani-
llo fabricado por USA es peligroso, nefasto y digno de ser exterminado.

De la Alianza para el Progreso hasta el Área de libre Comercio, ALCA, 
con sus respectivos anillos concéntricos que han surgido e instrumentado, 
todos ellos han quedado como queso gruyère, dado que la corrupción, 
glándula vital del modelo capitalista, la avaricia, la acumulación excesiva 
de riquezas, el pensamiento único y la avidez imperial los hace presa de su 
visión rectilínea que ignora al otro y acepta sólo su verdad.

La trayectoria de las relaciones de EE.UU. con América Latina ha cam-
biado poco, la tonalidad es cambiante si toma la técnica pictórica del oleo 
para mezclar los pigmentos intervencionistas con un aglutinante elaborado 
con base de sometimiento, normalmente con la complicidad de gobiernos 
en turno o fuerzas opositoras sin pertenencia nacional de origen de dere-
cha trasnochada y ejecutadas en coyunturas fabricadas mediante la técnica 
del desorden, desabastecimiento, magnicidio, que admite soportes de muy 
variada naturaleza de perturbación, revueltas, saqueos, alianzas con milita-
res, narcotrafi cantes, pandillas, delincuentes y empresarios, aunque lo más 
habitual es que sea aplicado de manera violenta.

En los recursos inyectados no hay pérdidas para los propagadores de 
la anarquía ni para EE.UU, porque en la mayoría de los casos la asistencia 
técnica de la industria de guerra es asunto aparte, así que la “donación” 
o venta a corto o mediano plazo de armamentos y vehículos de campa-
ña, radares y asesorías especializadas, es recuperado con la colaboración 
militar, contratos de soporte y refacciones, cursos y capacitación que son 
superiores al monto donado o vendido.

A todo lo anterior hay que sumar el compromiso de colaboración mu-
tua de los gobiernos y sus fuerzas militares respectivas para estar presente 
en Misiones de Paz, ejercicios navales, agregados en fuerzas contingentes, 
apoyo a otros países de la región en asesoría de cuerpos policiales y mili-
tares en tareas de contrainsurgencia, limpieza social, acoso a comunidades 
que habitan en zonas de inversión futura por existencia de riquezas natura-
les que importan a las multinacionales, vigilancia fronteriza e intercambio 
de datos e información vital para la “seguridad nacional”.
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Los casos que ilustran la colaboración estrecha se manifi estan en la 
“ayuda” que presta Colombia a los gobiernos de Honduras, Paraguay y 
México; Chile en la frontera con Argentina; Perú y Colombia sobre Ecua-
dor y Bolivia; Panamá y Colombia en el Tapón del Darién y Colombia en 
la zona fronteriza de Arauca y Arauquita, Cúcuta, Guajira y Catatumbo 
para apoyar paramilitares que siembran el caos y pánico en Venezuela.

Otra manifestación de esa red de colaboración del caos es la prolife-
ración de paramilitarismo en varios países de la región, quienes gozan de 
total y absoluta impunidad para cometer fechorías, arrasar comunidades, 
asesinar líderes comunitarios y políticos populares, manejar la economía 
negra y servir de canales ofi ciosos del tráfi co de drogas y contrabando.

La mancuerna de los gobiernos latinoamericanos que han aceptado 
plenamente la guerra contra el narcotráfi co, el crimen organizado, el po-
pulismo y el terrorismo no ha avanzado hacia la meta de la defensa de la 
democracia, antes por el contrario, la sombra de la crisis económica, la 
corrupción, el incremento de homicidios y la deslegitimación de sus insti-
tuciones es cada día mayor, la democracia esta abatida, la pobreza abruma 
a todos los segmentos sociales, la incertidumbre es el horizonte cotidiano, 
el desempleo fl orece, la paz es endeble y no hay, hasta ahora, una salida 
asequible a corto y mediano plazo.

La bancarrota de la democracia representativa con los partidos polí-
ticos institucionalizados está presente, la deuda pública y privada crece, 
el crecimiento económico es ínfi mo, los acuerdos económicos y bloques 
regionales no funcionan, la sociedad se fragmenta y la economía del con-
sumo asfi xia con deuda las economías doméstica de las familias.

El retrato elaborado por el Latinobarómetro 1997-2013, sobre la de-
mocracia de la región nos deja perplejos, al afi rmar que la” Democracia 
por países Uruguay, Argentina, Venezuela, Ecuador y Nicaragua son los 
cinco países latinoamericanos en los que sus ciudadanos mejor valoran a 
su democracia –y todos son de izquierda–, según el estudio “Latinobaró-
metro”, que se publica cada año con fi nanciamiento de la Unión Europea. 
Según el estudio, los ciudadanos de esos cinco países dieron las notas más 
altas (del 1 al 10) a la democracia en sus propios países: Los uruguayos le 
dieron 7.6 puntos a la suya; los venezolanos 7.0; los argentinos 6.8; los 
ecuatorianos 6.6 y los nicas le dimos 6.4 puntos a nuestra democracia.
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Las cifras explican que entre más lejos estén de la política belicista 
norteamericana mejor funciona la democracia y donde han escenifi cado 
la lucha contra el enemigo construido: Narcotráfi co, Estados populistas 
y terrorismo, las condiciones sociales, políticas y económicas van dete-
riorándose paulatinamente, así lo revelan las estadísticas con la cantidad 
de pobres entre 2002 y 2011, según los datos ofi ciales recopilados por el 
Banco Mundial y el Centro de Estudios Distributivos, Laborales y Sociales 
(CEDLAS) de la Universidad de La Plata. 

Argentina 57,5 20,1 (a) -37,4

Bolivia 63,3 51,3 (b) -12,0

Brasil 34,4 21,4 (b) -13,0

Chile 18,7 (c) 15,1 (b) -3,6

Colombia 49,4 37,2 (d) -12,2
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Costa Rica 23,5  24,2 (d) 0,7

Rep. Dominicana 29,1 31,6  2,5

Ecuador 52,2 (e) 28,6 -23,6

El Salvador 40,1 (f) 42,5 2,4

Guatemala 56,2 (g) 53,7 -2,5

Honduras 70,7 66,2 (d) -4,5

México 50 51,3 (d) 1,3

Nicaragua 45,8 (h) 42,5 (b) -3,3

Panamá 36,8 (c) 32,7  (i) -4,1

Paraguay 49,7 35,1 (b) -14,6

Perú 54,3 31,3 (d) -23,0

Uruguay 24,3 18,6 (d) -5,7

Venezuela 55,4 32,5 (d) -22,9

Cuadro elaborado por Alejandro Rebossio, 17 de julio de 2012.

Si tomamos un caso ejemplar de la guerra contra el narcotráfi co, Méxi-
co 2006-2013, el espectro social es desalentador, la cifra de pobres tuvo 
una tendencia incremental al saltar de 46.4 millones de carenciados a 61.4 
millones de pobres por ingresos donde 1 de cada 4 pobres (bajo la me-
dición de ingresos elaborada por el Coneval) se generó bajo la adminis-
tración del presidente Felipe Calderón, 2006-2012, debido al desempleo 
galopante que provocó el cierre de negocios y empresas, desplazamiento 
humano en zonas agrícolas, alta actividad delictiva que sobrevino con la 
denominada lucha contra el crimen organizado, que a su vez abonó, según 
datos de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) un 
registro de27.243personas desaparecidas, principalmente en el corredor 
fronterizo por donde el narcotráfi co controla los espacios vitales para la 
conexión del traslado como son Chihuahua, Coahuila, Durango, Nuevo 
León, Michoacán, Tamaulipas y Sinaloa.

La tragedia aumenta con el registro de 150 mil personas que han muer-
to en la guerra contra el narcotráfi co, en argumentos que expuso LeonPa-
netta en el discurso de clausura en la primera Reunión Trilateral de Mi-
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nistros de Defensa de Norteamérica en Ottawa, en marzo de 2012, sin 
embargo la pugna por las cifras no dista mucho de la realidad, aun cuando 
otro informe de la organización civil italiana Líbera, conformada por más 
de mil agrupaciones de activistas europeos y americanos defensores de los 
derechos humanos, asegura que la guerra invisible y absurda que se inven-
tó el ex presidente Felipe Calderón contra el crimen organizado provocó, 
desde 2006 hasta el último minuto de su gobierno, un total de 136 mil 100 
muertos, de los cuales 116 mil (asesinatos) están relacionados con la guerra 
al narcotráfi co y 20 mil homicidios ligados a la delincuencia común, detalla 
el documento. (La Jornada, 2012)

Los incentivos de la guerra y sus fatales consecuencias son los apoyos 
que los Estados Unidos destinó para combatir el tráfi co de drogas, más 
de US$2.000 millones de ayuda a México a través de la Iniciativa Mérida, 
un paquete de medidas de asistencia de varios años de duración acordado 
en 2007 para contribuir a la lucha contra la delincuencia organizada en 
México. El 15 por ciento de algunas partidas de esta ayuda sólo estaba 
disponible una vez que el Departamento de Estado de los Estados Uni-
dos informara al Congreso estadounidense que el gobierno mexicano ha 
cumplido cuatro requisitos vinculados con los derechos humanos, como 
asegurar que los abusos militares se investiguen en la justicia penal ordina-
ria y prohibir el uso de testimonios obtenidos mediante torturas o malos 
tratos, (Human RightsWatch, 2013) tema que aun se debate en varios 
foros del país.

Colombia, otro escenario de guerra contra el “terrorismo y el narco-
tráfi co” tuvo y aun tiene severas consecuencias, el gobierno recibió ayuda 
de EE.UU. por la cuantía de US$6 mil millones entre 2000 y 2008, convir-
tiéndose en así el mayor receptor de ayuda estadounidense en Latinoamé-
rica, uno de los diez primeros en todo el mundo y asumiendo el papel del 
nuevo Israel en la región latinoamericana.

Es necesario aclarar que ante la crónica debilidad del Estado colom-
biano y la sietemesina oligarquía habían llevado al país a lo que muchos 
analistas temían fuese el borde del colapso. El presidente Andrés Pastrana 
(1998-2002) y Álvaro Uribe (2002-2010) cortejaron activamente a sus ho-
mólogos estadounidenses, animándoles a ir más allá de un estrecho enfo-
que en la lucha contra el narcotráfi co para involucrarse más en el confl icto 
interno. Esta estrategia de “intervención por invitación” implicaba aceptar 
la agenda antidrogas de Estados Unidos, a cambio del necesario apoyo 
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militar, técnico y socioeconómico de Washington. La ayuda exterior buscó 
ampliar, profesionalizar y modernizar las fuerzas armadas, combatir los in-
surgentes armados, aumentar el control territorial, y más tarde, durante la 
fase de consolidación del Plan Colombia (2007-2013), extender el Estado 
de derecho y perseguir el desarrollo económico y social (TicknerArlene 
B. 2014) que no llegó porque hubo un reacomodo de los actores de la 
droga y los políticos oligarcas para insertarlos en la economía regional, 
especialmente en loterías, casas de cambio, agencias automotrices, pool de 
transporte, fabricas de textiles y desarrollo inmobiliario.

En síntesis parcial, la inyección de recursos para acrecentar la guerra no 
sólo queda en los dos países que hemos ejemplifi cado, también hay otros 
teatros de acción en menor escala pero con la misma intencionalidad de 
recibir “ayuda de la muerte”, es Guatemala, que aumenta las percepciones 
de los 500.000 a 1,7 millones de dólares; Honduras que recibió un millón 
en años anteriores, ahora obtiene 4.5, y El Salvador fue “premiado” al 
pasar de 1,2a 1,8 millones de dólares. (Saiz Eva, 2013) Observamos que 
existe prioridad en el Triangulo del Norte centroamericano para conectar-
lo con México que se mantiene con siete millones de dólares para 2014, 
transfi gurándose la región Centro-Norte como trasiego del paso de droga 
y zona de confl agración intermitente, de ahí el bono de 26 millones adi-
cionales para todo Centroamérica hasta cerrar en 126 para la lucha contra 
las drogas y el terrorismo, a cambio recortó 5 millones a la ayuda al desa-
rrollo, con resultados que se advierten en la crisis humanitaria de los niños 
y mujeres emigrantes.

Mutación de la sociedad

El costo descrito de la guerra no es todo, parte de lo expuesto es la 
punta del iceberg de una complejidad mayor, la suma de muertos cuenta 
para el terror, los odios, el dolor y la venganza; lo funesto es y seguirá 
viviendo la mutación que provocó el fenómeno del narcotráfi co en la so-
ciedad, la red de complicidades, la inserción de la ilegalidad en la economía 
formal, la licitud de la ilicitud, la corrupción y secuelas en las familias, los 
jóvenes, las instituciones educativas, en los medios de comunicación y en 
las expectativas de vida del conglomerado social, es ahí donde observa-
mos que la lucha contra el crimen organizado es y será la guerra perdida, 
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el fracaso rotundo, el miedo como vehículo movilizador y controlador, 
la miseria, el hambre, el dolor descarnado que se obvia con el dinero, el 
cuerpo como destino de ejercicio del poder y ante todo, la devaluación de 
la vida humana.

El narcotráfi co creó prototipos de vida, permeó a las comunidades 
empobrecidas, alimentó a los paramilitares, engendró un modelo sicarial 
‘de exportación’, implantó en la mente de los jóvenes la consigna del ‘di-
nero fácil’, cambió los cuerpos de las mujeres, corrompió a la política, 
alienó a los más dignos integrantes de la Fuerza Pública y se convirtió en 
el vital combustible del confl icto armado (Bedoya Lima Jineth, 2013). Es 
un mundo imaginario inserto en la subjetividad colectiva que transita de 
manera desesperada por la red delineada por el crimen organizado, donde 
el sentido inculcado es el dinero, el lujo, el dispendio, el poder y la necesi-
dad de exterminar todo aquello que contravenga su interés mezquino y se 
oponga a la voluntad que lo guía.

Estrategias de penetración y dominación social del Narcotráfi co

La organicidad del narcotráfi co ha evolucionado tan impronta como 
se revoluciona la tecnología y las sociedades contemporáneas, dado que la 
mejor forma de instaurar un dominio es retomando la visión de Boaven-
tura de Sousa Santos, implantando una “lógica de geopolítica de la tierra 
y del territorio”, cuyo objetivo es construcción política y cultural de un 
territorio con una identidad proclive a la lealtad, pertenencia comunitaria, 
zonas estratégicas, áreas de infl uencia, imaginario de poder, uso de armas, 
defensa del espacio, organización nuclear y supeditadas al dinero, el placer 
y la ostentación, con andamiaje fuerte en las relaciones de fuerza y desligi-
timizadoras del orden institucional existente.

El control del espacio está directamente relacionado con la imagen o 
modelo ciudad/territorio al que se aspira, a los distintos círculos concén-
tricos de poder que se buscan instaurar, el prototipo de habitantes que 
se requiere y a la defensa del lugar, de ahí que las zonas salvajes donde 
viven las clases populares en los suburbios, en los guetos y en las favelas 
no poseen la capacidad de acomodar de una manera urbanísticamente ra-
zonable, social y políticamente decente a las poblaciones que llegan a las 
ciudades huyendo de la violencia rural, de la desertifi cación, de la guerra, o 
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de la ocupación salvaje de sus tierras, (de Sousa Boaventura, 2012) pero 
ofrecen una ventaja al narcotráfi co, son depósitos humanos de una varie-
dad compleja y diversa de actores que devienen de situaciones de desarrai-
go, persecuciones, desalojos, expulsiones violentas, con derechos negados, 
desalojados por el cuadro de oportunidades laborales, sin imaginario de 
progreso y hundidos en la pesadumbre de que para ellos no hay futuro.

Este cuadro deshumanizado pero invisibilizados por los gobiernos 
y sus instituciones, tuvieron en la oferta que acomoda el narcotráfi co el 
cuadro oportuno y necesario para concursar y obtener benefi cios que no 
habían imaginado.

Aprovecharon el resultado de la instauración de un modelo económico 
que se nutre de las profundas desigualdades y le dieron forma al espectro 
monstruoso, enorme como la Hidra de Lerna, blindado del miedo, incli-
nado a la violencia, no temeroso a la muerte, con rostro humano pero piel 
de rudo, acotado en la red de reciprocidades que sólo comparte con los del 
círculo íntimo y dispuesto a imponer su ley.

Este escenario fue avizorado de manera temprana por el crimen orga-
nizado y su mejor brazo, el narcotráfi co, y dedicó años en dotarlo de un 
sello de ciudad ajena, territorio escurridizo, con lenguaje propio y ajeno a 
la “ciudad segura”, con imaginario y referentes que son totalmente dife-
rentes a los que se asumen en la sociedad visibilizada, donde la belleza, el 
respeto, la lealtad, la amistad, el amor, el uso del dinero, el trabajo es desco-
nocido por las autoridades y el “otro mundo” existente, algunos dirían que 
una barriada o villa es un lugar estéril de toda belleza, sin embargo para 
ellos hay un atractivo que los embelesa y les atrae. Es la ciudad, el barrio, 
la favela que desconocemos.

La trama de los trazos no es caprichosa, mucho menos improvisada, 
tiene una sentido propio para los habitantes del lugar y con hondo signifi -
cado para sus impróvidos movimientos y desplazamientos en situaciones 
apremiantes, buscan eludir de manera efi caz los controles tecnológicos 
satelitales, GPS, mapas y rutas convencionales, vista desde el cielo, la ima-
gen satelital sólo muestra una inmensidad de láminas, chapas y techos que 
refl ejan o espejean el sol, pero allá abajo, en el lugar, la vista, la vida y los 
sucesos son otros y totalmente desconocidos. Para la vista de las auto-
ridades y los estudiosos de la antropología y la sociología el panorama 
es uniforme, lleno de pobreza, desaliento, mugre, malos olores, dolor y 
carencias, (Licitra Josefi na, 2011. Virilo Paul, 2011) en ellos es la vida 
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normal acompañada con un sinnúmero de actos y acciones que son total-
mente extrañas para los visitantes.

El espacio confi gurado para ejercitar el poder del narcotráfi co fun-
ciona en una temporalidad disímil, aun cuando estén colindando con la 
ciudad uniforme, en sus habitantes es lejanía, es otra latitud de ahí que sus 
comportamientos no se ligan al horario habitual, está confeccionado, el 
manejo de sus tiempos, en función de sus necesidades y prioridades, tie-
nen mucho tiempo para planear un robo, atentado, darle muerte a otro o 
trasladar la droga, mientras que la autoridad no cuenta con ese tiempo para 
actuar y resolver el delito, se confrontan los tiempos el mediano plazo vs 
la inmediatez, indudablemente que la desventaja es para el que actúa ante 
el evento producido.

Asociaron el miedo al espacio, el peligro no está en ellos, es el escudo 
que reviste el territorio, no temen a la muerte porque están preclaros de 
que el fi n de la vida es inevitable, pero mancomunar la pobreza con enfer-
medades prolongadas es catastrófi co para los habitantes de los tugurios, 
de ahí que prefi eran la muerte. Su pensamiento es que yo nací y en algún 
momento me voy a morir. Prefi ero morirme por un tiro, morir por mi 
ley. Peor sería morir por una enfermedad, no soportaría que el cuerpo me 
traicione”. (Licitra, op. cit.)

Podríamos afi rmar que esos espacios que el narcotráfi co fue moldean-
do para acelerar el control y mantener la actividad ilícita no es un lugar 
anárquico, insolente y desahuciado, por el contrario, es parte de la estra-
tegia que fi namente han instrumentado en varios países de América Lati-
na; hay una autoconstrucción, un proyecto común entre narcos y actores 
vinculados a la red de redes de tráfi co y distribución, que dan forma a la 
realidad social y la anudan a las necesidades vitales del sujeto y sus despla-
zamientos, haciendo de ella una realidad ajena, desconocida y de miedo 
ante los demás, por lo tanto el territorio controlado en las villas y barria-
das es un espacio anterior al de la cartografía urbana que ofi cialmente 
manejan las autoridades y las fuerzas policiales involucradas a combatir el 
narcotráfi co.

El fenómeno de la miseria y los guetos suburbanos es tan inmenso que 
es imposible dimensionarlos, están dentro de las ciudades, colindan con 
zonas exclusivas y forman cordones periféricos también, han bordado de 
miedo a las urbes, trasminan los cimientos de la seguridad, corrompen a 
las autoridades y cuerpos de vigilancia, imponen el miedo, negocian con 
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un pie adentro con los gobernantes, pujan en eventos electorales, apoyan 
candidatos en gestas electorales a cambio de “favores”, trabajan sincroni-
zados con las policías quienes son los que mejor conocen la cartografía de 
los suburbios, intercambian armas, información, destituyen a personajes 
incómodos, cumplen tarea de limpieza social en canje por libertad de ac-
ción para delinquir y trafi car la droga, participan en traslado de migrantes, 
trata de blanca, blanquean dinero y hacen suyo el desenvolvimiento de la 
autoridad a favor del narcotráfi co.

Desmembrar la densa red de complicidades, destruir las células e incu-
badoras donde se reproducen los narcotrafi cantes es una tarea imposible 
a estas altura de su desarrollo, dado que han penetrado la densa capilari-
dad de la sociedad y sus instituciones que no hay poder sufi ciente para 
derrumbar el cáncer producido. Estamos en la etapa de la metástasis, no 
hay órgano del sistema imperante que esté exento de su contaminación, la 
vulnerabilidad es manifi esta y sin solución alguna hasta hoy.

Afi rma el narcotrafi cante Marcos Camacho, “la propia idea de solución 
ya es un error. ¿Ya vio el tamaño de las 560 villas miseria de Río de Janeiro? 
¿Ya anduvo en helicóptero por sobre la periferia de San Pablo? ¿Solución, 
cómo? sólo la habría con muchos millones de dólares gastados organiza-
damente, con un gobernante de alto nivel, una inmensa voluntad política, 
crecimiento económico, revolución en la educación, urbanización general 
y todo tendría que ser bajo la batuta casi de una tiranía esclarecida, que 
saltase por sobre la parálisis burocrática secular, que pasase por encima 
del Legislativo cómplice. Y el Judicial que impide puniciones. Tendría que 
haber una reforma radical del proceso penal del país, tendría que haber 
comunicaciones e inteligencia entre policías municipales, provinciales y fe-
derales)nosotros hacemos hasta “ conferencecalls “ entre presidarios…Y 
todo esto costaría billones de dólares e implicaría una mudanza psicosocial 
profunda en la estructura política del país. O sea, es imposible. No hay 
Solución. (Diario República, 2013) 

Agregamos, ¿cuántas instituciones hay que desmontar si se extingue 
el narcotráfi co? el desempleo rompería récord, el consumo se verá afec-
tado severamente, la industria inmobiliaria, casas de cambio, agencias au-
tomotrices, casinos, restaurantes y bares, centros de diversión desalojarían 
millones de empleados al mundo de los desocupados, la industria arma-
mentista dejaría de vender sus armas, carros blindados, las compañías de 
seguro bajarían sus bonos, desplome del valor de las casas/residencias, las 
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ventas de alcohol de alta graduación se precipitarían, en fi n, el crimen or-
ganizado planeo bien su estrategia de control que se apoderó del mundo y 
los Estados insolventes por la defi citaria captación fi scal; no pueden hacer 
frente a un cambio profundo en medio de una crisis como la descrita, sin 
que pongamos el corolario de una población que no trabaja, crecimiento 
económico pírrico, estancamiento de sus economías, envejecimiento con 
tendencia incremental y necesidad de obtener recursos para administrar lo 
poco que le deja el narcotráfi co.

La red del crimen organizado realizó una tarea importante en la co-
optación social de los carenciados, visibilizó y valorizó la diversidad de 
saberes y de experiencias de segmentos importantes de las favelas y ba-
rriadas, los dotó de certidumbre, les dio lugar dentro de su organicidad, 
les asignó identidad al llamarlo por un nombre o apodo que le concedía 
poder y administración de los miedos, les dio armas, lo incorporó a una 
red de consumo, lo educó bajo la férula de la lealtad a cambio de favores 
específi cos, a las mujeres las fusionó a una comunidad donde la lealtad y 
acatamiento está supeditada al sexo y poder de compra, el lujo y el hedo-
nismo, impuso una moda en el hablar, el vestir, la música, la diversión y el 
vivir, fue un trabajo de construcción de un mundo ajeno al “orden social” 
que comúnmente conocemos, por ello nos atrevemos a aseverar que el 
mundo de la droga y sus ramifi caciones es un fenómeno que el barón de la 
droga brasileño denomina Sociedad Post-Miseria, cultivada en la cultura 
del sicariato, el arrojo, los miedos, el sexo dislocado, la belleza del bisturí, la 
mutación de identidad, el consumo de éxtasis, la desesperanza que rompió el 
eje conectivo del tiempo, donde el pasado poco importa, el futuro no es una 
meta, el presente perpetuo es ineludible y la muerte no es un drama cristiano 
tirado en la cama por un ataque al corazón, dice el barón de la droga, para 
nosotros es la comida diaria, tirados en una fosa común (Op.cit.) pero hubo 
disfrute mientras tuvo vida.

Sobre los errores y grietas del modelo neoliberal, el narcotráfi co ha 
tejido los hilos de su espectro social, es por ello que dentro del sistema 
que impera la guerra contra este fenómeno es un gasto infructuoso, tiene 
un costo social elevado y los resultados son pírricos. Tomemos el caso de 
la cooptación de nuevos agentes y actores atraídos por la densa urdimbre 
del narco, cuyo vector son la oportunidad y la osadía.

El neoliberalismo por su dinámica de producir pobreza y desigualdad 
no ha podido incorporar el principio normativo de la igualdad en sus po-
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líticas públicas, el poco recurso que destina atender los grandes segmen-
tos poblacionales carenciados lo han obligado a renunciar al propósito de 
impartir igualdad a través del empleo, vivienda digna, servicios de salud 
adecuados y preventivos y educación para todos. Mejor optó por dar un 
viraje al principio normativo (en el discurso) y atiende la desigualdad por 
canales que proporcionan el reconocimiento, esto es, dignidad y respeto. 
Sin embargo, no existen instituciones para plasmar el objetivo normativo, 
mucho menos una cultura cívica y órganos de educación que lo incentive 
e inserte en la subjetividad colectiva.

El pobre, el discapacitado, la madre soltera, el desempleado, el adulto 
mayor no es destino de reconocimiento, la dignidad no está diseñada para 
ellos, es un vestido ajeno a su cuerpo y condición, el respeto no lo reciben 
porque no son agentes consumidores ni empleados de alto rango, enton-
ces se diluye el propósito y ese segmento social desposeído y empobrecido 
no es digno de reconocimiento.

El narcotráfi co a través de sus agentes cooptadores oteo la situación 
prevaleciente e instruyó a sus reclutadores a identifi car zonas y rincones 
en los tugurios y barriadas donde proliferaran los confl ictos de exclusión, 
humillación y menosprecio, con el objeto de acercarse a esas personas y 
brindarle el aprecio social a través de su incorporación en sus fi las. El apre-
cio social lo tendrían con el respeto de ser hombre portador de un arma, 
manejo de recursos, contar con un respaldo orgánico, tener dinero para 
gastar y revelar que la autoridad se impone.

El agente y actor antes humillado y menospreciado encontró en la red 
del narcotráfi co el sitio ideal para ser una persona con identidad que atrae 
las miradas, de no ser visto a ser elogiado o temido, es por ello que lo per-
ciben como un honor el enrolarse en las redes de la ilicitud.

El nuevo sujeto-narco es punto referencial dentro de la comunidad, los 
otros descubren sus necesidades al ver el comportamiento y consumo del 
nuevo sujeto de la ilicitud quien impone moda, estilo, consumo y lengua-
je en su entorno inmediato; él a cambio recibe reconocimiento, respeto, 
elogios y obediencia, cualidades que antes no poseía y ahora pautan la 
reproducción social del entorno donde vive.

Es importante resaltar que en el proceso de construcción del sujeto 
narco, el reconocimiento y el respeto son dos ingredientes básicos para 
que en él se incube la autoconfi anza, esa actitud personal de aceptarse 
como algo nuevo, oportunidad necesaria y vital para encontrar la seguri-
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dad emocional y física para exteriorizar quien es, qué desea, a qué aspira e 
incluso a exteriorizar sus sentimientos.

La seguridad emocional y física lo hace un hombre apto para relan-
zar la red de lo ilícito, incorporar a otros individuos, cumplir una misión, 
obtener la seguridad de disparar, matar en serie, no refl exionar sobre las 
consecuencias sino atender la inmediatez, asumirse como sicario, atraer 
simpatías y a ver en el menosprecio, la privación de derechos y la exclusión 
social un pasado que no debe volver jamás.

Por su nueva investidura de agente narco, siembra miedo a su paso, los 
temores desalojan a los adversarios y enemigos de su sendero, la admira-
ción lo asedia y la percepción anterior de imputabilidad moral de hombre 
peligroso y sin ofi cio desaparece, y aunque no tenga reconocimiento jurí-
dico dentro del sistema social, él lo obtiene de su entorno y de los lugares 
donde desplaza la droga.

A quien le dio la “oportunidad” de engancharlo a la red de la ilicitud, 
además, le otorgó la “licencia” para manejar un arma, lo enseñó a ser sica-
rio y asignarle un apodo, le guarda lealtad que está respaldada con la vida. 
La vida tiene un valor que está inmerso en la lealtad, (Vida y lealtad) son 
unidades consubstanciales, ineludible, inseparables y de percibidas como 
el signo axiológico de mayor envergadura y bajo el cual deben edifi carse las 
amistades, las relaciones sociales, íntimas y sexuales. Una falta a la lealtad 
signifi ca la muerte dentro de la organización criminal, de esta manera la 
delación, la traición, la infi delidad y el robo entre ellos es falta grave que se 
paga con la vida, lo cual es una ventaja ante las autoridades que confron-
tan la actividad del tráfi co de drogas, porque en ese bando no existen los 
códigos que la mafi a del narcotráfi co ha instaurado.

La guerra contra el Narcotráfi co un intento fallido

La perspectiva de nuestro estudio no es desde lo militar, aunque tenga 
incidencia directa, lo que nos interesa destacar es que la confrontación, 
desde lo matricial, la mutación provocada en la sociedad, justo ahí donde 
el narcotráfi co ha avanzado y hasta ahora tiene la delantera.

La sociedad contemporánea en América Latina desabriga su cuerpo y 
nos revela una inmensa fragmentación social producto del individualismo 
exacerbado que se ha impuesto desde los claustros educativos hasta en los es-



– 244 –

pacios laborales, el grupo, la comunidad y la sociedad en su conjunto no tiene 
signifi cancia alguna, pertenecer a una colectividad es, según los patrones cul-
turales de la sociedad del libre mercado, supeditar tu voluntad ante los demás, 
coartar la libertad del hombre y limitar su audacia para tomar las decisiones 
de manera expedita. La apuesta es una sociedad individualizada, libre para 
consumir, sin pertenencia a un lugar, territorio, institución o empresa.

La despertenencia social conlleva a un desasosiego cultural ante la rup-
tura de muchos códigos relacionados con los proyectos históricos de co-
hesión social existentes en el Siglo XX; sin embargo el individuo de hoy 
introyecta en su subjetividad nuevas necesidades y múltiples modos de 
satisfacción que el entorno y los medios de comunicación le ofrecen, mo-
difi cando sustancialmente sus comportamientos que a su vez perturban la 
vida cotidiana, las relaciones sociales y la articulación de los lazos sociales 
de convivencia con los otros segmentos de la sociedad.

Indudablemente que este nuevo espectro va más allá de lo individual, 
se ancla en los espacios donde el actor tiene incidencia, en la vida pública 
que despliega, dentro de las instituciones donde actúa o desempeña una 
acción, en la construcción de signifi cados al reunirse con sus colegas y 
amigos y en los diversos modos de convivencia donde se instala su com-
portamiento, irradiando la despertenencia, anidando el desdén, burlándo-
se de todos aquellos proclives a la adscripción y enorgulleciéndose de la 
libertad infi nita que pregona el discurso del neoliberalismo pero en esencia 
es lo que Bourdieu llamó “amnesia de la génesis” o la deshistorización 
absoluta del hombre de hoy.

El narcotráfi co, bando contrario o submundo que lucha dentro del 
mundo global, provoca implosiones en distintos puntos de la sociedad 
contemporánea, con una armazón más sólida, con pertenencia a la orga-
nización, al cartel y a la comunidad donde está adscrito; los lazos sociales 
son densos, fuertes y con ligas de lealtad; poseen un lenguaje compartido a 
nivel intra-grupal, con códigos que norman los comportamientos, la obe-
diencia, la responsabilidad, el respeto dentro de la organización; asimismo 
existe una autoridad vertical que impone el mando y distribuye las funcio-
nes de cada uno de los incorporados.

Entonces, en palabras de Saskia Sassen, la ciudad es un espacio estraté-
gico en este proceso; pero cuidado, es un espacio del poder y también de 
los sin poder. Un espacio de frontera… Son ciudades diversas que ningún 
gobierno puede controlar completamente y espacios un poco anárquicos 
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donde los sin poder y el crimen organizado hacen historia… de igual ma-
nera la “calle global”, es un espacio indeterminado (Sassen, 2013)donde 
los que no tienen acceso a los instrumentos formales pueden hacer un 
proyecto de vida y otros siembran señales de miedo para ejercitar poder.

Se advierte una confrontación asimétrica mientras en el bando de la 
delincuencia organizada cada día se nutre mejor la organicidad y los ten-
táculos se profundizan en territorios agregados, en la parte contraria, el 
desapego, el descontrol, la insularidad es mayor, las fuerzas policiales no 
tienen pertenencia con la nación ni con la institución, cuidan no caer en las 
emboscadas y en la mayoría de las veces terminan pactando o colaborando 
de distintas maneras con el narcotráfi co, el ejemplo más contundente es 
el número de deserciones en ejército mexicano, entre el año 2000 al 2005 
fueron 107.250 desertores de un total de 190 mil; del 2006 al 2012 se 
fugaron 55 mil 129 efectivos para dar un total de 162 mil 379 elementos 
de diverso rango, desde generales, cuerpo de especialistas, paracaidistas, 
pilotos, fuerzas de combate capacitadas en USA, entre otras.

Si bien no toda la deserción se unió a las fi las del narcotráfi co, una parte 
signifi cativa sí lo hizo y son los que manejan la logística, información, in-
terceptan comunicación, revelan los nudos débiles de las fuerzas estatales, 
manejan rutas, desplazamientos y avizoran los operativos del gobierno.

El narcotráfi co dio la lucha en el plano social, el gobierno priorizó lo 
militar; el crimen organizado privilegió lo espacial, el control de territorios 
a través de la complicidad de núcleos comunitarios en áreas rurales, tugurios, 
barriadas, favelas y villas donde el gobierno no llega y la pobreza reina en 
todo su esplendor. También es necesario agregar que al poseer mayor fl ujo 
de recursos económicos en efectivo y en dólares, aceitó los canales de seduc-
ción en las esferas gubernamentales para sobornar redes de funcionarios a 
través de agentes especializados, dado que desde 1990 a la fecha, han incor-
porado personas con perfi l profesional en distintas áreas del conocimiento, 
tienen en su “plantilla de trabajadores” ingenieros en logística del transporte, 
sociólogos, médico, antropólogos, economistas, fi nancistas entre otros que 
son dispositivos que dan soporte al poder de la mafi a.

Su operatividad tiene la misma dinámica de un corporativo empresa-
rial, nexos con la banca, casas de cambio, desarrollos inmobiliarios, lote-
rías locales, casinos, agencias automotrices, bares y cantinas, restaurantes 
y destinos turísticos son parte importante de la densa urdimbre para blan-
quear dinero y pasarlo de la ilicitud a la economía formal.
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Nexos con sitios y líneas de taxis, autobuses, centros escolares, bares y 
centros de diversión, casinos y grupos musicales, vendedores ambulantes y 
promotores de festividades son otra parte de la red que induce y distribuye 
la droga para incrementar el consumo. Cada consumidor allegado y adicto 
es un colaborador potencial de la organización criminal.

Es innegable la molecularización que vive el crimen organizado en su 
interior, cuya esencia es la ruta de la reestructuración social que han cons-
truido en los lugares empobrecidos, que va encaminada hacia el tejido de 
una enorme sábana que se compone de redes asociativas que funcionan en 
forma de ligas y enlaces químicos entre una comunidad molecular delictiva 
y otra, hasta armar convergencias de acciones para atacar en el momen-
to conveniente, trasladar la droga en los tiempos acordados y cristalizar 
la operación sigilosamente sin aspavientos que denoten el éxito alcanza-
do. Trasladar más de 500 toneladas de cocaína de América Latina a los 
EE.UU. anualmente y 300 más a Europa, requiere de varios factores inter-
vienes entre ellos, la activación de las redes asociativas, que son similares a 
los mensajes intercelulares, mediante un proceso similar a la fosforilación, 
que no es otra que la transmisión de una experiencia, una delación, un 
operativo, activación de radares o cambio de planes en la entrega de los 
cargamentos.

Ahora bien, descubrir y analizar el comportamiento de las redes ilícitas 
no es tarea fácil, sus movimientos y tendencias manifi estas no son continuas, 
sino fracturadas, bifurcadas y transversales, por lo que hay que echar mano 
de las tecnologías, inteligencia militar, la infi ltración del enemigo para captar 
cómo entra una señal, comunicación o interrelación entre dos o más comu-
nidades y a la vez dar seguimiento a la propagación del mensaje.

El mensaje es la pista que orienta a donde está la droga mas no los 
barones de la mafi a, porque ellos no se involucran en el traslado sino en la 
administración de la organización criminal.

Por lo anterior, centrar la lucha militar en la persecución y detención 
de un “capo” de la droga no es un avance importante, porque la organici-
dad del narcotráfi co es celular, se mueve a través de redes, algunas veces 
la compartimentación es utilizada para casos especiales y la segmentación 
de actividades impide que se conozca quienes son los verdaderos agentes 
directrices de la corporación delictuosa.

La Guerra desatada en Colombia, Honduras, México y Guatemala, 
para mencionar sólo 4 casos, es infructuosa, inútil, vacua y sin posibilidad 
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de éxito, más bien está encaminada a construir enclaves de control social 
contra el asedio popular que por las condiciones prevaleciente en cada país 
pueden subvertir el orden establecido. La intencionalidad de extinguir el 
cáncer del narcotráfi co es discutible, los resultados del número de muertos 
develan que son los civiles, los pobres, campesinos y mujeres las víctimas. 
Los delincuentes detenidos no hacen mella a la producción de enervantes 
y mucho menos a su traslado a los EE.UU y Europa. Las mutaciones que 
se dan en las drogas, de la cocaína a las substancias sintéticas demuestran 
que el mercado se amplia, diversifi ca y crece sin que exista una estrategia 
de control o desmontaje de la red de ilicitudes.

Desde lo militar se escribe mucho de la nueva fase de la guerra contra 
el enemigo, en especial el narcotráfi co, sin embargo la guerra que han des-
atado contra ellos, en algunos países del mosaico latinoamericano, se im-
pone bajo el criterio de la “InfoWar” donde las herramientas efi caces son 
la información y manipuleo de la percepción para desorientar al enemigo, 
destruir el sentido de su acción a través del pánico, el miedo y el terror; 
no obstante ha tenido efecto en la población civil y no en las fi las del cri-
men organizado, dado que ellos tienen como aliados al miedo y el terror a 
través de los medios que han utilizado para destruir a sus enemigos, tales 
como el descuartizamiento, colgar a los “ soplones”, mutilaciones con sie-
rra, decapitaciones, secuestros, torturas y limpieza social en comunidades 
o familias completa.

Ahora bien, el miedo como aliado les permite dos ventajas, por un lado 
controlar los centros poblacionales, espacios vitales y rutas importantes 
para el traslado de la droga; por otro lado, imponer criterios, obtener apo-
yos e inducir el voto por un candidato que va a cumplir un papel de enlace 
o satisfacer las necesidades de la organización delictiva. Los apoyos que 
reciben los partidos políticos y candidatos afi nes a las actividades ilícitas, 
son millonarios, no hay cantidad fi ja que podamos manejar, todo depende 
del tipo de elecciones, la competencia que se presente en el país y la impor-
tancia del lugar en el transito y comercialización de los estupefacientes. 

Podemos observar detenidamente que la incursión en la política no fue 
por el camino de la participación electoral, sino por la compra de votos, in-
ducir grupos y comunidades, obligar a segmentos sociales que den el apo-
yo a una fi gura pública e imponer el miedo en caso de que contravengan 
el mandato de la autoridad de facto que es el “jefe” de la zona o región. 
El resultado de esta liga entre política-narcotráfi co es la inmensa manta 



– 248 –

de corrupción, complicidades, deterioro de las instituciones, pérdida de 
credibilidad de los órganos de gobierno y ante todo, vía expedita para que 
el narcotráfi co reine.

Iglesias, congregaciones religiosas emergentes, comercio ambulante, 
hoteles, bancos, inmobiliarias, agencias de automóviles de importación, 
clínicas especializadas en cirugía estética, cuerpos policiales, aduanas, 
puertos, loterías, agencias de exportación, industria de la moda, deportis-
tas y equipos de distintas escala deportiva, club hípicos, entre otras, es la 
densa red afectada por la industria del blanqueo de dinero, no hay poro 
de la capitalidad que no haya tocado dinero devenido del mercado negro, 
lo que nos da la señal de que estamos en una sociedad con rostro civili-
zado pero en su interior está la post-miseria, cuya manifestación visible 
es la “nueva cultura asesina, ayudada por la tecnología, satélites, celulares, 
internet y armas modernas. Es la mierda con chips, como megabytes” 
(Diario República, op. cit.) que inunda territorios, naciones y estamentos 
políticos hasta crear lo que los narcos denominan “una nueva especie, 
bichos diferentes que residen en el centro de lo insoluble mismo”… y a 
pesar de la información que diseminan sobre ellos, reciben respaldo de sus 
entornos-enclaves. ya sea por amor o por miedo; es más, son menos odia-
dos que los gobernantes y los políticos, referente de aspiraciones juveniles 
y “SuperStars” del crimen.

El rostro de la Hidra de Lerna nos deja en el pensamiento esta frase 
que Jorge Beinstein lanza sobre la mesa… ¿Se trata del burdel sangriento 
global preludio de una nueva acumulación primitiva cuna de un futuro 
supercapitalismo o de los manotazos fi nales, desesperados de una civiliza-
ción que ha entrado en el ocaso? (Beinstein, J. 2014).

Narcotráfi co: El miedo es nuestro aliado en la guerra

La crisis económico-fi nanciera de 2008 expuso de manera diáfana el ca-
rácter especulador, traicionero y mentiroso del capitalismo del Siglo XXI. 
Los edifi cios fi nancieros mentirosos se derrumbaron, las transacciones 
fraudulentas perdieron su ropaje, los gobiernos desnudaron sus tramas 
y relaciones incestuosas con el gran capital, las privatizaciones tuvieron 
que aceptar que son un negocio de cifras falsas, el mundo económico 
es un gran casino (Hernández Vigueras J. 2012) donde todos apuestan 
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y los verdaderos dueños se quedan con las ganancias, los gobiernos se 
endeudan sin asegurarse de las consecuencias a corto y mediano plazo, 
en síntesis, el desorden instaurado por el mercado abrió las compuertas 
del dinero mal habido, devenido del crimen organizado, incrustado como 
ameba en los intestinos del sistema fi nanciero que incide en la digestión de 
un sistema económico narco-capitalista.

Es posible suponer que el Imperio y los gobiernos adláteres en su de-
cadencia se encuentran prisioneros de una maraña de intereses políticos, 
fi nancieros, mafi osos… conformando una dinámica autodestructiva im-
parable que lo obliga a desplegar operaciones irracionales (guerra con-
tra el narcotráfi co) si observamos el fenómeno desde una cierta distancia 
histórica, pero completamente racionales si reducimos la observación al 
espacio de la razón instrumental directa de los conspiradores, a su micro-
mundo psicológico (la razón de la locura como razón de estado o astucia 
mafi osa imponiéndose a la racionalidad en su sentido más amplio, supe-
rior). (Beinstein, 2014, op. cit.)

En escala mayor asistimos al eclipse defi nitivo de los mecanismos po-
líticos de regulación y a la reconfi guración de un nuevo tipo de realidad 
geopolítica; es el deterioro enmarcado en un hecho histórico sin preceden-
te, donde se pueden destruir pueblos, derribar aviones, los fondos buitre 
y el capital fi nanciero pueden intentar destruir la barrera de la soberanía, 
no existe ninguna instancia mundial, organismo internacional o potencia 
geopolítica que pueda intervenir de modo determinante, (Alemán, Jorge, 
2014) es un mundo sin eje de ordenamiento, dislocado, desordenado y 
alimentador incesante del espectro de la post-miseria

En el amplio marco de la descomposición global, regional y local, los 
“des-gobiernos” no pueden controlar la desintegración social, económica, 
moral, cultural e institucional, entonces ven la necesidad de encubrir la 
crisis a través de la mentira y aniquilando la verdad. Polemológicamente ya 
no es la mentira la que protege la verdad como afi rmaba Winston Chur-
chill, (Virilo, op. cit.) va mas allá y de lo que trata es destruir la realidad de 
los hechos, cegar y perturbar a la sociedad, vendarle los ojos y entronizar la 
necesidad de la guerra, el confl icto, la existencia de un enemigo que puede 
acabar con todos nosotros.

El uso reiterado de la mentira trae consigo efecto contraproducente 
porque mina los cimientos de la confi anza y arroja como conclusión una 
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sociedad desordenada y con hilos asociativos rotos por la desconfi anza en 
el otro y en las instituciones públicas

Con esa carga de miedo, desconfi anza y mentiras, la sociedad se des-
plaza, con la espalda agobiada busca descifrar por dónde se cuelan los 
miedos, quién los provee y en qué rincón asaltan la integridad humana. 
Sin embargo, en la indagación sobre los miedos y sus trayectorias, éstos 
no residen en las organizaciones mafi osas porque ellos los construyen a 
través de las armas, los crímenes, los asedios, secuestros y torturas. Han 
instalado los miedos en puntos estratégicos y los manejan en tiempo y 
forma, esto es en coyunturas en que es necesario exigir al gobierno laxitud, 
defenestración de un funcionario, detener un operativo o evitar la fuga 
de dinero en una escenario de confrontación que disemine la imagen de 
ingobernabilidad.

Ellos se autodenominan “Hombres Bombas”, sin temor a la muerte, 
dispuesto a arriesgar su integridad física porque están seguro que la orga-
nización prosigue su curso inalterable al no depender de un jefe absolu-
to, son múltiples centros de operación que la compartimentación no deja 
traslucir públicamente.

Han situado estratégicamente miedos en las cárceles donde son temi-
dos y aun presos siguen operando impunemente; en las villas, tugurios y 
favela. Hay otros dispositivos de miedos en los atajos, caminos y trayectos 
y casas de seguridad; en los espacios públicos confi scados al poder gu-
bernamental reina el pavor, en sus confrontaciones esparcen pánico, con 
la exhibición de las mutilaciones, secuestros, muertes y torturas cargan la 
subjetividad colectiva de espanto y a las fuerzas gubernamentales las lleva 
al tinglado del sobresalto, la intimidación y pusilanimidad, destruyéndola 
anímicamente y pulverizando la moral de los soldados que lo confrontan.

El miedo inserto en diferentes espacios y dimensiones agranda la ame-
naza y la expande por todos los canales y lugares, provocando una sensa-
ción de inseguridad y terror que somete la voluntad de millones de perso-
nas a explorar y adoptar estrategias defensivas de salvación de sus vida y 
pertenencias materiales. 

Los miedos y el pavor impuesto por y desde las fi las del narcotráfi co 
estrangula la vida política, económica y social de un conglomerado hu-
mano, rompe hilos asociativos, obnubila el pensamiento y diluye los lazos 
afectivos, y cuando el terror se convierte en un estado de ánimo encubier-
to, latente, pero siempre presente, no sólo disminuye nuestra posibilidad 
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de acceder con libertad al placer, sino que surgen inevitablemente tras-
tornos en la vida cotidiana: dormimos mal, nos despertamos varias veces, 
nuestra susceptibilidad responde en forma inadecuada a estímulos a los 
cuales en otro momento no prestaríamos atención. Al reducirse cada vez 
más la variedad de espacios de refugio y seguridad por los cuales circulamos, 
acontecen, junto a estos trastornos depresivos, situaciones de angustia o pa-
nicattack. (Abadi. José E. 2005).Una vez conseguido encarcelar a las ciuda-
des bajo el paraguas del temor y terror, los gobiernos no pueden controlar 
los niveles de angustia ni atender con políticas efi caces la incertidumbre que 
prolifera en todos los ambientes de la sociedad, quedando en una situación 
inmovilizada donde paulatinamente pierden credibilidad ante la ciudadanía 
y caen en la ilegitimidad, fl anco que aprovecha el crimen organizado para 
empoderarse en zonas que no ha incursionado hasta ahora.

En medio de la incertidumbre, desorden e ingobernabilidad, signifi -
cativos segmentos sociales van orillándose al sendero de la invisibilidad, 
cada quien atiende sus necesidades y olvida al otro, al desempleado, pobre, 
“superfl uo” o innecesario que muchas veces es blanco de las acciones 
militares del gobierno por la desesperación que sobrelleva por confrontar 
un enemigo escurridizo.

Justo ahí centran la atención los centros operativos de reclutamiento 
del narcotráfi co para engrosar sus fi las con nuevos agentes “superfl uos” 
que en el “nuevo trabajo” adquieren destrezas, habilidades, poder, dinero 
y autoestima.

Con los miedos administrados por el crimen organizado e instrumenta-
do como herramienta poderosa para congelar los ánimos de sus enemigos, 
día tras día vamos descubriendo que la ciudadanía va familiarizándose con 
ellos, se habitualiza vivir en situación de riesgo hasta asimilarlos totalmen-
te e incorporarlos en las actividades de la vida cotidiana, con el tiempo se 
dan cuenta que son más peligrosos los operativos militares de las fuerzas 
ofi ciales que las actuaciones del narcotrafi cante. Hay una aceptación de la 
persona ilegal, atrae admiración por su arrojo, osadía y consumo; impone 
moda, entra en el mundo de la farándula con canciones y estilo de vida que 
disuelven los miedos y los vuelcan en fascinación.

La mutación del miedo a la admiración es un tónico que revitaliza las 
relaciones de los trafi cantes de droga con la sociedad, le brinda oportuni-
dad de ganar espacios vitales dentro de las comunidades, son temidos y ad-
mirados y en esa conjugación paradójica se han armado nodos, convenios, 
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negocios, matrimonios y ligas asociativas de recursos de variados usos que 
es difícil hallar el intersticio que existe entre lo lícito y lo ilícito.

Combatirlo para exterminarlo es altamente complejo, cada vez que re-
cibe un golpe la organización criminal responden con una o varias muertes 
igual o superior a las recibidas. Se trata de desafi ar al sistema en caso de 
que se oponga a sus intereses, pero tampoco hay en ello la intención de 
cambiar el estado de cosas porque ellos requieren de la infraestructura y 
logística del Estado para trasladar los estupefacientes. No son enemigos 
del sistema, sólo quieren un sistema que esté a su servicio y en parte lo han 
logrado con creces.

En el plano militar, los operativos gubernamentales no son muy efi -
cientes, si bien ilustran el resultado por algunos cuerpos de delincuentes 
caídos en combate o el apresamiento de un “líder” del cartel de la droga, 
sus actuaciones no son aprobadas por la ciudadanía, casi siempre provo-
can y enardecen a los lugareños y vecinos, las afectaciones son mayores 
que los logros, siembran pánico, alimentan los desplazamientos forzados, 
las persecuciones se dan sin fundamento judicial, familias enteras son 
desterradas, la desconfi anza está presente en la subjetividad del colectivo 
humano y mas que sentir miedo por las incursiones del ejército o cuerpo 
antidroga, levantan los ánimos de rencores rechazo en su contra. Por lo 
anterior, las recompensas que ofrece el gobierno y sus instituciones por la 
delación no tienen eco en los ciudadanos, el silencio guarda complicidad y 
enojos contra el sistema.

Finalmente podemos afi rmar que “las comunidades de la muerte” 
(narcotrafi cantes) no son los verdaderos enemigos del sistema capitalista, 
sus recursos fi nancieros nutren las arcas de banqueros, especuladores y 
empresarios; dinamizan la economía de los países donde predomina la ac-
tividad ilícita, crean empleo y dan celeridad al mercado mediante el consu-
mo. El capitalismo lo hizo su aliado y nació el narco-capitalismo, alianza 
estratégica que predomina hoy.

Las instituciones y agencias antidrogas que “combaten” el tráfi co de 
estupefacientes son los aliados estratégicos de los narcotrafi cantes, (Hod-
ges David, 2014, Salazar, Robinson, 2012 y 2013), son innumerables 
los hechos que la DEA –Drug Enforcement Administration– se ha visto en-
vuelta en asuntos de protección, coadyuvancia, traslado e incluso a través 
de los testigos protegidos a ser parte del gran negocio; de igual manera el 
Comando Sur –USSOUTHCOM– (United States Southern Command) vive 
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los enredos del narcotráfi co en países de Centroamérica, en especial en 
Honduras y antes lo hizo en Nicaragua con la contrarrevolución. Otros 
casos son reveladores, en México el general de división Gutiérrez Rebollo 
tuvo en su tiempo de la lucha contra las drogas fuertes ligas de acerca-
miento y colaboración con Barry McCaffrey, quien lo califi có como “un 
hombre con una reputación de integridad impecable”; con el director del 
FBI, Louis Freeh; con el administrador de la DEA, Thomas Constantine; 
con el subsecretario de Estado adjunto para temas antinarcóticos, Robert 
Gelbard, y con el administrador del Servicio de Aduanas, George Weise, 
y para diciembre de 1996, recién nombrado, Gutiérrez Rebollo participó 
en la elaboración de la estrategia conjunta antinarcóticos para 1997.(Fazio 
Carlos, 1997), en síntesis, tras de la cortina de la guerra contra el tráfi co 
de drogas existen otros intereses más fi nos, de mayor cuantía para el gran 
capital y las grandes multinacionales que está interesada en apoderarse 
de los pozos petroleros a través de privatizaciones vergonzosas, control 
de activos públicos en empresas de energía, agua, minas y la injerencia 
ampliada en el diseño y control de la política de seguridad y control de la 
lucha contra las drogas.

Los intereses reseñados necesitan de un “niple” que una el apetito de los 
empresarios ávidos por los recursos naturales estratégicos con los vende-
dores de equipos para la defensa, radares, unidades de radio comunicación, 
asesoría y mantenimiento de armas y vehículos especiales, dispositivos de 
vigilancia nocturna, aviones y helicópteros; además, capacitación perma-
nente de la policía encargada de combatir el tráfi co de estupefacientes. No 
hay duda que tecnológicamente la información recabada en cada país de 
América Latina, la NSA, Agencia de Seguridad Nacional, la fi ltra y contro-
la para benefi cio de las multinacionales y el gobierno norteamericano.

Los efectos colaterales de la guerra contra el narcotráfi co son enor-
mes e imposibles de cuantifi car, los daños directos son las víctimas civiles, 
desplazamientos humanos, pueblos abandonados, miedos y angustias en 
las colectividades humanas, pequeñas y medianas empresas clausuradas 
por la violencia, familias desmembradas, dolor humano, reconfi guración 
urbana, barrios, suburbios y sectores encarcelados en los cotos, incremen-
to de policía privada y ruptura de los hilos asociativos que reproducen las 
comunidades.

Los productos colaterales son cambios en las Constitución de muchos 
países, reestructuración del Poder Judicial, creación de organismos, leyes, 
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instituciones y policías para atender el tema del crimen organizado; com-
pra de equipo especial, capacitación para el manejo de los dispositivos de 
defensa, comunicación, traslado y uso de armamento, convenios de cola-
boración para compartir bases de datos, adecuación de leyes y operativos 
inter-fronterizos, adecuación de mecanismos de control en entidades mer-
cantiles, creación masiva de carreras universitarias en criminología, redes 
de control del internet, intercepción de comunicación satelital, incremento 
en gastos para atender patología de ansiedad, pánico y paranoia, apertura 
de nuevos caminos para introducirse en zonas de cultivo de enervantes, 
violaciones excesiva de los derechos Humanos por los operativos mili-
tares y la inversión cuantiosa en diseño de mecanismos jurídico-policial 
para detectar los actos de corrupción, complicidades y colaboración con 
el crimen organizado.

Finalmente nos preguntamos ¿Qué está pasando con la guerra contra 
los barones de las drogas en el extenso cuerpo de un poco más de 20 mi-
llones de Kilómetros cuadrados de América Latina?

La respuesta es: un monumental desastre, la Hidra de Lerna está muy 
fortalecida, cada vez que le cortan una cabeza la reproduce al instante, 
pareciera que los gobiernos son adictos al fracaso en este tema del crimen 
organizado, no hay solución porque extinguiéndose el narcotráfi co, que 
es un ala importante de la economía negra, habría que desmontar todo el 
arsenal de instituciones, cuerpos policiales, reformar leyes, Constituciones, 
etc., tarea que demanda miles de millones de dólares y no los hay en las 
arcas gubernamentales, además desplazaría a millones de personas de sus 
puestos de trabajo, entonces… dice el capo brasileño “No hay perspec-
tiva de éxitos, nosotros somos hormigas devoradoras, escondidas en los 
rincones y armados con sistemas de misiles y anti-tanques que conforman 
un contingente de Stinger… la opción sería una bomba atómica y ahí nos 
morimos todos”.
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MILITARISMO EN URUGUAY 
UN ESPECTRO RESERVADO

Jorge Pedro Zabalza

A Pedro Montañez, José Martínez y Víctor Licandro. 

Perspectiva 

En la medida que se erradique la propiedad privada, la ley del valor y 
los estímulos materiales, desaparecerá la necesidad de coaccionar, subor-
dinar o someter a los demás, no más relaciones de poder. Emancipados 
del afán de lucro, del egoísmo y la competencia, no habrá estímulos para 
someter y explotar al prójimo; dominarán los sentimientos de solidaridad, 
generosidad y altruismo y se plantarán de otra forma en la vida social. El 
comunismo es un fenómeno de consciencia sostenía Ernesto Guevara; no 
habrá socialismo sin una nueva moral acotaba Raúl Sendic. Por sobre to-
das las cosas, la revolución social se concreta en la formación de mujeres y 
hombres que, habiendo derrotado la alienación y el fetichismo capitalistas, 
podrán sentir y pensar por sí mismos, conscientes de su responsabilidad 
individual en la sociedad y de su rol personal en la historia social. 

En la sociedad sin clases habrá, por supuesto, quienes vivirán en el 
campo y quienes lo harán en pueblos y ciudades de diverso tamaño; habrá 
quienes trabajarán la tierra y otros que transportarán sus productos a los 
centros industriales, un tercer grupo de personas les agregará valor en la 
fábrica, otro llevará la contabilidad y otro se encargará de distribuir las ma-
nufacturas y, fi nalmente, habrá gente que los consumirá. Muchas personas 
trabajarán en el abastecimiento de energía eléctrica, combustible y agua 
potable, en la construcción de viviendas, en el transporte, la salud, la cul-
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tura, la educación, la información y un largo etcétera de otras actividades 
directa o indirectamente vinculadas a la producción social. La diversidad 
surgida al producir, distribuir y consumir creará inevitables diferencias de 
intereses y puntos de vista, que se manifestarán como contradicciones en-
tre individuos y entre los colectivos. En la medida que, aún eliminadas las 
clases sociales, seguirá siendo necesario coordinar los diferentes roles en la 
producción social, los confl ictos subsistirán. Vendrán de la autogestión de 
la tierra y de los medios de producción, de las diferentes formas posibles 
de distribuir en función de las necesidades de cada cual y, por último, de 
las formas de consumir manteniendo buenas relaciones con la naturaleza y 
con la salud humana. Al no estar forzados a trabajar para otros, los indivi-
duos organizarán su vida social y política en base a principios de igualdad, 
respeto y solidaridad: los confl ictos interpersonales o entre colectivos se 
resolverán en el marco de la planifi cación de la producción, la distribución 
y el consumo.

Sociedad sin clases y sin estado no signifi ca uniformizar las individuali-
dades, todo gris oscuro, por el contrario, comunismo se opone a estanda-
rización. Equivale a estímulo de la sensibilidad y de la capacidad intelectual 
de cada individuo, a estímulo de la diferencia en el pensamiento crítico, a 
multiplicación de los colores y matices que distinguen a los individuos en-
tre sí. Tampoco es sinónimo de ensueño idílico, por el contrario, el confl ic-
to será lo permanente, el combustible que seguirá alimentando el motor 
de la historia de la humanidad. Lo que cambiará, lo revolucionario, será la 
abolición de las formas policíaco militares de resolver los confl ictos: no 
habrá violencia ni necesidad de ejércitos ni de policía que monopolicen el 
uso de las armas. 

El militarismo no tendrá razón de ser: nunca más control violento de 
la población en defensa de la clase dominante, nunca más la protección 
armada de fronteras artifi ciales, nunca más guerras por los recursos y para 
el lucro de las industrias armamentísticas. Perderá sentido el monopolio 
en el uso de las armas, adiós a los ejércitos como instrumento para resol-
ver los confl ictos. La democracia de las comunidades humanas alcanzará 
al empleo de las armas, será la democracia del pueblo armado. El uso de 
las armas regido por principios totalmente opuestos a los rigen hoy día, 
pues no habrá esclavos que someter ni propietarios de tierras, ganado y 
cosechas que proteger. La perspectiva con que se escribe el presente en-
sayo es la lucha esperanzada por una sociedad donde los ejércitos hayan 
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sido archivados en los museos de la memoria como simples objetos de la 
curiosidad. El convencimiento pleno de que deben desaparecer de la faz 
de la tierra. No niego que el análisis del militarismo puede realizarse con 
otros horizontes a la vista, pensando que siempre habrá necesidad de fuer-
zas armadas para defenderse de los pueblos que se rebelan y de países que 
agreden. Ese análisis apuesta a la muerte, por el contrario, en este ensayo 
se apuesta a la vida. 

Orígenes

En Las Piedras, el 18 de mayo de 1811, la milicia al mando de José Ar-
tigas derrotó una fuerza militar española. Según los cronistas contemporá-
neos, el contingente artiguista era el “vecindaje alzado”. El término daba 
cuenta del carácter heterogéneo e irregular de la composición de la milicia: 
familias enteras de criollos, gauchos semisalvajes, negros auto-liberados y 
comunidades de las etnias charrúa y guaraní. La batalla de Las Piedras fue 
el bautismo de fuego del “pueblo armado y organizado”, que se transfor-
mó en la abigarrada multitud que puso cerco a la Montevideo imperial y, 
cuando la Junta de Buenos Aires relevó del mando a Artigas, emprendió 
en masa el “éxodo” hacia el litoral norte del Río Uruguay. 

El 15 de setiembre de 1815 Artigas promulgó el Reglamento Proviso-
rio, el programa revolucionario del “vecindaje alzado”. A partir de enton-
ces, las milicias expropiaron tierras de malos españoles y peores america-
nos y las entregaron a las familias sin tierra. Lucía Sala de Turón y otros 
historiadores demostraron documentadamente que la reforma agraria fue 
mucho más que la enunciación de buenas intenciones, que el artiguismo 
efectivamente expropió tierras y las repartió. Artigas organizó la violencia 
armada para hacer una revolución agraria y, sus medidas dividieron al “ve-
cindaje alzado” en propietarios expropiados y sin tierra benefi ciados por 
el Reglamento Provisorio. Varios ofi ciales, latifundistas o hijos de ellos, 
abandonaron las fi las del artiguismo y el general Fructuoso Rivera orga-
nizó un ejército contrarrevolucionario para expulsar a los benefi ciarios de 
las tierras entregadas por la revolución. El ejército nacional nació traicio-
nando a José Artigas, para defender la clase propietaria, fuere de origen 
criollo o español. 
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Al igual que todos los criollos hijos de padres españoles, José Artigas 
se defi nía como argentino de la Banda Oriental y pensaba en términos de 
“federación de los pueblos libres”, que abarcaba la totalidad de las pro-
vincias. El proyecto artiguista se contrapuso frontalmente al “centralismo 
porteño”, proyecto de los comerciantes de Buenos Aires que pretendían 
dominar el resto de las Provincias Unidas. Ya exiliado Artigas en el Para-
guay, el 25 de agosto de 1825, el llamado Congreso de la Florida declaró 
la independencia de los Imperios de Brasil y Portugal y, al mismo tiempo, 
consagró la unión de la Provincia Oriental del Río de la Plata con “las 
demás Provincias Argentinas a las que siempre perteneció por los vín-
culos más sagrados que el mundo conoce”. El 24 de octubre del mismo 
año, en Buenos Aires, el Congreso General Constituyente reconoció por 
unanimidad la reincorporación de la Banda Oriental a las Provincias Uni-
das. Agraviado, el Imperio de Brasil invadió la Banda Oriental en el mes 
de diciembre, iniciando una guerra muy inconveniente para los intereses 
comerciales de británicos y franceses. Presionados por el Foreing Offi ce 
(Misión de Lord Ponsomby), las Provincias Unidas y el Imperio de Bra-
sil fi rmaron una Convención Preliminar de Paz el 27 de agosto de 1828. 
Ambos aceptaban la exigencia del imperio británico de que, en adelante, la 
Banda fuera un Estado Independiente. Así nació el “estado tapón”, un en-
clave comercial, político y militar del Imperio Británico semejante a Hong 
Kong o la propia Bélgica. El ejército regular al mando de Fructuoso Ri-
vera fue la columna vertebral de ese nacimiento contra natura, se encerró 
entre las murallas de Montevideo y ofi ció de peón en la estrategia franco 
inglesa de libre navegación por los ríos Paraná y Uruguay, el instrumento 
para la penetración de los capitales y mercaderías europeas. Rivera se había 
aliado con los portugueses para derrotar al pueblo artiguista, aniquiló las 
comunidades charrúas para apropiarse de sus tierras y terminó al servicio 
del imperio británico, echando tierra encima del proyecto de Liga Federal 
de los Pueblos Libres. Años más tarde, el general Venancio Flores recogió 
la herencia funesta de Rivera, se integró a la Triple Alianza con el Imperio 
de Brasil y lo más reaccionario de Buenos Aires y, para poner fi n al último 
reducto de un desarrollo independiente de los británicos, invadieron el 
Paraguay en una guerra de exterminio, el Plan Cóndor del siglo XIX. Esas 
son las raíces históricas del militarismo en el Uruguay. 

Sin embargo, los escolares uruguayos son educados en la creencia de 
que en la batalla de Las Piedras nació el ejército nacional y que el 25 de 
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agosto de 1825 es “día de la independencia”… la cultura falsifi cada hace 
nacer los sentimientos patrióticos más profundos de la mentira más brutal. 
Reverencian un José Artigas fabricado como padre de una patria que nun-
ca quiso y por la cual no luchó. Los maestros no pueden explicar por qué 
Artigas, desterrado y asilado en el Paraguay, se negó a retornar a Montevi-
deo y prefi rió morir en la soledad de su exilio, que ser recibido con todos 
los honores por el ejército de Rivera. No se atreven a decir la verdad. Al 
festejar en el 2011 los “doscientos años de las fuerzas armadas” se contri-
buyó a la falsifi cación ideológica, perdiendo una inmejorable oportunidad 
para rescatar la historia verdadera del “vecindaje alzado” que, con José 
Artigas a la cabeza, luchó por una revolución agraria en el Río de la Plata. 
El hoy rotulado “Ejército Nacional” restituyó los gigantescos latifundios 
al patriciado oligárquico; destruyó el proyecto de “Liga Federal de los Pue-
blos Libres, la perspectiva de una nación independiente del imperialismo 
británico. Las fuerzas armadas uruguayas nacieron para acabar con la re-
volución del pueblo armado y organizado, sus ofi ciales se educan en la 
admiración a Rivera y Flores… ¿qué se puede esperar de ellos? 

Escuela y Doctrina 

En 1947 se fi rmó el TIAR (Tratado Interamericano de Asistencia Re-
cíproca), un acuerdo que, dadas las escasas posibilidades de reciprocidad 
por parte de los hermanos menores, dejaba en manos del mayor el cuidado 
de la familia. Era el principio panamericanista que ha pautado las relacio-
nes de los EE.UU. con América Latina: América para los americanos…del 
norte. Con esa misma perspectiva, una año antes, en 1946, el Pentágono 
había inaugurado la Escuela de las Américas en Fort Amador, zona del 
canal de Panamá. El gobierno de los EE.UU. explicó que se proponía 
contribuir a la estabilidad política en América Latina pero, sin embargo, 
por las aulas de la “escuelita” pasó toda la horda de golpistas, tiranos, 
dictadores, torturadores, violadores y asesinos que asolaron el continente. 
Más de 56.000 ofi ciales y subofi ciales de 18 países latinoamericanos apren-
dieron guerra de baja intensidad, operaciones psicológicas, tácticas de con-
trainsurgencia, operaciones de comando, técnicas de interrogatorios y de 
recolección de información. 
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La victoria de la Revolución Cubana en 1959 y la derrota de los gusanos 
en Playa Girón golpeó duramente el sistema panamericanista y su princi-
pio, mostraron que era posible liberarse de la dominación imperialista. 
Parecía abrirse un camino luminoso rumbo a una sociedad levantada sobre 
bases bien distintas a la barbarie del capitalismo. En 1961 John Fitzgerald 
Kennedy salió al cruce de esos vientos ideológicos proponiendo la Alianza 
para el Progreso a los gobiernos latinoamericanos: 20.000 millones dólares 
serían invertidos a lo largo de 10 años por diversas agencias del Departa-
mento de Estado. En la conferencia de Punta del Este, Ernesto Ché Gue-
vara dejó en ridículo las argumentaciones de la delegación estadounidense 
y, en gesto de lucha por la independencia, se negó a fi rmar el acuerdo con 
los lobos. Oponerse a la voluntad imperial le acarreó a Cuba Revoluciona-
ria la expulsión de la OEA. Además de la sanción diplomática, la estrategia 
político militar de los EE.UU. determinó cambios radicales en la Escuela 
de las Américas. Se dejaron de enseñar materias puramente profesionales y 
se comenzaron a dictar cursos en función de la estrategia de “guerra fría” 
contra la URSS y el comunismo internacional. El programa incorporó el 
“curso básico de operaciones de combate y contra-insurrección” y el de 
“Military Intelligence Interrogador E-15”, en los cuales se aprendía lisa y 
llanamente a torturar. 

En el curso denominado “cadet orientation” se enseñaba la doctrina 
de la seguridad nacional elaborada por el Departamento de Estado luego 
de fi nalizadas la Guerra Mundial y la de Corea. Se la concebía como un 
capítulo de la estrategia para la defensa militar y la seguridad interna de los 
EE.UU. en la guerra con la URSS. También China Popular y la Revolución 
Cubana eran considerados enemigos de la “democracia y la libertad”. Era 
una guerra sorda y sórdida de carácter permanente que dividía la mundo 
en dos bloques, la guerra fría que en Vietnam y otros puntos del planeta 
se ponía muy caliente. 

En 1996, al desclasifi carse los manuales militares de instrucción de la 
Escuela, quedó en evidencia que la estrategia contrainsurgente no se limi-
taba a combatir los movimientos guerrilleros, sino que el Pentágono inclu-
yó en el concepto de “enemigo” una gama muy amplia de movimientos 
sociales, universidades e instituciones de enseñanza pública, todos sospe-
chosos de estar “infi ltrados” por el comunismo internacional. Obviamen-
te se transformaron en objetivo de las operaciones de inteligencia y, por 
consiguiente, de las técnicas de tortura, chantaje y asesinatos. “Enemigo 
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interno” podía ser cualquier persona, sindicato, partido político legal o, in-
clusive, el propio parlamento, todos corrían el riesgo de ser encarcelados, 
torturados o eliminados mediante el asesinato o la desaparición forzosa. 
1.020 ofi ciales uruguayos recibieron 1.068 cursos de contrainsurgencia e 
inteligencia militar. Las fuerzas armadas del Uruguay se sintieron muy or-
gullosas de las altas califi caciones logradas por los ofi ciales que fueron 
enviados a la Escuela. El militarismo uruguayo fue la vertiente local del 
militarismo yanqui. 

El Pentágono trasladó la Escuela a Fort Benning, Estado de Georgia, 
y le cambió el nombre: “Instituto de Cooperación para la Seguridad He-
misférica”. Sin embargo, como el principio panamericanista sigue siendo 
el mismo para los EE.UU., la enseñanza mantiene la misma orientación de 
la Doctrina de la Seguridad Nacional. Sin embargo, desde 1985, que for-
malmente fue el fi n de la dictadura, Uruguay ha seguido enviando militares 
a instruirse en Fort Benning. Alrededor de sesenta ofi ciales superiores, 
treinta subofi ciales y cuarenta civiles recibieron cursos de informática, es-
trategia y acción cívica militar. ¿Por qué y para qué?

Golpes en serie 

La Doctrina estableció una división del trabajo: EE.UU. se encargaba 
del combate al comunismo en el campo internacional y cada estado lati-
noamericano se hacía cargo de su “enemigo interno”. Las instituciones 
democráticas de algunos países ponían límites a la violencia represiva y, 
por consiguiente, signifi caban un peligro para el sistema panamericano 
en su conjunto. La Doctrina recetaba la instalación de regímenes fuertes, 
que no toleraran la oposición y fueran capaces de perseguir y combatir al 
“enemigo interno”. La única garantía de efectividad en la lucha contra el 
comunismo internacional era que la militarización del Estado. Tal es la 
ideología básica que dio origen a la cadena de dictaduras cívico militares 
que se instalaron en toda América Latina, en un proceso iniciado en 1964 
con los golpes en Brasil y en Bolivia. Los golpes en Uruguay, Chile y 
Argentina redondearon el sistema de estados militarizados que se aliaron 
para el Plan Cóndor. 

La Escuela de Guerra de Brasil perfeccionó la Doctrina: en la medida 
que se presta a la proliferación de los reclamos sociales, el subdesarrollo 
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económico es un fl anco débil por donde se infi ltran la subversión y el 
comunismo internacional. Es un problema de seguridad nacional y, por 
consiguiente, hay que combatirlo. La clase dominante se ha mostrado in-
capaz de superar el subdesarrollo y, es un deber de los mandos militares 
reemplazarla en la misión de desarrollar la economía de la nación, para 
dejar sin asunto la acción subversiva del enemigo. En consecuencia, la 
fi nalidad de los golpes excedía la lucha contra el comunismo internacional 
como planteaba el Pentágono: las dictaduras debían fortalecer y desarro-
llar el capitalismo en base a dos principios muy sencillos: 1) reducir los 
salarios al mínimo posible y 2) elevar las ganancias de los capitales a su 
máxima expresión. El fascismo más crudo. Sin embargo, la concepción 
brasilera se apartaba del fascismo europeo clásico. Éste expresaba la lucha 
entre burguesías nacionales por el dominio del tercer mundo, donde la 
burguesía norteamericana era el competidor más fuerte: el fascismo eu-
ropeo aspiraba a constituirse en imperio, era imperialista en su esencia y, 
por lo tanto, podía asociarse a los otros imperios o entrar en guerra con 
ellos”. En cambio el orden económico, social y político que postulaba el 
golpismo del Cono Sur estaba subordinado a los capitales fi nancieros de 
origen estadounidense, el fascismo latinoamericano fue pro-yanqui. En 
los hechos, los crímenes del terrorismo de Estado fueron el instrumento 
político para el aumento explosivo de las ganancias de las corporaciones 
extranjeras, principalmente a través de los mecanismos de la Deuda Exter-
na. Lo llamaron “apertura económica”. 

El golpe militar en el Perú tuvo características diferentes. Juan Velazco 
Alvarado, general, jefe del Estado Mayor Conjunto, pasó por la Escuela de 
las Américas y el 3 de octubre de 1968, encabezó el golpe de estado que 
derrocó al presidente constitucional Fernando Belaúnde Terry. El motivo 
era políticamente justo: Belaúnde había fi rmado con una empresa petro-
lera de los EE.UU., unos contratos claramente violatorios de la soberanía 
nacional. Velazco interpretó a su manera la necesidad de superar el sub-
desarrollo y, a los seis días del golpe, expropió y nacionalizó los yacimien-
tos petrolíferos entregados por Belaúnde, creando una empresa estatal, 
la Petro-Perú. Al año siguiente devolvió a las comunidades indígenas las 
tierras que les habían arrebatado los latifundistas. En 1972 llevó adelante 
una profunda reforma del sistema educativo. Las reformas concretadas, 
una verdadera revolución, incentivaron la participación de las comunida-
des y de los trabajadores en la vida política y social. Gran repercusión in-
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ternacional tuvo la compra de aviones a Francia y de fusiles a la URSS. Se 
salió del molde. Los EE.UU. resolvieron poner las cosas en su sitio y el 29 
de agosto de 1975, apoyaron al general Morales Bermúdez para derrocar 
a Velazco Alvarado. 

Pese a los siete escasos años que duró Velazco, el perunismo “introdujo 
una cuña diplomática, económica, política y militar en los engranajes del imperio”, 
según evaluaba el proyecto de Documento No. 5 del MLN (T) en 1971. 
Deslumbrado por las posibilidades que se abría el experimento peruano, 
el borrador se entusiasmaba: “Las Fuerzas Armadas de algunos países han de-
mostrado que frente al atraso de las masas y a la inexistencia de un fuerte proletariado 
pueden asumir el rol de vanguardia y de partido (por ser el sector más poderoso, moder-
no, templado, coherente y disciplinado), desempeñando un buen papel en la defensa de 
la soberanía, la independencia y el desarrollo”. La policía incautó el borrador del 
documento N° 5 en 1971, de manera que el servicio de inteligencia militar 
a cargo del coronel Trabal quedó informado de que alguien en el MLN 
(T) veía con simpatía que el ejército asumiera la vanguardia de un proce-
so de desarrollo económico. En febrero de 1973, mucho más de un año 
después, ese dato político fue la base de la “artimaña peronista”, táctica 
fundamental del “golpe a la uruguaya”. La ilusión perunista fue aprove-
chada para engañar a dirigentes tupamaros (1972) y comunistas (1973), 
haciéndolos creer que el golpe lo daba la corriente “progresista” de las 
fuerzas armadas. 

En los años ´60 la masa salarial era el 40% del ingreso nacional, mien-
tras que en 1985, a la salida de la dictadura, el monto había sido reducido al 
20%. La expropiación del pueblo trabajador se venía intentando desde que 
se fi rmó la primer Carta de Intención con el FMI en 1959. Desde enton-
ces, en plena democracia burguesa, pese a su carácter pacífi co, las luchas 
y las movilizaciones de protesta y resistencia fueron reprimidas cada vez 
con mayor virulencia. Una escalada represiva contra el pueblo trabajador 
solamente podía conducir al golpe y la dictadura. El carácter expropiador y 
violento de la política del Estado justifi có plenamente la lucha popular en 
todas las formas, inclusive la armada. Al asumir el gobierno en diciembre 
de 1967, Jorge Pacheco Areco redobló el ataque: se congelaron los salarios 
y las pasividades, con la infl ación galopante se expropió a quienes perci-
ben ingresos fi jos. La sangre de estudiantes y obreros manchó las calles de 
Montevideo. La estrategia política de Pacheco consistió en agitar las ban-
deras del anticomunismo para crear el frente único reaccionario necesario 
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para el robo a mano armada. Como ni aún con la acción ilegitima de un go-
bierno constitucional, lograron quebrar al movimiento popular, la reacción 
llamó a los uniformados para actuar totalmente por fuera de la constitución, 
sin otra ley que la violencia armada. Al reducir a la mitad la parte de la torta 
que correspondía a la clase trabajadora, la dictadura cívico militar impuso 
el modelo que se venía intentando imponer desde 1959. Era puro verso la 
existencia de un sector progresista, nacionalista y perunista en las fuerzas 
armadas… un verso tan efi caz que hoy día se sigue agitando.

El terrorismo 

El 9 de febrero de 1973 los comandantes de la aviación y del ejército 
del Uruguay proclamaron que “las Fuerzas Armadas (…) deben intervenir en la 
problemática nacional (…) a fi n de poder iniciar la recuperación material y moral del 
país”. Cinco días después, el 14 de febrero, en la Base Aérea No 1, sellaron 
el pacto que creó el COSENA (Consejo de Seguridad Nacional) con José 
María Bordaberry, presidente constitucional. Lo integraron el propio Bor-
daberry, los ministros de defensa, interior, relaciones exteriores, economía, 
el director de planeamiento, los tres comandantes en jefe y el comandante 
del estado mayor conjunto. Este organismo reemplazó de hecho al Poder 
Ejecutivo y se abocó a instrumentar el “Nuevo Uruguay”, desarticulando 
las instituciones constitucionales e instalando otras, adecuadas al propósi-
to del golpe, cuyos integrantes designó el COSENA. A pesar de la ilusión 
perunista, en el mes de junio el “golpe a la uruguaya” fue rechazado de 
plano por el movimiento popular en una huelga general de protesta, con 
ocupaciones de los lugares de trabajo y los centros de estudio. Los quince 
días de huelga hicieron fracasar la intención de arrastrar a todas las clases 
sociales, la Junta de Comandantes debió salir en procura de afi rmar su he-
gemonía mediante campañas políticas e ideológicas. Se decretó que 1975 
sería el año de la orientalidad, concepto que presentaba a los militares 
como encarnación viva de la patria y la soberanía, detentores del espíritu 
del “orden”, de las buenas costumbres y de la moral, seres superiores que 
vestían el uniforme de las fuerzas armadas. Buscaron el motor integrador 
de la unidad nacional por el lado de lo moral, pero fracasaron totalmente 
en la tentativa, solamente servían para la violencia y el terrorismo. 



– 269 –

Las fuerzas armadas llevan la represión codifi cada en su ADN: ocu-
paron militarmente el territorio nacional y reordenaron la sociedad al 
servicio de los poderosos. Aplicaron con mucha creatividad los métodos 
aprendidos en Panamá: la tortura, el asesinato, la desaparición forzosa. Se 
persiguió con saña, encarceló, torturó y asesinó a los obreros, estudiantes 
y militantes barriales que sostuvieron la huelga general.

Se ilegalizaron la Convención Nacional de Trabajadores (CNT) y la 
Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay (FEUU). Las pa-
tronales crearon un estado de inseguridad y temor en el trabajador y lo 
sometieron a un régimen militar de trabajo con vigilancias, sanciones y 
despidos: cada cual desarrolló su micro-guerra contra el pueblo, hasta los 
patrones del servicio doméstico. Los estudiantes de secundaria fueron vi-
gilados y reprimidos, hasta con el uniforme que los obligaban a vestir y 
el corte de pelo que debían llevar para lucir como buenos ciudadanos. Se 
sometió a la más estrecha vigilancia policial y militar a toda la población, 
se incentivó la delación.

Se ilegalizaron los partidos políticos –en particular los de izquierda– y 
toda clase de movimiento social o cultural sospechoso de albergar el virus 
anti dictatorial. Los opositores fueron encarcelados o expulsados del país 
u obligados a autoexiliarse so pena de cárcel y tortura. Se censuraron y 
clausuraron medios de prensa y se encarcelaron periodistas que no acepta-
ban las nuevas reglas de juego.

Dentro del país o fuera de él –en el exilio– corrían riesgo de vida quie-
nes resistían, se oponían o denunciaban el régimen dictatorial. Los casos 
de Zelmar Michelini y Héctor Gutiérrez Ruiz fueron la demostración pa-
radigmática de que la única política del Estado militarizado era aterrorizar 
sistemáticamente a la población. 176 desaparecidos forzosos en dictadura 
contabilizan las organizaciones de derechos humanos, a los cuales se debe 
sumar el caso Ariel Ayala que fue anterior al golpe. 52 asesinados por el 
aparato policíaco militar en el gobierno de Pacheco y 116 los asesinados 
por la dictadura. Entre mujeres y hombres, los prisioneros políticos en 
establecimientos militares fueron alrededor de 9.000 y los analistas coinci-
den en un exilio cercano al cuarto de millón de personas. En ese Uruguay 
de 1970, cuya población era de 2:800.000 habitantes, una de cada 500 per-
sonas estuvo presa y una de cada diez se tuvo que ir del país por motivos 
políticos. O, si se considera a la población agrupada en unos 800.000 nú-
cleos familiares, una de cada 90 familias tenía algún preso en las cárceles 
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de la dictadura y de cada tres familias en una hubo alguien exiliado. En 
Uruguay todos fueron vecinos o conocidos o compañeros de trabajo de 
algún asesinado, torturado, encarcelado o exiliado por la represión poli-
cíaco militar. Cifras que hablan por sí solas de la profundidad con que se 
instaló el terror. El militarismo criollo, subordinado al Pentágono, pudo 
regimentar y manipular las mentalidades e introducir el terror hasta en los 
capilares más pequeños de la sociedad…destrozando el tejido social que 
hizo posible la Huelga General en junio de 1973. 

La impunidad

Los pueblos no son conscientes del rol que desempeñan los unifor-
mados. Por el contrario, todo el andamiaje alienante concurre a despertar 
admiración hacia esos seres que sacrifi can la vida por la nación, la patria 
y el honor y, en el caso uruguayo, se los presume continuadores de las 
luchas y tradiciones del artiguismo. El terrorismo escindió la sociedad: 
quedaron cuentas sin saldar, una división que no se desvanecerá por arte 
de magia hasta que, por lo menos, se satisfaga la sed de verdad y justicia 
que expresa reiteradamente la mitad de la población. Del lado rojo sangre 
de la línea de separación, están las fi las de los victimarios. Los criminales 
se niegan radicalmente a ser juzgados por sus crímenes y se abroquelan en 
un silencio que tiene más de maffi oso que de corporativo. Con esta actitud 
política salieron del Pacto del Club Naval (1985) y con ella están transitan-
do por las formalidades democráticas hasta el presente; no se han movido 
un ápice de su interpretación de que los crímenes que cometieron fueron 
necesarios. Es la ideología que trasuntan por más que se los trate de vestir 
de seda y, desde esa fortaleza armada hasta los dientes, presionan sobre 
el sistema obteniendo privilegios: por ejemplo, que la Suprema Corte de 
Justicia se erija en defensora a ultranza de la impunidad. Su presión es 
sufi ciente para que las élites partidarias hayan incorporado a su discurso la 
política del olvido y el perdón. Sufi ciente también para que se les sume la 
gente vulnerable a sus amenazas, ya sea porque se sienten corresponsables 
o cómplices o consintieron de alguna manera los crímenes o, simplemente, 
porque tienen miedo de que la historia se repita. La expresión política de 
esa masa ha hecho posible que la impunidad atravesara indemne dos ple-
biscitos por Verdad y Justicia. 
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Del otro lado de la línea, del lado de la Verdad y la Justicia, viene el pue-
blo que se identifi ca con las víctimas, consciente de al servicio de quienes 
fue el terrorismo, un conocimiento de la realidad comenzado a adquirir 
desde el mismo día del golpe de estado. En su fuero más íntimo o en el de 
su familia, cada persona se vio obligada a tomar posición, a favor o en con-
tra de los delirios de grandeza y del fanatismo militar, de los crímenes que 
percibía y en esas defi niciones subterráneas, pese al miedo generalizado, el 
tejido social encontró las bases subjetivas para su recomposición. Aunque 
públicamente parecía no existir, esa toma de posición fue la razón de ser 
de la derrota de la dictadura en el plebiscito de noviembre de 1980. En 
última instancia, la reacción al terror obró de impulsora de la recuperación 
de la consciencia política de la gente y del ferviente deseo de confi rmar 
las denuncias sobre los crímenes de lesa humanidad y de que, luego de 
confi rmadas, sean condenados los culpables.

Es cierto que algo es algo y, con el advenimiento de gobiernos progre-
sistas, se procesaron algunos criminales de lesa humanidad, se permitieron 
excavaciones en los cuarteles y en cumplimiento de la llamada “Sentencia 
Gelman” de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) se 
creó el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDDHH), pero lo 
sustancial no ha cambiado y la impunidad, el olvido y el perdón es la 
lección que se imparte cotidianamente desde las altas esferas de todos los 
partidos. Los gobernantes mantienen la misma actitud vacilante y ambigua 
que tuvieron en el Pacto del Club Naval y, en consecuencia, ceden espacios 
frente a la fi rmeza estratégica de la “familia militar”. Por ejemplo, Tabaré 
Vázquez confi ó al general Barneix la recolección de información a la inter-
na del ejército y ¡oh, sorpresa! resultó que el militar confi able era el asesino 
impune de Aldo Perrini en el cuartel de la ciudad de Colonia. Por su parte, 
Mujica confi ó en el general Villagrán para que comandara el ejército na-
cional durante los últimos meses de su gobierno y el hombre sale diciendo 
que “no hay más información en las fuerzas armadas”, colocando un pun-
to fi nal a las investigaciones sin que ningún dirigente político reaccionaria. 
Los militares se burlan del zigzagueo de los gobernantes civiles que no 
se atreven, por ejemplo, a crear la fi scalía y el juzgado especializados en 
delitos de lesa humanidad, hecho que signifi caría contar con instrumentos 
judiciales más efectivos y que entrañaría un clarísimo mensaje acerca de la 
voluntad política de las autoridades para alcanzar la verdad y la justicia. 
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La impunidad ya muestra sus consecuencias prácticas: la violencia po-
licial desmedida en los barrios de la periferia de Montevideo, que ha sido 
reiteradamente denunciada por el Servicio de Paz y Justicia (SERPAJ) y 
por el Instituto de Estudios Legales del Uruguay (IELSUR). La criminali-
zación de la protesta encabezada por la Suprema Corte de Justicia (SCJ) y 
el Ministerio del Interior y denunciada por las organizaciones de Derechos 
Humanos. El comisionado de las Naciones Unidas para los DDHH y el 
Instituto de DDHH del Uruguay han denunciado públicamente tortura en 
las cárceles al amparo de la indiferencia del Ministerio del Interior, inclu-
yendo la tortura a los adolescentes recluidos en instalaciones del Instituto 
Nacional del Adolescente del Uruguay (INAU). Tortura es tortura en dic-
tadura o en democracia. El olvido y el perdón sirve de estímulo a la acción 
ilegítima de policías y funcionarios, quienes creen que están por encima 
de las leyes, porque saben que no se les aplican con el mismo rigor que al 
ciudadano común. La sociedad continúa aterrorizada a casi treinta años de 
reinstaurada la democracia burguesa. 

El “Estado canalla” 

Desplomada la URSS, los EE.UU. se quedaron sin guerra fría y sin el 
disfraz de la lucha contra el comunismo internacional. Una vez vencido 
el enemigo, la industria armamentística y el Pentágono salieron a buscar 
nuevos enemigos, encontraron al narcotráfi co y al terrorismo y, rápida-
mente los utilizaron para justifi car la expansión del militarismo yanqui por 
el mundo. Se los unifi có en la “narcoguerrilla” y el Departamento de Es-
tado les declaró la guerra. De ese caldo nació el denominado Plan Colom-
bia que, en realidad, es la ley N° S1758 aprobada por el Congreso de los 
EE.UU. bajo el título “Plan para la paz, la prosperidad y el fortalecimiento 
del Estado”. La ley habilitó una inversión inicial de 1.300 millones dólares 
y entregas de 700 millones anuales al gobierno colombiano. Se planteaba 
reducir a la mitad el cultivo de coca en un plazo de diez años, pero el obje-
tivo era fortalecer y desarrollar la capacidad militar del ejército colombiano 
para derrotar los movimientos guerrilleros (FARC y ELN) e imponer un 
orden militarizado en el Estado. El Plan Colombia es un plan de guerra de 
baja intensidad, estrategia experimentada por los EE.UU. en América Lati-
na en el marco de la guerra fría. A diferencia de las guerras convencionales, 
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que se dirimen entre ejércitos regulares y profesionales, en las de baja in-
tensidad el Estado enfrenta a movimientos guerrilleros, clandestinos, con 
gran arraigo de masas. La estrategia se propone aislarlos de las poblacio-
nes favorables, desplazándolas hacia zonas bajo control estatal y cercando a 
los guerrilleros hasta asfi xiarlos como peces fuera del agua. Con esos fi nes, 
el ejército colombiano lanzó una escalada represiva contra los campesinos 
plantadores de coca, con la participación de “asesores” yanquis y paramili-
tares entrenados y fi nanciados por la CIA. El Pentágono instaló ocho bases 
militares en territorio colombiano. Sin necesidad de dar un golpe militar, 
Colombia se transformó en estado militarizado que depende de la “ayuda 
militar” de los EE.UU., condición que es el principal impedimento para 
que se concreten los acuerdos de paz en La Habana, pues son muchos los 
interesados en el negocio de continuar la guerra civil. Se ha perpetuado 
la injerencia militar directa de los EE.UU. en Colombia, país que hoy día 
juega en América Latina el mismo rol que Israel en Medio Oriente. 

En el 2001, al asumir la presidencia George Bush II, los EE.UU. atra-
vesaban un período en que la demanda de petróleo y gas había crecido 
mucho y más de la mitad de ella se satisfacía con petróleo y gas importa-
dos. Se preveía que en el 2020 los EE.UU. necesitarán la misma cantidad 
de crudo que consumirán la China y la India. Asegurar el abastecimiento 
se volvió cuestión de seguridad nacional y George encargó la búsqueda de 
soluciones a un equipo comandado por Dick Cheney, el vicepresidente. El 
resultado fue el llamado “Informe Cheney”, titulado “Una energía confi able, 
poco costosa y respetuosa del medio ambiente para la América del futuro”, también 
conocido como “Nueva Política Energética”. 

Se sumó al narcotráfi co y el terrorismo, la necesidad de controlar mili-
tarmente las fuentes de abastecimiento del petróleo crudo para mantener 
su fl ujo sin interrupciones. En dicho marco, América Latina tiene mucho 
valor para los EE.UU., pues posee buena parte de las reservas mundiales 
de petróleo, carbón, gas y uranio, la tercera parte del cobre, la bauxita y la 
plata y casi la mitad de la biodiversidad del planeta. Se calcula que Amé-
rica Latina abastece a los EE.UU. de la cuarta parte de los recursos que 
alimentan su industria y su transporte. Entre los proveedores de petróleo 
a los EE.UU., Venezuela ocupa el tercer lugar y México el cuarto, detrás 
de Canadá y Arabia Saudita. No es extrañar, por consiguiente que el plan 
Cheney-Bush llamase los países latinoamericanos a incrementar sus ex-
portaciones petroleras para “cooperar” (sic) con la seguridad energética 
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de los EE.UU. Surgió un escollo en 1999, cuando la nueva Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela prohibió las inversiones de capi-
tal extranjero en la producción de petróleo y, paso seguido, el Presidente 
Hugo Chávez despidió a varios funcionarios venales que favorecían los 
intereses de dichos capitales. Venezuela no tenía ganas de “cooperar” y, de 
inmediato, un campaña de las cadenas internacionales de comunicación 
la condenó como peligrosa para la “democracia y la libertad”. El informe 
Cheney embarcó los EE.UU. en una guerra por los recursos, principal-
mente el petróleo y el gas. Se arrogan el derecho de intervenir allí donde 
sospechen que existe o podría existir un obstáculo al fl ujo de crudo, como 
ocurrió en Irak y en Libia o como puede ocurrir con Irán y en la propia 
Venezuela. En última instancia, la “geopolítica” se reduce a eso, a eliminar 
los obstáculos que pueden impedir el abastecimiento de recursos a la eco-
nomía de los EE.UU.… y, de esa manera, el imperialismo mantiene en vilo 
al mundo, en un estado de guerra permanente. 

La más espectacular de las formas de intervención militar de los 
EE.UU. es la “guerra preventiva”, operación que se ejecuta en el marco 
de la “doctrina Bush” o “doctrina de la agresión positiva”: los EE.UU. 
tienen el deber de atacar por iniciativa propia a los “Estados fallidos” que 
constituyen una “amenaza a la seguridad nacional”, aunque ella sea ima-
ginaria (remember Irak). También caen dentro de esta categoría los países 
que alberguen o permitan circular los grupos políticos que EE.UU. califi ca 
de terroristas (remember Afganistán). El imperio hace la guerra a países 
declarados “enemigos” sin motivo ni razón con idéntica arbitrariedad que 
la empleada por las dictaduras del Cono Sur (Plan Cóndor) para detener, 
torturar, violar y asesinar al “enemigo interno”. Los “golpes blandos” son 
otro instrumento estratégico para quitar obstáculos políticos de en medio. 
Apoyados por el Departamento de Estado, los medios de comunicación 
masivos amplifi can la movilización de alguna minoría pro-imperialista fi -
nanciada desde los EE.UU., desprestigian al gobierno en cuestión y des-
gastan sus vínculos con el movimiento popular. Luego las barricadas, la 
violencia callejera y los francotiradores, se crea la sensación de inestabi-
lidad y, fi namente, se fuerza el derrocamiento del gobierno a través del 
poder judicial (Honduras) o del poder legislativo (Paraguay y Ucrania). A 
veces se les va la mano y la CIA secuestra al presidente como ocurrió en 
Haití. En Venezuela está en desarrollo un “golpe blando”. 
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En los últimos meses, el Departamento de Estado publicó un docu-
mento que analiza las perspectivas de la guerra por los recursos en los 
próximos diez años. EE.UU. se propone dominar el espacio asiático del 
Océano Pacífi co con el objetivo de cercar por aire y mar a la República 
de China, que está desplazando al imperio en el plano económico. Que 
China sea el centro de las provocaciones y las agresiones estadounidenses 
no quiere decir que el imperio esté descuidando el control de su “patio 
trasero”. Ese es el sentido de las 36 bases militares yanquis instaladas en 
América Latina, de la presencia de la IV fl ota en aguas próximas a orillas 
latinoamericanas, como también de la acción desarrollada por el Comando 
Sur y las agencias de la NSA, CIA, USAID y DEA… los EE.UU. son el 
foco de irradiación del militarismo, sin sus continuas intervenciones pro-
bablemente el mundo podría encarar otras formas de resolver los confl ic-
tos internacionales. Son la más poderosa amenaza para la paz. 

“Misiones de paz” 

Según datos a disposición del público en la Ofi cina Nacional de Ser-
vicio Civil, en 1960 revistaban en el Ministerio de Defensa unos 12.800 
efectivos militares; el golpe de estado cívico militar se dio con un personal 
militar de alrededor de 16.000 efectivos. Con Pacheco Areco y la Doctrina 
de la Segurida Nacional se inició el proceso de militarización del Estado 
uruguayo y ello se refl eja en el aumento de la cantidad de plazas presu-
puestadas: el 1° de marzo de 1985 se salió de la dictadura con un personal 
de 42.700 efectivos. En el 2006, a la fecha de su entrevista en “Voces”, don 
Víctor Licandro calculaba en 32.000 los efectivos de las fuerzas armadas. 
En el 2010, según cifras de la misma Ofi cina, los efectivos a las órdenes 
del Ministro de Defensa eran 29.710. 

El Censo de Población de 2011 indica que Uruguay tiene 3:286.314 
habitantes, o sea, que hay un militar cada 126 personas. A los efectos de 
comparar: Uruguay tiene 7 efectivos cada mil habitantes, más del triple 
que los que tienen Argentina, Brasil y Paraguay, el doble de los que hay en 
Chile, Venezuela, Bolivia y Ecuador.

Solamente supera a Uruguay la supermilitarizada Colombia, que tiene 
9,4 efectivos cada mil habitantes. La cantidad de efectivos se refl eja en el 
Presupuesto Nacional: el Ministerio de Defensa recibe el 4,2% del total y 
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el Ministerio del Interior el 5,1%. El 10% del gasto del Estado alimenta el 
aparato policíaco militar. El gasto militar del Uruguay en el 2012 alcanzó 
al 1.9% del Producto Bruto Interno, es mayor proporcionalmente mayo 
que Argentina y Brasil y solamente menor al de Colombia. No parece 
acorde con la pretensión “pacífi ca y pacifi cadora” de la fuerza política 
gobernante, ni con los discursos del Presidente Mujica en los foros in-
ternacionales. Las fuerzas armadas uruguayas están sobredimensionadas, 
muy sobredimensionadas. 

En febrero del 2010, con el voto unánime de los diputados, se apro-
bó la ley N° 18.650, que defi ne la defensa nacional como el conjunto 
de actividades civiles y militares destinadas a preservar la soberanía y la 
independencia del Uruguay, así como la integridad de su territorio y de 
sus recursos estratégicos. En ese marco legal se defi ne que la política mi-
litar de defensa debe respetar el principio de autodeterminación de los 
pueblos y de no intervención en los asuntos internos de otras naciones. 
Sin embargo, paso seguido sostiene que “el despliegue de efectivos en 
Operaciones de Mantenimiento de la Paz, contribuye al fomento de las 
relaciones internacionales que permita la obtención de objetivos políti-
cos compatibles con un ambiente de estabilidad, constituyendo un hecho 
evidente del compromiso de nuestro país para con la paz y la seguridad 
internacionales y contribuyendo indirectamente a lograr el efecto de disua-
sión deseado. Por tanto, la participación del Uruguay en las misiones de 
paz de las Naciones Unidas confi gura un componente fundamental de la 
concepción estratégica de empleo de las FF.AA. contribuyendo sustancial-
mente al cumplimiento de su misión fundamental”. El único sentido de la 
sobredimensión es integrarse a las “misiones de paz”, componente funda-
mental de la estrategia de empleo de las fuerzas armadas que contribuye a 
su “misión fundamental”.

En realidad las “misiones de paz” son desestabilizadoras, una variante 
especial de la guerra de baja intensidad, cuyo objetivo es neutralizar los 
gobiernos o los movimientos de liberación en las naciones que fueron 
colonias y luchan por construir su economía independiente. “Las misiones 
de paz, por lo tanto, se crean para resolver situaciones que el colonialismo 
había dejado pendientes y que el nuevo mapa político del mundo y la pre-
sencia de los EE.UU. tampoco resolvían”, explicó el compañero Víctor 
Licandro en una entrevista del periódico “Voces”. En el Congo y en Haití, 
el gobierno y las tropas del Uruguay están auxiliando a los EE.UU. en la 
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protección de las corporaciones trasnacionales que esquilman ambos paí-
ses. Por otra parte, las fuerzas yanquis quedan libres para hacer la guerra en 
Afganistán y ponerle cerco a China. El Uruguay está adhiriendo de hecho 
a una estrategia que no es propia, que nada tiene que ver con los intereses 
del pueblo uruguayo, pero que concita los elogios y el agradecimiento pú-
blico del Departamento de Defensa de los EE.UU. 

En un aparatado, el proyecto de política militar de defensa del Poder 
Ejecutivo defi ne al “enemigo” “Las principales fuentes de agresión e ines-
tabilidad internacionales comenzaron a ser englobadas bajo el concepto 
de amenazas, siendo las mismas asociadas a actores no estatales, dinámicas 
trasnacionales y empleo de la violencia en formas alternativas a la militar, 
con un fuerte sesgo asimétrico. Entre las mismas se identifi can, entre otras, 
el terrorismo transnacional y a las diversas modalidades del crimen orga-
nizado, como el narcotráfi co o las migraciones ilegales. Existen también 
las generadas como consecuencia de los efectos del Cambio Climático”. 
La sopa de palabras indica que Uruguay debe temer al cambio climático, 
el narcotráfi co, los inmigrantes y el terrorismo… ¡los mismos enemigos 
que combate el Pentágono! En realidad el enemigo es el imperio, el más 
interesado en apropiarse de los recursos que pertenecen a los pueblos lati-
noamericanos y el único Estado que interviene agresivamente en América 
Latina, atacando países hermanos como Cuba, Venezuela y Bolivia. 

El presidente Mujica envió al parlamento el acuerdo militar estratégico 
con los EE.UU., que ya había sido fi rmado en abril del 2012, mes en que 
EE.UU. apuntó sus baterías contra China. Según afi rma el propio poder 
ejecutivo, el objetivo es “facilitar el apoyo logístico recíproco entre las par-
tes, para ser utilizado principalmente durante los ejercicios combinados, 
el adiestramiento, los desplazamientos, escalas, operaciones y otras activi-
dades cooperativas, o en circunstancias imprevistas o situaciones en que 
una de las partes pueda requerir apoyo logístico, suministros y servicios”. 
Dado el desbalance entre uno y otro, la reciprocidad es un artilugio. Sin 
embargo, Uruguay puede aportar lo suyo, permitiendo la instalación de 
una base militar estadounidense o a un apostadero naval en el puerto de 
aguas profundas proyectado. La “cooperación” deriva en colaboracionis-
mo liso y llano. Con anuencia parlamentaria, las fuerzas armadas urugua-
yas reafi rman su incorporación a la estrategia militar de los EE.UU. El 
gobierno actual se juega a las “operaciones de mantenimiento de la paz”, 
a sabiendas que el concepto es un fraude ideológico empleado por el go-
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bierno de los EE.UU., mientras lanza su operaciones militares contra los 
países del Tercer Mundo. El gobierno uruguayo asume el triste e infame 
papel que jugaron en la historia los ejércitos de Rivera y Flores: cipayos al 
servicio de un imperio. 

En la “misiones de paz” las tropas uruguayas desarrollan tareas de po-
licía, imponen por la fuerza un orden interno que no el decidido por los 
pueblos haitiano y congoleño, que favorece a la clases dominantes y a los 
inversores extranjeros. No están recibiendo instrucción y entrenamien-
to para defender el territorio nacional de un ejército invasor, sino para 
ocupar ese territorio y mantener bajo control a la población. Lo resumió 
el compañero Víctor Licandro en la citada entrevista: “Conceptualmente no 
puedo compartir que las FF.AA. vayan a perfeccionarse en el orden interno en Haití, 
porque esa conducta después la aplican aquí en Uruguay. Yo no quiero más FF.AA. 
militarizando a la sociedad uruguaya” (…) ”En defi nitiva, respecto a estas misiones 
de paz yo tengo mis grandes reservas: desde el punto de vista del origen de los confl ictos 
y de la misión que cumplen, a lo que agrego que no sirven para la preparación de la 
defensa nacional”. 

En la conformación del militarismo en Uruguay concurren varios ele-
mentos, que pueden resumirse con el término “compromiso”. Los gobier-
nos y los partidos políticos se han comprometido a respetar dos exigencias 
programáticas de la “familia militar”. En primer lugar comprometidos por 
la impunidad. Continúa vigente y efectivo el acuerdo cívico militar para el 
olvido y el perdón de los crímenes de lesa humanidad que subyació o so-
brevoló el Pacto del Club Naval de 1984. En segundo lugar, comprometi-
dos con el cipayismo. Continúa vigente la tradición de las fuerzas armadas 
uruguayas de subordinarse al imperialismo. Después de doce años de vivir 
sujetos a su capricho, quedó en evidencia que el ejército es la organización 
político militar del sistema, capaz de los delitos más aberrantes y nadie 
podría llamarse a engaño respecto a la perspectiva que encierra alimentar 
un monstruo de tal naturaleza. De la misma manera que las enseñanzas de 
la Escuela de las Américas se tradujeron en una cadena de golpes, fascis-
mo y terrorismo de estado, ahora, en pleno siglo XXI, la instrucción y el 
entrenamiento que se reciben en las “misiones paz” preparan las tropas y 
la ofi cialidad para futuras carnicerías. El gobierno siembra los vientos, el 
pueblo trabajador recogerá las tempestades.



– 279 –

HONDURAS VIGILADA. 
UN GRILLO NECIO EXPLICA EL ESTADO DE LA 

RESISTENCIA POPULAR EN HONDURAS

Andrés Figueroa Cornejo

“¿Es hoy, ayer, mañana? Tú lo sabes.
Hermanos, amanece. (Y Morazán vigila)”

PABLO NERUDA

Entrevista con el Coordinador de Relaciones Internacionales del 
Frente Nacional de Resistencia Popular hondureño (FNRP), Gil-
berto Ríos Munguía, “El Grillo”.

El ingeniero de 34 años, Gilberto Ríos Munguía, era un adolescente 
cuando se integró al movimiento estudiantil universitario en los 90’, perío-
do signado por la escasísima participación popular en Honduras y en gran 
parte del mundo. Gilberto o “El Grillo”, de ser el más joven militante de la 
vieja izquierda anticapitalista del país centroamericano, pasó a convertirse 
en uno de los más “viejos” militantes de la nueva izquierda anticapitalista.

Cuando hablo con “El Grillo” parece que lo conozco desde hace mucho. 
Es igual que charlar atropelladamente con Carlos, Luciano, Julia, Guillermo, 
Daniel, Amador, Darío, Rodrigo, Ana y tantos/as otros. Llegamos a hondu-
ras y territorios en común con la fl uidez de un río que no duerme nunca. 

En la actualidad, Gilberto es Coordinador de Relaciones Internacio-
nales del Frente Nacional de Resistencia Popular (FNRP), miembro de 
la Coordinación Nacional del Partido Libertad y Refundación, LIBRE, y 
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secretario general de la organización política revolucionaria Los Necios 
(http://suramericapress.com/?p=4740).

-Honduras ha cobrado triste fama planetaria por las cifras de violencia y criminalidad…
“Somos el país más violento del mundo. Tenemos una tasa de homici-

dios diaria superior a la de Libia, Irak o Afganistán. 23 hondureños/as son 
asesinados cada 24 horas en nuestras calles. Se trata de una mortalidad que 
en marzo de 2014 alcanzó a 90.3 habitantes por cada 100 mil personas, 
según las Naciones Unidas, al mismo tiempo que, contradictoriamente, el 
dictador Juan Hernández dijo que la violencia bajó un 86%. El gobierno 
repite una y otra vez esa mentira a la población, lo que ha colaborado con 
la horrible normalización de la muerte.”

-¿Cuáles son los orígenes de la violencia?
“El narcotráfi co aumentó exponencialmente desde el golpe de Estado 

del 28 de junio de 2009. Más del 90% de los vuelos por tráfi co de cocaína 
provenientes de Colombia pasan por Honduras, desde donde la droga 
es enviada a EE.UU. La violencia es resultado de la competencia entre 
los carteles de la DEA (Drug Enforcement Administration, en inglés, y 
Administración para el Control de Drogas, en español, único organismo 
dependiente del Ministerio de Justicia norteamericano para “hacer su tra-
bajo” en el extranjero) y aquellos que tratan de fabricar sus canales alter-
nativos en el negocio. El Estado mejor armado del globo cuenta con tres 
bases militares en Honduras, justo en los lugares de tránsito de la cocaína. 
Entonces la violencia salida del narcotráfi co está muy relacionada con la 
corrupción del Estado, su colusión con el poder judicial, las policías, los 
militares, los narco-diputados, los narco-alcaldes. La impunidad es absolu-
ta y nos acercamos a convertirnos en un narco-Estado.” 

-El crimen organizado necesita de soldadera…
“El capitalismo todo lo que toca lo convierte en mercancía. Y Hondu-

ras es un país de muy pocas oportunidades para vivir. De los 8 millones de 
habitantes, un millón migró a EE.UU. y a España. Los migrantes aportan 
alrededor del 30% del PIB (USD3 mil millones anuales) por concepto de 
remesas. Lo mismo ocurre en toda la región. Es decir, los expulsados por 
la economía son los mismos que mantienen la economía del país desde el 
extranjero.
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Así las cosas, el narcotráfi co surge como una “oportunidad” de rápida 
prosperidad para muchos empobrecidos. Pero pasa que cualquier desave-
nencia entre los carteles se resuelve con la muerte.”

El COPINH

-¿Cuál es tu caracterización del Consejo Cívico de Organizaciones Populares e 
Indígenas, COPINH?

“Los compañeros/as del COPINH, junto a otras organizaciones, lu-
chan y se organizan en torno a los efectos catastrófi cos del extractivismo 
minero y la construcción de hidroeléctricas en la zona occidental del país 
que colinda con El Salvador y que es históricamente territorio indígena 
Lenca. Las transnacionales han desplazado a comunidades milenarias, per-
seguido a sus representantes y destruido el medio ambiente. El pasado 25 
de mayo un pariente del alcalde ofi cialista del sector mató a tiros al miem-
bro del COPINH y militante de LIBRE, Irene Meza. Este nuevo crimen 
quedará en la impunidad si las denuncias no presionan a la justicia.”

Necedades

-¿De dónde viene la organización Los Necios?
“Los Necios (www.losnecios.com) surgió en noviembre de 1999 como 

un agrupamiento de distintos movimientos universitarios y un grupo de 
obreros. Comenzó como un equipo de análisis y refl exión sobre lo que 
ocurría en el país. Al año se creó una organización sindical y de poblado-
res que reivindicaban el derecho al agua y que se llama Bloque Popular. 
Tres años después se constituyó la Coordinadora Nacional de Resistencia 
Popular, de donde proviene toda la estructura del FNRP (www.resisten-
ciahonduras.net). El FNRP se hace uno con el movimiento general anti-
capitalista, sobre todo con más claridad durante los primeros tiempos del 
propio presidente José Manuel Zelaya, que años después sería derrocado 
por el golpe de 2009, pero que al principio de su mandato intentó aplicar 
medidas privatizadoras y reprimió a la resistencia popular.”
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Una paradoja

-Sabemos que EE.UU. manda en Honduras, pero alguien localmente debe brin-
darle facilidades formales…

“La izquierda de los 60’ decía que “no hay invasor extranjero sin co-
laborador nacional”. Para eso está la parasitaria oligarquía hondureña que 
controla el 90% de la economía, que ahorra lo que renta en bancos de 
Miami, y que se reduce a 10 familias extranjeras, 7 palestinas y 3 judías que 
llegaron mediante migraciones de fi nales del siglo XIX.”

-¡Palestinos!
“El FNRP se solidariza con el pueblo de Palestina porque entiende 

bien esa lucha y entiende bien que el confl icto de fondo es de clases so-
ciales. En Honduras, luego de más de 100 años de la migración, se calcula 
una población de 300 mil personas de origen palestino. Y muchos de ellos 
están en el FNRP.”

Presidente Zelaya se radicaliza por las privatizaciones 
y su proximidad al Comandante Hugo Chávez

-¿El mismo Zelaya que reprimió a la Resistencia, hoy es parte de la Resistencia?
“El presidente Zelaya comenzó a experimentar una transformación de 

consciencia. Él recuerda cuando le ofrecieron privatizar los puertos, especial-
mente Puerto Cortés (norte de Honduras), del cual el Estado percibía un 17% 
de las transacciones y ganancias fi nancieras porteñas. Zelaya preguntó a los 
empresarios en cuánto quedaría la ganancia para el Estado con la privatización 
y le contestaron que en un 4% mientras inmediata y directamente le ofrecieron 
un soborno. Por eso para el presidente Zelaya el neoliberalismo es la corrup-
ción de la empresa privada. A nosotros como izquierda anticapitalista nos sor-
prendió la sorpresa de Zelaya frente a una práctica propia del capital.”

-Imagino las reticencias iniciales de ustedes. ¿Qué otras causas fomentaron el cam-
bio de posición de un presidente Zelaya proveniente de la oligarquía terrateniente y del 
Partido Liberal?

“En los inicios de su administración, Zelaya revisó la fórmula a través 
de la cual se importaba combustible de la norteamericana Exxon Mobil 
Corp., y descubrió que el 1% de toda la factura petrolera del país era can-
celada por el mismo Estado hondureño por tener la “exclusividad” de 
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comprarle el combustible a esa única transnacional. ¡El Estado de Hondu-
ras le pagaba a Exxon por ser su proveedor monopólico!”

-Y ahí comenzaron las conversaciones con el Comandante Hugo Chávez…
“En el marco de una Cumbre Latinoamericana a fi nes de 2007, Zelaya 

sostuvo un encuentro privado con Chávez donde hablaron sobre el tema 
combustibles, y donde Chávez le dijo que por una relación así podían darle 
un golpe de Estado. En 2008, Honduras fi rmó la Alianza Bolivariana para 
los Pueblos de Nuestra América, ALBA. Zelaya duplicó el salario mínimo y 
tanto el empresariado como el Partido Nacional y la derecha más rancia del 
Partido Liberal crearon las condiciones para dar el golpe de junio de 2009.”

FNRP: el resumen de la lucha

-¿Cuándo la Coordinadora se transformó en el Frente Nacional de Resistencia Popular?
“En junio de 2009 todavía éramos Coordinadora. Hasta septiembre de 

ese año fuimos el Frente Nacional contra el golpe de Estado. Ese mismo 
mes nos transformamos en el FNRP, donde están los trabajadores sindi-
calizados (sólo un 5% de la fuerza laboral total está organizada tradicio-
nalmente) y los trabajadores no sindicalizados en lucha, los indígenas, los 
afrodescendientes, una buena fracción de la población, los campesinos 
del Aguán (más de 200 asesinados durante el golpe), el movimiento am-
bientalista (zona oriental del país, donde está la reserva de biósfera del Río 
Plátano declarada hace una década Patrimonio de la Humanidad), orga-
nizaciones estudiantiles y todo un sector del Partido Liberal de carácter 
progresista, entre otros.”

-¿Y cuál es la curva de la lucha del FNRP en el movimiento popular?
“Inmediatamente después del golpe, el movimiento popular salió a las 

calles durante 161 días continuos. El 28 de mayo de 2011 pudo retornar 
al país el presidente Zelaya y se comenzó la construcción del Partido LI-
BRE. El FNRP decidió no inscribirse como partido porque no se quiso 
mezclar la fuerza popular construida con un partido político. LIBRE es un 
instrumento político del FNRP para convivir en la democracia burguesa 
con los partidos de la oligarquía. Para nosotros (la izquierda anticapitalista) 
el FPRN es la expresión popular auténtica para la refundación del país por 
cualquiera de los medios necesarios.”
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-Resulta asombrosa la existencia del FNRP y de LIBRE en una Honduras 
que siempre ha sido considerada “el portaaviones continental” del imperialismo para 
la región…

“Pero ello no signifi ca que el pueblo hondureño no contenga en su 
seno una historia de combate anticapitalista y antiimperialista. Muchos 
hogares hondureños cobijaron revolucionarios nicaragüenses y salvado-
reños. Varias de las reuniones fundacionales del Frente Sandinista para la 
Liberación Nacional se realizaron en Tegucigalpa, la capital de Honduras, 
debido a la tiranía somocista.

Es cierto que entre otros factores, las difi cultades de acceso y comuni-
cación de Honduras formaron un país muy atrasado desde los tiempos de 
la Colonia. Pero esa condición se agravó cuando nos volvieron la platafor-
ma norteamericana de contrainsurgencia de Centroamérica. Las milicias 
contra el presidente Jacobo Árbenz de Guatemala salieron de territorio 
hondureño. Las fuerzas golpistas sobre el presidente Juan Bosch de la 
República Dominicana salieron de territorio hondureño. La contrarrevo-
lución nicaragüense estuvo en territorio hondureño. El ejército hondure-
ño atacó en la frontera occidental al salvadoreño Frente Farabundo Martí 
para la Liberación Nacional. Los mejores cuadros de la Inteligencia con-
trainsurgente norteamericana estuvieron aquí. Por eso cada levantamiento 
e iniciativa política popular de Honduras fue aplastado violentamente.” 

El 26 de junio de 2014 los pueblos solidarizan 
con la Resistencia

-¿En qué está hoy mismo el FNRP?
“El 16 de diciembre de 2013, a poco del fraude en las elecciones ge-

nerales (http://www.rebelion.org/noticia.php?id=177351), la candidata 
presidencial de LIBRE, Xiomara Castro, convocó a la Coordinación del 
FNRP a que nos reorganizáramos ante la nueva situación política. Para esa 
tarea nos responsabilizó concretamente a Juan Barahona, a Rafael Alegría 
y a mí. El 4 de enero de este año se realizó la reunión de la Coordinación 
y el 19 de enero, la asamblea general del Frente. 6 movilizaciones realiza-
mos en enero y dos en febrero. Posteriormente nos metimos a fondo en 
replantear estratégicamente al FNRP. En marzo estuvimos tres días con-
centrados 43 miembros de la Coordinación Nacional. En abril los aconte-
cimientos ocurridos a nivel de LIBRE nos llevaron a apoyar a la bancada 



– 285 –

en la calle. Organizamos una jornada del Primero de Mayo jamás antes 
vista en el país.

El 26 de junio, ante la quinta conmemoración del golpe de Estado, 
realizaremos una potente movilización popular. Por eso, ayer nada más el 
gobierno ilegítimo compró 8 tanquetas nuevas para reprimirnos y anunció 
que comprará 21 aviones militares de guerra, con la excusa de “diferen-
cias” con El Salvador que nadie conoce. 

En nombre del FNRP, quiero, queremos, necesitamos con urgencia, 
mano hermana de su hermano, el más amplio apoyo y solidaridad de los 
pueblos de América Latina y el mundo con la resistencia del pueblo hon-
dureño frente a la dictadura. Es vital para nosotros que el próximo 26 de 
junio, a 5 años del golpe de Estado, la gente amiga de la libertad a nivel 
internacional pueda realizar actividades solidarias con la lucha justa de la 
mayoría de la sociedad hondureña.”

HONDURAS ADENTRO

Entrevista con la sub-jefa de la bancada parlamentaria de Libertad y 
Refundación, la diputada hondureña de izquierda Scherly Arriaga.

“Y Dios me hizo mujer…, / nacieron así las ideas,
los sueños, / el instinto.”

GIOCONDA BELLI

Que no exista una insurrección armada de los oprimidos en Honduras, 
territorio de casi 8 millones de habitantes y 112.492 km², anclado en la 
plena y vibrante Península de Yucatán, pese a las maldiciones de la miseria 
multiplicada, el precio enterrado de la vida humana y a los ejemplos revo-
lucionarios entre los 60 y los 80 del siglo XX de Nicaragua, El Salvador y 
Guatemala, sus vecinos fronterizos, tiene un complejo de explicaciones.

En Honduras funciona de manera literal el contenido internacional y 
la forma nacional del capitalismo. El menudo territorio hondureño es la 
plaza fuerte del imperialismo norteamericano en la zona. Por eso el recien-
te despertar del pueblo de Honduras expresado en el Frente Nacional de 
Resistencia Popular, FNRP, y su herramienta electoral, el Partido Libertad 
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y Refundación, LIBRE, ya constituye respecto de sí mismo, de su propio 
devenir y rol impuesto por el Pentágono, un triunfo de los de abajo.

Para conocer aspectos relevantes de Honduras bajo la actual dictadura, 
nos entrevistamos con Scherly Arriaga, subjefa de la bancada de LIBRE y 
diputada de izquierda del Congreso Nacional por esa agrupación que surgió 
luego de cientos de días de resistencia en contra del golpe de Estado come-
tido sobre el Presidente José Manuel Zelaya Rosales el 2009. Sólo después 
de los Acuerdos de Cartagena de Indias se permitió la creación de LIBRE, 
fruto directo de la lucha del pueblo hondureño a través del FNRP.

“El 24 de noviembre de 2013, con Xiomara Castro como candidata 
de LIBRE a la Presidencia de Honduras, sufrimos un monstruoso fraude 
electoral (http://www.rebelion.org/noticia.php?id=177351). La estafa se 
urdió mediante un conjunto de procedimientos, antes, durante y después 
de los comicios. Hubo robo de miles de urnas donde ganaba LIBRE, se 
compraron dignidades por comida y tarjetas de crédito, se fraguó una cam-
paña sucia contra Xiomara, etc. Aun así algunos representantes de LIBRE 
conseguimos sobrevivir al fraude. Hoy el instrumento político hijo de la 
resistencia real del pueblo de Honduras tiene 37 diputados –en un sistema 
unicameral– de los 128, constituyéndose en la segunda fuerza política de 
oposición. Asimismo, a nivel local y en todo el país alcanzamos más de 500 
regidurías (concejales municipales) y 31 alcaldes”, explica la legisladora 
Scherly Arriaga.

-¿Cómo defi nes la coyuntura que atraviesa Honduras en el presente inmediato?
“La situación política de Honduras es bastante difícil luego del golpe 

de Estado de 2009, porque se consolidó una dictadura aunque nos hayan 
dejado participar en una falsa democracia. La semana pasada (mayo de 
2014), los diputados de Libertad y Refundación fuimos dejados sin repre-
sentación en el Tribunal Supremo Electoral (TSE), lo que se traduce en 
la confabulación de las condiciones necesarias para que se produzca un 
nuevo proceso mañoso en las próximas elecciones generales de 2017 (las 
elecciones en Honduras son cada 4 años).”

-¿Qué hicieron ustedes?
“Tuvimos que ofrecer oposición de tal forma que debimos solicitar un 

representante de LIBRE en el TSE. Alguien que dé las garantías mínimas 
para que el próximo proceso electoral sea lo más equilibrado, honrado y 
honesto posible.
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LIBRE obtuvo, según los números del propio fraude, casi un millón 
de votos, mientras que la oposición al titular en el Ejecutivo y miembro 
del Partido Nacional (oligarquía más rancia), Juan Hernández, llegó a poco 
menos del 70%. El mismo Juan Hernández, con trampa y todo, apenas 
obtuvo un 36% de los sufragios.”

-Quitando a LIBRE por razones obvias, ¿qué partidos componen la oposición 
tradicional a la dictadura?

“La otra bancada de oposición en el Legislativo corresponde al Partido 
Liberal, pero que está muy ligado a la dictadura y el cual expulsó hace años 
de sus fi las al presidente depuesto por la fuerza, Manuel Zelaya. El Par-
tido Liberal sólo cuenta con 27 diputados y 500 mil votos. Luego está el 
Partido Anti-corrupción, con 13 diputados. Y, claro, el Partido Nacional, 
ofi cialista, con un 48%.” 

El país más violento del mundo

-¿Qué pasó con la exclusión del LIBRE del TSE?
“Tuvimos que hacer una fuerte manifestación irrumpiendo en la Cá-

mara Legislativa con el pueblo hondureño, por lo cual fuimos vil e indis-
criminadamente reprimidos por la policía militar. La confrontación duró 
casi todo el día.”

-¿Pero la militarización de Honduras fue inaugurada en la presente administración?
“El gobierno anterior fue ligeramente menos descarado. El vigente 

está ahora adoctrinando a 25 mil niños mediante un programa llamado 
Guardianes de la Patria, cuyo objetivo es alcanzar a los 100 mil menores 
con valores militares (¿las bases del fascismo a la hondureña?). Con el objeto 
de intentar justifi car la creación y el presupuesto para este tipo de programas, 
el Estado está matando niños. Sólo la semana anterior fueron asesinados 20 
niños y adolescentes. De este modo, Honduras es hoy uno de los países más 
empobrecidos y con mayor inseguridad de América Central –asociada tanto 
a la violencia como a la inseguridad jurídica–. Hace poco Honduras fue cla-
sifi cado por la ONU como el país más violento del mundo”

-¿Y las mujeres?
“En la última década han sido asesinadas 4 mil mujeres, el 90% impu-

nemente. De hecho, el 47% de las víctimas de los crímenes con resultado 
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de muerte son mujeres. El desempleo femenino es una peste y somos el 
segundo país con la tasa más alta de niñas embarazadas.”

El factor LIBRE

-¿Qué persigue el Partido Libertad y Refundación?
“Honduras por primera vez cuenta con un partido progresista que busca 

garantizar los derechos básicos del pueblo, como salud, educación, trabajo, 
vivienda, seguridad. Hablamos de una población donde casi el 70% sobre-
vive bajo la línea de la pobreza y el 46%, debajo de la pobreza absoluta o 
estructural. Hay 700 mil jóvenes que no estudian ni trabajan, mientras una 
enorme cantidad de niños sí tiene que trabajar (son más baratos). Existe una 
deuda interna y externa con el FMI y el Banco Mundial impagables. Ahora 
mismo el Estado de Honduras se encuentra en estado de quiebra. Ni siquie-
ra tiene para pagar a los propios funcionarios públicos.”

La ilustración de la tragedia social

-¿Y qué dicen los economistas?
“Qué no se podrá pagar a nadie, salvo que el Estado continúe endeu-

dándose. De este modo se profundiza nuestra economía dependiente y las 
condiciones de las grandes productoras de deuda a escala mundial, como 
la intensifi cación de las privatizaciones. Apenas el 22 de mayo se introdujo 
un proyecto a la Cámara Legislativa donde se privatiza el seguro social de 
salud, un derecho a través del cual los trabajadores tenían la oportunidad 
de ser asistidos. La reforma postula que el trabajador asalariado podrá 
obtener un servicio sanitario según lo que gane, y el que está cesante, pues 
no recibirá nada.”

-¿Qué ocurre con la salud pública?
“Existen algunos hospitales públicos, pero están completamente desa-

bastecidos, no hay medicinas. La infraestructura es defi citaria, están sobre-
pasados por la demanda y no se les paga a los médicos.”

-¿Y en la educación?
“Lo mismo. Saquearon los ahorros de aquellas instituciones donde los 

profesores podían aportar para su jubilación. Carecen de salarios justos y 
tampoco se les está pagando.”
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-No existe seguridad social, entonces…
“A principios de 2014, los que mandan provocaron la quiebra de la 

entidad de previsión social, que es catalogado como el acto de corrupción 
más grande de la historia de Honduras, para justifi car una reforma legal 
con el fi n de que los hondureños, de acuerdo a sus ingresos, puedan tener 
acceso a derechos elementales. Naturalmente son innumerables las perso-
nas que no recibirán una salud integral.”

-¿Cómo era antes?
“Por lo menos había hospitales públicos que, por cierto, benefi ciaban 

limitadamente a la gente. Pero ahora el Estado los está haciendo quebrar, 
irresponsabilizándose de un servicio esencial y dañando a la inmensa ma-
yoría de la sociedad empobrecida.”

-¿Qué ocurre con las jubilaciones?
“Ese aspecto cayó durante el gobierno pasado. Antes, los colegios 

magisteriales ahorraban para su jubilación en el Instituto de Prevención 
Social, y los funcionarios públicos en otro organismo similar. Ahora estas 
instituciones no tienen la validez ni el dinero ahorrado por muchos años 
por profesores y trabajadores del Estado.”

-¿Y todos los demás trabajadores que no son profesores ni funcionarios públicos?
“No tienen derecho a nada.”

-Y de los casi 8 millones de hondureños, ¿cuántos forman parte de la fuerza de trabajo?
“Sólo 2 millones, considerando que más del 60% somos jóvenes. La 

mayoría subsiste informalmente, subempleada, por cuenta propia y sin 
ninguna estabilidad económica ni capacidad de ahorro. Como si fuera 
poco, a partir de este año hubo un “paquetazo”, incrementándose los pre-
cios de la canasta básica, el combustible, la energía eléctrica y todos los 
servicios sociales. Y en 5 años han establecido 8 “trancazos”, es decir, 8 
veces han aumentado los impuestos a la población mediante el IVA que 
llega al 15%”

El golpe, el fraude, el Imperio

-¿Cuáles son las causas inmediatas del golpe de Estado contra Zelaya?
“Durante el gobierno de Manuel Zelaya hubo muchos acercamientos 

a los gobiernos del ALBA y particularmente a Venezuela de Chávez, en-
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tonces. Ello fue deteriorando la relación entre los empresarios y el propio 
Partido Liberal con Zelaya que era de sus fi las en aquel momento. El fe-
nómeno se agudizó cuando el presidente Manuel Zelaya pretendió realizar 
una consulta popular sobre si se estaba de acuerdo o no con llevar adelante 
una Asamblea Nacional Constituyente. El 28 de junio de 2009, el mismo 
día que se efectuaría la consulta le dieron el golpe de Estado a Zelaya. ¡Y 
estamos hablando de una consulta que ni siquiera era vinculante! Si su 
resultado hubiera sido positivo, todavía tenía que ser tramitado, discutido 
y votado como proyecto en el Poder Legislativo. Ni eso permitieron. Ze-
laya fue inmediatamente expatriado y el pueblo hondureño fue sometido 
a cientos de días de represión abierta. Hoy los perseguidos políticos “ofi -
ciales” suman más de 300. En el Aguán han muerto 190 campesinos, las 
víctimas directas de la resistencia son más de 200 personas, mientras las 
víctimas indirectas –que el gobierno achaca a la “delincuencia común”– 
son cientos y cientos.”

-¿Podría afi rmarse que en aquellos días el imperialismo golpeó al gobierno de Hugo 
Chávez a través del castigo contra el pueblo de Honduras por el acercamiento de Zelaya 
al proyecto bolivariano?

“Sin duda. Los procesos progresistas y solidarios propiciados por el 
Comandante Hugo Chávez estaban llegando a Honduras y nuestra gen-
te lo estaba sintiendo. Por medio del ALBA, la solidaridad venezolana 
cambió todos los focos de luz eléctrica para las casas, el combustible se 
abarató, se entregaron 100 tractores a los campesinos, sin contar con la 
implementación de una serie de programas y misiones sociales para mejo-
rar la calidad de vida de los hondureños.”

-Ahora bien, ¿el fraude electoral del año pasado no es parte de la ofensiva imperia-
lista general sobre la región y sus áreas de infl uencia en el marco de la guerra interca-
pitalista por mercados, trabajo barato, recursos naturales, posicionamientos geopolítico-
militares?

“Honduras tiene en su territorio la base militar norteamericana más 
grande de la región que sirvió y ha servido para contrarrestar los proce-
sos revolucionarios de El Salvador y Nicaragua. Entonces el imperialismo 
no puede arriesgarse a perder a Honduras, pieza clave de su hegemonía 
geopolítica.”
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-Aunque resulte obvio, ¿quién manda en Honduras?
“Es increíble que en las últimas elecciones quien más visitaba al Tribu-

nal Supremo Electoral fuera la embajadora norteamericana Lisa Kubiske. 
Se trató de la manipulación más evidente de unas elecciones digitadas por 
los EE.UU.”

La lucha política-social, la esperanza, 
la solidaridad de los pueblos

-Poniendo entre paréntesis al FNRP como fuerza social en movimiento y acción, 
¿cuáles son las potencias y los límites de la participación legislativa de LIBRE bajo las 
condiciones de una dictadura?

“Intentamos permanentemente evidenciar y denunciar todo acto que 
perjudica al pueblo de Honduras, lo cual antes no existía. La Cámara Le-
gislativa siempre fue un espacio de la oligarquía y sus intereses. Hoy toda la 
población se da cuenta hasta dónde es capaz de llegar el poder. Y estamos 
plenamente conscientes que sin la movilización permanente del propio pue-
blo, es imposible hacer retroceder a la dictadura. En la historia de Honduras 
jamás había existido oposición verdadera, ni un partido como LIBRE que 
logramos consolidar sólo en 2 años. He aquí que por fi n nuestro pueblo 
tiene un horizonte, una esperanza, una alternativa para la lucha justa.”

-A escala internacional y de los gobiernos y Estados capitalistas del mundo, ¿el 
pueblo hondureño está solo?

“La responsabilidad de hacer valer un proceso progresista y sus even-
tuales conquistas es labor del propio pueblo hondureño.”

-¿Qué precisan de la sensibilidad y humanidad internacional, aquella hermana de 
la justicia y de los pueblos oprimidos?

“Tal como nosotros hemos sido solidarios en procesos como el salva-
doreño, por ejemplo, esperamos el acompañamiento, la denuncia desde 
cada uno de los espacios que construye el pueblo organizado de cualquier 
parte del mundo, de las atrocidades, de la resistencia y de la esperanza que 
hoy sufre, camina y sueña la Honduras popular.” 
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HONDURAS: SE ACABA EL MOMENTO DE LA LUCHA 
ELECTORAL PARA LA RESISTENCIA POPULAR

La tiranía, cuyo capataz de turno es Juan Hernández, riega de ejér-
cito y policía militar acceso a capital hondureña por marcha de la 
oposición democrática. TSE confi rma fraude

Recién el sistémico Tribunal Supremo Electoral (TSE), como se su-
ponía, acaba de confi rmar los números del fraude, intentado legitimar la 
nueva forma de la tiranía. Le da al ultraderechista Juan Hernández un 36% 
y a Xiomara Castro de LIBRE, un 28%.

El 30 de noviembre se realizará una marcha popular entre la Universi-
dad Pedagógica Nacional hasta las bodegas sonde se encuentran los votos 
de la elección violada por la dictadura hondureña el pasado 24 de noviem-
bre. La convocatoria es a las 08.00 hrs. y se desplegarán contra el fraude 
electoral las fuerzas sociales agrupadas en el Frente Nacional de Resisten-
cia de Honduras y el Partido LIBRE.

La cara de la tiranía impuesta por el fraude imperialista, Juan Hernán-
dez del Partido Nacional, desde anoche mandó la militarización de los 
accesos a la metrópolis de Honduras, en un contexto donde ya se ha 
asesinado a un militante de Libertad y Refundación sólo hace horas.

Luego de vacilaciones y tiempo solicitado por la verdadera presidenta 
ganadora en los comicios, Xiomara Castro y su marido, el mandatario de 
origen liberal depuesto en 2009 por los partidos de la oligarquía, Manuel 
Zalaya, para contar con superiores pruebas del fraude –que ya sobraban el 
mismo día de las elecciones–, por fi n se realizó el llamado a la movilización 
popular, único medio para impugnar con fuerza y más allá de las leyes de la 
minoría en el poder y los intereses del Pentágono, el robo electoral.

Estudiantes, campesinos e indígenas en lucha han protagonizado pro-
testas durante la semana pasada contra la dictadura. En los hechos, son los 
sujetos sociales, el pueblo real que resiste la tiranía digitada desde la em-
bajada estadounidense. El Partido LIBRE es un instrumento básicamente 
construido para enfrentar la coyuntura electoral y contener al conjunto 
policlasista de la oposición contra un poder dinosáurico en un territorio 
donde el 70% de la población es pobre y re-pobre.

La realidad son las relaciones de fuerza concretas. La ley ya fue trans-
gredida a vista y presencia del mundo. Se ejecutó el fraude como estaba 
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vaticinado, el cual, no faltaba más, fue refrendado por el histórico instru-
mento imperialista OEA, y no bastaron las denuncias de delitos electorales 
por los más de mil observadores internacionales para cambiar nada. La 
política no sólo es economía concentrada, sino también movimiento, fuer-
za y consenso. La crisis de gobernabilidad o quiebre del consenso social ya 
es un hecho hace tiempo y sólo resta la fuerza, actualmente monopolizada 
por el Estado y su administración de turno.

Se termina el momento de la lucha electoral. El pueblo organizado 
y conciente hondureño remece el rápido cambio de coyuntura tras sus 
intereses históricos. Hoy el combate de la mayoría oprimida tiene carácter 
pacifi sta. El movimiento real de las fuerzas sociales, su acelerada madu-
ración, le impone una batalla dura y larga, y de superior organización. Va 
siendo la hora de los jóvenes, mujeres, indígenas, campesinos y asalariados 
que luchan frontalmente contra la dictadura. Se liquida velozmente el ám-
bito del cuestionamiento electoral. En verdad, ello ofrece un argumento 
esencial para poner el reloj popular a la hora que impone la propia tiranía. 
Al respecto, por lo menos, la conducción, ahora mismo, debería ser com-
partida por la autoridad ganada en la lucha por quienes ponen el cuerpo 
sin vacilaciones.

SÓLO EL PUEBLO HONDUREÑO
TIENE LA ÚLTIMA PALABRA

Las tensiones se incrementan por minuto ante la incertidumbre. 
Radio Globo es acallada sistemáticamente

En el marco de la tiranía cívico-militar hondureña, el más que probable 
fraude electoral del pasado 24 de noviembre que dio por ganador –con 
cuentas parciales e irregularidades de todo tipo– al representante de la oli-
garquía de ese país centroamericano y de los intereses norteamericanos, el 
28 de noviembre, antes de las 06.00 hrs. fueron bloqueadas las transmisio-
nes por antena y por Internet de la única radio democrática que quedaba 
en el golpeado territorio de Morazán, Radio Globo. Al menos, por Inter-
net, lograron volver a transmitir después de aproximadamente una hora.

Mientras el partido genuinamente triunfador, Libertad y Refundación, 
LIBRE, todavía analiza voto a voto los escrutinios violentados por la dicta-
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dura mediante artifi cios tanto sofi sticados, como tradicionalmente vulgares, 
los jóvenes estudiantes, indígenas y campesinos de la Resistencia ya salen a 
las calles a denunciar la estafa electoral, vaticinada por diversos analistas.

El silenciamiento forzoso de Radio Globo, único medio de comunica-
ción de alto impacto, simplemente expresa el ínfi mo derecho a la libertad 
de expresión que sobrevive en Honduras momentáneamente debido a 
que los comicios presidenciales y parlamentarios contaron con la reciente 
asistencia de más de mil observadores internacionales que ratifi caron los 
delitos electorales cometidos por el partido ofi cialista, y aún se mantiene la 
atención de gran parte del mundo sobre el curso de los acontecimientos.

El 28 de noviembre, primero los locutores y comunicadores en la ma-
drugada hondureña de la emisora Globo acusaron la caída de la señal pro-
pia de una radio del dial legal para luego, a los pocos minutos, desaparecer 
de Internet y su comunicación en línea. Sólo retornarían a escucharse alre-
dedor de una hora después.

Agudos, críticos, inteligentes y amantes de su pueblo, los trabajadores y 
trabajadoras de Radio Globo han denunciado valientemente la represión de 
la dictadura oligárquica titiriteada por los intereses del Pentágono por la re-
levancia geoestratégica de Honduras en la Península de Yucatán. De hecho, 
el territorio hondureño ha sido usado y abusado militarmente por el Estado 
norteamericano como plataforma y retaguardia durante la Revolución Nica-
ragüense, y las guerras populares tanto en El Salvador, como en Guatemala. 
La tradición heroicamente antiimperialista de una región víctima del saqueo 
y el crimen contra sus pueblos, tensiona aún más la situación de inestabilidad 
y potencial ingobernabilidad de Honduras de no reconocerse el triunfo 
electoral de la amplia oposición democrática policlasista.

Por otra parte, intentando ganar tiempo para normalizar y convencer 
a los hondureños y a la comunidad internacional de la cuestionadas y no 
informadas aún cifras fi nales de las elecciones del pasado 24 de noviembre, 
el Tribunal Supremo Electoral –órgano de la tiranía– emplea argumentos 
insostenibles, como “la mala vista de los digitadores” para contar los votos.

Durante la jornada electoral, el ofi cialista Partido Nacional canjeó papeletas 
de votación por bolsas de comida, ropa y hasta tarjetas de crédito, entre otras 
aberraciones. Así y todo, con la militarización del país y los asesinados por la 
dictadura, el pueblo hondureño sufragó masivamente por Libertad y Refun-
dación. En Honduras, la mitad de la población es campesina y el 70% de la 
población está bajo la línea de la pobreza según estándares internacionales.
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LIBRE, hasta ahora, ha obrado con gran cautela y no ha llamado con-
vincentemente al pueblo democrático a salir a las calles. Se ha limitado a 
concentrarse en contar los votos y manifestar que ofi cializará su posición 
el viernes 29 de noviembre. Por el momento.

Quien suscribe este artículo, teme que LIBRE se distraiga en aspectos 
técnicos y no políticos para enfrentar esta hora crucial. Resultaría un salu-
do a la bandera de consecuencias altamente inciertas, que LIBRE se con-
tentara con quedar como segunda fuerza electoral, entre los dinosáuricos 
partidos Nacional y Liberal. Cuando el pueblo dispuesto a luchar por opo-
nerse a un fraude ejecutado bajo luz de mediodía observa las vacilaciones 
de su conducción política coyuntural puede desorientarse por un momen-
to, pero luego, más temprano que tarde, busca y logra su recomposición a 
través de nuevas conducciones políticas liberadoras.

La legitimación de un fraude electoral de talla mayor y, por tanto, de una 
falsa democracia y auténtica tiranía remozada, arriesga la propia unidad in-
terna de LIBRE. No es abstracto ni ideológico que la lucha de clases también 
se reproduce al interior de instrumentos político electorales de inspiración 
democratista. El objetivo comprometido es el poder y las transformaciones 
que demandan los oprimidos. Si ello se relativiza, el riesgo de la unidad ne-
cesaria para encarar una dictadura simplemente, peligra.

POR MINUTO SE INCREMENTA LA CRISIS POLÍTICA 
Y MULTIDIMENSIONAL HONDUREÑA. SU PUEBLO, 

COMO HISTÓRICAMENTE ESTÁ PROBADO, 
TIENE LA ÚLTIMA PALABRA 

Honduras: La gobernabilidad peligra si se consolida 
fraude electoral

“La libertad trabaja, la sufre y suda”
PATRICIO MANNS

1. Apenas terminó el horario de votaciones presidenciales en la Hon-
duras tiranizada desde el 28 de junio de 2009 mediante un golpe de Estado 
“blando”, las primeras mesas escrutadas daban por ganadora claramente 
a la candidata de Libertad y Refundación, Libre, Xiomara Castro. Libre es 
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un instrumento político electoral que contiene al conjunto y variopinto 
pueblo que resiste la dictadura. 

Su principal contrincante era, precisamente, el candidato del oligarca 
Partido Nacional, Juan Hernández. Honduras, dependiente y empobre-
cida, en su papel geopolítico en la Península de Yucatán ha funcionado 
como plataforma y retaguardia militar del imperialismo norteamericano 
durante la Revolución Sandinista y la guerra de los pueblos salvadoreño y 
guatemalteco en los 70 y 80.

El golpe de Estado mal teñido de legalidad ladina, fue dado a mediados 
de 2009 contra el liberal Manuel Zelaya debido a sus aproximaciones a la 
Venezuela de Chávez y Maduro y por la causa bien concreta de intentar 
realizar un plebiscito para saber si la población estaba de acuerdo con 
llevar adelante un proceso constituyente. Esa tímida iniciativa –enmarcada 
en cualquier democracia burguesa, una de los formatos de la dictadura del 
capital– bastó para expulsar a Zelaya de la jefatura del Ejecutivo.

Sin embargo, y hasta cuando se teclea el presente artículo, el Tribunal 
Supremo Electoral –parte de la dominación estatal y la dictadura–, con 
alrededor de más de un 54% de los votos escrutados, comunicó (sorpren-
dentemente, pero dentro de las posibilidades hipotetizadas) que el candi-
dato ofi cialista del Partido Nacional supera casi por 6 puntos a Libre, toda 
vez que Libertad y Refundación, de acuerdo a su disciplinado seguimiento 
del proceso, en la realidad aventaja por casi 4 puntos a la dictadura.

El 24 de noviembre fue una jornada marcada por las irregularidades, las 
amenazas y la militarización de los medios de comunicación democráticos 
(Radio Globo y otros); la compra de votos a través de bolsas de comida, 
ropa y hasta tarjetas de crédito por parte del ofi cialismo. Los multiplicados 
incidentes fueron pública y formalmente denunciados a la Fiscalía de De-
litos Electorales, organismo más misterioso que supervisor de nada.

La Mesa de DDHH Internacional que observó paso a paso las eleccio-
nes, señaló que las anormalidades y delitos electorales más corrientes fueron 
que sufragaron muertos, hubo doble votación, cambio de locaciones sin avi-
so a las personas a la hora de marcar la papeleta. Se agregaron las amenazas 
a militantes del Partido Libre y algunas detenciones de sus miembros.

2. La tiranía –reconocida, trágicamente, por diversos Estados del con-
tinente durante sus 4 años, a través del no boicot económico y por exten-
sión, político– cometió y comete asesinatos a opositores agrupados en el 
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Frente Nacional de Resistencia Hondureña en lucha y en el Consejo Cívi-
co de Organizaciones Populares e indígenas, Copinh, en su combate con-
tra el extractivismo destructor de comunidades y naturaleza limitada. Sólo 
en el campo periodísticos, han sido asesinados más de 30 comunicadores 
sociales. La represión, hostigamiento, amenazas y persecución sistemática 
contra las organizaciones antidictatoriales es el modo habitual como el 
Estado enfrenta al pueblo organizado.

3. Cuando todavía el Tribunal Supremo Electoral no entrega los cóm-
putos fi nales, ya los trabajadores y el pueblo hondureño acusan de fraude, 
de robo electoral y de bandidos a la dictadura. En medio de tensos e indig-
nantes momentos, las opiniones predominantes van desde las esperanzas 
de que se reviertan y sinceren los resultados por la tarde del 25 de noviem-
bre, dando por legítima ganadora a Libre y Xiomara Castro, hasta ofrecer 
lucha directa para defender la victoria opositora.

Mientras tanto, Libre está convocando a sus delegados de todo el país 
a una reunión de emergencia para resolver los pasos a seguir.

4. A diferencia de la mayoría de los golpes de Estado conocidos en 
América Latina y el Caribe, la dictadura provocó inmediatamente la veloz 
organización y ampliación social de su base popular. Honduras, probable-
mente aclimatada por los ejemplos de Venezuela, Bolivia y Ecuador, no se 
replegó ni fue presa del terror. Su reacción fue ofensiva. Su disposición y 
voluntad de lucha y transformación asombran al mundo y hoy existen más 
motivos aún para potenciarlas y radicalizarlas.

La inestabilidad y condiciones políticas ante el fraude en curso pueden 
desembocar rápidamente en una crisis de gobernabilidad de fi nal abierto.

La estafa electoral, de ratifi carse en las próximas horas por la colusión 
oligarca entre los intereses que representa el Partido Nacional y el Tribunal 
Supremo Electoral, cierra la posibilidad de la restauración “en forma” de 
la democracia burguesa. Y si la vía electoral se clausura, el pueblo hondu-
reño no tiene más remedio que liberar sus fuerzas e intensifi car su lucha 
frontal contra la dictadura, esta vez, con un altísimo consenso social nacio-
nal, regional y mundial. Si se agota el camino de las urnas y de la resistencia 
pacífi ca, la resistencia, legítima y autorizadamente, puede dar un salto a 
una nueva fase, empleando todas las formas de lucha, en la batalla dura 
por su liberación. 
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